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Prologo 


El presente libro “Federalismo Fiscal en México” se enmarca dentro de los estudios de 
Finanzas Públicas. En particular se especializa en el tema de relaciones fiscales 
intergubernamentales o federalismo fiscal en consideración de la forma de estado en este 
tipo de naciones. Por lo que comprende el estudio, análisis, tendencias y propuestas de 
políticas públicas fiscales entre distintos niveles de gobierno tanto en su relación vertical 
como horizontal. Situación que obliga, en virtud de su naturaleza, a la aplicación de 
diversas disciplinas científicas para poder comprender los diferentes aspectos en este tipo 


de estudios. 


Aunque el libro tiene como principal objeto de análisis el Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal en nuestro país, se realizan abundantes referencias, tanto teóricas como 
prácticas, de una gran variedad de sistemas intergubernamentales con el propósito de 
utilizarlos como pautas de clasificación, marcos de referencias y conocimiento de 
resultados empíricos en cuanto a los efectos económicos, administrativos y políticos de 


tales sistemas fiscales. 


En concreto se encuentran disponibles mumerosas obras y estudios particulares sobre 
federalismo fiscal en México. Pero, la mayoría de ellas adopta un enfoque, problemática o 
metodología única que impide un conocimiento amplio o relacionado entre las diferentes 
facetas que presentan las relaciones fiscales intergubernamentales. Por ello la presente obra 
adopta una visión integral entre diferentes aspectos con la finalidad de tener una visión más 


amplia del Sistema de Coordinación Fiscal. Esta visión permite tener un conocimiento con 
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mayor profundidad y de esta forma evitar análisis o juicios parciales. De esta forma la 
consideración de nuevas políticas públicas en la materia se podrá desarrollar con bases más 


sólidas. 


La obra podría dividirse en dos partes en razón del propósito de su estudio. La primera 
consistente en la comprensión del tema de relaciones fiscales intergubernamentales 
aplicado al caso en México. Esta parte comprende tanto la trayectoria histórica, análisis de 
las instituciones involucradas, así como el conocimiento de los efectos económicos y 
administrativos de las transferencias federales a las entidades federativas. La segunda parte 
estaría avocada a la preparación de políticas públicas en esta materia que tengan por 


finalidad fortalecer las relaciones hacendarias y fiscales de los estados. 


Es por ello que la presente obra tiene un rigor científico importante y sigue los lineamientos 
generales del método científico, contemplando la aflicción de técnicas econométricas y 
complementarias para verificar las hipótesis planteadas. En este orden de ideas, los 
resultados de los análisis y conclusiones son oportunos y adecuados para el lector que tiene 


conocimientos avanzados en materia de Economía o Administración Pública. 


En particular se utiliza el método clásico racional en el cual se describe una problemática 
básica, definida ésta por la situación fiscal de los estados federados, una serie de hipótesis 
empíricas relacionadas a los posibles efectos de las transferencias federales, el desarrollo de 
un marco teórico sólido y la utilización de diversas técnicas para probar o no las 


aseveraciones hechas. Siendo la utilización de diversas técnicas el punto fuerte del método 
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ya que permite utilizar las de diversas ciencias para poder llegar a interpretaciones y 


conclusiones armónicas sobre el Sistema de Coordinación Fiscal. 


Al efecto se utiliza la Historia para comprender tendencias y costumbres de las relaciones 
fiscales. Análisis jurídicos y, particularmente, del Derecho Constitucional, para conocer las 
reglas más importantes sobre el tema. Un breve análisis político y económico de la 
trayectoria nacional desde la promulgación de la Constitución de 1917. Implicaciones 
administrativas sobre las diversas formas de aplicar los fondos federales. Y, especialmente, 
técnicas económicas y financieras para conocer los efectos de cómo son repartidos los 
fondos federales en los estados y sus efectos sobre las finanzas estatales. Todos estos 
resultados son determinantes para la comprobación de las hipótesis y la formulación de las 


conclusiones sobre el estado del federalismo fiscal mexicano. 


viii 


I. El federalismo fiscal en México 


1. La problemática fiscal 

Esta obra tiene el propósito de examinar las implicaciones económicas, financieras y 
políticas de las relaciones fiscales entre los niveles de gobierno en México. Se presentan 
datos, análisis y resultados sobre las fortalezas y debilidades de las finanzas públicas 


nacionales y estatales que contribuyen a conocer la situación actual del federalismo. 


Las relaciones fiscales entre jurisdicciones representan uno de los pilares fundamentales 
sobre los cuales se edifican las instituciones federales en cada nación. Al efecto, Rodden 
(2002, 683) puntualiza que “los sistemas fiscales intergubernamentales y la jerarquía de 
leyes se encuentran entre los bloques de construcción fundamental para conocer las 


variedades de federalismo.” 


Por su parte, Amabilia Terrazas (2004, 65) considera que el “federalismo fiscal garantiza 
una mayor equidad en el tratamiento fiscal de transferencias, los subsidios y las 
participaciones, con objeto de equilibrar las limitaciones de los gobiernos locales, de 
aprovechar las ventajas de esos gobiernos y de que ciertos servicios y bienes públicos 
estén presentes sin importar la capacidad de pago de las regiones. De ahí la importancia 
de que el conjunto federado colabore tanto en la conformación como en la participación 


de recursos del Estado.” 


En México se inicia un sistema legal de ingresos compartidos a partir de 1953.* De esta 
forma los estados y municipios inician la dependencia financiera sobre los recursos 
federales condicionados con frecuencia en atención a la agenda política nacional. Para 
1980, las reglas de reparto fiscal se modifican al crearse formalmente el Sistema Nacional 
de Coordinación Fiscal (SNCF).* Este último fue creado como un mecanismo 
institucional para proteger a los ciudadanos de la doble tributación y reducir los costos de 
administración fiscal. Desde este año, entidades y gobiernos locales han gozado del 
derecho de recibir ciertos porcentajes de los ingresos federales a cambio de abstenerse de 


tributar en ciertas áreas. 


En 1990 se promulgan nuevas modificaciones fiscales como parte de las reformas 
estructurales impulsadas por el Presidente Carlos Salinas de Gortari. La reforma aumentó 
la transparencia del SNCF e introdujo elementos compensatorios dentro de la fórmula de 
reparto de fondos para favorecer a los estados que recibieron menos transferencias durante 
los ochentas. La nueva fórmula de reparto contiene tres criterios para calcular los montos 
transferidos: (1) la población con un 45%; (2) la recolección de ciertos impuestos 


federales con un 45%; y (3) un criterio compensatorio con el restante 10%. 


La legislación fiscal fue reformada en Diciembre 15 de 1995.* La reforma introduce dos 
cambios fundamentales. Primero, los montos de los fondos fueron aumentados de un 


18.1% de los ingresos federales tributarios, contemplados desde 1990, a un 20%. Y, 


l Estas reglas fueron formalizadas dentro de la Ley de Coordinación Fiscal promulgada en el “Diario 
Oficial de la Federación” en Diciembre 28, 1953. 

? La nueva Ley de Coordinación Fiscal fue publicada en el “Diario Oficial de la Federación” en Diciembre 
de 1978 pero su validez inicia en Enero de 1980. 

3 Ver: Diario Oficial de la Federación, México, Diciembre 15, 1995. 


segundo, otorga nuevas oportunidades a los estados para tener impuestos e ingresos 
propios, a través de una serie de medidas como el ingreso de los impuestos a los 
automóviles o agregar sobre tasas a ciertos impuestos federales (de ocupación hotelera y 


tenencia vehicular a partir de 1997).* 


Además de los fondos libres, las transferencias etiquetadas o condicionales han 
representado otro mecanismo histórico para influir y apoyar desde el centro a las políticas 
estatales y municipales. Mediante este mecanismo los presidentes de la República 
fortalecían sus planes de desarrollo, compensaban estados en condiciones precarias O 
realizan ajustes políticos de acuerdo a la agenda nacional. Formalmente las aportaciones 
condicionales existen en México desde la creación del Ramo 26 a finales de los setentas. 


Este ramo proporcionó inicialmente fondos a los estados en el rubro de obras públicas. 


Los recursos condicionales adquieren importancia al crearse el programa “Pronasol” del 
Presidente Salinas (1988 — 1994). Debido al aumento de importancia como instrumento 
financiero y administrativo, así como las críticas por el reparto discrecional (Molinar y 
Weldon, 1994 y Bruhn, 1996), el presidente Zedillo decide incluir este tipo de fondos 
dentro de la Ley de Coordinación Fiscal a partir de 1998. De esta forma su importancia 
crece con relación a los apoyos otorgados a las entidades y municipios. Para el período de 
1998 al 2002 representaron en promedio el 24% del ingreso nacional. Para el año 2005 las 
aportaciones representaron el 27% de los ingresos totales de los estados mientras que las 


participaciones alcanzaron un 39%. 


* Para una descripción detalla ver: Ordoño Pérez , Alejandro y Fernando Azpeitia (1996, 60-62). 


A pesar de que los estados han gozado de mayor número de recursos el efecto del Sistema 
de Coordinación Fiscal ha consistido en la dependencia financiera de los estados y 
municipios, el debilitamiento de sus administraciones fiscales y los problemas 
ocasionados en la presupuestación financiera. De 1989 a 1990 los ingresos propios de los 
estados se redujeron de 39% a 23%. Para 1995, los estados tuvieron la posibilidad de 
elevar esta cifra a un 48%, gracias al aumento de la economía nacional durante los 
primeros años de los noventas. Sin embargo, de acuerdo al Centro de Estudios de las 
Finanzas Publicas (2000), para el año 2000 los ingresos propios de los estados se 


redujeron a un 22% de su ingreso total. 


La repartición de fondos entre los estados representa otro punto controversial y en 
constante conflicto. En términos generales la entrega de fondos incondicionales favoreció 
a los estados con mayor actividad económica durante los ochentas (INAP, 1996, 136). 
Pero las reformas fiscales en 1990 iniciaron la tendencia contraria al favorecer a los 
estados menos favorecidos (Rodriguez, 1997). Sin embargo, las reformas de 1995 y 1997 
las reformas vuelven a favorecer a los estados con mayor actividad económica, 
aumentando la disparidad en este renglón del federalismo fiscal. Aunque en este renglón 
se favorecen los estados con mayor productividad la Federación realiza una compensación 
mediante la entrega de los fondos sociales con criterios casi opuestos o de apoyo a las 
regiones con mayor pobreza. De esta forma el resultado ha sido la nivelación de recursos 


entregados a las entidades aunque por medios distintos. 


Además, las reformas y cambios administrativos constantes han ocasionado diferentes 


expectativas y reacciones entre los estados con relación a las finalidades del SNCF. Por 


ejemplo, ciertos estados consideran que el objetivo debe consistir en el apoyo a los 
estados con mayores carencias mientras que otros justifican que debe ser en beneficio de 
los más ricos en razón de que la tributación fue obtenida precisamente de estas 
jurisdicciones. Victoria Rodriguez (1997) menciona que las reformas de 1990 causaron 
fricciones entre los estados ricos del norte y la Secretaría de Hacienda en razón de que se 


sintieron penalizados por estar en mejor situación financiera. 


En una posición similar Raúl Martínez (1997, 195) considera que los estados han 
presentado diferentes políticas públicas fiscales en atención a su esfuerzo fiscal. Las 
entidades con menor capacidad de generar recursos propios han presentado mayor 
dependencia o seguimiento sobre las políticas fiscales del centro no sólo en este tipo de 
recursos sino también con relación a los fondos sociales condicionales. Mientras que los 
estados con mayor esfuerzo fiscal han presentado mayores objeciones y confrontan las 


políticas nacionales. 


El estudio ofrece conclusiones preliminares sobre el federalismo fiscal que pueden ser 
utilizadas para mejorar la coordinación fiscal y las finanzas estatales con el objetivo de 
poder ofrecer mejores servicios públicos y que la Federación pueda descargar en niveles 
inferiores de gobierno programas y servicios de ámbito regional o local para que pueda 


enfocarse en programas de alcance nacional con mayor efectividad. 


También el análisis resulta útil para conocer el papel de las transferencias fiscales dentro 
de los procesos de descentralización y consolidación democrática. En otras palabras, se 


podrá realizar un diagnóstico del grado de “autonomía” de las entidades federativas, así 


como los principios vigentes del federalismo y práctica de las relaciones fiscales 


intergubernamentales. 


2. Desarrollo del estudio 

La base del estudio consiste en una serie de hipótesis para guiar al estudio y poder arribar 
a conclusiones sobre el estado que guardan las relaciones fiscales intergubernamentales en 
México. Éstas obedecen a un enfoque multidisciplinario apoyado en distintas ramas 
sociales y diferentes teorías que cubren aspectos diferentes sobre el federalismo. En 
particular la parte económica tiene como sustento la teoría de los Bienes Públicos, la cual 
señala los diferentes efectos de las transferencias financieras. Y con relación a modelos de 
políticas públicas se consideran como teorías importantes la de los incentivos 
Institucionales, Principal y Agente así como la de los Contratos Incompletos. Estas teorías 
contemplan la relación política entre diferentes niveles de gobierno, los efectos de no 
depender de un presupuesto fijo, así como el no contar con reglas puntuales en cuanto a la 


forma y distribución de fondos comunes. 


La primera hipótesis contempla el aspecto histórico del federalismo. Se pretende conocer 
los antecedentes del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, así como las tendencias 


históricas con relación a las reformas fiscales en la materia. Al respecto: 


H1: Las reformas fiscales intergubernamentales han sido paulatinas y parciales en razón 
de su complejidad evitando la posibilidad de realizar cambios profundos o reformas 
estructurales a pesar de la existencia de hechos políticos (inicio de instituciones, partido 


hegemónico o nueva democracia), económicos (modelos aplicados) o sociales relevantes. 


La segunda hipótesis de trabajo considera los aspectos de políticas públicas sobre el 
federalismo considerando tanto las reglas constitucionales, leyes secundarias, estructura 


financiera, situación de competencia entre autoridades y grado de descentralización: 


H2: La Federación prefiere mantener reglas flexibles y diferentes tipos de transferencias 
para mantener un importante poder sobre las decisiones de los estados ante la aparente 
descentralización de servicios. Por su parte los estados, en razón de sus diferencias socio- 
económicas, optan por aplicar la flexibilidad para “aprovechar aparentemente” los 


aspectos del Sistema de Coordinación que les favorece en vez de contar con reglas claras. 


El último conjunto de hipótesis se relacionan a las cuestiones económicas y financieras 
propias de los efectos de las transferencias sobre los estados. En primer término se 
establecen sobre los efectos en las finanzas estatales y en segundo relativas a la forma de 


reparto de las transferencias. 


H3: Las transferencias federales, en especial las libres, inducen a los estados a mantener o 


disminuir sus ingresos propios. 


H4: A consecuencia de los aumentos de las transferencias, en especial las transferencias 


condicionales, los estados aumentan su gasto en obra pública y programas sociales. 


H5: Se espera que el esfuerzo fiscal sea una consecuencia directa o correlación de la 
capacidad fiscal (capacidad económica) reforzado por el hecho de que las participaciones 


se reparten conforme a elementos que denotan capacidad económica de la entidad. 


H6: De acuerdo a la Ley Federal de Coordinación Fiscal las participaciones libres deben 
favorecer a los estados desarrollados y las aportaciones condicionales a los que presentan 


mayor marginación. 


Es por ello que la presente investigación se basa en un enfoque multidisciplinario para 
analizar las situaciones antes descritas. En particular la metodología de la escuela de la 
Nueva Economía Institucional (Williamson, 2000; y North, 1993) aplica técnicas 
históricas, sociales, culturales, económicas y jurídicas para formar una visión integral de 
la realidad social y poder llegar a conclusiones con mayor puntualidad. Es así que el 
presente ensayo considera desde la trayectoria histórica de las relaciones fiscales 
intergubernamentales, el marco legal, las prácticas administrativas fiscales entre la 
Federación y los demás niveles de gobierno, así como los efectos económicos dentro de 
las finanzas públicas de los niveles de gobierno en cuestión. Se pretende conocer datos 
descriptivos, tendencias fiscales y políticas, identificar problemas financieros que aquejan 


a las entidades y distinguir nuevas variables que afectan a la coordinación fiscal. 


Para lograr dichos objetivos el trabajo aplica la narrativa histórica, bibliografía y literatura 
especializada en estos temas, la utilización de estadística descriptiva para analizar el 
impacto financiero del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, la elaboración de 


coeficientes de capacidad e ingreso fiscal, así como el desarrollo de ecuaciones de 


regresión seccional que tienen por finalidad comprobar los resultados descriptivos del 
estudio. Para complementar estos datos el estudio utiliza documentos oficiales relativos a 
las posiciones políticas de los actores involucrados, así como entrevistas de campo a 
ciertos funcionarios fiscales. De esta forma se busca en la medida de lo posible utilizar 
técnicas cualitativas y cuantitativas para armonizar los resultados y tener una visión más 


clara de los sucesos económicos y políticos alrededor del tema propuesto. 


3. Contenido de la obra 

El libro presenta diferentes temas para integrar una visión completa del desarrollo del 
federalismo fiscal mexicano. En este orden de ideas, el estudio presenta un soporte 
teórico, la descripción de las características socioeconómicas del país, la historia del 
federalismo fiscal, análisis descriptivos sobre las transferencias federales, las finanzas 
estatales, la capacidad y esfuerzo fiscal de los estados, la presentación de modelos 


econométricos y las conclusiones. 


En particular el capítulo segundo presenta el soporte teórico sobre el federalismo fiscal. 
Al respecto se repasan las responsabilidades hipotéticas que deben tener cada nivel de 
gobierno en una federación de acuerdo a principios económicos. La finalidad de este 
marco teórico consiste en poder justificar la existencia de transferencias del centro hacia 
otros niveles de gobierno. A continuación se realiza un repaso microeconómico de los 
efectos y objetivos que deben perseguir los tipos de transferencias. Con ello será posible 
realizar una comparación de las transferencias en México frente a sus aspectos 
económicos y políticos. La última parte de este capítulo se avoca a detallar los sistemas 


administrativos para allegar recursos a otras jurisdicciones. Los sistemas administrativos, 


al estar íntimamente ligados a las tradiciones históricas y políticas de cada nación, 


representan los límites para la creación de un tipo de transferencias u otro. 


El capítulo tercero continúa con el soporte teórico bajo un enfoque diferente sobre 
modelos de políticas públicas en torno al federalismo. Al respecto se presentan estudios 
sobre los efectos de la descentralización, el marco teórico del Desarrollo Institucional, la 
perspectiva de los Recursos Comunes, la teoría sobre el Principal y el Agente y el modelo 
sobre los Contratos Incompletos. Este recorrido considera las contribuciones teóricas de 
cada uno de estos modelos y las implicaciones sobre el federalismo para tener una 
comprensión más completa de cómo se aplican los sistemas de relaciones fiscales dentro 


de los esquemas y prácticas federales. 


Aunque la presente obra tiene por objetivo el estudio de las finanzas públicas, el capítulo 
cuarto tiene el propósito de señalar variables externas que influyen y justifican la 
estructura y evolución del federalismo fiscal. Por lo que se presentan los datos 
socioeconómicos más importantes en relación a la población y las entidades, los 
principios constitucionales del federalismo fiscal, la evolución y aplicación de diferentes 
modelos económicos a partir de la Revolución mexicana y una síntesis del desarrollo del 


sistema político mexicano en el siglo pasado. 


El capítulo quinto muestra la historia del federalismo fiscal en México a partir de la 
vigencia de la Constitución de 1917. Se describen los primeros acuerdos de coordinación 
hasta la promulgación de las dos leyes de Coordinación Fiscal. Además de presentar esta 


narrativa, el capítulo permite comprender la existencia de ciertas prácticas que hoy en día 


10 


parecen ilógicas a nuestras circunstancias. También permite inferir que los cambios 
fiscales en México han seguido una evolución histórica incremental y que ha representado 
una barrera formidable para las propuestas de cambios profundos o radicales en las 


relaciones fiscales intergubernamentales. 


El numeral sexto inicia con la investigación empírica sobre las transferencias federales. 
Esta parte se divide en dos secciones en consideración del tipo de recursos, esto es, los 
fondos libres y condicionales. En ambos casos la técnica de estudio descriptiva se repite. 
Se realiza una comparación de estos fondos frente a los recursos totales de la Federación, 
así como las tendencias históricas en cuanto al reparto de las mismas a los estados. En el 
caso de las condicionales también se presentan los diversos tipos de fondos que se han 
aplicado y sus implicaciones. La última parte está avocada al estudio del efecto general 
del reparto de estos dos tipos de transferencias a los estados para verificar si existe cierta 


ventaja a favor de un tipo de entidad frente a otra. 


El capítulo siguiente continúa con los estudios descriptivos. En esta ocasión se avoca al 
análisis de las finanzas propias de los estados. En particular se estudian los ingresos como 
los gastos de los mismos. En ambos casos se procede a conocer la comparación frente a 
los recursos federales, las categorías de ingreso y gasto, las diferencias entre las finanzas 
estatales y, de particular importancia, la correlación de los recursos estatales frente a 
variables internas (financieras) y exógenas (socioeconómicas) para distinguir las 


variables que tienen mayor peso dentro de la política financiera de las entidades. 
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El siguiente capítulo, octavo, presenta un esfuerzo mayor para comprender la capacidad y 
esfuerzo fiscal de los estados. Aunque ya se presentan datos descriptivos sobre estas 
cuestiones en capítulos anteriores, estas medidas no toman en cuenta elementos de 
homogenización para poder hacer comparaciones validas entre estados. Los coeficientes 
de capacidad fiscal demuestran la habilidad o potencial económico por generar ingresos y 
el esfuerzo fiscal mide el esfuerzo de las administraciones por generar mayores recursos 
propios. De esta forma será posible realizar un juicio con mayor veracidad en torno a que 
estados realizan esfuerzos mayores y comparar dichos resultados frente a los análisis de 


los demás capítulos. 


Aunque los capítulos precedentes ya señalan ciertas tendencias en cuanto al reparto de los 
fondos federales a los estados, se agrega uno nuevo con la finalidad de presentar estudios 
econométricos que puedan confirmar dichos resultados y, que al mismo tiempo, tomen en 
cuenta los efectos de todas las variables para poder apreciar los efectos generales del 
federalismo fiscal. Al respecto, se presentan modelos seccionales en los cuales las 
transferencias libres y, después, las condicionales, se establecen como variable 
dependiente de las ecuaciones en cuestión. Aunque se verifican las tendencias ya 
encontradas en la parte descriptiva, aparecen datos relevantes como la disminución en 
importancia de la población como factor de reparto de los fondos federales, lo cual 
conlleva implicaciones importantes no solamente en cuanto a cuestiones normativas sino 


en Cuanto a los objetivos que se persiguen. 


IT. Teorías sobre las relaciones fiscales intergubernamentales 
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1. Importancia de la teoría 

Las relaciones fiscales intergubernamentales se fundamentan y justifican con base a 
principios económicos y teorías relativas al federalismo fiscal. En particular, los 
principios económicos que guían este tipo de relaciones fiscales representan la columna 
vertebral para conocer los incentivos, tendencias y políticas públicas de los sistemas 
federales. Las instituciones fiscales en cuestión serán más fáciles de clasificar, comparar y 


comprender una vez que estas teorías sean confrontadas. 


El federalismo fiscal comprende tres aspectos teóricos diferentes. El primero de ellos, 
descrito en la sección inicial, revisa en forma breve las responsabilidades que cada nivel 
de gobierno debe tener en una federación siguiendo la teoría de los Bienes Públicos. Así 


mismo, las responsabilidades fiscales de cada jurisdicción son desarrolladas. 


La siguiente sección, relativa a las transferencias financieras, presenta la clasificación de 
este tipo de recursos públicos en atención a sus efectos macroeconómicos y las principales 
diferencias entre las transferencias libres y condicionales. La sección tercera se avoca a 
los sistemas de administración financiera de las transferencias. Al respecto se describen 
cuatro diferentes sistemas de administración y la forma en que son aplicados en diferentes 
federaciones. El capítulo termina argumentando sobre estos principios normativos y su 


relación con el estudio de la presente obra. 


13 


Sección 1 

2. Teorías del federalismo fiscal 

La teoría de los Bienes Públicos se basa en la noción de proporcionar servicios públicos 
de acuerdo a los diferentes dominios geográficos. En razón de que gran parte de las 
naciones se organizan en diferentes niveles de gobierno, la pregunta fundamental para esta 
teoría es: ¿Cuáles bienes o servicios deben ser proporcionados al nivel nacional y cuáles a 
niveles inferiores de gobierno? Para encontrar la respuesta a esta pregunta la teoría en 
Cuestión utiliza como primer punto de referencia la diferencia económica entre bienes 
privados y públicos para asignar responsabilidades. Los bienes privados se consideran 
exclusivos respecto de su consumo y en cuanto a su poder de excluir a otros del mismo, 
mientras que los públicos son considerados abiertos en dichos atributos. Al incluir el 
factor geográfico, los bienes públicos permanecen en este estado hasta el punto en que 
puedan ser considerados de consumo exclusivo (por ejemplo si hay saturación). De esta 
forma los bienes públicos difieren en razón de su alcance geográfico. Por lo tanto la 
noción geográfica de los bienes públicos crea la base para establecer una jerarquía o 


niveles de bienes públicos entre diferentes niveles de gobierno (Breton, 1965). 


En un país con diferentes niveles de gobierno el arreglo natural consiste en distinguir los 
tipos de bienes públicos de acuerdo a la extensión de sus beneficios sobre las 
jurisdicciones correspondientes. A pesar de este principio teórico, todavía habría 
ineficiencias en razón de las derramas económicas interjurisdiccionales (Brainard y 
Dolbear, 1967; Pauly, 1970; y Thurow, 1970). En atención a estos razonamientos, 


Musgrave (1959) desarrolla un sistema de gastos, ingresos y transferencias entre 
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gobiernos basado en su clasificación de funciones económicas de los gobiernos, siendo 


éstas las de estabilización de la economía, distribución y provisión de bienes. 


3. Funciones económicas 

Las tradicionales funciones económicas que un gobierno debe realizar representan el 
primer paso para desarrollar directrices fiscales. En principio debe establecerse las 
responsabilidades económicas que debe atender cada nivel de gobierno, así como las 
fuentes de ingresos apropiadas para cada nivel de gobierno con el fin de lograr una mayor 


eficiencia. 


La estructura del sector público en una federación tiene implicaciones importantes para el 
desempeño general de la nación. Afecta el diseño y opciones de servicios públicos, la 
forma de su financiamiento, la posibilidad de innovar y el tamaño total que tendrá el 
sector público. En concreto, las funciones principales ya mencionadas son la 
estabilización, distribución y provisión de bienes (Musgrave, 1959; y, Musgrave y 


Musgrave, 1980, 514-526). 


A. Estabilización 

La estabilización se refiere a las obligaciones macroeconómicas del gobierno. Estas tareas 
del estado se justifican para implementar políticas anticíclicas con el objeto de evitar crisis 
económicas y promover el desarrollo. Tradicionalmente estas responsabilidades han sido 
asignadas a favor del gobierno nacional en razón de dos cuestiones fundamentales. En 
principio el gobierno nacional ejerce el control sobre la oferta monetaria y crédito 


disponible. En caso de que autoridades de niveles inferiores pudieran crear dinero 
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entonces podría aparecer el incentivo de financiar programas locales con dinero recién 


acuñado con la consecuencia de una inflación nacional. 


En segunda instancia los gobiernos subnacionales se encuentran abiertos al comercio 
general. En la mayoría de los casos intercambian con otras jurisdicciones gran cantidad de 
sus bienes y servicios. Lo que limita su capacidad para aplicar con éxito medidas fiscales 
anticrisis. Oates (1990, 44, b) concluye que en la ausencia de políticas monetarias y lo 
abierto de estos mercados regionales y/o locales obstaculiza seriamente las políticas 


macroeconómicas de estabilización en niveles de gobierno descentralizados. 


Sin embargo, Edward Gramlich (1987, 299) argumenta que los gobiernos 
descentralizados pueden realizar ciertas contribuciones a las políticas de estabilización al 
utilizar “fondos de emergencia” o de estabilización. Estos gobiernos pueden acumular 
fondos financieros durantes épocas de expansión o crecimiento económico y utilizarlos 
durante las recesiones económicas con la finalidad de estabilizar gastos y tasas fiscales 


durante la situación de crisis. 


B. Distribución de ingreso 

La segunda función económica del estado consiste en la distribución del ingreso nacional 
para lograr objetivos de justicia social. El combate a la pobreza y los programas de 
desarrollo social se consideran como responsabilidades nuevas del estado contemporáneo 
o de bienestar social. Lo que implica transferir fondos a las capas sociales más 


desprotegidas con la finalidad de lograr una cierta igualdad en la distribución de ingresos. 


16 


Oates (1990, 44, b) señala que hay serias objeciones para que los gobiernos subnacionales 
apliquen medidas sociales enteramente locales en razón de dos hechos estructurales. 
Primero, en caso de que estas jurisdicciones aplicaran sus programas en contra de la 
pobreza no se tomaría en cuenta a otras jurisdicciones o prioridades nacionales en ellos. 
Así mismo, si los programas de pobreza son vistos como un objetivo nacional entonces 
los gobiernos de niveles inferiores no considerarían la compensación a otros gobiernos. 
En segunda instancia, los incentivos creados por los programas sociales pueden afectar la 
movilidad de familias a través de jurisdicciones. Un programa social atractivo crearía 
incentivos para que familias pobres de otras entidades se mudaran a dicha jurisdicción y 
las familias ricas tendrían el incentivo de salirse con la consecuencia de crear un déficit 
fiscal. Al respecto, existe evidencia, al menos en Estados Unidos de América, de la 
movilidad de familias pobres entre estados desanimando a los gobiernos para aplicar 


políticas sociales (Brown y Oates 1987, 307). 


Sin embargo, existe justificación para aplicar programas sociales descentralizados con la 
participación de gobiernos regionales y locales. Estos gobiernos tienen mayor 
preocupación sobre los pobres asentados en sus límites que otras entidades. Además, una 
participación ciudadana activa en la asistencia social puede aumentar significativamente 
la eficiencia de estos programas. Al respecto, King (1984, 36) argumenta que debe existir 
una sola y básica política nacional de distribución del ingreso y permitir a las autoridades 
de niveles inferiores participar con ciertos límites mediante la alteración en cierto grado 
de los programas en sus jurisdicciones respecto de la forma de distribución de los mismos. 
Este argumento tiene implicaciones fundamentales para justificar la presencia de 


relaciones fiscales intergubernamentales respecto de programas sociales. La cuestión 
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interesante en este tipo de transferencias consiste en el desarrollo del diseño fiscal y 
administrativo apropiado para cada programa, así como las responsabilidades específicas 


de cada gobierno. 


C. Provisión de bienes y servicios 

La provisión de servicios públicos ordinarios representa la función económica con mayor 
dificultad para clasificar. ¿Los bienes sociales y servicios comunes deben ser otorgados 
desde un nivel centralizado o descentralizado? Si corresponde al último citado, ¿Qué 
arreglo geográfico debe realizarse para que la organización fiscal de estas unidades sea la 


más eficiente al otorgar dichos servicios? 


La respuesta la encontramos si consideramos una “área de beneficio”. Para poder definir 
ésta es necesario asumir que todos los bienes públicos son bienes socialmente puros lo 
cual equivale a considerarlos sin la posibilidad de excluir a otra persona en su consumo. 
En consecuencia los bienes públicos serán asignados entre las jurisdicciones de acuerdo al 
área geográfica en la cual ocurran sus beneficios. Por ejemplo, los bienes públicos que 
benefician a toda la nación deben ser responsabilidad del gobierno nacional (como la 
defensa o seguridad nacional, asuntos exteriores, etc.). En la situación opuesta, los bienes 
públicos con un ámbito local (como recolección de basura, drenaje, alumbrado público, 


etc.) deben ser otorgados por gobiernos locales. 


El problema principal con la asignación de estas responsabilidades proviene de aquellos 
servicios que representan un beneficio nacional y local al mismo tiempo. Este es el caso 


de los servicios en educación y salubridad. Desde un punto de vista económico, parece 
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que estos servicios deben tener una política pública nacional con estándares mínimos de 
Calidad e igualdad para todo el territorio. Al mismo tiempo, estas políticas deben dejar 
espacio suficiente para que niveles inferiores de gobierno puedan adaptar estos servicios a 
sus necesidades y gustos locales. De nueva cuenta estos servicios pueden otorgarse en 


coordinación entre diferentes niveles de gobierno. 


Tabla 1. Funciones gubernamentales 


Funciones 
Gobierno Estabilización Distribución Provisión 
Federal Política monetaria Directrices: Relaciones 
Política de deuda Distribución del exteriores 
pública ingreso Recursos naturales 
Programas sociales | Comercio 
Comunicaciones 
Estatal Administración: Agricultura 
Distribución del Desarrollo 
ingreso económico 
Programas sociales | Educación 
Salubridad 
Local Participación: Policía 
Distribución del Alumbrado 
ingreso Drenaje 
Programas sociales Parques 
Calles 
Agua 
Basura 


Las federaciones han resuelto estas asignaciones de responsabilidades estatales en formas 
diferentes. Históricamente, es posible encontrar sistemas en los cuales la mayoría de 
responsabilidades fueron asignadas a los gobiernos nacionales (como el caso de países 


Latinoamericanos) o sistemas en los cuales la mayor parte fueron asignadas a las 
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entidades o provincias como sería Canadá. Hoy en día, además del reparto original de 
responsabilidades, la duplicación de servicios entre entidades, creación o modificación de 
servicios nuevos no contemplados, se ha resuelto por medio de sistemas 
intergubernamentales en los cuales el gobierno nacional transfiere fondos altamente 
condicionados para conseguir sus objetivos, sistemas de transferencias libres para otorgar 


mayor autonomía o arreglos mixtos. 


4. Ingresos públicos 

Una vez que las atribuciones gubernamentales han sido definidas se procede a delimitar el 
sistema de ingresos. En este tema surgen varias preguntas de importancia tales como: 
¿Existen cierto tipo de impuestos o ingresos apropiados para diferentes niveles de 
gobierno? ¿Podrían ser compartidos cierto tipo de impuestos por distintos niveles de 
gobierno? ¿Tienen diferentes implicaciones económicas la asignación de impuestos a 


diferentes niveles de gobierno? 


En la práctica fiscal encontramos sistemas en los cuales la mayor parte de los ingresos 
públicos son controlados por el ámbito central hasta aquellos en los cuales existe una gran 
descentralización impositiva. Sin embargo, la cuestión fundamental reside en encontrar si 
existen argumentos suficientes que apoyen la asignación del tipo de ingresos públicos 
entre los diferentes niveles de gobierno en forma eficiente. En el presente caso de nueva 
cuenta Richard Musgrave (1983, 2, b) crea directrices generales para su asignación, las 


cuales son las siguientes: 


20 


1) 


2) 


3) 


4) 


Los impuestos altamente progresivos y redistributivos (como el impuesto sobre 
ingresos) deben ser nacionales. Si los gobiernos regionales o locales 
administraran estos impuestos se establecerían incentivos económicos para 
migrar (para ciudadanos de ingresos altos y bajos) lo cual lleva a distorsiones 
en decisiones de ubicación y la incapacidad de lograr objetivos eficientes para 
distribuir el ingreso. 

Los niveles inferiores de gobierno deben evitar impuestos sobre bases fiscales 
altamente movibles (como el impuesto sobre ingresos de corporaciones y 
personas). Estos impuestos tienen el potencial de inducir grandes movimientos 
en las bases fiscales produciendo distorsiones en las actividades económicas. 
Las bases fiscales que se encuentran distribuidas en forma desigual a lo largo 
de las entidades deben ser centralizadas. El propósito principal consiste en 
evitar desigualdades en ingreso entre gobiernos inferiores. Por ejemplo: los 
impuestos sobre recursos naturales, los cuales se concentran en ciertas áreas, 
deben ser fiscalizados por el gobierno nacional para evitar que las áreas de 
procedencia tengan ingresos excesivos en comparación de las demás. 

Los impuestos por uso de servicios o derechos son apropiados en todos los 
niveles de gobierno pero, son particularmente atractivos en niveles altamente 
descentralizados de gobierno. Su atractivo al nivel local proviene de la 
ausencia de incentivos económicos con relación a la ubicación. Estos 
impuestos o derechos requieren que los usuarios de servicios locales paguen 


por ellos de acuerdo con el costo real de utilizar dicho servicio. 
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Las directrices principales que podemos obtener de estos principios sugieren que un 
sistema fiscal óptimo es aquel en el cual el gobierno central se apoya en impuestos 
progresivos y redistributivos como los impuestos sobre ingresos. Mientras que los 
gobiernos locales (municipales) deben apoyarse en impuestos sobre bases fiscales 
inmóviles como el impuesto sobre la propiedad, derechos, contribuciones O 
aprovechamientos. Las jurisdicciones regionales o estatales, en razón de su tamaño 


geográfico, tienen mayor posibilidad de aplicar impuestos sobre ingresos o ventas. 


Tabla 2. Arreglo fiscal 


Tipo de impuestos 


Gobierno Progresivos Bases distribuidas Igualdad y bases 
en forma desigual fiscales fijas 
Federal Ingreso sobre las Impuestos sobre 
personas y recursos naturales 
corporaciones Ventas 
Estado Participación: 
Ingreso sobre las 
personas 
Ventas 
Propiedad 
Derechos 
Contribuciones 
Local Impuesto sobre 
propiedad 
Derechos 
Contribuciones 


5. Transferencias gubernamentales 
Una estructura estatal eficiente asigna las funciones principales de estabilización y 


redistribución al gobierno nacional y la provisión de bienes y servicios públicos entre los 
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diferentes niveles de gobierno de acuerdo al criterio de la “área de beneficio”, la cual 
podrá ser nacional, regional o local (Musgrave y Musgrave, 1980). Bajo estos principios 
queda por resolver o justificar la existencia de un sistema de transferencias de fondos 


públicos entre gobiernos. 


En principio Brennan y Buchanan (1980) se oponen al sistema de transferencias en razón 
de que son una forma de “monopolio fiscal”. En particular ellos señalan que los 
programas de ingresos compartidos no son deseables porque alteran el principal propósito 
del federalismo el cual consiste en fomentar la competencia entre las jurisdicciones. Con 
razonamientos parecidos Rodden y Ackerman (1997, 1558) consideran que las “modernas 
federaciones no cumplen los lineamientos de preservar un mercado federal en razón de 
que los gobiernos centrales ejecutan roles redistributivos de importancia que cambian la 
Clara delimitación de autoridad entre unidades de gobierno, limitan la autonomía de 
subunidades, introducen restricciones presupuestarias y permiten que la asignación de 


responsabilidades sea alterada frecuentemente.” 


Sin embargo, Boadway y Hobson (1993), así como Bird (2000, 116), reconocen que las 
atribuciones de gasto e ingreso entre niveles de gobiernos producen disparidades fiscales 
que llevan a justificar objetivos de igualdad y la creación de sistema de transferencias. En 
este sentido, los fondos nacionales representan la vía principal por la cual los países 


reducen lo que se conoce como “desequilibrio fiscal vertical”. 
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En particular Fisher (1996, 208-223), Oates (1999) y Bird (2000) consideran los 
siguientes propósitos fiscales, administrativos y de políticas públicas de los sistemas de 


transferencias gubernamentales: 


a) Para reducir externalidades derivadas de las estructuras jurisdiccionales 
(derrames fiscales: las fronteras jurídicas de los gobiernos no coinciden con las 
áreas de beneficio y de sus costos fiscales) con el propósito de mejorar la 
eficiencia fiscal de los resultados de gobierno. 

b) El gobierno nacional puede considerar algunos servicios locales como 
prioritarios o necesarios y decidir subsidiarlos. 

Cc) Para asignar recursos entre regiones o alcanzar una igualdad fiscal. 

d) Para cambiar un sistema de administración tributaria por otro; por ejemplo, 
buscar obtener economías de escala en la recolección de impuestos. 

e) Como un mecanismo macroeconómico aplicado a través de los gobiernos 
subnacionales con el propósito de estabilización. 

f) Mejorar la totalidad del sistema impositivo. 

g) Evitar ineficiencias producidas cuando están sobrepuestas bases fiscales. 

h) Cerrar un déficit fiscal. 


i) Alcanzar objetivos políticos. 


Las anteriores justificaciones y los arreglos fiscales particulares entre gobiernos justifican 
el desarrollo de sistemas de transferencias fiscales. Sin embargo, éstas pueden adquirir 


diferentes diseños y producir consecuencias económicas distintas de acuerdo a los 
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propósitos que se busquen. México, al igual que otras federaciones, tiene diferentes tipos 
de transferencias con objetivos diferentes. Por ello el presente capítulo presenta una 
clasificación teórica de las transferencias basadas en los efectos económicos y 
administrativos que ayudará a distinguir las consecuencias económicas y políticas sobre 
las entidades receptoras de estos ingresos. Por lo tanto la próxima sección examina tres 
tipos de sistemas de transferencias considerando sus efectos económicos con relación a la 
forma de entregar el fondo, la magnitud del mismo y la evidencia empírica relativa a sus 


efectos. 


Sección II 


6. Diseño de transferencias 


El diseño y administración de las transferencias intergubernamentales refleja los valores 
principales del federalismo en una nación. El conocimiento sobre la estructura de sus 
sistemas de administración, los efectos teóricos de las consecuencias económicas y la 
evidencia empírica de las mismas será imprescindible para comprender y comparar dichos 
esquemas como guía preliminar para generar políticas públicas que puedan mejorar las 
relaciones fiscales entre gobiernos. En atención a los objetivos y condiciones fiscales las 
transferencias pueden ser clasificadas en condicionales, libres y en bloque (Fisher, 1996, 


208-212). 


A. Transferencias condicionales 
Las transferencias condicionales se utilizan para inducir actividades específicas. Estas 


actividades pueden comprender desde el desarrollo de un programa en materia de 
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educación, la construcción de vivienda, instalación de drenajes, crear programas de 
capacitación o la entrega de semovientes al campo. La jurisdicción receptora de la 
transferencia tiene que aplicar los fondos recibidos únicamente para las finalidades 
establecidas por el gobierno que los otorga. Además si se consideran requerimientos 
fiscales estos recursos pueden ser otorgados con o sin condiciones de aportar fondos del 


gobierno receptor. 


Cuando estos fondos son otorgados sin condiciones fiscales se les conoce como 
transferencias condicionales limpias. Esto significa que la cantidad de la transferencia no 
cambiará ante cambios que puedan existir en los ingresos o egresos del gobierno receptor 
del fondo. La cantidad de la transferencia no podrá ser alterada por decisiones fiscales de 


la entidad receptora. 


En el segundo caso las transferencias condicionales pueden establecer requisitos fiscales 
para su entrega además de los requisitos de la aplicación misma del fondo. En este caso el 
tamaño del fondo dependerá de las políticas de ingresos o egresos de la jurisdicción que 
recibe la ayuda financiera. Si el gobierno otorgante busca financiar un programa 
específico en un 50%, entonces ofrecerá un peso con la condición de que la entidad 


receptora aporte otro peso de sus recursos propios. 


En cuanto a las reglas para dividir la transferencia principal entre las diversas entidades 
los dos tipos anteriores pueden otorgarse por fórmula o por programa. En cambio, si 
consideramos la cantidad total del fondo que se pretende otorgar, las transferencias 


pueden ser abiertas (sin límite en la cantidad que se otorga) o cerradas (existe cierto límite 
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de financiamiento en razón de que el presupuesto es fijo). Así mismo, al considerar los 
efectos en políticas públicas Bird (2000, 118) señala “que los fondos condicionales con 
requisitos fiscales pueden tener la ventaja política de introducir elementos de participación 
local, compromiso, rendición de cuentas y responsabilidad en las actividades objeto de la 


ayuda financiera.” 


B. Transferencias libres 

Estos recursos se otorgan sin condiciones o con muy pocas restricciones. En este caso los 
fondos se les conocen como transferencias libres o fondos compartidos como es el caso de 
los Estados Unidos de América. Su propósito principal consiste en dar asistencia fiscal a 
gobiernos en posiciones financieras precarias. Además, las transferencias libres pueden 


ser utilizadas para igualar condiciones financieras entre diferentes jurisdicciones. 


En la mayoría de los casos las transferencias libres son proporcionadas a las entidades 
mediante una fórmula que divide el fondo principal entre los participantes. Si la fórmula 
incluye variables que no están relacionadas a las decisiones fiscales de los gobiernos 
receptores (nivel de ingresos locales), entonces los fondos se les considera transferencias 
libres puras. Si la fórmula incluye variables bajo el control de los gobiernos, entonces 
estos fondos podrán ser alterados en última instancia por las políticas financieras de los 


gobiernos receptores. 


C. Fondos en bloque 
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El último tipo de transferencias representa una combinación de los dos tipos anteriores. 
En principio los recursos en bloque otorgan fondos en consideración de categorías 
generales predeterminadas por el donante (educación, salubridad, urbanización, etc.). Si 
consideramos la técnica de entrega los fondos pueden ser entregados por proyecto (con 
requisito fiscal y cerrados, o abiertos en cuanto a la cantidad del fondo). Este tipo de 
programas dan importantes ventajas en materia de políticas públicas a los gobiernos 
involucrados. La jurisdicción donante mantiene decisiones importantes en materia de 
planeación y control ligadas a prioridades nacionales mientras que las entidades 
receptoras mantienen cierta libertad administrativa para adecuar los fondos y programas a 


sus circunstancias locales. 


En este orden de ideas, la presente obra describe en capítulos posteriores los arreglos 
fiscales correspondientes entre la Federación y los estados en México. Las transferencias 
condicionales y en bloque, llamadas aportaciones, se utilizan para promover programas 
sociales y de ayuda. Se clasifican mayoritariamente dentro del Ramo 33 del presupuesto 
de egresos nacional, el cual es administrado por la Secretaría de Desarrollo Social 
(Sedesol). Sin embargo, también se proporcionan transferencias libres puras a las 
entidades federativas, llamadas participaciones, a través del Ramo 28 del presupuesto ya 
citado. Estas últimas transferencias se reparten a los estados mediante una fórmula que 


excluye variables que pudieran estar bajo el control directo de los gobiernos receptores. 


7. Efectos económicos 
El análisis económico de los fondos intergubernamentales tiene el objetivo de verificar si 


la finalidad impuesta por el gobierno donante se cumple eficientemente con el tipo de 
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transferencia seleccionada. Siguiendo a Fisher (1996, 212-220) dos efectos importantes se 
encuentran en las entidades receptoras considerando los requerimientos fiscales señalados. 
Estos son los efectos sobre el ingreso o sobre el precio. Los dos tipos pueden cambiar las 


decisiones de ingresos o gastos de las jurisdicciones receptoras en formas diferentes. 


Estos efectos pueden ser apreciados en curvas individuales de demanda presentadas en la 
figura 1. El punto inicial se representa por Ey en el cual ninguna transferencia ha sido 
otorgada. En caso de que fondos libres sean proporcionados entonces la curva de demanda 
se mueve a E. Los recursos entregados aumentan el presupuesto del donante creando lo 
que se conoce como efecto sobre el ingreso. En caso de que la transferencia sea entregada 
mediante requisitos fiscales entonces el efecto sería apreciado en los precios de los 
servicios públicos. Si la tasa del requisito fiscal es del 50% la cantidad donada produciría 
un cambio del punto E. al E) en el cual los servicios públicos han caído por 50 centavos. 
En este caso el gobierno receptor mantiene la misma curva de demanda pero tiene mayor 


capacidad para dar más servicios si lo comparamos frente a las transferencias libres. 


Estos efectos económicos son útiles para predecir las consecuencias en cuanto a la 
aplicación de un tipo de transferencias frente a otra. Los efectos sobre el precio tienen una 
consecuencia mayor sobre los servicios públicos que los incentivos creados por el efecto 
sobre el ingreso a pesar de que ambas transferencias ofrecieran la misma cantidad de 


dinero. 


Fisher (1996, 213) señala “las consecuencias de estos principios macroeconómicos 


consisten en que las transferencias abiertas condicionales aumentan los gastos públicos en 
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la actividad apoyada en mayor medida que una transferencia libre de la misma magnitud, 
en la cual la magnitud se define como una transferencia libre suficiente para permitir al 


gobierno receptor los mismos gastos que en el caso de la transferencia condicional.” 


Sin embargo, las transferencias condicionales cerradas pueden presentar diferentes efectos 
considerando la conducta de gastos del gobierno receptor. El nivel de gastos de este 
gobierno determinará si la transferencia puede considerarse como condicional o libre en 
cuanto al propósito. Si la entidad receptora cambia su política de egresos por arriba del 
límite fijado por la transferencia condicional cerrada inicial, entonces la transferencia se 


convertirá en una transferencia libre y podrá utilizarse para cualquier finalidad. 


En caso de que el cambio de gastos sea por debajo del límite se presentará el efecto 
contrario. Estos resultados se les conoce como efectos fungibles en razón de que los 
fondos pueden ser aplicados para cualquier programa a pesar de las condiciones impuestas 
por el donante. Fisher (1996, 215) concluye que las trasferencias cerradas condicionales 
son más estimulativas en conjunto que las libres. Sin embargo, las condicionales abiertas 


deben ser más importantes que las cerradas. 


Figura 1. Efectos económicos de las transferencias 


Precio 
Fiscal 


30 


D: (Transferencia libre = Go) 


Do (Sin transferencia libre) 


¡e 
[) 
' 
t 
t 
t 
t 
' 
' 
' 
t 
t 
t 
t 
t 
t 
' 
' 
' 
t 
SH a a a a a a a io a e A e 


' 
' 
' 
' 
L 
' 
' 
' 
t 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
' 
t 
' 
' 
' 
' 
' 


—_—_—___—_ Sh ——_>-> —_- Rh _————-——> 
Gasto gubernamental 
E> 


Eo E, 


Fuente: Fisher, 1996, 212. 


Las consecuencias para el diseño de un sistema de transferencias y sus objetivos son 
claras. En caso de que el gobierno nacional quiera imponer políticas específicas o 
actividades en particular tiene que aplicar transferencias condicionales. En este caso el 
efecto sobre el precio inducirá a las jurisdicciones receptoras al aumento del gasto en los 
servicios seleccionados por el donador. Si el objetivo consiste en otorgar asistencia fiscal 


a unidades de gobierno inferiores será mejor proporcionar recursos financieros libres. 
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El sistema de transferencias fiscales en México sigue en términos generales estos 
principios económicos como veremos en capítulos posteriores. Los recursos 
condicionales, con o sin requerimientos fiscales, se proporcionan para programas sociales 
planificados por el Gobierno nacional mientras que la asistencia fiscal a las entidades y 


municipios se otorga mediante transferencias libres. 


8. El esfuerzo fiscal en las transferencias libres 

Los efectos fiscales de las transferencias libres cambian en atención al criterio contenido 
en la fórmula de reparto de los fondos. En caso de que el gobierno nacional quiera inducir 
cambios fiscales debe introducir en la fórmula de asignación variables que representen la 
conducta fiscal de las entidades. En la mayoría de casos estas fórmulas incluyen variables 


que representan la capacidad o esfuerzo fiscal de las jurisdicciones. 


La capacidad fiscal refleja el potencial económico de los estados mientras que el esfuerzo 
fiscal representa la habilidad de la entidad para aumentar sus ingresos. El esfuerzo fiscal 
se especifica como ingresos en contra de una medida que refleje la habilidad de pago del 
gobierno. Formalmente, el esfuerzo fiscal es el resultado de dividir los ingresos 
impositivos frente a los ingresos o riqueza de la población. Si una jurisdicción aumenta su 
esfuerzo fiscal entonces recibirá una proporción mayor de ingresos del programa en 
Cuestión. Sin embargo, un esfuerzo fiscal mayor puede ser el resultado de diferentes 
situaciones. Puede representar una mayor demanda por servicios públicos, una base fiscal 


reducida o un costo mayor de proveer los servicios públicos. La consecuencia de estos 
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argumentos radica en la posibilidad para las entidades receptoras de alterar las cantidades 


que reciben del fondo (Fisher, 1996, 218). 


Por ejemplo, se presenta en la tabla 3 un programa representativo de transferencias libres 
en jurisdicciones similares en términos de su población. El fondo del programa cuenta con 
$500 para repartir considerando la población y su esfuerzo fiscal. En el presente caso el 
esfuerzo fiscal se obtiene al encontrar la tasa fiscal efectiva (Ty/Val). Aunque ambas 
entidades obtienen los mismos ingresos, “A” recibe el 66.7% ($333.33) del fondo en 


razón de que tiene un esfuerzo fiscal mayor inducido por una tasa impositiva alta. 


Ahora, ¿Cuál sería la consecuencia si una de las entidades modificara uno de los factores 
bajo su control? La jurisdicción “A” recibe más recursos cuando aumenta en 25% su 
población. En este caso su participación aumenta en un 71.4% ($357.14). En un segundo 
escenario la jurisdicción “B” aumenta su tasa fiscal. En esta nueva situación su 


participación aumenta a 42.9% ($214.29) comparado con el 33.3% original. 


En estos casos los incentivos establecidos por la fórmula de asignación pueden ocasionar 
el aumento de la población (políticas de inmigración) o aumento de la tasa fiscal con el 
objetivo de aumentar la porción de fondos recibidos. La ganancia fiscal que obtiene una 
jurisdicción es a costa de la otra. Si la otra jurisdicción quisiera evitar la disminución de 
fondos tendría que aplicar las mismas políticas fiscales. Las entidades se encuentran en un 


juego o competencia por los fondos. 


Tabla 3. Programa de reparto de fondos libres 
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Jurisdicción A B 


Población (pob) 200 200 
Base fiscal (Val) $10.000 $20.000 
Tasa fiscal 10% 5% 
Ingreso fiscal (Ty) $1.000 $1.000 
Esfuerzo fiscal (TE): 1,50 0,75 


(TyVab/(Tot. Ty / Tot. Val) 


% de participación: 66,7% 33,3% 
(TE * pob)100% 

> (TE * pob) 

Programa (fondo = $500) $ 333,33 $ 166,67 


¿Cómo aumentar fondos?: 


a) Aumento pob 250 200 

% participación 71,4% 28,6% 
Programa (fondo = $500) $ 357,14 $ 142,86 
b) Aumento tasa fiscal 10% 7,50% 

% participación 57,1% 42,9% 
Programa (fondo = $500) $ 285,71 $ 214,29 


Fuente: Fisher, 1996, 218. 


Sin embargo, estas tendencias generales pueden ser distorsionadas si se incluyen variables 
diferentes al esfuerzo fiscal en la fórmula de reparto. En naciones en vías de desarrollo al 
no existir bases de datos suficientes al nivel regional o local es frecuente que se incluyan 


variables que representan aproximaciones a la capacidad fiscal tales como la población, el 


34 


producto interno bruto o la recolección de algún impuesto nacional como en el caso de 


México. 


9. Evidencia de los efectos de las transferencias 
De acuerdo a Fisher (1996, 222) y Gramlich (1997, 121, b) algunas conclusiones 
generales sobre los efectos de las transferencias pueden fundamentarse a pesar de las 


diferencias en el compartimiento fiscal de las entidades. 


a) Las aportaciones condicionadas y con requerimiento fiscal ilimitado aumentan 
los gastos del servicio público seleccionado en una proporción mayor en 
comparación de una cantidad igual de transferencias libres. 

b) Existe evidencia en el sentido de que las aportaciones condicionales y con 
requerimiento fiscal fijo en ocasiones tiene mayores efectos sobre los gastos 
públicos que las aportaciones con requerimiento fiscal ilimitado, lo cual parece 
contrario a la teoría. Sin embargo, ambos tipos de aportaciones no han sido 
utilizadas para el mismo tipo de servicios o programas de gobierno. 

Cc) Las transferencias libres producen aumentos en los gastos del gobierno, los 
cuales en la mayoría de los casos parecen menores en comparación a la 
cantidad otorgada. La mayoría de cálculos señalan un rango de $.25 a $.50 en 
aumento de gastos por cada peso transferido. 

d) Existen pruebas que demuestran que un peso de transferencias libres tiene un 
efecto mayor en los gastos del gobierno que un peso entregado directamente a 
los ingresos de los ciudadanos. En este caso la transferencia libre es mejor que 


proporcionar ingresos a las familias si el objetivo consiste en aumentar los 
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servicios públicos. Los resultados en varios estudios demuestran que el otorgar 
un peso de fondos libres produce un aumento de alrededor del $.05 al $.10 en 


los gastos del gobierno receptor. 


10. La política pública en torno a las transferencias 

Como ya se apuntó las transferencias se clasifican en condicionales o libres en 
consideración de sus requisitos administrativos. Las condicionales se aplican para 
propósitos específicos mientras que las libres se otorgan sin requisitos de aplicación con la 
finalidad de brindar ayuda fiscal a la entidad receptora. Además los fondos en bloque se 
aplican en categorías flexibles en las cuales el gobierno receptor tiene la oportunidad de 


adaptar dichos recursos en subcategorías especiales. 


Las aportaciones condicionales con exigencia fiscal tienen el efecto de aumentar los 
gastos del gobierno en los servicios establecidos en una proporción mayor que una 
transferencia libre de la misma magnitud. Siguiendo este principio, los programas sociales 
específicos o cualquier otro programa en el cual el gobierno nacional tenga un interés 
particular deben ser financiados mediante aportaciones condicionales. La ayuda fiscal a 


otras jurisdicciones debe ser otorgada mediante transferencias o participaciones libres. 


Sin embargo, las transferencias libres pueden afectar a las finanzas estatales en el sentido 
de aumentar sus gastos, reducir los ingresos o presentar una combinación de las anteriores 
en atención al efecto de fungibilidad financiera de este tipo de recursos que brindan 
autonomía en cuanto a su aplicación. En particular la fungibilidad ha sido definida como 


“la habilidad de aplicar el dinero de la transferencia como un substituto de ingresos por el 
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gobierno receptor que tenía planeado utilizarla de otra forma; el ingreso propio del 
receptor puede ser gastado en otro programa o reducir sus impuestos (Hale y Palley, 1981, 


113-116; y Wright, 1988, 94-95).” 


Las condiciones de aplicación de fondos así como la inclusión de variables de esfuerzo 
fiscal limitan la fungibilidad de las transferencias tal y como lo reporta Break (1980) y 
Nice-Fredericksen (1995, 65). En caso de querer evitarse la reducción fiscal en la entidad 
receptora es necesario incluir la variable de esfuerzo fiscal dentro de la fórmula de reparto 
de los fondos. De esta forma una jurisdicción con mayor esfuerzo fiscal obtendrá mayores 
proporciones de los recursos financieros manteniendo iguales los demás factores incluidos 
en la fórmula de otorgamiento creando el incentivo para que todas las entidades aumenten 


su esfuerzo. 


Además del esfuerzo fiscal, las transferencias libres también pueden ser alteradas por 
otros factores socioeconómicos que pudieran estar incluidos en la fórmula de reparto. En 
consecuencia si no estuvieran incluidos los elementos de esfuerzo fiscal en la fórmula 
correspondiente entonces no importaría la conducta fiscal de la entidad receptora y otros 


incentivos aparecerían en dichas relaciones fiscales. 


En este sentido, cuando no existen elementos de esfuerzo fiscal o se combinan con otras 
variables —política, administrativa, población, etc.—, las teorías normativas descritas 
anteriormente no servirán para distinguir puntualmente los efectos fiscales o de políticas 
públicas sobre las jurisdicciones receptoras. El aumento de fondos podrá crear un efecto 


sobre el ingreso local para trasladarse a diferentes categorías presupuestarias. Por lo tanto 


37 


la transferencia puede incentivar a largo plazo que las jurisdicciones receptoras aumenten 
sus ingresos propios para soportar los nuevos gastos o servicios inducidos por los ingresos 
extraordinarios. Esta situación en particular se le conoce como el efecto de papel mata 
moscas “flypaper effect” descrito por Hines y Thaler (1995). Así mismo, Oates (1999, 
1129) señala que “los gastos de estados y municipios son más sensibles a aumentos 
inducidos por transferencias intergubernamentales que a los aumentos obtenidos a través 
de los ingresos propios de la comunidad. Esto ha sido conocido como el efecto de papel 


mata moscas, el dinero se adhiere en donde se pega o se le utilice.” 


El ingreso adicional que se recibe puede inducir también una reducción de ingresos 
propios en atención a factores políticos o a las condiciones atadas al fondo. Bird (2000, 
120) reconoce la importancia de incluir elementos de esfuerzo fiscal para evitar la 
reducción de ingresos propios cuando señala que “lo esencial para la mayoría de fórmulas 
en los programas de transferencias libres consiste en incluir necesidades, capacidad y 
esfuerzo. En ocasiones, las necesidades son aproximaciones a una combinación de 
población y tipos o categorías de municipios. Con mayor dificultad conceptual aparece el 
problema de incluir alguna medida de capacidad de los gobiernos locales para aumentar 
sus recursos en consideración de la autoridad fiscal con que cuentan. En orden para 


permanecer transparentes, las fórmulas no deben ser muy complejas.” 


Las consecuencias cuando no se incluyen elementos de capacidad o esfuerzo fiscal en las 


fórmulas de reparto de fondos se encuentran bien documentadas. Uno de los aspectos se 


refiere al uso de las transferencias libres como un seguro frente a déficit fiscal por las 
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autoridades receptoras del fondo. Wildasin (1998, 1139) considera que los fondos 
intergubernamentales no deben ser utilizados para que el gobierno receptor no vea el 
sistema como una fianza para sacarlos de problemas fiscales. Los oficiales locales deben 


financiar los servicios públicos al costo real. 


Un segundo punto corresponde a la aplicación de fondos libres para apoyar los esfuerzos 
de la descentralización de servicios. Bird (2000, 122) menciona que “a menos que los 
aumentos en transferencias vayan atados por una contribución local (sin importar que sea 
una contribución pequeña en una comunidad pobre) la eficiencia total de los beneficios de 
la descentralización probablemente no se realizarán.” El argumento recuerda el programa 
de participaciones libres en México, las cuales han sido utilizadas indirectamente para 
apoyar la descentralización de servicios públicos de importancia —tales como educación o 
salubridad pública—, a pesar de que este no ha sido considerado como un objetivo formal 


del sistema de transferencias. 


Otra preocupación se refiere a la debilidad administrativa y política creada por las 
transferencias libres. Bird (2000, 114) remarca que “cuando fondos extraordinarios se 
ponen disponibles para gastar al nivel local, derivados de transferencias y no de sus 
propios esfuerzos, algunos han visto aumentar la debilidad de aspectos administrativos y 
políticos en el ámbito local. Claramente existe una razón de preocupación cuando dichas 


transferencias están totalmente separadas del esfuerzo fiscal local.” 


En el mismo sentido Oates (1999, 1143) menciona que “la continua y pesada confianza de 
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las provincias, estados y gobiernos locales en las transferencias del centro reducen los 
incentivos sobre el proceso de toma responsable de decisiones fiscales; éstas se convierten 
en el resultado de negociaciones políticas entre el centro y las autoridades “locales” y no 


el resultado de considerar los beneficios y costos de posibles programas públicos.” 


Sin embargo, la mayor preocupación ha sido la dependencia fiscal que las transferencias 
libres pueden crear cuando no existen elementos de capacidad o esfuerzo fiscal en las 
fórmulas de asignación. Por ejemplo, Grossman (1992) demuestra la presencia de 
dependencia fiscal en los estados australianos a consecuencia del impacto del proceso de 
descentralización fiscal y la colusión intergubernamental ocasionada. Así mismo, Saiegh 
y Tommassi (1998) encontraron ineficiencias en el sistema de relaciones fiscales en 
Argentina como resultado del hecho de no incluir elementos de esfuerzo fiscal en los 


programas de transferencias. 


Además de esta dependencia, Oates (1999) menciona que los programas de 
participaciones libres del gobierno central a los subnacionales representan el mecanismo 
ideal para combinar los beneficios de la centralización impositiva y la descentralización 
de gastos. Dichos beneficios comprenden un mayor control macroeconómico por parte del 
gobierno central, reducir ineficiencias económicas en las empresas al no existir 
competencia fiscal entre las entidades, así como la disminución de costos fiscales al 
evitarse una doble o triple tributación. Por el lado del gasto presenta la ventaja obvia de 


poder adaptar los programas y servicios a las necesidades regionales o locales. 
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A pesar de los estudios anteriores, no existe una teoría formal que considere y distinga los 
efectos fiscales y políticos ocasionados por las transferencias libres entre las 
jurisdicciones receptoras. No resulta claro cuál conducta fiscal prevalecerá sobre las 
entidades receptoras al recibir transferencias libres. Varios cuestionamientos surgen al 
respecto. ¿Habrá aumento de gastos, reducción de ingresos propios o una combinación de 
las anteriores? ¿Los estados tendrán diferentes conductas fiscales en caso de recibir 
diferentes asignaciones de transferencias libres? ¿Las transferencias libres crean 


dependencia fiscal o incentivos para aumentar los ingresos propios? 


Estas preguntas quedan sin contestar por las teorías normativas sobre federalismo fiscal. 
El problema consiste en que los sistemas de transferencias continuarán representando 
instrumentos importantes de política pública en la mayoría de países en desarrollo en los 
años por venir. Los incentivos creados por estos sistemas tendrán una influencia directa en 
la descentralización de servicios así como las posiciones fiscales de los gobiernos 


subnacionales. 


Sección HI 

11. Sistemas de administración de transferencias 

Aunado a los principios económicos sobre las transferencias, los temas de administración 
de estos sistemas de coordinación fiscal también tienen un rol importante dentro del 
diseño de las relaciones fiscales intergubernamentales. En atención a este factor varios 
sistemas de relaciones fiscales se distinguen en diversas federaciones. Siguiendo el 
puntual estudio de Thomas Courchene y asociados (2000, 100) dichos sistemas se pueden 


clasificar en los siguientes tipos: a) legislación y administración independiente; b) 
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impuestos e ingresos compartidos; c) sobretasas estatales; y d) administración compartida 


y sobretasas. 


La creación y administración de estos sistemas se describe en la segunda parte de esta 
sección. La comparación entre estos sistemas sirve como referencia al caso mexicano con 
la finalidad de poder clasificarlo en uno de ello, señalar la existencia de rasgos únicos no 
considerados y servir como fuente de inspiración para desarrollar nuevas políticas 


administrativas. 


A. Legislación y administración independiente 

El presente sistema representa el ideal si se considera la soberanía de las jurisdicciones. 
Cada entidad tiene el derecho de imponer todo tipo de contribuciones para financiar sus 
gastos. Sin embargo, este arreglo fiscal ocasiona varias distorsiones económicas. Al 
respecto los aumentos de gastos de tributación, altos costos de administración tributaria y 
la problemática en cuanto al establecimiento físico de empresas son algunos de los 


problemas más comunes en este tipo de sistemas. 


El ejemplo típico de este sistema es los Estados Unidos de América. Los impuestos sobre 
el ingreso de las corporaciones y el de ventas proporcionan buenos ejemplos sobre estos 
fenómenos. El primero crea incentivos para cambiar la asignación geográfica de recursos 
con el resultado de producir exportación fiscal. El impuesto sobre ventas crea distorsiones 
económicas ya que parte importante de la recaudación se obtiene de las ventas a negocios 
en vez de los consumidores. Además, este último impuesto crea incentivos para motivar la 


integración vertical de las organizaciones (Gramlich, 1997, b). 
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Los impuestos sobre recursos naturales también presentan distorsiones económicas en este 
sistema. Estos impuestos tradicionalmente son aplicados a la producción creando la 
exportación del impuesto, especialmente en aquellos estados ricos en estos recursos. Aún 
los impuestos sobre ingresos y propiedad inmobiliaria producen distorsiones dentro de 
este tipo de arreglo. La causa más importante de exportación fiscal en los Estados Unidos 
son las deducciones de los impuestos estatales y municipales sobre ingreso y propiedad 


que permiten calcular este aspecto sobre el impuesto federal sobre ingresos. 


B. Impuestos e ingresos compartidos 

Los impuestos e ingresos compartidos se desarrollan sobre el de legislación 
independiente. El propósito principal consiste en otorgar autonomía fiscal a entidades 
subnacionales. Además, las transferencias se utilizan para reducir déficit fiscales 
verticales frente al gobierno nacional. En razón de que los ingresos provienen de los 
impuestos nacionales, el gobierno central mantiene el control sobre la administración, 
bases y tasas de los impuestos. La consecuencia de este sistema es la creación de 


gobiernos subnacionales fiscalmente débiles y dependientes (Bird, et al., 1995). 


El sistema de impuestos compartidos es similar al de ingresos compartidos en el sentido 
de que en ambos la administración fiscal es nacional. Sin embargo, difieren en la forma en 
que los fondos son repartidos a los estados. En el sistema de impuestos compartidos un 
porcentaje determinado es otorgado a cada jurisdicción sobre la base de la recolección 
impositiva en su propia jurisdicción. Mientras que en el sistema de ingresos compartidos 


toda la recaudación impositiva se junta en un fondo nacional y, después, se otorga a los 
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estados mediante una fórmula que pueda contener variables económicas, políticas o 
administrativas. En este último caso cuestiones de equidad pueden ser incluidas como 


sería el ejemplo del sistema de coordinación fiscal en Australia. 


C. Sobretasas estatales 

Las sobretasas se basan en ofrecer ciertas ventajas frente a los sistemas de impuestos 
compartidos y legislación independiente. El gobierno nacional mantiene el control sobre 
la mayor parte de los impuestos y los estados tienen acceso a los impuestos al imponer 
tasas adicionales a las ya establecidas por el gobierno central. Estas características evitan 
las ineficiencias por distorsión geográfica, costos administrativos y gastos por 
cumplimiento de obligaciones fiscales que se presentan en el sistema de legislación 
independiente en razón de que las bases fiscales se definen nacionalmente. Al mismo 
tiempo, se permite cierta autonomía a los estados ya que éstos pueden imponer tasas 
adicionales dentro de ciertos parámetros. Alemania es un buen ejemplo en el cual se 


aplica este sistema. 


Los impuestos especiales, sobre ingresos y ventas son buenos ejemplos en los cuales se 
pueden aplicar sobretasas. Su administración fiscal facilita la imposición adicional y evita 


los problemas de la doble tributación para los ciudadanos. 


D. Administración doble en sobretasas 
La administración doble difiere del anterior sistema de sobretasas en el sentido de que 
diferentes administraciones fiscales recaban sus ingresos. En el sistema único el gobierno 


nacional es responsable de la recolección de todos los ingresos, aplicar las tasas 
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correspondientes y repartirlas a los estados respectivos. El de administración doble cada 


jurisdicción es responsable de recolectar sus propios ingreso. 


En un sistema con una sola administración la principal preocupación proviene de la 
efectividad de la recaudación. Es posible que el gobierno nacional tenga otras prioridades 
sobre sus ingresos y que en segunda instancia se responsabilice por los ingresos estatales. 
Además, circunstancias políticas y económicas pueden ocasionar que el gobierno nacional 
retenga los ingresos. Sin embargo, la administración doble aumenta los costos 
administrativos y de cumplimiento. Una solución que podría funcionar consiste en añadir 
oficiales estatales dentro de la administración nacional o el establecimiento de una 
institución fiscal recaudadora descentralizada de ambos gobiernos en la cual puedan 


trabajar oficiales nacionales y estatales. 


Considerando el balance general entre los extremo de obtener los ingresos suficientes por 
parte de las entidades regionales o locales y crear un sistema de transferencias, Oates 
(1990, b) menciona que la confianza excesiva en los sistemas de transferencias puede 
reducir la autonomía y vitalidad de gobiernos descentralizados. Es importante que estos 
gobiernos puedan recolectar una porción significante de sus ingresos si se quiere que éstos 
puedan contar con políticas fiscales reales y efectivas. Esto es trascendental por dos 
razones. Primera, en una configuración política determinada, los fondos centrales siempre 
vienen adheridos con ciertas condiciones. Si dichas entidades dependen en exceso de 
recursos centrales es inevitable que las directrices centrales sobre el gasto de dichos 
fondos deban ser obedecidas. Las decisiones sobre los programas locales serán el 


resultado de las negociaciones entre las autoridades nacionales y locales, disminuyendo la 
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independencia fiscal del sector público local. Segundo, la dependencia excesiva en 
transferencias destruye el incentivo para establecer decisiones fiscales responsables al 
nivel local. Es fundamental que dichos gobiernos consideren detenidamente el costo fiscal 
de aumentar o disminuir sus programas. Sin embargo, si el financiamiento proviene de 


arriba existirán muy pocos costos para los gobiernos que tomen estas decisiones. 


12. Las transferencias en sistemas federales 


La comparación de los sistemas de coordinación entre diferentes federaciones permitirá 
contar con una mejor perspectiva para comprender el desarrollo, aplicación y 
consecuencias de los diferentes sistemas fiscales intergubernamentales. Sobresale en este 
tema la preocupación sobre la forma de resolver los desequilibrios fiscales por parte de las 
principales autoridades fiscales e investigadores en la materia. Además, se pueden 
desarrollar tipologías de estudio para realizar análisis comparativos con la finalidad de 


sugerir políticas fiscales que puedan aplicarse en México. 


Por ejemplo, las proporciones fiscales muestran ya las principales tendencias entre las 
federaciones y sus entidades. De acuerdo al trabajo de Richard Bird (1986, 16-18, b) se 
encuentran notorias diferencias entre los niveles de gasto e ingresos que los estados 
ejecutan de acuerdo a la siguiente muestra: “En 1981, el promedio de gasto de los 
gobiernos regionales frente al gasto total nacional en Canadá fue del 38%, mientras que en 
Australia fue del 36%, 30% en Suiza, 25% en Alemania, 22% en los Estados Unidos y 
14% en Austria.” Considerando el lado de los ingresos, “los gobiernos provinciales en 


Canadá recaudaron el 81% de sus ingresos, en contraste Estados Unidos el 78%, 72% 
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Alemania, Suiza 55% y Austria junto con Australia un 39%.” Desde esta perspectiva se 
aprecia que los sistemas federales van desde aquellos estados con gran autonomía (gastan 
y recolectan más) a sistemas en los cuales el gobierno central tiene mayor control sobre 


las decisiones fiscales. 


Es de resaltar que existe mucha evidencia en el sentido de que los sistemas 
intergubernamentales que aplican las naciones no son arbitrarios ya que encuentran su 
racionalidad en la lógica de los valores políticos profundos de sus respectivos sistemas 


constitucionales. 


A. Estados Unidos de América 


Estados Unidos aplica el sistema fiscal de legislación independiente. La autonomía fiscal 
de los estados ha reducido considerablemente el desequilibrio fiscal vertical en 
comparación con otras naciones. Lo que es más interesante sobre su estructura fiscal es la 
ausencia de un sistema o programas de transferencias libres de compensación, a pesar de 
que algunas políticas sociales nacionales y estatales incorporen elementos de necesidad o 


pobreza regional como variables de reparto de fondos condicionales. 


Existen dos visiones que explican porque el sistema fiscal americano no presenta sistemas 
de transferencias libres. La primera se basa en el hecho de que las diferencias fiscales 
horizontales son ignoradas. La segunda considera que no existen las diferencias 
horizontales en virtud de que las diferencias de ingresos per capita entre los estados se 


compensan a través de los valores de la propiedad, salarios y rentas. Wallace Oates (1983, 
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c), una de las autoridades académicas en materia de federalismo fiscal más distinguidas 
en Estados Unidos, sostiene el último punto de vista. Menciona que las diferencias en las 
Capacidades fiscales de los estados se compensan a través de los valores de las 
propiedades. Los ciudadanos que viven en jurisdicciones fiscalmente débiles pagan 
menores rentas a la propiedad. La igualdad horizontal se alcanza a través de este arreglo 


económico. 


El escaso apoyo que tienen las transferencias libres se puede apreciar en el fracaso del 
programa de ingresos compartidos establecido en 1972. Caputo y Cole (1975, 136) 
concluyen con relación a este programa que “a la fecha los programas de ingresos 
compartidos han sido considerados como de poco impacto formal en la estructura de 
relaciones intergubernamentales. Muy pocas autoridades estatales o locales reportan 
cambios en la estructura fiscal o responsabilidades funcionales como resultado de los 
ingresos obtenidos. La presión de los gobiernos locales sobre los estados para aumentar la 
asistencia fiscal o aumentar su autoridad parece aparente, pero algunos oficiales estatales 


atribuyen esta presión a las transferencias condicionales.” 


Al terminar el primer período de operación del programa en 1975 se realizaron 
evaluaciones importantes que lo desacreditaron. Al respecto el “Institute for Social 
Research” de la Universidad de Michigan (1976, 6-8) analizó el impacto económico y 
político del programa en los estados. Los principales resultados económicos basados en 
evidencia estadística fueron: (1) el principal impacto fue el aumento de los recursos 
locales debidos al aumento de las transferencias de los gobiernos estatales; (2) las 


transferencias libres fueron utilizadas para mantener o aumentar programas ya existentes 


48 


en vez de reducir impuestos locales; (3) otros usos en proporción menor de las 
transferencias fueron reducciones o estabilizaciones sobre deuda pública o aumentos a 
fondos específicos; y (4) la reducción de impuestos fue modestamente utilizada a 
consecuencia de la recepción de fondos libres tal y como se aprecia en la mayor parte de 
la evidencia. El uso de este tipo de fondos para mantener servicios o disminuir impuestos 
también fue documentado por el Instituto Brookings (Cole et al., 1984, 404). Se 
documentó que más de la mitad de las transferencias del programa fueron utilizadas por 


los gobiernos locales para sustituir impuestos o préstamos. 


Con relación al uso de los fondos, el estudio NSF-RANN así como el Instituto Brookings 
(Cole et. al., ibidem) coinciden en el uso desproporcionado de las transferencias libres 
para mejoras de capital. Caputo y Cole (1975, 136), así como Catherine Lovell (1975, 
115) reportan resultados similares. La “U.S. Advisory Commission on Intergovernmental 
Relations” (1973, No. 73-3) reportó la importancia de la inseguridad de los gobiernos 
receptores sobre el futuro del programa y el correspondiente incentivo para gastar en 


mejoras de capital al igual que el estudio NSF-RANN. 


Patrick Larkey (1975) practicó el análisis estadístico más sofisticado sobre el impacto 
inicial del programa. Encontró que en la medida que existe mayor presión fiscal los 
fondos de las transferencias libres tienden a mezclarse con otros presupuestos de 
operación y apoyar obligaciones de gasto existentes. Cuando la presión fiscal disminuía 
los fondos libres eran utilizados para reducciones de impuestos locales, la acumulación de 


superávit o proyectos de capital. 
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Otros estudios se dirigieron sobre la conducta interna de los gobiernos estatales y locales. 
Timothy Almy (1977, 26) descubrió que los ejecutivos locales mantenían un control 
predominante sobre las transferencias libres. En concreto “las preferencias de los 
“managers” locales representan pronósticos importantes para la asignación real de los 
gastos.” Con relación a la presión de la comunidad y los conflictos alrededor del programa 
la mayoría de estudios coinciden en que no hubo cambios importantes en las 


deliberaciones tradicionales sobre los presupuestos de egresos (Anton y Hofferbert, 1975). 


El programa general de transferencias libres término para las entidades federativas en 
1982 y para todo tipo de jurisdicciones en 1986. El presidente Ronald Reagan propuso la 
eliminación del programa como parte de su política del “Nuevo Federalismo”. Además de 
los problemas económicos del Gobierno federal, el programa era opuesto a la forma en 
que los políticos, grupos de presión y líderes burocráticos trabajan dentro de los 


programas de aportaciones condicionales. 


Además de los problemas económicos del Gobierno nacional, Wallin (1998, 117) 
menciona como causas adicionales de expiración del programa las siguientes: (1) fue un 
blanco fácil en el sentido de eliminar gastos federales y el hecho de que los gobiernos 
locales se encontraban en una buena situación financiera; (2) la naturaleza de los 
beneficios y los beneficiarios; los beneficios difusos del programa producen pocos grupos 
locales de apoyo; (3) los conflictos sobre los objetivos del programa; las autoridades 
federales tenían una visión diferente que las autoridades locales con relación a los 
propósitos principales (servicios a lo pobres, estandarización de servicios federales, 


igualar posiciones fiscales, reducir la deuda, etc.). 
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B. Canadá 


El sistema canadiense de relaciones fiscales intergubernamentales busca compensar las 
disparidades provinciales en razón de su autonomía y el número de servicios públicos que 
se ofrecen. Su Constitución garantiza un número importante de atribuciones en favor de 
las provincias o estados. Este arreglo constitucional es único comparado al resto de las 
federaciones en las cuales las cartas fundamentales establecen las atribuciones públicas en 
favor de los gobiernos nacionales. Como resultado de esta norma en Canadá las entidades 
tienen mayores poderes, manejan más servicios públicos y recursos naturales en 


comparación con otras federaciones. 


En consecuencia, el manejo de los servicios públicos estatales se encuentra sostenido en 
fuentes impositivas importantes. Las entidades administran su propio impuesto sobre el 
ingreso personal y empresarial, así como impuestos sobre ventas (con excepción de 
Alberta). Además, tienen acceso a impuestos especiales sobre recursos naturales. A pesar 
de este arreglo, las aportaciones condicionales aparecieron en la década de los cincuentas 
y sesentas como garantía de establecer condiciones mínimas de igualdad en servicios 
públicos a lo largo de las provincias. Con el tiempo las aportaciones condicionales han ido 
evolucionado a transferencias en bloque. Al parecer, una vez que un programa 
condicional se consolida y los beneficios son percibidos como derechos de los 
ciudadanos, las condiciones iniciales del programa se reducen así como los costos 


administrativos. 
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Además de los fondos condicionales y en bloque, también se introdujo un sistema 
nacional de compensación financiera basado en transferencias libres para corregir las 
disparidades horizontales entre provincias. El sistema tiene como base la capacidad fiscal 
y aplica dos pasos diferentes para asegurar la igualación. Primero, transferencias libres de 
la federación son otorgadas únicamente a las provincias con menor capacidad fiscal hasta 
alcanzar un promedio basado en cinco provincias (este promedio se encuentra cercano al 
promedio nacional). Segundo, una vez que estas provincias son igualadas se otorgan 


transferencias per capita libres a todas las provincias. 


Además de estos arreglos fiscales la provincia de Quebec presenta una situación fiscal 
diferente. Quebec tiene una lengua y cultura diferente que el resto de Canadá y cuenta con 
el 25% de la población nacional. La Provincia tiene mayor autonomía que el resto de las 
entidades como resultado de su trayectoria histórica y las diferencias apuntadas. En 
consecuencia Quebec tiene su propio impuesto personal sobre la renta que le permite 
mayor autonomía. El inconveniente ha sido la creación del incentivo para que otras 
provincias busquen arreglos particulares. Por ejemplo, la provincia de Alberta, rica en 


petróleo, ha estado buscando pactos fiscales similares a los de Quebec. 


C. Alemania 


El sistema alemán se caracteriza por su alta centralización fiscal. El principal instrumento 
de compensación fiscal es el de las sobretasas impositivas y, en forma secundaria, un 
sistema de compensación fiscal para ayudar a las entidades fiscalmente débiles. Los 


rendimientos de los impuestos compartidos se distribuyen a los estados o lánders de 
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acuerdo a sus ingresos per. capita. De esta forma los estados reciben inicialmente fondos 
de acuerdo a su capacidad económica. Las tasas y bases fiscales son definidas por el 
Gobierno nacional y los lánders administran sus propias sobretasas. Los impuestos 
seleccionados en este esquema son el de la renta personal y empresarial, así como el 


impuesto al valor agregado. 


En razón de que la Constitución alemana establece como principio rector “la uniformidad 
de las condiciones de vida”, se establece un sistema de compensación fiscal para apoyar a 
los lánders con mayor atraso social y económico. Este arreglo descansa sobre un sistema 
puro de igualación horizontal en virtud de que las entidades ricas aportan ingresos a un 
fondo nacional y los estados pobres obtienen ingresos de este fondo. Aquellos liinders que 
se encuentran por encima del promedio nacional les corresponde aportar recursos al fondo 
y las entidades pobres adquieren estos recursos hasta alcanzar el 95% del promedio 


nacional. 


Las necesidades de gasto y la población son las variables más importantes para integrar 
los índices de esfuerzo y capacidad fiscal de los léinders para dividir el fondo nacional a 
los estados correspondientes. Es así que los léinders con ciudades más pobladas tienen 


mayor peso dentro de la fórmula de reparto de fondos. 


D. Australia 


Australia representa el país con mayor centralización fiscal dentro de las naciones 


federales desarrolladas. Los estados no tienen acceso a las bases fiscales más importantes 
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tales como ingresos sobre la renta o ventas. La Constitución, así como fallos posteriores 
de la Suprema Corte (Bhajan y Sheehan, 2003, 15), han señalado el derecho exclusivo en 
favor de la Federación para imponer impuestos sobre el comercio, recursos naturales y 
ventas. El “Esquema Impositivo Uniforme” del período de la Segunda Guerra Mundial le 
otorgó al gobierno Central el control “temporal” sobre los impuestos de la renta de las 


personas y empresas. Sin embargo, estos impuestos nunca fueron regresados a los estados. 


Además, el proceso de centralización ha sido el resultado de la rivalidad entre las 
entidades federativas. Bhajan y Sheehan (2003, 16) explican “que los estados han 
contribuido involuntariamente al aumento de la centralización fiscal en Australia. Primero 
que nada, la falta de confianza mutua entre las colonias no terminó con el establecimiento 
de la Federación. De hecho, los estados permanecieron profundamente sospechosos de lo 
que hacían los demás. Los estados menos poblados actuaban en conjunto contra los 
estados mayores y frecuentemente tomaban parte en favor de la Commonwealth en el 
juego permanente de reparto de poderes. Victoria y New South Wales tuvieron además 
sus propias diferencias que han prevenido que actúen en forma individual en muchos 


temas de importancia.” 


Debido al desequilibrio fiscal vertical se permite a los estados aplicar impuestos sobre la 
nómina de los trabajadores desde principios de los setentas. Además tienen acceso a un 
impuesto sobre sellos mercantiles, sobre bienes de miscelánea y sobre la propiedad. Cliff 
Walsh (1996, 115) menciona que el efecto general ha sido la dependencia de los estados 
sobre las transferencias, “Australia tiene por mucho el mayor grado de desequilibrio fiscal 


entre las federaciones más grandes del mundo.” 
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Gramlich (1997, 427, b) reporta que “para 1980 los impuestos estatales y municipales 
representaron el 23% del total de impuestos y sólo el 44% del ingreso disponible para 
estados y localidades (esto es, la suma de las transferencias, adelantos “ALC” e 
impuestos). Este último fenómeno ha ocasionado que muchos observadores hayan 
sugerido que la gran confianza en las transferencias elimine las responsabilidades de 


prácticas fiscales y presupuestarias eficientes al nivel subnacional.” 


El sistema de transferencias presenta fondos condicionales y libres. En un principio las 
aportaciones condicionales se utilizaban mayoritariamente. Sin embargo, “como resultado 
de las iniciativas de Fraser, el crecimiento de las transferencias libres han excedido por 
mucho las aportaciones específicas desde 1975 y para 1981 las primeras representaban 
alrededor del 4.5% del PNB. Pero las aportaciones condicionales no fueron disminuidas 
tampoco, al menos en términos nomínales éstas continúan representando el 4% del PNB 


(Gramlich, 1997, 425, b).” 


En razón de que el grado de desequilibrio fiscal es bastante grande, la “Commonwealth 
Grants Commission” (CGC) incorpora aspectos de equilibrio fiscal horizontal y vertical 
dentro de la asignación de transferencias. Los fondos por persona entregados al rico 
estado de Victoria representan las cuestiones de verticalidad mientras que los fondos 


adicionales que se asignan a otros estados comprenden los aspectos horizontales. 


De esta forma el sistema de transferencias libres se caracteriza por un alto grado de 


compensación. Además de la estructura fiscal centralizada, la CGC (1999, 1) estableció 
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que “cada estado tiene que tener la capacidad de proveer el estándar promedio de 
servicios públicos estatales, asumiendo que lo hace bajo un promedio nacional de 
eficiencia operativa y realiza un esfuerzo promedio para obtener sus propios ingresos.” Es 
así que el sistema de compensación descansa sobre el promedio nacional. Este promedio 
es calculado en atención de los ingresos propios de los estados y sus necesidades de gasto. 
Una vez que el promedio nacional se ha determinado se aumentan o disminuyen los 


fondos de los estados hacia el promedio. 


La “Commonwealth Grants Commission” representa la institución distintiva del 
federalismo fiscal australiano. Sus procesos son abiertos y transparentes lo cual asegura 
que todos los australianos acepten los resultados del reparto fiscal. Aparte, Australia 
presenta un proceso efectivo de coordinación estatal que promueve la cooperación 


macroeconómica para promover la unión socioeconómica interna. 


En general el federalismo fiscal australiano recibe buenas calificaciones por su igualdad 
pero es menos admirable considerando aspectos de eficiencia económica. Gramlich (1997, 
b) comenta que el sistema de compensación de la CGC ha sido establecido a un nivel muy 
alto en el cual se separan las responsabilidades de ingreso y egreso. Esta situación ha 
creado el incentivo para promover actividades de lobby para buscar más fondos en vez de 
buscar desarrollar políticas fiscales eficientes. Además, el esfuerzo por igualar los estados 
ha creado distorsiones sobre los precios los cuales pueden ocasionar el desplazamiento de 


familias hacia áreas más onerosas para proveer los servicios públicos. 


56 


Sin embargo, con la introducción de un nuevo impuesto las tendencias anteriores pudieran 
cambiar. Bhajan y Sheehan (2003, 3-4) comentan que en Julio del 2000 se introdujo un 
nuevo impuesto sobre bienes y servicios. Los ingresos del impuesto (al descontar los 
gastos de administración del mismo) se asignan a los estados en vez de las transferencias 
libres transferidas en años anteriores. Esto fue el resultado de los acuerdos fiscales 
intergubernamentales promovidos en 1999 por el gobierno Federal, como consecuencia de 
la derogación de los impuestos estatales especiales sobre tabaco, petróleo y productos y 
bebidas alcohólicas por parte de la Suprema Corte en Agosto de 1997. Aunque este 
arreglo proporciona ingresos más seguros y estables a las entidades, el nuevo impuesto 
sobre bienes y servicios es considerado un impuesto nacional de acuerdo a la 
Constitución. En este sentido, los estados ahora son más dependientes de los recursos 


federales que en el pasado. 


Como se ha visto los arreglos fiscales intergubernamentales reflejan los valores históricos, 
económicos y políticos en cada nación. En la mayoría de federaciones están apareciendo 
retos importantes que podrán a prueba los sistemas de relaciones fiscales. Por ejemplo, en 
Australia se establece un nuevo impuesto sobre bienes y servicios como ya se apuntó 
anteriormente. Aunque los ingresos se transfieren a las entidades el impuesto sigue 
considerándose federal por el control que ejerce el gobierno nacional. En Alemania los 
lánders considerados ricos, como Bavaria y Baden-Wurtemberg, cuestionan el hecho de 
quedarse con una porción muy pequeña de los ingresos que generan y tener que 
otorgárselos a estados más pobres. Esta situación ha propiciado que demanden ante la 
Corte Constitucional el programa de compensación de ingresos federal. En Canadá las 


provincias ricas también se quejan en el sentido de que la Federación otorga muchas 
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preferencias a las provincias pobres en programas diferentes a los propios de 


compensación. 


13. Implicaciones teóricas 

La teoría de los Bienes Públicos proporciona un marco importante para justificar la 
existencia y consecuencias de las relaciones fiscales intergubernamentales. Señala que un 
sistema federal eficiente sería aquel en el cual las atribuciones y responsabilidades de cada 
nivel de gobierno se asignan de acuerdo a las directrices económicas establecidas por esta 
teoría. En concreto las funciones económicas tradicionales que un estado debe cumplir 
son las de estabilización, distribución del ingreso y provisión de bienes y servicios 
públicos. El gobierno nacional mantiene la responsabilidad principal en las políticas de 
estabilización para controlar los ciclos económicos y promover el desarrollo económico. 
El criterio para asignar las competencias de bienes y servicios públicos consiste en las 


demarcaciones geográficas de acuerdo a las áreas en que ocurren los beneficios. 


En relación a la asignación de ingresos las principales directrices señalan que un sistema 
impositivo eficiente es aquel en el cual el gobierno nacional se apoya en impuestos 
progresivos y redistributivos como el caso del impuesto sobre la renta. Mientras que los 
gobiernos municipales o locales deben apoyarse en impuestos que graben bases fiscales 
fijas como la propiedad o los derechos sobre servicios. Los gobiernos estatales tendrán 
más espacio que los gobiernos locales para utilizar impuestos sobre los ingresos o ventas 


en razón de su dimensión geográfica. 
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Estos principios llevan a la consecuencia de que el gobierno central concentre la mayor 
parte de las fuentes impositivas con la finalidad de poder desarrollar las políticas en 
materia macroeconómica y de redistribución del ingreso. Los estados y municipios 
tendrán la mayor parte de servicios públicos relacionados a las necesidades primarias de 
los ciudadanos. Este arreglo institucional llevará a la existencia de un déficit fiscal vertical 
y, en consecuencia, a la necesidad de implementar programas nacionales de transferencias 
hacia niveles inferiores de gobierno. Los arreglos fiscales intergubernamentales que se 
apliquen complementan los arreglos iniciales para integrar la visión total del federalismo 


fiscal. 


Estos arreglos fiscales pueden perseguir diferentes objetivos de acuerdo a los aspectos 
económicos y administrativos de los mismos. En particular dichos acuerdos pueden 
configurar un sistema de fondos condicionales, en bloque o libres. Los fondos 
condicionales que exigen el requisito de aportación fiscal por parte del gobierno receptor 
representan el mejor vehículo para aumentar en mayor medida los gastos del gobierno 
receptor en la categoría, área O programa deseado por el que transfiere los fondos, en 
comparación con cualquier otro tipo de transferencias de la misma magnitud. El esquema 
contrario lo representan las transferencias libres, las cuales pueden ser utilizadas para 
aumentar gastos, reducir ingresos propios o presentar una combinación de las dos 
anteriores en razón del efecto económico de fungibilidad. El establecimiento de variables 
de esfuerzo O capacidad fiscal podrían limitar la fungibilidad de este tipo de recursos 


financieros. 


59 


Además las transferencias libres también pueden ser afectadas por otros factores 
socioeconómicos tales como la población, cuestiones administrativas o de políticas 
públicas. Sin embargo, la mayor preocupación de este tipo de fondos ha sido la 
dependencia fiscal que pueda crearse en las entidades receptoras cuando no se incluyen 
elementos de esfuerzo o capacidad fiscal en la fórmula de reparto de los fondos. Desde un 
punto de vista contrario, la teoría que señala el efecto de papel matamoscas “fly paper 
effect” señala que en vez de generar dependencia, los recursos extraordinarios en cuestión 
generan nuevos programas y servicios, los cuales a su vez crean el incentivo para que los 
gobiernos receptores aumenten sus ingresos propios y continuar financiando dichas 


actividades nuevas. 


Para el caso mexicano estos principios tienen importantes consecuencias en razón de la 
gran trascendencia que tienen las transferencias frente a los ingresos propios de las 
entidades federativas. En el capítulo de “México” se describe la forma en que el gobierno 
nacional concentra la mayor parte de responsabilidades y, posteriormente, descentraliza 
servicios y recursos a los estados y municipios. Además, el Gobierno federal mantiene el 
control sobre las fuentes impositivas más importantes a consecuencias de los arreglos 
históricos existentes. Estas circunstancias han aumentado el déficit fiscal vertical natural 
que debería existir bajo las normas de la teoría de los Bienes Públicos motivando por ello 


la creación y desarrollo del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 


Así mismo, destaca la importancia de corroborar que los sistemas de transferencias en 
nuestro país siguen los principios normativos arriba descritos. Como ya se apuntó las 


transferencias condicionales tienen la ventaja de que el gobierno nacional imponga sus 
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condiciones y aplicarlas para cumplir los objetivos federales. Tal es el caso de las 
aportaciones sociales las cuales tienen el propósito de apoyar las regiones en desventaja. 
Por el otro lado, el sistema de fondos libres busca apoyar financieramente a las entidades 
y cederles la autonomía en cuanto a la utilización de estos recursos. Aunque se cumplen 
estos principios existen desviaciones importantes dentro de cada uno de los sistemas de 
transferencias que restan eficiencia al sistema de coordinación fiscal tal y como se verá en 


los capítulos posteriores. 


En cuanto al sistema de coordinación administrativo México presenta un sistema de 
ingresos compartidos, en el cual se recaudan los ingresos impositivos, se crea un fondo 
nacional y, posteriormente, se reparte a las entidades conforme a variables de asignación 
que toman en cuenta factores de capacidad fiscal. Aunque presenta las ventajas de 
eliminar los inconvenientes de los sistemas de administración libre, tiene serios 
inconvenientes por los problemas originados en cuanto a la asignación de recursos a las 
entidades, los incentivos negativos en el ciclo financiero local, así como la dependencia 


financiera que genera por las altas cantidades transferidas. 


III. Teorías sobre federalismo 


1. El enfoque de políticas públicas sobre federalismo fiscal 

El capítulo continúa con el soporte teórico del presente estudio. En el anterior se 
presentaron los conceptos normativos sobre la asignación eficiente de los servicios 
públicos en una nación federal y la clasificación teórica de las transferencias en atención a 


los efectos económicos y administrativos. El presente muestra las principales teorías de 
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políticas públicas aplicadas a estudios sobre federalismo. Algunos de los más prominentes 
investigadores (Inman y Rubinfeld, 1997; McKinnon y Nechyba, 1997; Wildasin, 1998; 
Stein, 1998; y Rodden, 2000) han aplicado este tipo de enfoques a sus estudios sobre 
federalismo. En particular los marcos teóricos sobre los recursos comunes, problemas de 
información, descentralización y problemas derivados de presupuestos con restricciones 


mínimas son algunos de los enfoques más utilizados en el estudio del federalismo fiscal. 


Al respecto se presenta un breve repaso sobre la descentralización, el marco teórico 
relativo al Desarrollo Institucional, la perspectiva de los Recursos Comunes, la teoría 
sobre el Principal y el Agente y el modelo de los Contratos Incompletos. Este recorrido 
considera las contribuciones teóricas de cada uno de estos modelos y las implicaciones 


con relación a la presente obra. 


El estudio sobre la descentralización no se considera formalmente un modelo teórico. Sin 
embargo, su inclusión obedece al propósito de identificar aquellos casos y variables en los 
cuales el gobierno nacional descentraliza servicios y se apoya financieramente en 
transferencias fiscales, tal y como sucede en el caso mexicano. El propósito consiste en 
buscar aquellos conceptos que puedan ser útiles dentro del análisis del Sistema de 
Coordinación Fiscal. En este sentido, los conocimientos ya desarrollados en esta materia 
serán útiles para establecer directrices iniciales y crear un nuevo enfoque para el caso en 
estudio. En atención a este tipo de construcción teórica Roden y Ackerman (1997, 1521) 
reconocen que los “economistas y políticos han empezado a poner la atención en el puente 
entre instituciones políticas y desempeño económico. Al frente de este movimiento se 


encuentran investigadores del nuevo enfoque económico institucional (NIE)”. 
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2. Descentralización 

El estudio de la descentralización es importante para vincular el comportamiento de 
instituciones, reglas y consecuencias en este tipo de procesos. Respecto del objeto de 
estudio el Sistema de Coordinación Fiscal ha sido utilizado indirectamente para apoyar el 


proceso de la descentralización desde los ochentas (Ward y Rodriguez, 1999, 685). 


Desde el inicio del federalismo se han contemplado las ventajas de señalar 
responsabilidades a las jurisdicciones subnacionales. Alexis de Toqueville (p. 163) señala 
que “el sistema federal fue creado con la intención de combinar las diferentes ventajas que 
resultan de la magnitud y pequeñez de las naciones.” En este sentido una 
descentralización o delegación de funciones a otros niveles de gobierno inferiores se ve 


como una ventaja. 


Estados Unidos de América, como muchas naciones federales, se caracterizó por tener 
entidades federativas con mucho poder y autonomía frente al gobierno nacional durante el 
siglo XIX. Sin embargo, el gobierno nacional adquirió mayores responsabilidades como 
consecuencia de las dos guerras mundiales en el siglo XX (Kincaid, 1990, 141), el 
establecimiento de programas sociales y las nuevas políticas macroeconómicas 
desarrolladas por Keynes (Grodzins, 1966; Elazar, 1984). John Kincaid (1990, 139) señala 
las anteriores tendencias federales con los títulos de “federalismo cooperativo y 


coercitivo”. En concreto señala que: 


63 


“El federalismo cooperativo, representando la concepción reinante del federalismo 
Americano de 1954 a 1978, fue una respuesta política a los cambios de política 
pública de los fallos del mercado, efectos de la posguerra, racismo, pobreza 
urbana, movimientos del medio ambiente y derechos individuales. Al tener la 
equidad social como objetivo principal, el federalismo cooperativo cambió 
significativamente la sociedad Americana, pero cuando las condiciones bajo la 
cooperación cambiaron durante los setentas, la presión para expandir el poder 
nacional inherente al federalismo cooperativo dio paso al federalismo coercitivo en 
el cual el gobierno federal reduce su confianza en las herramientas fiscales para 
estimular las políticas de cooperación intergubernamentales y aumentar su 
confianza en herramientas regulatorias para asegurar la supremacía de las políticas 
federales. La erosión del poder fiscal y de los límites constitucionales y políticos 
sobre las regulaciones federales en los setentas y ochentas han producido un 
sistema más coercitivo de mandamientos federales sobre autoridades estatales y 


locales, así como mandatos infundados sobre gobiernos estatales y locales.” 


Los problemas creados por la administración de programas nacionales, entre otros, 
propiciaron la oportunidad para iniciar políticas que devolvieran responsabilidades a los 
estados en los noventas. Oates (1999) y Rodden (2000, 670) mencionan que la 
descentralización fiscal y el fortalecimiento de la autonomía de estados y localidades 
constituyen la tendencia común a lo largo del planeta. En especial Oates (1999, 1120) 
subraya que la “descentralización fiscal esta de moda. Tanto en las naciones 
industrializadas como en las que están en vías de desarrollo, las naciones están volteando 


hacia la devolución para mejorar el desempeño de los servicios públicos. La esperanza 
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consiste en que los estados y gobiernos locales, al estar más cerca de la gente, se volverán 
más perceptivos sobre las preferencias particulares de sus ciudadanos y serán capaces de 


encontrar nuevas y mejores formas de proveer los servicios.” 


Sin embargo, los resultados de la descentralización han variado considerando la situación 
económica, el grado de descentralización o el tipo de servicios públicos involucrados. Por 
ejemplo, Sang-Loh Kim (1995) en su estudio econométrico aplicando un panel 
internacional a un modelo de desarrollo tipo Barro demuestra una relación positiva 
significante entre descentralización y el grado de crecimiento económico en la cual la 
descentralización soporta el proceso de desarrollo económico. Además, Jeff Huther y 
Anwar Shah (1996), en un estudio del Banco Mundial, descubren hallazgos importantes 
en favor de la descentralización al elaborar un conjunto extenso de índices socio 
económicos de ochenta países. Los índices comprenden un conjunto de variables 
económicas, políticas, institucionales y de desarrollo. Los resultados estadísticos fueron 
positivos y significantes. En particular se demuestra una relación positiva entre el 
aumento de descentralización y desarrollo económico. Además, estudiosos del 
federalismo como sistema de mercado, tales como McKinnon (1997, 73-79) y Weingast 
(2000), proponen que una estructura apropiada de descentralización impulsa el desarrollo 


económico. 


A pesar de los estudios anteriores, no resulta obvio que la descentralización promueva un 
buen gobierno o crecimiento. Al contrario de los argumentos en favor de la 
descentralización, existe teoría y estudios empíricos que demuestran los resultados 


opuestos. Varios economistas como Inman y Rubinfeld (1997), McKinnon y Nechyba 
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(1997), Wildasin (1998), Stein (1998) y Roden (2002), subrayan que los aspectos de 
efectos desbordantes, recursos comunes y problemas por presupuestos con restricciones 
mínimas producen perdidas de eficiencia relacionados con la descentralización. Además, 
Careaga y Weingast (2000) puntualizan que a mayor descentralización en promedio 


aumenta la inflación y la corrupción. 


Al respecto, Heng-fu Zou y sus colegas encontraron una relación negativa entre desarrollo 
económico y descentralización fiscal en dos estudios diferentes. En el primero 
examinaron una muestra de cuarenta y seis países en el período de 1970-89 (Davoodi y 
Z.ou, 1998) y en el segundo consideraron el crecimiento de las provincias en China (Zhang 
y Zou, 1998). Además, Dillinger y Web (1999) argumentan que la mayor 


descentralización fiscal en Brasil provocó la más reciente crisis presupuestal y financiera. 


Rodden y Ackerman (1997, 1546) por su parte consideran que la descentralización se 
opone a los principios de un mercado federalista. Ellos mencionan que “cuando las 
autoridades subnacionales tienen mayor autonomía frente al centro, las acciones 
racionales individuales de estos líderes pueden acumular resultados ineficientes al nivel 
nacional. Por ejemplo, los líderes regionales pueden encarar incentivos políticos para 
crear barreras a la movilidad interjurisdiccional e imponer costos importantes a otras 
jurisdicciones. En adición, los bienes públicos que tienen desbordes interjurisdiccionales 


pueden ser ofrecidos en menor escala.” 


Entre las anteriores posiciones, Bahl y Linn (1992, 391-93) argumentan una perspectiva 


diferente sobre la descentralización basados también en el desarrollo económico de las 
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naciones. Ellos consideran que la pregunta importante consiste en si la descentralización 
fiscal es una causa o el resultado del desarrollo económico. En particular comentan que 
“la descentralización es más probable la consecuencia de una etapa superior del desarrollo 
económico;” el “punto de inflexión del nivel de desarrollo económico al cual la 
descentralización fiscal se convierte atractiva aparece demasiado alto.” La 
descentralización fiscal es una consecuencia del desarrollo económico desde esta 


perspectiva y no una herramienta para promoverlo. 


En una posición similar, Shah (1997) del Banco Mundial, argumenta que no existe un solo 
tipo de descentralización en razón de que las federaciones son diferentes. Los sistemas 
federales tienen diferentes formas de establecer el poder y la autoridad a través de los 
niveles de gobierno. En razón de que diferentes arreglos tienen diferentes implicaciones 
para el desempeño económico, no es claro que el federalismo deba mostrar tendencias 
claras con respecto al crecimiento. Algunos sistemas federales pueden promover el 


crecimiento más rápidamente que otro tipo de federaciones o, inclusive, pararlo. 


En consideración de los desarrollos anteriores, así como los resultados empíricos, Oates 
(1999, 1143) considera que “no existe, incidentalmente, ninguna teoría formal sobre la 
descentralización fiscal y el crecimiento económico; puede ser útil establecer dicha teoría 
para un modelo que incorpore programas de inversión en jurisdiccionales específicas que 
pueda otorgar algunos pormenores respecto de los parámetros sobre los cuales dependa 


mejorar el crecimiento.” 


La consecuencia de estos análisis es que la descentralización fiscal debe ser evaluada en 
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términos de las características particulares de cada una de las naciones en desarrollo con 
la finalidad de mejorar las instituciones económicas y políticas. A pesar de la falta de una 
teoría formal en esta materia, los argumentos presentados contribuyen con análisis 
empíricos que son útiles para ser tomados en cuenta al momento de desarrollar o 


modificar un sistema de transferencias fiscales. 


3. Marco Institucional 

El modelo Institucional desarrolla el soporte teórico más importante con relación al rol 
que juegan los incentivos “institucionales” sobre la conducta de las personas, grupos, 
organizaciones o jurisdicciones. Elinor Ostrom (1999, 59) menciona que el “marco JAD es 
el lenguaje general sobre las reglas, condiciones físicas y materiales y los atributos 
comunitarios que afectan la estructura de la arena de acción, los incentivos que confrontan 


los individuos y los resultados correspondientes.” 


La teoría descansa sobre los conceptos de institución y organización. Bhajan y Sheehan 


(2003, 10) definen que: 


“El nuevo enfoque institucional económico está centrado en como las instituciones 
impactan la operación y resultados de intercambio y en como los incentivos 
institucionales están reflejados en el desarrollo de mercados. Las instituciones son 
descritas en esta corriente del pensamiento como limitaciones humanas que forman 
interacciones entre personas e incluyen tanto limitaciones formales tales como las 


reglas, leyes y constituciones, así como limitaciones informales como las normas 
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de comportamiento, convenciones y códigos de conducta auto impuestos (North, 
1993, 3; 1994, 360). Mientras que las instituciones comprenden las reglas del 
juego, las organizaciones son los jugadores. Las organizaciones se definen como 
un grupo de individuos unidos por un propósito común para alcanzar los objetivos 
propuestos. Tanto las instituciones como las organizaciones cambian con el tiempo 
en formas interactivas diversas. Mientras que las instituciones determinan que 
organización debe crearse y para que propósito, las organizaciones tienen 
influencia a través de sus decisiones y operaciones sobre la evolución de las 
instituciones. Ambas pueden cambiar en respuesta a factores externos o cambios 


forzosos.” 


El nuevo modelo de Desarrollo Institucional ha sido aplicado en mucho estudios sobre la 
organización de las instituciones en programas urbanos, educación, salubridad pública 
primaria, fertilizantes, café, caminos, irrigación, pescaderías, recursos forestales y 
recursos comunales, entre otros (Ostrom, 1999, 64). Además, el presente enfoque también 
se ha aplicado a estudios relativos al sistema federal americano (Jillson y Wilson, 1994; 


V. Ostrom, 1987 y 1991) y el canadiense también (Sproule-Jones, 1993). 


En particular, el análisis institucional ha jugado un rol importante dentro de los estudios 
de recursos comunales. A principios de los ochentas la Academia Nacional de Ciencias en 
Estados Unidos organizó un panel de investigación sobre la propiedad comunal. Ronald 
Oakerson (1992) fundamenta sus conclusiones en el estudio de casos en los cuales 


diferentes tipos de comunidades y personas han llegado a integrar arreglos institucionales 
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similares relacionados a los recursos comunales en cuestión (ver además Thomson et al, 


1992). 


La perspectiva institucional también se ha utilizado para estudiar el federalismo. Saeigh y 
Tommasi (2000, 130) mencionan que “el alto grado del déficit fiscal vertical agregado a la 
gran fracción de servicios públicos ofrecidos en el nivel subnacional, contribuyen a crear 
“problemas de recursos comunales” a través de las jurisdicciones subnacionales. Esto 
induce a los estados a comportarse como si no tuvieran que encarar limitaciones 


presupuestarias, aumentando los gastos y reduciendo el esfuerzo fiscal local.” 


Bajo esta perspectiva existen dos fuentes potenciales de distorsión que enfrentan los 
gobiernos subnacionales: a) el problema por los recursos comunes, el cual resulta de los 
costos de oportunidad de los ingresos públicos al ser percibidos como menores por los 
gobiernos estatales con relación al verdadero costo social; y b) el problema de riesgo 
moral asociado con el seguro implícito que ofrece el gobierno central al otorgar un seguro 
o fianza a los gobiernos subnacionales cuando éstos no pueden cumplir sus obligaciones 


financieras. 


Siguiendo el trabajo de Pisauro (2001), dos tipos de instituciones económicas parecen 
importantes para comprender los temas anteriores. La primera esta relacionada a las 
instituciones presupuestarias (Poterba y von Haghen, 1999). En esta perspectiva el 
conjunto de reglas presupuestarias (de acuerdo a las cuales los presupuestos son 
elaborados, aprobados e implementados) son un factor importante para explicar el déficit 


y las deudas públicas. La segunda perspectiva considera los problemas ocasionados por 
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los presupuestos blandos o con restricciones mínimas (Muskin, 1999). Esta situación se 
presenta cuando un agente económico (por ejemplo una institución pública) no tiene un 
presupuesto fijo y encuentra que sus limitaciones presupuestarias se reducen por la 


asignación de crédito adicional (garantías) cuando se encuentra cerca de la quiebra fiscal. 


El problema de los recursos comunes se aumenta en aquellos gobiernos estatales que no 
tienen acceso a fuentes de ingreso. Estos gobiernos tienen el incentivo de gastar de más y 
trasladar sus costos a otras jurisdicciones cuando son responsables de un importante 
número de servicios públicos y una porción importante de sus ingresos son recolectados 
por el gobierno nacional (Rodden, 2000, 671). En muchos gobiernos locales las 
transferencias financian sus gastos únicamente hasta un nivel determinado de egresos. 
Después de dicho límite los gobiernos locales deben ser capaces de gastar sus recursos, 
pero sólo si pueden obtener ingresos derivados de su propio régimen fiscal (incluyendo 
derechos, cargos y deuda). Esta situación puede reducir el problema de los recursos 


comunes pero deja la cuestión de los presupuestos blandos. 


Una de las formas de eliminar los problemas anteriores consiste en reducir el déficit fiscal 
entre los niveles de gobiernos. Si los gobiernos locales tuvieran acceso a bases fiscales 
importantes para financiar sus servicios y programas sin el apoyo del gobierno central, el 
incentivo de gastar de más se reducirá en virtud de que la diferencia entre costos de 
oportunidad privados y sociales de los fondos públicos ya no existirá. Sin embargo, esta 
solución deja a un lado el problema del riesgo moral. Los gobiernos locales pueden 
decidir no aumentar sus impuestos ya que pueden considerar que el gobierno nacional les 


puede brindar seguridades en caso de tener problemas financieros. 
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Si los gobiernos se preocuparan por el riesgo moral entonces sería posible encontrar 
arreglos institucionales para reducirlo. Algunos convenios podrían resultar del proceso 
presupuestario que considera acuerdos que involucran la delegación de autoridad fiscal o 
el establecimiento de obligaciones formales relacionadas a los objetivos financieros 
negociados por todos. Las experiencias en ciertos países federales han demostrado que es 


posible desarrollar sistemas de transferencias que reduzcan estos problemas. 


La idea de que problemas del tipo de la propiedad comunitaria se encuentren dentro del 
proceso presupuestario data inicialmente en los escritos de Weingast et al (1981). Al 
centrarse en la etapa parlamentaria del presupuesto ellos consideran que el congreso se 
encuentra representado por distritos geográficos. De esta forma un congreso responsable 
podría optar por políticas que fueran ineficientes desde el punto de vista de Pareto. Los 
legisladores buscan otorgar más recursos a los programas en los cuales los beneficios se 
dan a los ciudadanos de sus distritos geográficos, mientras que los costos se dispersan a lo 
largo de todos los ciudadanos a través de los impuestos generales. Modelos más recientes 
(Velasco, 2000) muestran que bajo la perspectiva de la propiedad comunal se pueden 


generar déficit excesivos también. 


Sin embargo, ¿Cual será la relevancia del modelo presupuestario de propiedad comunal 
para las relaciones fiscales intergubernamentales en una nación federal? Alesina y Perotti 
(1995, 21) encuentran una clara identidad. Cuando las decisiones de gasto son formuladas 
al nivel local y financiadas por el gobierno nacional, los mismos incentivos institucionales 


operan en el federalismo fiscal que en el caso de los representantes electos 
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geográficamente. Para eliminar el problema de los recursos comunales sería necesario 
hacer responsables a las autoridades locales tanto por las decisiones fiscales como las de 
gasto. Esto es, reducir en la mayor medida el déficit fiscal entre el gobierno federal y las 


entidades subnacionales. 


A pesar de esta solución similar, existen dificultades prácticas para encontrar los 
impuestos apropiados que deben ser asignados a los gobiernos regionales o locales. Tanzi 
(1996) considera limitaciones importantes para los gobiernos locales. Si los gobiernos 
locales controlaran impuestos que son considerados eficientes de acuerdo a la teoría del 
federalismo fiscal (como el impuesto sobre la propiedad) los ingresos no serían suficientes 
para cubrir sus gastos. Un segundo tema proviene de las bases fiscales desiguales a través 
de jurisdicciones que justifique el establecimiento de programas de compensación fiscal 


para apoyar gobiernos fiscalmente débiles. 


El problema principal considera desarrollar un sistema con los incentivos propios para 
evitar el problema del riesgo moral o fianza fiscal. Wildasin (1998) y Carlsen (1998) 
proponen modelos formales de relaciones fiscales intergubernamentales para evitar este 
problema. Ambos consideran al sistema fiscal como un juego en el cual el gobierno 
nacional decide la política de fianza la Cual puede ser un conjunto de condiciones bajo las 
cuales sea viable otorgar ayuda fiscal a los gobiernos subnacionales. La consecuencia 
sería el establecimiento de una limitación presupuestaria no lineal a los gobiernos locales. 
En caso de que estas últimas entidades pasaran el límite establecido, entonces enfrentarían 


perdida de autonomía y alteración de las actividades locales como penalización. 
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En Wildasin (1998) el modelo tiene dos importantes implicaciones. La primera es relativa 
a las características económicas de los bienes locales otorgados. Las localidades más 
grandes proveen bienes públicos que generar externalidades positivas. Esta ventaja 
ocasiona que los gobiernos grandes puedan obtener fianzas financieras mayores en 
comparación con gobiernos menores. De hecho estos últimos a lo mejor no pudieran 
obtener ninguna fianza en virtud de que sus servicios no producen externalidades 
positivas. Para evitar el problema del riesgo moral sería necesario descentralizar aún más 
creando pequeñas autoridades fiscales al nivel local. Sin embargo, la solución anterior es 
contraria a las reglas impuestas por los modelos de recursos comunales (Weingast et al, 
1981). Esta perspectiva considera que los problemas fiscales son más serios cuando un 
gran número de distritos geográficos son creados. Creando así el dilema entre el problema 
del riesgo moral y el de los recursos comunales. Si la descentralización es llevada hasta un 
punto en el cual el problema de la fianza fiscal pueda ser eliminado, entonces el problema 


de los recursos comunes aumentaría. 


A pesar de ello, existe evidencia empírica en el sentido de que no necesariamente un 
déficit fiscal vertical está asociado a jurisdicciones fiscales reducidas. De Mello (1999) 
analizó los efectos de algunos índices sobre descentralización (gasto de gobiernos 
subnacionales, autonomía fiscal, dependencia fiscal y transferencias 
intergubernamentales) y sobre los presupuestos nacionales en dos muestras de naciones 
pertenecientes a la OECD y fuera de la misma. Los miembros de la OECD mejoraron sus 
resultados fiscales como consecuencia de una menor autonomía fiscal al nivel subnacional 
y mayor déficit fiscal verticales. Los otros países presentaron dos tendencias diferentes. 


En el primer caso la autonomía fiscal no se relaciona con el déficit de gobierno mientras 
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que en el segundo caso las transferencias tuvieron el efecto de agravar los mismos. De 
Mello (1999, 16) concluye que los problemas de recursos comunales son más serios en los 
países fuera de la OECD. En el caso del déficit fiscal vertical de las naciones de la OECD, 
en vez de servir como una medida de la existencia de problemas del tipo comunales, 
pueden presentarse como evidencia de la habilidad de los gobiernos centrales para poner 
un límite al gasto de los gobiernos subnacionales al aumentarse la dependencia de las 


transferencias intergubernamentales.” 


Las perspectivas anteriores presentan un dilema de políticas públicas entre los problemas 
del riesgo moral representados por la política de aseguramiento financiero y el de los 
recursos comunales derivado de un alto número de jurisdicciones bajo el incentivo de 
gastar de más. Wildasin (1998) piensa que en promedio las localidades más grandes 
pueden obtener seguros financieros mayores respecto de las pequeñas. Esto implicaría que 
las localidades grandes preferirían mantener o reducir sus recursos locales en 
consideración de que serían salvadas por el gobierno nacional ante la falta de recursos. 
Este argumento representa un contribución teórica inicial que explica porque ciertos 
estados o jurisdicciones presentan conductas fiscales y políticas diferentes bajo el mismo 


programa de transferencias. 


Aunque el presente estudio no tenga el propósito de confirmar las teorías recién descritas, 
es importante subrayar que las contribuciones teóricas ya mencionadas representan una 
importante contribución con relación a los efectos fiscales y políticos que producen las 
transferencias libres. Al respecto, De Mello (1999) destaca la importancia de la calidad de 


las instituciones presupuestarias las cuales en promedio son pobres en gobiernos 
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subnacionales. En este sentido, procesos presupuestarios simples crean el incentivo de 
gastar de más. Jurisdicciones menos desarrolladas, con instituciones presupuestarias 
limitadas, tendrán el incentivo de gastar de más en comparación con aquellas 
jurisdicciones con mejores instituciones que ocasionan controles más eficientes sobre la 


administración de recursos. 


4. El modelo del Principal y el Agente 

Siguiendo el trabajo de Laffont y Martimort (2001) el modelo simple del Principal y el 
Agente representa una situación en la cual el principal, por ejemplo una compañía o 
gobierno que transfiere fondos, delega una tarea a un solo agente por medio de un 


contrato representando con esto la esencia de la teoría de dirección y contratos. 


El modelo de políticas públicas inicia con la cuestión de cómo delegar una tarea a un 
agente que tiene información privada. Esta información puede ser de dos tipos diferentes. 
En el primer caso el agente puede tomar una conducta que no es vigilada por el principal. 
Esto es conocido como el riesgo moral o problema de la acción oculta. En el segundo 
caso el agente tiene más información sobre los costos del contrato que el principal 
creando el problema de la selección adversa o conocimiento oculto. El presente modelo 
tiene la finalidad de buscar la forma óptima para resolver o minimizar los problemas ya 


descritos. 


La teoría de los incentivos institucionales considera tres diferentes eventos para el modelo 
del Principal y el Agente. En la primera etapa el principal ofrece una actividad al agente 


sin la posibilidad de discutir la tarea en cuestión. En este caso los puntos de la negociación 
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que pueden ser comunes en ciertos contratos no son considerados dejando a un lado 
importantes puntos de políticas públicas tomados en cuenta por la teoría de los juegos. 
Además, el modelo asume que el enforzamiento del contrato es eficiente y sería fácil para 
el principal entablar una demanda ante el sistema judicial. Esta primera etapa lleva a tres 
tipos de problemas de información (selección adversa, riesgo moral y la no 


verificabilidad) que llevan a diferentes tipos de costos dentro de las instituciones. 


En la segunda etapa se considera un principal con varios agentes. La asimetría de 
información representa el problema mayor bajo este tipo de acuerdos. Tres cuestiones 
surgen como consecuencia de los problemas de información. Primero, el acuerdo tiene 
que facilitar una decisión común entre los agentes. Segundo, el principal puede promover 
la competencia entre los agentes para reducir los límites de información y disminuir las 
regalías por información que tienen los agentes. Tercero, en caso de que el principal 


motive la competencia entre los agentes esto podría originar la colusión en su contra. 


La última etapa considera las implicaciones de contar con diferentes imperfecciones en el 
diseño de los contratos. Algunas de las deficiencias consideradas son: el principal está 
informado, responsabilidad limitada, volver a negociar, crear incentivos implícitos, 


coordinación imperfecta entre varios principales y contratación incompleta, entre otros. 


Siguiendo estas directrices, Gallagher (1998, 5) aplica el modelo del Principal y el Agente 


dentro de las relaciones fiscales intergubernamentales. En esencia los gobiernos locales 


operan bajo los mandatos del gobierno central. Este último gobierno, como el principal, 


El 


decide los programas y bienes que serán asignados al nivel local. En concreto los 


gobiernos locales o subnacionales operan bajo las instrucciones o comandos del nacional. 


Gallagher (1998, 5) menciona que a pesar de que las autoridades locales sean electas, 
éstas no serán capaces de ofrecer los servicios requeridos en razón de sus poderes y 
recursos limitados. Estas jurisdicciones tienen que dar aquellos servicios financiados por 
el gobierno nacional. Los presupuestos de egresos locales en realidad representan un 
departamento preparando sus necesidades financieras. La aprobación del presupuesto o su 


modificación descansa en las autoridades nacionales en vez de las asambleas locales. 


Bird (2000) establece que el modelo apropiado para estudiar las “finanzas en 
multiniveles” consiste en el Principal y el Agente en el cual el gobierno central es el 
principal y los gobiernos subnacionales juegan el rol de los agentes. El principal se 
comporta para evitar los problemas de asimetría de información y modificación de 
objetivos que surgen entre el principal y agentes. Los agentes por lo general tienen mejor 
información sobre la infraestructura local, desarrollo económico en la región y las 


necesidades locales. 


El problema fundamental con estos modelos proviene de los objetivos diferentes que 
tienen las partes. En particular el principal debe intentar establecer recompensas 
monetarias para garantizar que los agentes sigan los deseos del principal y no se salgan de 
los acuerdos. Además, las diferencias en la distribución del ingreso entre regiones, el 
poder relativo de los grupos de presión y el tipo de bienes públicos otorgados afectan los 


acuerdos entre las agendas de los gobiernos nacional y locales. 
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Estas preocupaciones pueden hacer que el modelo sea más o menos equiparable a las 
relaciones entre estos gobiernos. Por ejemplo, Jack (2000) propone que muchas de las 
obligaciones contenidas en estos contratos puedan ser difíciles de pormenorizar en razón 
de que la pregunta más importante consiste en saber quién es o debe ser el principal. 
Puede ser el ministerio nacional en frente de los burócratas, los usuarios de los servicios 


públicos o los políticos locales frente a sus seguidores. 


Es así que el modelo del Principal y el Agente cuenta con aspectos sobresalientes con 
relación a las consecuencias políticas de las relaciones fiscales intergubernamentales. Es 
el soporte adecuado para comprender los efectos de políticas públicas en relaciones 
fiscales como la intención de los estados de permanecer o dejar los programas de 
transferencias, las características de los acuerdos fiscales entre gobiernos o los incentivos 


creados por la existencia de problemas de asimetría de información. 


Sin embargo, no se consideran variables externas que puedan influenciar el 
comportamiento del agente (gobiernos locales), tales como las elecciones locales y los 
efectos derivados de la fungibilidad financiera de las transferencias, particularmente 
cuando los fondos se entregan en forma libre o sin condición alguna. En este sentido, este 
modelo no puede realizar predicciones claras sobre los efectos fiscales de las 


transferencias libres. 


5. Los Contratos Incompletos 


El modelo de los Contratos Incompletos se basa en la necesidad de celebrar convenios 


q) 


entre diferentes partes que no tienen la posibilidad de predecir el futuro en forma precisa 
(Williamson, 1975; y, Hart y Moore, 1998). Un contrato completo sería posible en el caso 
de que las partes pudieran observar todas las acciones y eventos sin error o incertidumbre, 
conocer eventos futuros o identificar circunstancias futuras sin incurrir en costos. Estos 
serían contratos que no tendrían que ser revisados en ningún momento en el futuro. Hart y 


Moore (1998, 115) definen a un contrato incompleto de la siguiente forma: 


“Como una situación en la cual la naturaleza exacta del bien es incierta; 
precisamente dependen en el estado de la naturaleza que está por realizarse. En un 
mundo ideal, las partes podrían escribir un contrato contingente especificando 
exactamente cual bien se va a proporcionar en cada estado. Sin embargo, si el 
número de estados es muy largo, tal contrato sería prohibitivamente caro. Por lo 
tanto, las partes celebraran un contrato incompleto. Entonces, cuando el estado de 
la naturaleza se verifique ellos tendrán que renegociar el contrato en razón de que 


en este punto ellos conocen que tipo de bien debe ser intercambiado.” 


La cuestión principal de los Contratos Incompletos descansa en la imposibilidad de 
conocer el presente sin error o predecir el futuro. Aún si el último caso fuera posible, sería 
caro contratar por cualquier incidente futuro. Así mismo, no es posible supervisar todas 
las acciones de las partes relacionadas al contrato. Es así que los contratos actuales son 
incompletos en al menos uno de los siguientes sentidos. O eventos futuros podrán surgir 
o, en un segundo caso, circunstancias presentes o futuras no podrán ser totalmente 


medidas. 
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Desde un punto de vista económico, Bhajan y Sheehan (2003, 11) consideran que la 
“significancia de los contratos incompletos deriva de las respuestas y estrategias de los 
agentes al reaccionar frente a la realidad de los contratos incompletos.” Ellos (2003, 12) 
explican porque el modelo teórico que nos ocupa cuenta con el mejor soporte para 
comprender la razón de que los gobiernos nacionales mantengan el control sobre las 
jurisdicciones subnacionales a través del sistema de transferencias. En el contexto de los 
Contratos Incompletos los gobiernos buscan activamente una posición de poder sobre sus 
socios contractuales para poder influenciar las relaciones intergubernamentales. En esta 
panorámica, las transferencias libres se convierten en un importante mecanismo para 
ganar dicho poder. Desde el punto de vista de la evolución del federalismo, las 
transferencias libres no pueden considerarse como un acuerdo neutral ya que en realidad 
son un mecanismo de control poderoso. La distinción tradicional entre transferencias 
condicionales y libres resulta menos importante dentro del contexto de los Contratos 
Incompletos, sino la dependencia total de un nivel de gobierno frente a otro y su 


influencia en las relaciones intergubernamentales. 


No solamente los programas de transferencias se representan mediante este modelo sino 
también la constitución nacional. La constitución representa el dominio legal en el cual las 
responsabilidades de las jurisdicciones no están fijas para siempre, dejando espacio para 
conflictos sobre la interpretación y significado de los artículos. Lo incompleto de la 
constitución adiciona un nuevo factor a los acuerdos intergubernamentales lo cual otorga 
más poder al gobierno nacional sobre los estados (Bhajan y Sheehan, 2003, 11). Así 


mismo y en relación al proceso de descentralización fiscal, los acuerdos de transferencia 


el 


libres son vistos como instrumentos de poder para mantener el dominio e influenciar a los 


estados (Bhajan y Sheehan, 2003, 13) 


Es por ello que la teoría de los Contratos Incompletos presenta una ventaja sobre las 
teorías tradicionales del Principal y el Agente. La teoría en cuestión considera que los 
programas de transferencias representan un mecanismo que produce dependencia fiscal y 
política de los estados beneficiados por este financiamiento. Además es útil para analizar 
las razones de porque tanto el gobierno nacional como los estados tienen incentivos para 
mantener opciones inciertas frente al futuro o los efectos de eventos impredecibles. Las 
relaciones fiscales intergubernamentales estarán siempre en negociación y el acuerdo 
original será modificado de acuerdo a las nuevas circunstancias y costos de renegociación. 
Bajo la teoría de la Firma, la parte que tenga el derecho de establecer nuevas cláusulas es 
en efecto la firma. Sin embargo, en un acuerdo federal no resulta claro que parte o 


jurisdicción tendrá el rol dominante (Saiegh y Tommassi, 1998, 27, b). 


A pesar de su utilidad, este enfoque teórico no considera diferencias entre estados que 
están bajo el mismo programa de transferencias libres. Solamente considera una relación 
entre el gobierno nacional y las entidades omitiendo diferencias en las conductas fiscales 


y políticas entre los estados que están bajo el mismo programa financiero. 


6. Consecuencias teóricas para el federalismo en México 


Los modelos federales de políticas públicas y los estudios empíricos repasados incluyen la 


descentralización, el modelo Institucional, el Principal y el Agente, así como el de los 
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Contratos Incompletos. Alguna de sus contribuciones en el campo del federalismo fiscal 


son consideradas por Saeigh y Tommasi (2000, 130-33) cuando mencionan: 


“Que existe un consenso absoluto de que los sistemas fiscales 
intergubernamentales en los países de América Latina se encuentran muy lejos de 
satisfacer las propiedades normativas usualmente enumeradas en la literatura 
económica. Algunos de los más relevantes problemas de incentivos son: (1) falta 
de corresponsabilidad fiscal; (2) el problema del aseguramiento; (3) conductas 
fiscales intertemporales; (4) dificultades de ajustes macroeconómicos; (5) 
ineficiencias inducidas por las combinaciones fiscales; (6) cumplimiento fiscal 
pobre; (7) provisión irregular de bienes públicos; (8) falta de justicia y resultados 
limitados de redistribución; (9) falta de cumplimiento de riesgo compartido a nivel 
interjurisdiccional; (10) falta de incentivos para producir información; (11) mal 


diseñados el tiempo y esfuerzo administrativo; y (12) complejidad.” 


En particular el modelo Institucional ofrece consideraciones para entender diferentes 
comportamientos fiscales entre estados. Bajo condiciones generales, las jurisdicciones 
más grandes obtienen fianzas mayores del gobierno central que las menores y estas 
últimas probablemente no pudieran obtener fianza alguna por sus condiciones. Este 
resultado contrasta con el modelo de los bienes comunales en el cual el problema del 


aseguramiento se hace más grave en la medida en que aumentan los distritos geográficos. 


La importancia de la calidad de las instituciones presupuestarias representa una segunda 


contribución. En este sentido, procedimientos presupuestarios deficientes crean el 
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incentivo para gastar de más. Estados en vías de desarrollo con instituciones 
presupuestarias limitadas tendrán el incentivo de crear déficit en comparación de aquellas 


entidades con mayores ventajas económicas. 


El modelo del Principal y el Agente representa un buen marco teórico para predecir las 
consecuencias políticas dentro de los programas de transferencias. En esta relación los 
gobiernos locales o receptores de fondos son considerados como los agentes. Éstos podrán 
ser electos popularmente, pero en vista de que tienen poderes limitados sólo se atienen a 
ofrecer los servicios que son financiados por el gobierno central. Si estos gobiernos 
locales preparan presupuestos “autónomos”, en realidad se asemejan a una oficina 
nacional preparando su iniciativa financiera anual. La última palabra sobre el presupuesto 


será dicha al nivel nacional a pesar de las necesidades locales. 


Por su parte el principal puede cambiar los acuerdos fiscales intergubernamentales en su 
intento de resolver los problemas de información tradicionales de la agencia y, en 
consecuencia, cambiar los objetivos del programa. El agente puede tener mejor 
información sobre la disponibilidad de infraestructura previamente instalada en la región, 
los tipos de producción regional y las preferencias de los grupos en la región. El problema 
de esta relación consiste en que el principal y el agente persiguen objetivos diferentes y el 
primero intentará establecer recompensas monetarias para asegurarse que el agente 


cumpla lo que quiere el principal y no renuncie al acuerdo. 


Este es el modelo correcto para entender los efectos de políticas públicas fiscales como la 


intención de quedarse o renunciar a programas de transferencias libres, los acuerdos 
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fiscales entre niveles de gobierno y los incentivos creados por la asimetría de información 


entre gobiernos. 


Considerando una perspectiva similar el marco de los Contratos Incompletos señala que 
un programa de transferencias representa un mecanismo de control que produce 
dependencia fiscal y política. En este contexto los gobiernos buscan activamente adquirir 
una posición de poder sobre la otra parte contractual. Los programas de transferencias 
libres, como el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, representan un arma poderosa 
para ganar tal poder. De esta forma la coordinación fiscal no puede ser vista como un 
convenio neutral entre las partes. La contribución del marco teórico radica en la 
posibilidad de predecir la dependencia total de gobiernos que no puedan determinar las 


reglas de las relaciones intergubernamentales. 


El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal es un fiel reflejo de los conceptos vertidos en 
las teorías anteriores. En principio parece que la Federación, como el principal, ejerce su 
influencia para determinar las reglas de la coordinación fiscal e influir en las políticas 
financieras y de gasto de las entidades. Sin embargo, al analizar con detenimiento los 
acuerdos particulares con cada uno de los estados, así como la posible colusión que pueda 
aparecer en el Sistema —por ejemplo los intentos de la Conferencia de Gobernadores—, se 
aprecian esfuerzos que contradicen los lineamientos generales ya vertidos. En este sentido 
los modelos del Principal y el Agente, así como el de los Contratos Incompletos, tendrán 
que considerar que los agentes pueden presentar conductas diferentes en atención a sus 


circunstancias particulares o formar coaliciones entre ellos obligando al Principal a 
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presentar diferentes estrategias, bajo el mismo sistema fiscal, para continuar con el 


monopolio del federalismo fiscal. 
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TV, México 


1. Introducción 

Las instituciones fiscales denotan las características socioeconómicas y políticas de cada 
país. En concreto la administración de los programas de transferencias responde a la 
evolución histórica de diversos arreglos fiscales, las responsabilidades que tienen las 
distintas jurisdicciones, la existencia de acuerdos especiales entre gobiernos, así como las 


variables económicas y sociales en cada región o nación. 


Con la finalidad de presentar estos factores externos el capitulo que nos ocupa presenta las 
características políticas y económicas del país y sus entidades. Al respecto se muestran los 
lineamientos constitucionales, especialmente aquellos relacionados con los acuerdos 
federales, la evolución del sistema democrático mexicano en el último siglo, los modelos 
económicos aplicados desde el fin de la Revolución de 1917 y el proceso de la 
descentralización de servicios que inicia durante los ochentas. Estas han sido las variables 
de mayor influencia y que justifican en última instancia la forma de las relaciones fiscales 


intergubernamentales en las últimas décadas. 


2. Características socioeconómicas 

México tiene una extensión de 1,967,183 km? (INEGI, 1993, 16). La frontera norte 
colinda con los Estados Unidos de América (3,107 kilómetros de frontera) y, en el otro 
extremo, Belice y Guatemala (1,218 kilómetros) son los vecinos del sur (INEGI, 1993, 
13). El país es el quinto lugar en extensión territorial en América y el 14” en el ámbito 


mundial. 
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México es un país de grandes contrastes en lo que se refiere a la extensión territorial de 
los estados. Chihuahua, Sonora y Coahuila (estados del norte) representan el 29.5% del 
territorio nacional mientras que Tlaxcala, Morelos y Aguascalientes representan 
solamente el 0.73% del mismo. El Distrito Federal es la jurisdicción territorial más 
pequeña pero su población ocupa el segundo lugar y el primero si se considera la Cuidad 


de México y su área metropolitana. 


La población ha aumentando considerablemente desde 1920, fecha en que se puede 
considerar que el conflicto armado de la Revolución disminuye a su mínima expresión. 
Desde una cifra aproximada de 14.5 millones de personas en 1921, la población creció 
hasta 91.1 millones en 1995. Aunado a este crecimiento exponencial, la taza de natalidad 
ha disminuido desde 1970 evitando una sobrepoblación. De una tasa de 3.3% en dicho 
año se reduce a 3.2% en 1980, a 2% en 1990 y hasta 1.6% en 1995. Una población de algo 
más de 100 millones fue estimada para el año 2000 por CONAPO (1982, 110). Este 
incremento de población no ha sido uniforme a lo largo del país considerando los grupos 
socioeconómicos. Por ejemplo, la población urbana representaba el 28.7% en 1910 y 


aumentó a 42.6% en 1950 y a 73.5% en 1995. 


Con relación a las entidades los estados con menor población son Baja California Sur con 
375,494 ciudadanos, Colima con 488,028, Campeche tiene 642,516, Quintana Roo con 
703,536, y Tlaxcala cuenta con 883,024 habitantes. Las entidades con mayor población 


son el Estado de México con 11.7 millones, la Cuidad de México tiene 8.4 millones, 
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Veracruz presenta 6.7 millones, Jalisco con 5.9 millones y Puebla cuenta con 4.6 


millones. 


Tabla 1. Densidad de población, 1995 


Entidad Territorio (km?) Población Densidad 
Pob/km? 
*B California Sur 71,428 375,494 5 
Campeche 56,798 642,516 11 
*Chihuahua 245,945 2,793,537 11 
*Durango 121,776 1,431,748 12 
*Sonora 180,833 2,085,536 12 
*Coahuila 149,511 2,173,775 15 
Quintana Roo 39,376 703,536 18 
“Zacatecas 73,103 1,336,496 18 
*Baja California 71,576 2,112,140 30 
*Tamaulipas 78,932 2,527,328 32 
Nayarit 26,908 896,702 33 
San Luis Potosí 63,038 2,200,763 35 
Oaxaca 93,136 3,228,895 35 
Yucatán 43,257 1,556,622 36 
Sinaloa 56,496 2,425,675 43 
Guerrero 64,586 2,916,567 45 
Chiapas 73,724 3,584,786 49 
Nuevo León 64,210 3,550,114 55 
Michoacán 58,200 3,870,604 67 
Tabasco 24,578 1,748,769 71 
Jalisco 78,389 5,991,176 76 
Colima 5,433 488,028 90 
Veracruz 71,735 6,737,324 94 
Hidalgo 20,502 2,112,473 103 
Querétaro 11,978 1,250,476 104 
Puebla 33,995 4,624,365 136 
Guanajuato 30,768 4,406,568 143 
Aguascalientes 5,197 862,720 166 
Tlaxcala 4,037 883,924 219 
Morelos 4,968 1,442,662 290 
México 21,196 11,707,964 552 
Distrito Federal 1,547 8,489,007 5,487 
Total 1,953,162 91,158,290 47 


Fuente: INEGI, 1998, Estadísticas Demográficas y Socioeconómicas de México, Aguascalientes, p. 9. 


*Estados del norte. 


Considerando aspectos culturales de una población de 91 millones, 5.4 millones (6.8%) 


son nativos de grupos culturales que se encontraban establecidos antes de la llegada de los 


españoles. De acuerdo con el Instituto Nacional Indigenista la población nativa está 
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representada por 56 grupos étnicos que están concentrados en su mayoría en el sudeste y 
en los estados del Pacifico (Chiapas, Oaxaca, Veracruz, Yucatán y Puebla). Estos estados 
también coinciden en presentar la mayoría de la población analfabeta. Guerrero, Chiapas, 


Oaxaca y Michoacán son los estados con más personas en esta situación (INEGI; 1992,b). 


3. Lineamientos constitucionales 

A. División de responsabilidades entre niveles de gobierno 

La Constitución de 1917 establece una república, democrática y federal como forma de 
estado. El Gobierno nacional se divide para su ejercicio en ejecutivo, legislativo y 
judicial. La duración de seis años del período del presidente al frente de la administración 
pública nacional ha sido una norma y constante política desde el gobierno de Lázaro 
Cárdenas (1934-1940). El período presidencial ha sido respetado y utilizado como un 
mecanismo de transferencia de poder político e institucional durante los gobiernos del PRI 
(Partido Revolucionario Institucional) hasta el gobierno del presidente Zedillo (1994- 
2000). Por su parte el poder legislativo se divide en dos cámaras, que siguen los principios 
de los acuerdos federales que incluyen la representación popular y estatal. También el 
poder judicial cuenta con responsabilidades trascendentales como la protección de la 


Constitución y los derechos del hombre. 


La norma constitucional define la división de responsabilidades públicas entre los 
distintos niveles de gobierno. Siguiendo los lineamientos de las constituciones de 1824 y 
1857, que fueron también federales, se consagra una lista de competencias oO 
responsabilidades que están establecidas en forma exclusiva a favor de la Federación y 


todas aquellas que no están enumeradas en el texto constitucional se entienden reservadas 
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a los estados.? En este orden de ideas la Constitución asigna al Gobierno federal las 
responsabilidades para representar y proteger la nación, regular el comercio y manejar la 
macroeconomía (aspectos como el uso del dinero, políticas monetarias, deuda pública, 


etc.) principalmente.” 


Sin embargo, desde el inicio del proceso para descentralizar servicios en los ochentas, la 
Carta fundamental ha sido reformada en varias ocasiones para compartir o transferir 
responsabilidades a los estados. El arreglo legal consiste en establecer responsabilidades 
concurrentes entre el Gobierno nacional y las entidades. En este sentido ambos niveles de 
gobierno —y en algunos casos hasta el nivel municipal- tienen la oportunidad de regular y 
operar el mismo tipo de responsabilidades públicas. Tal es el caso de las áreas de 
educación, salubridad, seguridad pública, preservación de los recursos naturales y 
ecología, entre otras, como actividades concurrentes. En la práctica esta nueva regulación 
ha ocasionado que la Federación mantenga la responsabilidad en materia de planeación, 
financiamiento, evaluación y control de estas actividades y las entidades se conviertan en 


ejecutores administrativos de dichos servicios. 


B. Lineamientos fiscales 

En razón de que México es una Federación, el principio federal garantiza que el gobierno 
nacional y los estados cuenten con el poder de imponer cualquier tipo de impuesto o 
contribución para ofrecer los servicios públicos a su cargo.” Además de este principio 


general, la máxima norma establece reglas específicas en materia fiscal que disminuye los 


> Articulo 124 de la constitución. 
% Articulo 73 de la constitución menciona las principales atribuciones del congreso. 
7 Principio derivado por el artículo numero 41 de la Constitución el cual reconoce la soberanía estatal. 
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lineamientos de este importante principio fiscal. Por ejemplo, el artículo 73 constitucional 
establece la primacía de ciertos impuestos federales prohibiendo a los estados que 


impongan contribuciones sobre estas actividades. 


Atendiendo a estas circunstancias, Sergio Francisco de la Garza (1990, 221,248) establece 


los siguientes criterios para determinar las competencias fiscales entre los gobiernos: 


a) Jurisdicción coincidente entre los gobiernos federal y estatales en la mayoría 
de fuentes de ingresos, reconocida en la fracción VII del articulo 73 y el 
artículo 124 de la Constitución. 

b) Limitaciones a las responsabilidades fiscales estatales, al señalar determinadas 
fuentes de ingreso a favor exclusivo del gobierno federal en la fracción XXIX 
del artículo 73 y artículo 131. 

c) Prohibiciones concretas a las atribuciones fiscales de los estados en los 


artículos 117 y 118. 


Las consecuencias de este sistema legal ha sido la apropiación de las fuentes de ingresos 
más importantes en favor del gobierno federal. Sin embargo, los estados todavía tendrían 
espacio para imponer impuestos sobre las ventas e ingresos en general. En razón de que la 
Constitución no señala estas actividades como bases fiscales especiales del gobierno 
federal o prohibidas a los estados, la regla general aplica en ambos niveles de gobierno y 
así las entidades federativas podrían establecer dichas contribuciones. Este punto 
constitucional tan controvertido ha sido apoyado por diversos autores (INAP, 1996, 90) y 


prueba de ello es el reconocimiento de esta soberanía estatal cuando la Federación firma 
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los convenios de coordinación fiscal cada año con cada uno de los estados. De cualquier 
modo, los estados se resignaron a perder estos impuestos al aceptar formar parte del 
Sistema Fiscal de Coordinación Nacional desde la promulgación de la Ley 


correspondiente en 1980. 


4. Sistema democrático 

Las instituciones democráticas se han modificado a través de cambios diversos desde la 
promulgación de la Constitución en 1917. La primera etapa se caracterizó por la 
competencia extrema entre partidos y termina con la fundación del Partido Nacional 
Revolucionario (PNR) en 1929. En este primer período no fue posible consolidar un 
sistema electoral y de partidos eficiente ante la presencia constante de problemas 
políticos, movimientos armados y la aplicación de tácticas ilegales para ganar posiciones 


electorales.* 


La segunda etapa representa la evolución del PNR como partido hegemónico. A pesar del 
dominio político que ejerció fue posible llegar a una estabilidad y desarrollo de 
importantes instituciones políticas, económicas y sociales. La consolidación de cientos de 
partidos regionales dentro del PNR contribuyó indudablemente a la estabilidad política 
inmediata y trasladó los enfrentamientos electorales violentos en prácticas políticas 


internas del Partido en el poder. 


$ Entre 1915 y 1920 los siguientes partidos estaba organizados: Partido Liberal Nacionalista apoyado por 
Carranza, Partido Liberal Constitucionalista apoyado por Álvaro Obregón, Partido Socialista Obrero 
apoyado por Luis Morones (líder del CROM); Partido Laborista apoyado por Morones y Obregón y Partido 
Nacional Agrarista (Gonzalez Graff,1977 , 328) 
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Durante las primeras fases de este segundo período político el presidente Lázaro Cárdenas 
del Río (1934-40) delineó las características institucionales más importantes del Partido, 
del sistema político, el ejercicio del poder y la sucesión presidencial. El modelo 
corporativo de gobierno se implanta como la mejor opción para desarrollar las políticas 
nacionales. El Partido fue transformado y renombrado como Partido de la Revolución 
Mexicana (PRM) y, más tarde, el nombre quedó como permanece hasta ahora, esto es, 
Partido Revolucionario Institucional para reflejar o adaptarse a las cambiantes situaciones 
del país. Los partidos de oposición son reconocidos para justificar la vocación 
democrática del sistema. Sin embargo, pocas victorias electorales son atribuidas a estos 
partidos y sus recursos nunca fueron suficientes para apoyar actividades partidistas que les 


permitiera ganar importancia política y posiciones representativas. 


La era del partido hegemónico coincide en su mayoría con la etapa del modelo económico 
de substitución de importaciones que propicia bienestar y desarrollo social a lo largo de 
30 años brindando estabilidad y beneficios a los ciudadanos. Este período comenzó a 
declinar lentamente durante la presidencia de Luis Echeverría Álvarez (1968-1974) y José 
López Portillo (1974-1980). Los partidos de oposición no alcanzaron posiciones políticas 
importantes al declinar esta etapa económica y tuvieron que esperar una larga y 
permanente reforma electoral para ocupar posiciones importantes en los tres niveles de 


gobierno a partir de finales de los ochentas. 


Las primeras reformas electorales establecen un sistema de representación proporcional 
para la Cámara de Diputados, la creación del Instituto Federal Electoral con autonomía y 


el establecimiento de un sistema de justicia electoral, entre otras de las reformas de 
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importancia (Lujambio, 1995,36). Como consecuencia de dichas reformas y las constantes 
crisis económicas, Carlos Salinas de Gortari gana las elecciones presidenciales en 1988 
con el porcentaje más bajo (50.79%) en la historia del PRI. La oposición alcanza el 48% 
de los asientos en el Congreso, representando por primera vez una oposición real al Poder 
ejecutivo. En este período presidencial, el Partido Acción Nacional (PAN), con tendencia 
a políticas públicas de derecha, gana por primera vez la gubernatura del estado de Baja 
California Norte teniendo como candidato triunfador a Ernesto Ruffo Apel en 1989. 
Desde entonces el PAN ha ganado más posiciones políticas en ciudades y estados 


importantes en comparación al Partido de la Revolución Democrática (PRD). 


Así mismo destaca la elección presidencial y del Congreso en 1994 en la cual la Cámara 
de Diputados queda dividida en proporciones casi equivalentes entre el PRI, PAN y PRD. 
El presidente Ernesto Zedillo —del PRI- fue el primer presidente en los últimos 60 años 
que necesitó al menos la aprobación de uno de los partidos de oposición en el Congreso 
para aprobar sus políticas nacionales. Al mismo tiempo, los partidos de oposición 


empezaron a ganar de manera más frecuente elecciones estatales y municipales. 


A consecuencia de la ininterrumpida caída porcentual del PRI desde los ochentas, y otros 
factores torales, Vicente Fox Quesada, candidato a la presidencia por el PAN gana las 
elecciones del 2000. De nuevo el Congreso queda dividido en forma equitativa entre las 
tres primeras fuerzas políticas. El gobierno de la Ciudad de México permaneció en las 
manos del PRD por segunda vez y casi la mitad de las entidades federativas se 
encontraban gobernadas por PAN y PRD. Asimismo, la mayoría de los poderes estatales 


en Casi todas las entidades reflejan la misma situación política que el gobierno nacional. 
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Tabla 2. Elecciones presidenciales por partido 


Período Total de votos PRI PAN PRD Todos los 
demás 
1952 3,649 2,713 285 - 72 
1958 7,482 6,767 705 - 0 
1964 9,421 8,368 1,034 - 0 
1970 14,066 11,708 1,945 - 390 
1976 17,607 15,466 - - 1,929 
1982 23,545 16,145 3,700 - 3,671 
1988 19,633 9,641 3,200 683 5,507 
1994 35,285 17,182 9,147 5,852 2,053 
2000 36,782 13,579 15,989 6,256 955 


Fuente: INEGI, Anuario Estadístico de los Estados Unidos Mexicanos, p.554 y Instituto Federal Electoral (www.ife.com) 
Números en miles. 


La nueva realidad política presenta un reto institucional para el país. Ahora resulta 
indispensable que el poder ejecutivo trabaje en coordinación con el congreso para poder 
desarrollar políticas y lineamientos nacionales. Además, los gobiernos estatales del PRI, 
sin la presión de un presidente del mismo partido, demandan la aplicación puntual de los 


principios federales para poder desarrollar más programas y servicios en el ámbito estatal. 


5. Desarrollo económico 
A. Desarrollo agrícola e industrial 
El desarrollo económico ha pasado por diferentes etapas desde la conclusión de la 


Revolución y pacificación del país. El primero de ellos llamado desarrollo acelerado 
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puede ser dividido en dos partes diferentes: la primera conducida por la expansión 


agrícola (1936- 1956) y la segunda por el desarrollo industrial (1956-1970). 


La segunda parte conocida bajo el nombre de substitución de importaciones cambió el 
énfasis de lo agrícola a la producción de bienes manufacturados. El modelo se aplica 
como consecuencia de las ventajas derivadas de la Segunda Guerra Mundial y la presión 
de diferentes sectores de la sociedad ejercida en contra del modelo socialista instaurado 
por Lázaro Cárdenas. Esta nueva etapa fue establecida en favor de la industrialización 
nacional. La condonación de impuestos, las excepciones fiscales y los subsidios a favor de 
las industrias, así como el desarrollo de la infraestructura básica, fueron parte de las 


políticas públicas ejecutadas para desarrollar al país. 


Gracias a la aplicación de este sistema, la nación se las arreglo para crecer continuamente 
a lo largo de treinta años, brindando al sector privado oportunidades y generando fondos 
públicos suficientes para apoyar los servicios sociales y subsidios a favor de las clases 
media y baja. El resultado consistió en el cambio de una sociedad agraria a una industrial 
y de servicios en el último siglo. Las actividades económicas tradicionales declinaron 
frente a las actividades secundarias durante el período de 1939 a 1966. Por ejemplo, la 
agricultura descendió del 14.3% del producto interno bruto al 11% en el período ya 
citado, la cría de ganado disminuyó del 9% al 5.1% y minería del 5.6% al 1.6%. Por su 
parte el sector industrial representado por los bienes manufacturados se elevo del 17.7% al 


26.1% del producto interno bruto (El Colegio de México, 1999, 1288). 
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Sin embargo, a largo plazo el modelo de substitución de importaciones erró por la falta de 
reformas estructurales. De acuerdo a Leopoldo Solís (1984, 204), las políticas 
mencionadas fallaron en guiar al sector industrial hacia los mercados extranjeros para 
impulsar la competencia, además de las ineficiencias económicas resultadas por las 
políticas de protección industrial y la falta de apoyo al sector agrícola social durante los 


sesentas. 


Tabla 3. Producto interno bruto y población 


Año Canasta básica (millones) Población en miles PIB por población 
1900 34,414 13,607 2.529 
1910 47,054 15,160 3.104 
1921 50, 658 14,335 3.534 
1930 51,473 16,553 3.110 
1940 69,941 19,653 3.559 
1950 124,779 25,791 4.838 
1960 225,448 34,923 6.456 
1970 444,271 48,225 9.212 
1980 872,290 66,847 13.049 
1990 1,049,064 81,250 12.912 
1997 1,273,383 94,275 13.507 


De 1900 a 1970 son precios de 1970; desde 1980 son precios de 1993. 
Fuente: INEGI, 1994, Estadísticas Históricas de México, 4?. ed., Aguascalientes, pp.333-334. 


La debilidad del modelo industrial así como la incapacidad de introducir reformas 
estructurales crea los incentivos negativos para desarrollar crisis económicas cíclicas que 
aparecen al final de los períodos presidenciales durante los setentas y ochentas. Los 
problemas que originaron estas fuertes crisis son: (1) La incapacidad de introducir una 
reforma fiscal en 1972; (2) El aumento de precios en servicios públicos tales como 
gasolina y electricidad en un 50% y 30% respectivamente; (3) La necesidad de financiar 


el crecimiento del sector público con deuda pública; (4) La decisión de mantener la 
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paridad del peso; (5) el proceso de inflación; y (6) el nivel del déficit comercial (Basañez 


1996, 56, 59). 


El gobierno de Miguel de la Madrid (1982-1988) empezó con una nueva orientación 
económica en diciembre de 1982. Importantes acuerdos fueron firmados con los sectores 
más importantes de la economía con ayuda de instituciones internacionales con la 
finalidad de ajustar la economía nacional.” La estrategia adoptada fue el pago riguroso de 
los compromisos internacionales a través de la reducción del déficit público y el aumento 


de la inversión extranjera. 


A pesar de todo, la estrategia económica no rindió los frutos esperados por el aumento de 
la inflación y deuda interna, la reducción de las actividades industriales, la reducción del 
precio del petróleo en 1985 y el terremoto en la Ciudad de México en el mismo año 
(Basañez, 1996, 83). Durante 1988, el incentivo para aumentar el porcentaje de interés 
causo más inflación, aumentó el pago del servicio de deuda y se devaluó el peso para 
salvar las reservas del Banco de México. De nueva cuenta este sexenio presidencial 


terminó en crisis. 


Durante 1982-1988, el PIB sufrió una reducción del 0.9% a pesar de que el nivel real en 
1987 era 2.8% menor que el de 1982. Dos importantes recesiones sucedieron en 1983 y en 
1986 como consecuencia de estos ciclos. El porcentaje de inflación fue del 86.7% 


producido por la disminución de 70% de la reserva monetaria durante todos estos años 


? Los acuerdos eran Programa inmediato de HReordenación económica, Programa Nacional de 


Financiamiento al desarrollo, Cartas de intención con el FMI, Programa Entendido de Reordenación 
Económica y Programa de Aliento Económico entre otros. 
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mencionados. El desempleo fue de un 15% y 20% si consideramos el incremento de la 
economía informal. La deuda externa creció de $84.8 billones en 1982 a 100.38 billones 
en 1988 y el tipo de cambio pasó de $150 pesos a $2,285 en el mismo período (Méndez, 


1994, 366-67). 


B. Ajustes estructurales. 

El presidente Salinas de Gortari (1988-1994) continúa con las reformas estructurales 
iniciadas en el sexenio anterior. Al respecto reduce considerablemente el tamaño del 
sector publico, aplica de manera exitosa políticas monetarias y fiscales anticíclicas, 
negocia con Norte América el Tratado de Libre Comercio y México se adhiere a la 


Conferencia del Pacifico para la Cooperación Económica. 


Aparentemente el éxito de las reformas estructurales evitarían la tradicional crisis al final 
del sexenio presidencial, pero los factores políticos derivados del cambio presidencial 
produjeron el efecto de inseguridad en el sector privado. Aunado a esto, un grupo de 
indígenas nativos de Chiapas saco a la luz viejas demandas y se declararon en contra del 
Gobierno federal el primer día en que el Tratado de Libre Comercio entró en vigor (Enero 


1, 1994). 


La rebelión en Chiapas produjo una gran tensión política en el país y sus efectos 
contaminaron las campañas políticas presidenciales. El asesinato de Luis Donaldo 
Colosio, candidato presidencial del PRI, en el mes de marzo de 1994 complica la 
pacificación del movimiento y aumenta la falta de gobernabilidad en todo el país. A pesar 


de la elección presidencial pacifica y el establecimiento de pláticas de paz en Chiapas, el 
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sector privado y las instituciones internacionales respondieron con una extensiva 
migración de capital ante la incertidumbre. El Ejecutivo decidió apoyar el tipo de cambio 
monetario en lugar de optar por la devaluación durante 1994, lo que a la postre fue el 


detonante de la siguiente crisis económica. 


Tabla 4. Tendencias económicas 


Año Deuda publica Cambio del índice del Índice de inflación 
peso frente al dólar 

1950 5.5153 8.6 

1960 0.2746 12.5 

1970 99.0100 12.5 

1976 460.2600 15.7 

1982 7,777 57.2 57.5 

1988 267,009 2289 99.3 

1994 565,982 3410 6.37 

2000 409,265 9100 11.1 


Deuda pública: Billones de pesos nuevos 
Índice de inflación anual 
Fuente: www.inegi.gob.mx 


El nuevo presidente Ernesto Zedillo (Diciembre de 1994-Noviembre del 200) no brindó 
garantías suficientes al sector privado y tuvo que implementar dolorosas medidas fiscales 
de ajuste. El peso se devalúo de $3.5 a $11.5 en diciembre de 1994, el presupuesto fue 
recortado para pagar los compromisos internacionales y reducir la inflación y, además, el 
precio de algunos servicios públicos (gasolina, electricidad, etc.) se aumentaron para 


reducir la presión inflacionaria. 


A pesar de estas medidas el país inicia una recesión mostrando un índice negativo del PIB 


en los primeros dos años del período de Zedillo. Sin embargo, en esta ocasión las políticas 
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económicas aplicadas probaron su eficiencia a mediano plazo. La confianza fue 
recuperada paulatinamente a consecuencia de la disciplina fiscal del gobierno, las medidas 
anti-inflacionarias aplicadas por el Banco de México y la rigurosa aplicación de una 
política de mercado abierto con el tipo de cambio. El índice inflacionario bajó, las 
inversiones internacionales regresaron al país y el PIB creció en forma continua durante 
los cuatro años restantes de gobierno de este sexenio. Gracias a las políticas económicas, 
así como a la reforma democrática, fue posible evitarse la crisis económica y política que 
era recurrente al final del sexenio presidencial. En el año 2000 el país tuvo un crecimiento 


del PIB del 7% anual el cual no era visto en los últimos treinta años. 


6. Descentralización en México 

El Sistema de Coordinación Fiscal ha servido indirectamente como un mecanismo 
importante para apoyar los servicios públicos descentralizados a los estados desde los 
ochentas a pesar de que este punto no es puntualizado como objetivo particular del 
Sistema. El propósito detrás de la descentralización consistió en crear un instrumento 
adicional para apoyar las reformas neoliberales y estructurales iniciadas por el presidente 


Miguel de la Madrid (1982-1988). 


Los objetivos particulares que se perseguían con la descentralización fueron los 
siguientes: brindar servicios públicos eficaces tanto en cantidad como calidad, reducir el 
impacto de la crisis económica de 1980, continuar con la reforma municipal de 1982 y 
reducir el poder social de grupos de interés como los sindicatos nacionales (Ward y 


Rodriguez, 1999, Cabrero- Mendoza, 2000). 
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En este contexto las transferencias intergubernamentales han jugado un rol importante 
para soportar estos esfuerzos. En concreto, los casos de los sectores de salubridad pública 
y educación representan importantes ejemplos para mostrar la relación entre el proceso de 


descentralización y la evolución del Sistema de Coordinación Fiscal. 


A. Salubridad pública 

Las reformas al sector de salubridad pública en los ochentas se caracterizaron por un 
proceso parcial de descentralización. Este sector comprende tres diferentes instituciones: 
(1) El sistema de seguridad social representado por varias instituciones (la mayoría 
apoyadas por el Instituto Mexicano de Seguridad Social, IMSS), que cubren a todos los 
empleados de la economía formal y que están financiadas por los impuestos generados por 
el patrón y trabajador (durante 1990 un 53% de población estaba oficialmente afiliada a 
este sistema); (2) el sector salud representado por la Secretaría de Salud nacional (SSA) 
que se encarga de las rentas y apoyos a la sociedad no asegurada (aproximadamente 32% 
del total de la población), el gobierno del Distrito Federal (DDF), el programa de salud 
rural bajo la seguridad social (IMSS- Solidaridad), el programa de Desarrollo Integral 
Familiar (DIF) y el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INI), que conjuntamente 
brindan servicio a un 15 % de la población; y (3) los seguros de salud privados (2.4% de 


la población) y pagos directos.*” 


En cuanto al gasto se presenta una situación diferente. El sector privado representa un 


42.7% del total del gasto, la seguridad social el 44.3% y la Secretaría nacional un 13% del 


19 Fuente www.inegi,com.mx 
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mismo en 1992. El sistema de seguridad social gasta aproximadamente 4 veces más por 


persona que la Secretaría por aquellos no asegurados (Gershberg y Jacobs, 1998, 33). 


El presidente Miguel de La Madrid (1982-1988) inicia la descentralización nacional del 
sistema de salubridad con el propósito de continuar las reformas constitucionales, mejorar 
la calidad del servicio y uniformar el mismo a lo largo de la nación. La Ley General de 
Salud en 1984 contempló cambios estructurales y fiscales para dar a los estados la 


responsabilidad administrativa y evaluar los servicios. 


En la primera etapa se devuelven las oficinas de la Coordinación de Salubridad Pública a 
los estados. Estas oficinas eran delegaciones federales donde el titular era el secretario de 
salud del estado. A los nuevos departamentos se les dio libertad presupuestaria y en el 
proceso de planeación, sin embargo, las decisiones finales siguieron bajo el control de los 
funcionarios centrales en la Ciudad de México. Este cambio fue la única reforma aplicada 


a lo largo de los 31 estados. 


Sin embargo, sólo catorce estados firmaron los acuerdos de descentralización en 
oposición a las reformas a la seguridad social (IMSS) en 1987. La reforma intentó crear 
un sistema de salubridad pública uniforme para los no asegurados. Los nuevos sistemas 
estatales recibieron sus responsabilidades del “IMSS-Solidaridad” y de los servicios de 
salud coordinados ya citados anteriormente. Para fines de los ochentas el “IMSS- 
Solidaridad” entregó 23 hospitales y 911 unidades médicas rurales, dejando 50 hospitales 
y 2,404 unidades para 9 millones de personas en el resto de los 17 estados (Gonzalez 


Block, et al., 1989). 
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El proceso completo de descentralización no se cumplió por diversas razones. Primero, el 
Gobierno federal no le dio a los estados poder sobre la nómina y contratación de los 
trabajadores. Las transferencias libres o participaciones representaban menos de un cuarto 
de los gastos de los estados involucrados en la reforma. Por su limitada base de 
impuestos, la mayoría de los estados eran incapaces de aumentar su capacidad financiera a 
pesar de los grandes costos administrativos que adquirieron por los nuevos servicios. 
Segundo, el gobierno nacional, a través de la “Secretaria de Salud”, continuo con el 
control de toda la política de salud. Y tercero, la unión de “IMSS-Solidaridad” con la 
infraestructura de las coordinaciones de salud resultó en menos recursos y equidad, 


particularmente en zonas pobres y rurales (Greshber y Jacobs, 1998, 35). 


El control nacional también se extendió por medio de la planeación y las auditorias a 
programas vía el procedimiento de presupuestación y programación. Se practican 
auditorias fiscales en el ámbito estatal pero su cumplimiento final depende de las 
decisiones federales. Además de los servicios otorgados, no se dio la oportunidad a los 
estados de obtener más dinero por medio de impuestos nuevos, a excepción de algunos 
honorarios. En el lado de los gastos realizados, aunque se suponía que los estados 
administraban sus servicios, no tenían control sobre el gasto del personal. Sin embargo, 


algunos estados lograron establecer nuevos programas y políticas dentro de este proceso. 


A pesar de estos esfuerzos iníciales, la descentralización fue detenida en consecuencia de 
problemas políticos y de equidad entre los estados. La reforma fue detenida al final del 


período del presidente la Madrid. Una de las causas de la detención fue el deterioro en la 
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Calidad de los servicios en Guerrero, Morelos y otros estados. El presidente Carlos Salinas 
de Gortari (1988-1994) para el programa y centraliza las reformas previas en 1989. Esta 
política pública tuvo la intención de establecer condiciones similares en los estados y 


Operar nuevos servicios dentro de nueva estructura de programas de Solidaridad. 


Más tarde los esfuerzos de descentralización reinician como objetivo importante durante 
el gobierno de Zedillo (1994-2000). El primer paso fue representado por la firma del 
acuerdo nacional para descentralizar los servicios de salud en agosto de 1996. A pesar de 
las cuestiones administrativas y políticas respectivas, todas las autoridades involucradas 
apoyaron la descentralización. Al día de hoy muy pocas actividades habían sido 
descentralizadas, tales como la transferencia de los cheques para el pago de salarios a los 
estados y la opción para comprar productos farmacéuticos en forma directa (Gershberg y 


Jacobs, 1998, 37). 


Gonzalez Block (1995) considera que las reformas políticas aplicadas durante este 
proceso son difíciles de considerar como una verdadera descentralización. Los estados no 
ganaron un significativo nivel de control y la mayoría de los nuevos poderes otorgados 


fueron quitados lentamente. La descentralización no ha sido exitosa, benéfica o real. 


B. Educación 

El sistema educativo de primaria y secundaria pasó por dos reformas principales desde 
finales de los setentas. La primera involucró los nuevos cambios administrativos en la 
Secretaria de Educación Pública nacional (SEP) sin transferir responsabilidades a los 


estados en 1978. Con el objetivo de brindar mejor servicios de educación se crearon 
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delegaciones federales en cada uno de los estados. El gobierno nacional mantuvo el poder 
presupuestario y las unidades federales en los estados eran requeridas para competir entre 
ellas por un fondo compartido durante los ochentas. La mayoría del millón aproximado de 


maestros continuaron como empleados federales. 


Por otro lado algunos estados con gran capacidad económica crearon sus propios sistemas 
de educación pública separados del nacional. En estos casos la infraestructura local, 
maestros y administradores se constituyeron bajo la responsabilidad única de los estados. 
Inclusive estados como Nuevo León gastaron más recursos propios en su sistema estatal 
que el nacional en su propia entidad. Además, en algunos estados se devolvió por 
completo el sistema nacional de educación pública a las entidades federativas como es el 


caso de Hidalgo. 


El segundo paso consistió en transferir nuevas funciones educativas a los estados en 1992. 
El Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica (ANAM) firmado 
entre el Gobierno federal y los estados transfirió el sistema nacional de educación básica a 
los estados. Tanto el Concejo Nacional para el Desarrollo de la Educación (el 
compensatorio federal para las comunidades desoladas) y el sistema educativo del Distrito 
Federal permanecieron bajo el ámbito nacional. La reforma a la Ley General de 


Educación incluyó el ANAM en su texto en 1993 (Cabrero- Mendoza, 2000,376). 


Bajo este nuevo acuerdo los gobernadores de las entidades son parcialmente responsables 
de la educación en razón de que tienen la facultad para designar al titular de las secretarias 


estatales de educación. Los sistemas estatales son responsables por los maestros y por los 
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administradores. Así mismo, se han adquirido nuevas funciones burocráticas como la 
asignación de maestros en distritos. Sin embargo, el Gobierno nacional y el Sindicato 
Nacional de Maestros han mantenido un rol importante para la contratación y ubicación 


de plazas de los maestros. 


A pesar de las nuevas capacidades administrativas, los estados todavía dependen de las 
transferencias financieras federales. En promedio el 80% de la educación pública es 


financiada por el gobierno nacional.** 


Estos fondos son otorgados por medio del sistema 
de participaciones y ciertos programas de aportaciones sociales en materia de educación. 
Para incrementar los recursos de los sistemas educativos los gobernadores o secretarios 
correspondientes tienen que negociar constantemente con las autoridades centrales cada 


7 


ano. 


La dependencia fiscal de los estados se aprecia también en el porcentaje de fondos propios 
que tiene que aportar a este sector. La Federación aumentó su participación en educación 
de un 77% al 83.6% del total de fondos en educación en el período que comprende de 
1989 a 1994 mientras que los estados disminuyeron su porcentaje del 14.2% al 10.7%. 


(Latapi y Ulloa, 1998,81). 


Además, la descentralización educativa ocasionó problemas financieros en las entidades. 
David Colmenares señala que “la federalización educativa se convirtió en un mecanismo 
de mayor desequilibrio para las finanzas públicas de algunas entidades, como Chihuahua, 


Nuevo León o el Estado de México, históricamente destinan una parte importante de sus 


! Fuente: “Centro de Finanzas Publicas”, Cámara de Diputados (www.cddhcu.gob.mx) 
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recursos propios al pago de la educación básica, casi 50 por ciento en el caso de 
Chihuahua. Incluso Oaxaca, que prácticamente no aportaba recursos propios, hoy tiene 
problemas presupuestarios por el gasto educativo. De ahí la necesidad de la coordinación 


fiscal integral, de ingreso-gasto o hacendaría (Terrazas, 72).” 


Considerando el lado de los gastos oficialmente todas las responsabilidades han sido 
entregadas a los estados. Sin embargo, las entidades sólo tienen control sobre una pequeña 
parte del gasto en razón de que la mayoría del presupuesto es utilizado para pagar los 
salarios de los maestros. Los honorarios representan más del 90% de los gastos en 
educación. Los fondos correspondientes son negociados entre el sindicato de maestros, el 
ministerio nacional y los estados cada año. En este sentido los estados son capaces de 
administrar el 10% del presupuesto en educación. Además, los estados deben cumplir con 
regulaciones federales como la de alcanzar los objetivos de la planeación nacional 


establecidos en la ley nacional correspondiente. 


Por su parte Latapi y Ulloa (1998-370) encontraron que el gobierno nacional continúa con 
las atribuciones más importantes como la modificación del marco legal, el control 
financiero y las funciones en materia de evaluación. A pesar de este control nacional, la 
salubridad pública y la educación muestran que las administraciones estatales han 
obteniendo más poder y control que lo que se reconoce oficialmente. A través de la 
interpretación de las normas las autoridades estatales han obtenido confianza para 
confrontar los lineamientos federales y llevar el proceso de descentralización más allá del 


propósito original (Gershberg y Jacobs, 1998, 16; y, Ward y Rodriguez, 1999). 
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La descentralización empezó como un proceso para transferir los servicios públicos 
nacionales a los estados. Sin embargo, el proceso no ha sido completado por cuestiones 
políticas y administrativas. Burki (2000) menciona que el nombre más propio tiene que 
ser el de “recentralización” en vez del concepto de descentralización. A pesar de la notoria 
re-centralización dentro del sistema de salubridad pública, en realidad muchos de los 
casos de los servicios descentralizados (tales como la educación, responsabilidades 
económicas, seguridad, etc.) éstos pueden ser clasificados como un proceso mixto entre la 


descentralización y la delegación. 


Delegación difiere de re-centralización en el sentido de que el gobierno nacional mantiene 
el control por encima de los programas. En particular Burki (2000,15) señala que “los 
tecnócratas nacionales, especialmente en regímenes presidenciales y partidos políticos con 
fuerte presencia nacional han reaccionado al diseño inicial de la descentralización 
estableciendo una nueva visión para recuperar el control del proceso. Los tecnócratas han 
detenido la descentralización para restablecer la disciplina y la eficiencia fiscal.” Las 
autoridades nacionales están corrigiendo los efectos negativos producidos por los 
esfuerzos iníciales de la descentralización mediante auditorias a los gastos subnacionales, 
aplicando diferentes incentivos fiscales, armonizando los sistemas impositivos, 


controlando el crédito y modificando los sistemas de transferencias. 


Haciendo a un lado estas cuestiones, los estados han adquirido más experiencia y 
capacidad administrativa a raíz del proceso de descentralización. Ward y Rodriguez 
(1999, 693) mencionan que “otro importante cambio ha sido la modernización en el poder 


ejecutivo. De hecho, nuestros datos señalan bastante claro que las tres ramas han 
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mejorado en la capacidad de sus oficiales para llevar a cabo sus responsabilidades en 
forma más efectiva. Además, como consecuencia del nuevo federalismo, las nuevas 
políticas están construidas alrededor de una sinergia de descentralización, reforzamiento 
de la separación de poderes, compartir dichos poderes, modernizar la burocracia 


gubernamental y reclutamiento de personal.” 


7. Expectativas 

Las características socioeconómicas muestran un país con marcados contrastes en 
términos de territorio, jurisdicciones, población y patrones culturales. Estos factores por sí 
mismos justifican el establecimiento de un sistema de legislación independiente en el cual 
cada uno de los estados disfrutaría de mayor libertad fiscal para adaptar sus políticas de 


gasto a sus circunstancias particulares. 


La Constitución federal representa la primera institución que va en contra de las anteriores 
circunstancias al favorecer el centralismo. Establece un número excesivo de ventajas a 
favor de la Federación, privilegios especiales y, además, restricciones fiscales a las 
entidades. Si a lo anterior le agregamos los acuerdos fiscales particulares que los estados 
han aceptado históricamente, los cuales se presentan en el próximo capítulo, se entenderá 


plenamente el monopolio federal sobre las Finanzas Públicas. 


Así mismo, el régimen democrático y los modelos económicos aplicados durante el siglo 
XX explican en gran medida la aplicación de un federalismo que ha favorecido al 
Gobierno nacional. El régimen de partido hegemónico del PRI (de 1929 al 2000) fue una 


consecuencia del fuerte liderazgo presidencial y los programas de desarrollo que se 
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aplicaron. Los modelos económicos de desarrollo agrícola, substitución de importaciones 
y de ajuste estructural son guiados por el riguroso control del gobierno nacional. En este 
orden de ideas el gobierno federal necesitó centralizar la mayoría de recursos políticos y 


financieros para garantizar la aplicación de estos modelos económicos. 


La tendencia contraria inicia con la descentralización administrativa. Ésta inicia como un 
proceso en 1980 para transferir gradualmente servicios públicos básicos a los estados. Sin 
embargo, el proceso no fue completado en virtud de problemas administrativos, factores 


políticos y devolución de responsabilidades fiscales a los estados. 


Los servicios descentralizados (como educación, cuestiones ambientales, seguridad, etc.) 
en realidad pueden ser clasificados como una combinación entre la descentralización y la 
delegación. El gobierno nacional ha mantenido el control a través de políticas nacionales 
y la asignación de fondos para apoyar los servicios asignados a los estados. El apoyo 
fiscal ha provenido del Sistema de Coordinación Fiscal el cual ha cumplido con la 
importante función de garantizar fondos a los estados para que tengan la posibilidad de 
cumplir con las nuevas responsabilidades a su cargo. El resultado ha sido que los estados 
se han convertido en administradores de los planes y prioridades nacionales. Sin embargo, 
su dependencia del ingreso federal es notoria y limita la capacidad de los mismos para 
ofrecer servicios adicionales e innovadores. Esta situación refleja la teoría de los 
Contratos Incompletos, presentada en el capitulo anterior, en la cual el gobierno nacional 
usa el sistema de transferencias como mecanismo de control sobre las jurisdicciones 


estatales. Los estados han obtenido autonomía para administrar los servicios públicos 


112 


descentralizados pero han sido limitados a través de diferentes restricciones de los 


programas nacionales. 


El nuevo reto para el sistema del federalismo fiscal consiste en asimilar la nueva realidad 
política y económica de este nuevo siglo. Un nuevo modelo económico apoyado en los 
mercados, en concordancia con la globalización, ha sido aplicado desde el presidente 
Salinas de Gortari (1988). Además, hoy en día es una realidad la oposición al partido en el 
poder (PAN) no tan sólo en el ámbito del Ejecutivo frente al Legislativo nacional sino 


también en el ámbito del federalismo al considerar los tres niveles de gobierno. 
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V. Historia de la Coordinación Fiscal 


1. La evolución del federalismo fiscal 

Las relaciones fiscales en México y, en particular, los sistemas de transferencias de 
fondos, han sido el resultado de una larga promulgación de leyes, reformas fiscales y 
acuerdos particulares a partir de la Constitución de 1917. Es por ello que el presente 
capítulo realiza una síntesis histórica del federalismo fiscal con la finalidad de poder 
comprender las instituciones vigentes tanto formales como las costumbres informales 
entre la Federación y los demás niveles de gobierno que han desembocado en la 


centralización de la mayor parte del ingreso público. 


Al respecto se inicia con la descripción de las tres convenciones fiscales nacionales, sus 
consecuencias legales así como de política pública en la materia. En esta parte se 
considera la promulgación de la primera Ley de Coordinación Fiscal. Esta última 
contempla las primeras restricciones fiscales a los estados así como los primeros acuerdos 
en la materia entre la Federación y los estados. Estos esfuerzos iniciales representaron el 


primer antecedente del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 


A continuación se describen los pormenores de la segunda Ley de Coordinación Fiscal en 
1980, así como las reformas fiscales sucesivas. Esta Legislación fiscal crea un sistema 
formal de transferencias libres en el cual los estados reciben fondos federales a cambio de 
no aplicar ciertos impuestos estatales. La descripción de los fondos federales, sus 
modificaciones y los constantes cambios a la fórmula de asignación de los mismos son 


descritos. 
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Las transferencias también incluyen los recursos etiquetados o condicionales que la 
Federación entrega a las entidades. Por ello se incluye una descripción histórica de los 
principales ramos en esta materia y su evolución dentro del presupuesto federal. Se 
incluye la descripción detallada del Ramo 33, el cual reúne los fondos de aportaciones 
sociales en distintas materias como educación, salubridad, desarrollo social y seguridad 


pública principalmente. 


La parte complementaria se avoca a la problemática que hereda el nuevo gobierno 
emanado del Partido Acción Nacional y, en especial, el desarrollo de nuevas propuestas e 
instituciones en materia de federalismo fiscal a partir de que el presidente Vicente Fox 
asume su cargo en el año 2000. Al respecto, se presentan las reformas fiscales propuestas 
por el Ejecutivo, las posiciones políticas adoptadas por el Congreso nacional y 
gobernadores de los estados, así como los resultados preliminares de la Primera Reunión 


Nacional Hacendaria. 


2. El inicio de las relaciones fiscales 

La Federación inicia la cooperación fiscal a los estados y municipios de acuerdo a sus 
posibilidades económicas a partir de la promulgación de la Constitución de 1917 
(Martínez, 1997, 131-133). Por ejemplo: el gobierno municipal de Tuxpan, Veracruz, 
recibía 3.5 centavos en oro de cada tonelada de petróleo exportada a través de este puerto 
en 1917; la Ley de Minas estableció una participación en favor de los municipios en los 
cuales se daba la extracción de mineral en 1919; la Federación dio autorización a los 


municipios de recolectar ingresos provenientes de la nacionalización de inmuebles en 
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1920; las entidades en las cuales sé extraía petróleo recibían 5% de los impuestos en la 
materia en 1922; la municipalidad de la Ciudad de México recibía 50% de los ingresos 
obtenidos de las multas federales en 1924; y, Yucatán y Campeche recibían un tercio del 


impuesto sobre el henequén en 1924. 


El presidente Plutarco Elías Calles otorga el 10% del nuevo Impuesto sobre las Rentas a 
los estados y municipios en 1925, con el propósito de introducir un principio de igualdad 
entre los estados. Además, el mismo año convoca a la Primera Convención Nacional 


Fiscal. 


A. Convenciones nacionales fiscales de 1925 y 1933 

Los objetivos de la Primera Convención de 1925 fueron la delimitación de las 
jurisdicciones fiscales entre la Federación y los estados, la creación del Plan Nacional de 
Arbitración y la creación de un sistema fiscal uniforme. Como resultado de estos 
esfuerzos el presidente Calles envía dos iniciativas fiscales para reformar la Constitución 
en 1926 y 1928. Sin embargo, ambos proyectos no fueron aprobados por el Congreso. Las 
únicas medidas aprobadas fueron el acuerdo de entregar el 30% del Impuesto sobre 
Explotación Forestal a los estados y compartir el impuesto proveniente de la producción 


de cerveza (SHCP, 1947, 291). 


El presidente Abelardo L. Rodríguez organiza la Segunda Convención Nacional Fiscal en 
1933. Los objetivos de la Convención fueron la revisión de las conclusiones de la Primera 
Convención, proponer las bases de un sistema fiscal uniforme y aumentar la coordinación 


fiscal entre los gobiernos. Las propuestas de esta Convención nunca fueron incorporadas 
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en reformas legales o a la estructura administrativa fiscal en razón de las circunstancias 


políticas durante los años del Maximato (SHCP, 1947, 28-33, b). 


Más tarde, el presidente Lázaro Cárdenas propuso reformas fiscales a la Constitución en 
1936. Pero de nueva cuenta los conflictos políticos impidieron la aprobación de las 
reformas. En su lugar se aplicaron medidas parciales para remediar los fracasos de la 
Segunda Convención y de las iniciativas constitucionales propuestas. Los estados 
recibieron un porcentaje del Impuesto sobre la Electricidad (de 1934 a 1942) y parte de 
los impuestos sobre tabaco, gasolina, petróleo, cerillos, aguamiel y explotación forestal en 


1942 (Martínez, 1996, 134, b). 


B. La Tercera Convención Nacional Fiscal 

Le corresponde al Lic. Miguel Alemán, como presidente de la República, invitar a los 
gobernadores de los estados a la Tercera Convención en 1947 con el objetivo de 
simplificar el sistema fiscal, evitar la doble tributación y coordinar los sistemas 
impositivos de los tres niveles de gobierno (SHCP, 1947, 2, b). En esta ocasión si fue 
posible introducir reformas mediante la promulgación de leyes que iniciaron formalmente 


la coordinación fiscal en México. 


Como primer paso se promulgaron dos leyes fiscales que regularon las asignaciones de 
transferencias a los estados. En principio se aplica al Impuesto sobre Ingresos Mercantiles 
una tasa nacional uniforme del 8% y una sobretasa adicional máxima del 1.2% para 
aquellos estados que aceptaran la coordinación con la Federación. Además fue 


promulgada la Ley que Regula las Participaciones a los Estados sobre Ingresos 
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Federales.'” Esta última establecía la definición de las asignaciones, los impuestos 
involucrados y el rol del Banco de México como la institución responsable de colectar 


estos ingresos para repartir las asignaciones correspondientes. 


Acto seguido se fijó un porcentaje a los estados sobre los impuestos en producción y 
consumo de cerveza en 1949. Posteriormente se promulga la Ley de Coordinación Fiscal 
en 1953.*” Esta norma fue el instrumento principal de coordinación entre gobiernos hasta 


el año de 1979. Los puntos más importantes de esta Ley fueron: 


e El establecimiento de restricciones fiscales a los estados para impedir 
impuestos estatales al comercio. 

e El establecimiento de un proceso federal para eliminar impuestos estatales que 
se consideraban que invadían la esfera federal y compensaciones a los estados 
en forma de subsidios. 

e Disminución de las participaciones estatales para aquellas entidades que no 
quisieran coordinarse. 

e Creación de la Comisión Nacional de Arbitraje para resolver conflictos 


derivados de la aplicación de la Ley. 


Además de estos esfuerzos, se promulga la “Ley que otorga compensaciones adicionales 


para aquellos estados que hayan decidido celebrar acuerdos fiscales sobre el Impuesto de 


12 E] Diario Oficial de la Federación promulgó ambas legislaciones en Diciembre de 1948. 
1 Promulgada en el Diario Oficial de la Federación en Diciembre 28, 1953. 
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Ingresos Mercantiles”.** La Norma otorgó un 10% adicional en participaciones para 


aquellos estados que hubieran aceptado la coordinación fiscal. 


A pesar de estas políticas, los estados con mayor actividad económica (14) y, en 
consecuencia, con mayores ingresos fiscales no decidieron formar parte del sistema de 
coordinación con la Federación para 1970. Estos estados aceptaron la coordinación como 
consecuencia de la reforma al Impuestos sobre Ingresos Mercantiles en 1973. El Impuesto 
fue reformado, entre otras cosas, para cambiar la fórmula de asignación entre los estados. 
Primero se establece una tasa fiscal uniforme del 4% en todo el país. De los ingresos 
obtenidos 55% era para el gobierno Nacional y el restante 45% para los estados. Una vez 
que todos los estados aceptaron la coordinación, la Federación tuvo la capacidad de 
eliminar impuestos estatales y municipales en ventas y bebidas alcohólicas durante el 


período de 1973 a 1976 (Martínez, 1996, 147, b). 


Durante la década de los sesentas no se promueven iniciativas ni convocatorias para otra 
convención nacional fiscal. Sin embargo, se convoca a una Cuarta Convención Nacional 
Fiscal en 1970 la cual no fue posible efectuarla debido al temor de la Federación de que 
las autoridades estatales demandaran la recuperación de impuestos estatales (Saucedo, 
1997). En lugar de este evento, a partir de 1972 se convoca a reuniones nacionales anuales 
de funcionarios fiscales como instancia formal para estudiar y proponer reformas al 
federalismo fiscal. Las reuniones son convocadas por la Secretaría de Hacienda o el 
Subsecretario de Ingresos de la misma dependencia y participan en ellas los funcionarios 


fiscales o de finanzas de los estados. 


14 Promulgada en el Diario Oficial de la Federación en Enero1, 1954. 
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3. Ley de Coordinación Fiscal de 1980 

Las relaciones fiscales entre los niveles de gobierno fueron modificadas de nueva cuenta 
por la promulgación de una nueva Ley de Coordinación Fiscal en 1980.*” Las relaciones 
fiscales se formalizaron a través de la creación del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal (SNCF), el cual fue creado como mecanismo para reducir costos administrativos y, 


particularmente, proteger a los ciudadanos de la doble o triple tributación. 


El sistema de transferencias libres opera bajo un acuerdo voluntario entre cada entidad 
federativa y la Secretaria de Hacienda. Los estados que forman parte del SNCF tienen el 
derecho de recibir fondos federales de acuerdo a una fórmula de reparto y, a su vez, 
distribuir una porción de los mismos a los municipios de su propia jurisdicción. La 
desventaja para los estados ha consistido en que deben consentir en no utilizar ciertas 
bases fiscales locales. A partir de 1980 todos los estados decidieron continuar coordinados 
con la Federación. La cantidad que cada estado recibe de los fondos federales se le conoce 


como “participaciones” y es determinada por una fórmula incluida dentro de la Ley. 


Las reuniones anuales de funcionarios fiscales continuaron con el propósito de supervisar, 
controlar y realizar propuestas para mejorar el SNCF. Adicionalmente se crea una 
Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales como parte de las instituciones del 
Sistema. La Comisión se forma con los secretarios de finanzas de ocho estados 


seleccionados durante la Reunión anual. La Comisión Permanente se reúne Cada tres 


15 La Ley fue promulgada en el Diario Oficial de la Federación en Diciembre de 1978 pero entró en 
vigencia el 1 de Enero de 1980. 
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meses para consensar los temas que serán discutidos dentro de las reuniones fiscales 


anuales y, al mismo tiempo, darle seguimiento a los acuerdos surgidos de las mismas. 


Desde 1980, los estados han tenido el derecho de recibir un porcentaje de los fondos 
generados de ciertos impuestos federales. Estos impuestos federales han sido el Impuesto 
sobre la Renta o ISR, el cual en promedio ha representado el 43% de los ingresos 
federales impositivos en los últimos 20 años, el Impuesto al Valor Agregado o IVA, 
representando un promedio el 28% de los ingresos federales y el Impuesto Especial sobre 
producción de ciertos servicios con 20% de los ingresos.*” Sin embargo, el IVA ha venido 


aumentado su participación en los últimos años. 


El acuerdo inicial estipulaba que el 13% de los rendimientos de los impuestos asignados 
se transfirieran a los estados. Sin embargo, el criterio de asignación ha sido modificado 
incontables veces durante los años. De 1980 a 1983 los estados recibieron las mismas 
participaciones que en 1979 más una cantidad igual a los impuestos y derechos estatales 
que fueron cancelados a raíz de los convenios de coordinación fiscal. De 1984 a 1987 el 
artículo 3” de la Ley de Coordinación Fiscal fue aplicado para asignar los fondos. Los 
estados recibieron las mismas transferencias que en 1983 más una cantidad calculada de 
un coeficiente de asignación relacionado con la recolección de impuestos federales en 


cada estado. 


16 Cálculos hechos a partir de datos del Centro de Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, México 
(www.cddhcu.org.mx). 
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La asignación de fondos vuelve a cambiar para los años de 1988 a 1989. A las cantidades 
recibidas se les agrega un 30% del IVA generado en cada entidad. Sin embargo, esta 
última política fiscal fue eliminada con la reforma de 1990. A raíz de estas reglas de 
asignación, el Sistema de Coordinación Fiscal durante los ochentas favoreció a los estados 
en los cuales se recolectaban más impuestos federales, esto es, estados con mayor 


actividad económica (Saucedo, 1997, 110). 


4. Reformas fiscales en los noventas 

Se vuelven a promover cambios fiscales en 1990 como parte de las reformas estructurales 
impulsadas por el presidente Carlos Salinas de Gortari. En el ramo del federalismo fiscal 
las reformas al SNCF tienen el objetivo particular de aumentar la transparencia y cambiar 


los criterios de las asignaciones. 


Tradicionalmente las asignaciones a los estados fueron entregadas por medio de diferentes 
fondos. El primero es el Fondo General de Participaciones (FGP) creado a partir del 13% 
de todos los impuestos asignados en 1980. El segundo es el Fondo Financiero 
Complementario (FFC) creado para compensar a los estados que no eran favorecidos por 
las participaciones del FGP. La reforma de 1990 unió los dos fondos anteriores en el 
Fondo General. Sin embargo, la reforma en 1994 crea de nueva cuenta otros fondos e 
introduce acuerdos especiales con cada uno de los estados. Además se crean los fondos de 
Desarrollo Municipal y de Comercio Urbano para agregar recursos complementarios para 


ayudar a los estados (ver: tabla 1 para más información). 
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El FGP ha sido el fondo más importante en consideración de las cantidades transferidas a 
los estados. La fórmula de asignación ha representado el tema de mayor trascendencia 
para políticos, burócratas y académicos en orden de estudiar los efectos del Sistema sobre 
las entidades. El Fondo tiene tres variables para calcular las participaciones: (1) 
población: 45% del fondo es dividido considerando la población de cada estado. (2) 
impuestos asignados: 45% es asignado de acuerdo a la recolección de ciertos impuestos en 
cada entidad. (3) compensación: el restante 10% se divide en atención al criterio opuesto o 


contrario al resultante de la asignación de las dos variables anteriores. 


Tabla 1. Porcentaje de participaciones contra impuestos federales 


1980 1990 1991 1994 1995 1996 
FGP 13.00 18.10 18.51 18.51 18.51 20.00 
FFC 0.37 
Desarrollo municipal 0.56 0.56 0.56 1.0 
Comercio Urbano 0.44 0.44 
Coordinación de derechos 1.0 1.0 1.0 
Minas y petróleo* 0.136 0.136 
Adicional sobre petróleo* 3.17 3.17 3.17 
Contingencia 0.25 0.25 0.25 
Especial sobre bases fiscales 0.11 0.11 0.11 
Impuesto vehicular 1.6 1.6 1.6 
Otros incentivos 0.25 0.25 0.25 
Total 26.02 26.02 27.50 


*Otorgado a municipios con fronteras internacionales o mar, con la obligación de 
coordinarse en materia de seguridad y aduanas. El Fondo Financiero 
Complementario se incorporó al FGP en 1990. 

Fuente: Saucedo, 1997. 


Los impuestos utilizados en la fórmula de asignación son los impuestos federales sobre 


licor, cerveza, gasolina y tabaco. Este 45% no es asignado de acuerdo a la recolección 
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vigente del año correspondiente. Sino por medio de un coeficiente que considera la 
recolección del año anterior multiplicada por la relación entre impuestos asignados del 
año anterior y la recolección de los impuestos asignados con dos años de anterioridad. De 
esta forma en teoría los estados que cuentan con una base fiscal en aumento oO 
administración fiscal eficiente son recompensados con mayores participaciones. Al 
contrario, estados con bases fiscales en disminución en comparación de las otras entidades 


enfrentan la reducción de sus transferencias libres. 


En Diciembre 15 de 1995 se vuelve a reformar la Ley de Coordinación Fiscal.” La 
reforma introduce tres cambios importantes al régimen del federalismo fiscal. Primero, se 
aumenta el porcentaje de participación de los impuestos federales asignables al Fondo 
General de 18.1% al 20%. Segundo, se dan nuevas oportunidades a los estados para contar 
con nuevos impuestos e ingresos, principalmente sobre automóviles nuevos y agregando 
sobretasas a impuestos federales, como el impuesto de ocupación hotelera y, desde 1997, 
sobre licencias de automóviles. Y tercero, se revisa la forma de reparto del Fondo de 
Desarrollo Municipal en el sentido de que para aquellos estados y municipios que opten 
por aumentar sus ingresos propios perderían cuatro quintos en su participación del Fondo 
ya citado (Ordoño y Azpeitia, 1996, 60-62). Con estas medidas se espera que los estados 
en los cuales los ingresos federales sean mayores vuelvan a ser beneficiados por las 


participaciones libres. 


Para 1997 cobra vigencia el Impuesto sobre Tenencia o Uso de vehículos a nivel 


municipal. Se deroga la exclusividad de la Federación para detentar el gravamen del IVA 


17 Ver: Diario Oficial de la Federación, México, Diciembre 15, 1995. 
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en los servicios de hospedaje quedándose éste a favor de los estados. Además se han 
venido impulsando nuevos mecanismos administrativos de coordinación que impactan las 
finanzas estatales. En particular se han desarrollado convenios para administrar o auditar 
impuestos federales, tales como el IVA, el Impuesto sobre Uso y Tenencia de Vehículos, 
diversos impuestos federales que deben pagar los contribuyentes menores, el ISR y los 
dedicados a la agricultura, ganadería y la pesca, sujetos a bases especiales de tributación. 
La forma de impulsar las anteriores modificaciones ha sido mediante la celebración 
particular de Convenios de Colaboración Administrativa entre las tesorerías estatales y la 
Secretaría de Hacienda. Lo que ha redundado en favorecer indirectamente con mayores 


recursos a las entidades que tienen mayor fortaleza administrativa o de recaudación fiscal. 


Tabla 2. Porcentaje para calcular la asignación a estados dentro del FGP 


Variable / Año 1991 1992 1993 1994 
Población 18.05 27.10 36.15 45.17 
Impuestos asignados 72.29 63.24 54.19 45.17 
Compensación 9.66 9.66 9.66 9.66 


Fuente: Artículos de la Ley de Coordinación Fiscal de 1990 y reformas posteriores. 


5. ¿Nuevo federalismo fiscal? 

La llegada a la presidencia de Vicente Fox (2000 — 2006), surgido del PAN, representó 
una oportunidad histórica para reformar las relaciones fiscales con el propósito de 
fortalecer las haciendas públicas estatales. Sin embargo, los factores históricos, arreglos 
fiscales preexistentes y cultura política en general ocasionaron que continuaran las 
mismas políticas públicas y que se implementaran cambios parciales a pesar de los 


esfuerzos de muchos actores políticos. 
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Raúl Martínez (1997, 195) muestra con claridad la cultura política y arreglos fiscales 
heredados. En su estudio se puntualiza que a pesar de los esfuerzos realizados en materia 
de coordinación fiscal, la urgencia por ofrecer más y mejores servicios a la población, así 
como la nueva realidad política y democrática de la Nación, motivó que los conflictos al 
seno del federalismo fiscal aumentaran. Su análisis, que incluye entrevistas con la 
mayoría de gobernadores, muestra las siguientes características del federalismo fiscal en 


los noventas: 


e Los gobernadores consideran que la asignación de las participaciones libres ha 
sido injusta, se ha reducido la capacidad para hacer planeación y se ha dañado 
las responsabilidades administrativas de los estados. Además, el Sistema carece 
de transparencia y rendición de cuentas: “los números parecen ser un secreto; 
mientras los recursos vayan a la Ciudad de México siempre habrá estados atrás 
del desarrollo nacional.” 

e Es necesario cambiar de un acuerdo de coordinación fiscal a un nuevo sistema 
financiero de coordinación. La Ley de Coordinación Fiscal debe ser reformada 
en el sentido de que los estados puedan establecer nuevos impuestos para 
aumentar sus ingresos. 

e Los programas federales en materia de desarrollo social, agricultura, 
comunicaciones y transporte deben ser totalmente delegados a los estados. 

e En cuanto a la experiencia en los servicios públicos descentralizados, los 
resultados han sido positivos, especialmente en educación. Los estados han 


sido capaces de administrar directamente los esfuerzos en educación. 
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Además, Diaz et al (1999, 133) también encontraron que los gobernadores de los estados 
y sus secretarios de finanzas tradicionalmente han tenido que gastar una parte importante 
de su tiempo haciendo actividades de lobby ante las autoridades centrales para obtener 


más recursos vía inversiones federales o transferencias extraordinarias. 


La nueva Administración nacional, bajo el Plan Nacional de Desarrollo, incluyó el 
“Programa Especial para un Auténtico Federalismo 2002 — 2006” como uno de los pilares 
fundamentales para la reforma estructural anunciada por Vicente Fox, titular del ejecutivo 
nacional, al inicio de su sexenio. El propósito del Programa consistió en desarrollar un 
nuevo sistema federal guiado por los principios de equidad, eficiencia, transparencia y 
responsabilidad compartida. Se anunció que el instrumento principal para fortalecer a los 
estados y municipios consistiría en un proceso gradual de descentralización de los 
servicios públicos. El nuevo federalismo se basaría en la creación de nuevas formas de 


interacción y cooperación con los otros niveles de gobierno. 


En este orden de ideas, la primera oportunidad para trabajar conjuntamente entre la 
Federación y los estados fue la “Declaración de Mazatlán” hecha en agosto del 2001. En 
ella estuvieron presentes el Presidente y veinte gobernadores. La conclusión principal de 
la Declaración fue denotar la urgencia para adecuar las finanzas públicas de los tres 
niveles de gobierno. Además, permaneció como objetivo pendiente la continuación de las 
pláticas para otorgar nuevas atribuciones financieras y fiscales a los estados y municipios. 
A pesar de estos esfuerzos iniciales, no fue posible aprobar ninguna reforma fiscal en 


forma inmediata. 
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Por su parte los gobernadores iniciaron la promoción de nuevos mecanismos políticos e 
institucionales con la finalidad de aumentar su influencia en las pláticas de la reforma 
estructural además de los esfuerzos propios del Ejecutivo nacional. Es así que en este 
nuevo orden los gobernadores impulsaron la creación de la Conferencia Nacional de 
Gobernadores como mecanismo para generar políticas públicas en materia de federalismo. 
De acuerdo a Pineda y Mendoza (2003) la “Conferencia Nacional de Gobernadores” o 
“CONAGO” se originó de las charlas entre el Presidente y los gobernadores en 
consecuencia de la reducción del ramo del presupuesto federal relativo al “Programa de 
Ayuda a los Estados y Seguridad Pública” en 2001. Las reuniones fueron promovidas por 
la “Asociación Nacional de Gobernadores” o “ANAGO” integrada por los gobernadores 
de Baja California Sur, Michoacán, Zacatecas, Tlaxcala y Distrito Federal, todos ellos del 


Partido de la Revolución Democrática o PRD. 


Durante el 2002, algunos gobernadores de otros partidos coincidieron con los esfuerzos de 
la ANAGO, a pesar de la falta de iniciativa federal. Además de los temas presupuestarios, 
la Asociación incluyó el punto de la reforma del federalismo fiscal como una de sus 
prioridades. Para esta agrupación el problema principal de las entidades ha sido la falta de 


reformas fiscales y las serias restricciones financieras que tienen. 


En particular el gobernador de Tlaxcala promulgó la intención de crear la Conferencia 
Nacional de Gobernadores o “CONAGO” en junio 11 del 2003. La Conferencia inició sus 
trabajos con veinte gobernadores (16 del PRI y 4 del PRD que ya eran de la ANAGO). 


Para el 2005 la cifra llegó a veintitrés estados. El resultado fue que la CONAGO se 
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integró como una institución formal para desarrollar políticas federales y fiscales con el 
propósito de aumentar la influencia de las entidades sobre la Federación a raíz del fracaso 


de las iniciales propuestas de reforma fiscal en abril del 2003. 


Las propuestas iniciales de la CONAGO fueron: 


=  Larestitución a los estados de 40 millones de pesos que fueron prometidos por 
el Gobierno federal el 18 de abril del 2001. 

= La inclusión formal del “Programa de Ayuda a los Estados” o “PAFEF” dentro 
del presupuesto federal del 2003. 

= Aumentar los fondos federales en educación y salubridad pública. 

= Hacer más transparentes las cuentas del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal. 


= Devolver a los estados responsabilidades fiscales. 


La Conferencia señaló como problema especial el trato de la Secretaría de Hacienda hacia 
los estados. Señala que el Ministerio deduce o retiene los recursos a los estados en forma 
discrecional lo que ocasiona que los oficiales estatales tengan que negociar 
constantemente con las autoridades fiscales en la Ciudad de México para obtener recursos 


adicionales. 


La respuesta inicial del Ejecutivo federal consistió en adelantar por un mes el pago de las 
transferencias libres y aumentar estos fondos en 10%; desarrollar nuevas propuestas para 


la administración del impuesto sobre nóminas, así como aumentar en 3% los impuestos en 
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tabaco y licor para transferir estos ingresos a los estados. Todas estas propuestas fueron 


rechazadas por la Conferencia. 


En un principio el Presidente y los gobernadores del Partido Acción Nacional (PAN) 
intentaron reducir la importancia de la CONAGO al señalar que la Conferencia se 
utilizaba como medio para apuntalar liderazgos locales. Sin embargo, la falta de reformas 
estructurales ocasionó que inclusive algunos gobernadores del PAN se unieran a los 
esfuerzos de la misma. Además, las elecciones federales intermedias del 2003, en las 
cuales el PAN retrocedió en curules ante el Congreso, '* dio la oportunidad para fortalecer 
las posiciones de la Conferencia y actuar como una verdadera fuerza frente a las 


decisiones federales (Pineda y Mendoza, 2003). 


6. Primera Reunión Nacional Hacendaria 

La Primera Reunión Nacional Hacendaria tuvo su antecedente en la “Declaración de 
Cuatro Ciénegas” efectuada por el Presidente y los gobernadores en agosto 20 del 2003. 
Se declaró la necesidad de reformar el sistema federal con el propósito de crear un nuevo 
sistema basado en los conceptos de cooperación, diferencias y reforma gradual. 
Inicialmente las pláticas relativas al nuevo federalismo se ubicaron dentro de la agenda de 


las reformas estructurales. 


18 El PAN redujo sus posiciones en el Congreso de un 38.2% a un 30.7% en el período del 2000 al 2003. 
Fuente: Instituto Federal Electoral, www.ife.org.mx/ 


130 


Al mismo tiempo, el Ejecutivo y los gobernadores alcanzaron los siguientes acuerdos 


dentro de la segunda sesión extraordinaria de la CONAGO: 


1) Respetar los principios constitucionales del sistema federal vigente en ese 
momento. 

2) Regresar atribuciones a los estados y aumentar las responsabilidades 
constitucionales “concurrentes” o cooperativas. 

3) Proponer reformas constitucionales en aquellos artículos que limitan el 
desarrollo de un nuevo federalismo. 

4) Aumentar los poderes administrativos de los estados. 

5) Otorgar nuevas responsabilidades fiscales a los estados y municipios. 


6) Convocar a una reunión fiscal nacional. 


Al efecto la Primera Reunión Nacional Hacendaria fue convocada por el Presidente de la 
República, el Presidente de la Cámara de Diputados, los gobernadores de las entidades 
federativas, el Jefe de la Ciudad de México, los miembros de los comités de propuestas de 
reforma federal del Congreso, el Presidente de la Conferencia de Legislaturas Estatales y 


los presidentes de la Conferencia Nacional de Municipios en octubre 28 del 2003. 


Las reuniones fiscales tuvieron el propósito de realizar pláticas democráticas entre los 
representantes de los tres niveles de gobierno y la sociedad. Estas pláticas se organizaron 
considerando las necesidades de desarrollo nacional, una visión federal nueva y la 
creación de nuevas responsabilidades administrativas a los estados apoyadas por nuevas 


responsabilidades fiscales. 
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En enero del 2004, las reuniones de la Comisión Permanente de Oficiales Fiscales del 
Sistema de Coordinación Fiscal alcanzaron once conclusiones relativas a los problemas 
fiscales en México. Estas conclusiones fueron utilizadas como el documento base para 
desarrollar propuestas iniciales ante la Convención. El punto más relevante de las 
conclusiones señala que el sistema impositivo es débil, así como la necesidad de agrandar 
la base fiscal. En virtud de las conclusiones la Comisión Permanente fue nombrada como 


el órgano Técnico Directivo dentro de la Reunión Nacional Fiscal (Trejo, 2004). 


La Convención fue inaugurada por el presidente Fox y los representantes de los tres 
niveles de gobierno en la Ciudad de Querétaro el día 5 de Febrero del 2004. Las 
deliberaciones y propuestas de la misma se desarrollaron en diferentes ciudades hasta el 
día 31 de julio del mismo año. Los temas principales fueron divididos en las siguientes 
mesas de discusión: gasto público; ingresos; deuda pública; propiedad estatal; 
modernización de la administración fiscal; colaboración intergubernamental y 


transparencia; y, cumplimiento fiscal. 


En cuanto a su estructura la Convención tuvo la siguiente organización: Consejo 


Directivo, Coordinación Técnica, Dirección Ejecutiva, mesas de análisis y propuestas y 


comisiones técnicas (Presidencia de la Republica, 2003). 
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7. Expectativas sobre la reforma fiscal 

De acuerdo a Ricardo Monreal (2003), gobernador de Zacatecas de extracción del PRD, 
los puntos principales de estudio de la Convención Nacional debían ser los siguientes: la 
creación de nuevas directrices constitucionales para las finanzas públicas de los tres 
niveles de gobierno; reforma constitucional para eliminar el derecho único del gobierno 
Federal para cobrar impuestos sobre las actividades económicas más importantes; el 
establecimiento de nuevas relaciones fiscales intergubernamentales en el ámbito 
constitucional; y la creación de nuevas reglas que aumenten la transparencia y el 


cumplimiento fiscal. 


Por su parte el gobernador de Nuevo León, José Natividad González Paras (2004), del 
PRL presentó las siguientes propuestas en la inauguración de la Convención Nacional: 
aumentar la coordinación entre los tres niveles de gobierno con la finalidad de evitar la 
evasión fiscal; establecer nuevos criterios en la distribución del ingreso público entre la 
Federación y los estados basados en la equidad; abolir la representación federal en los 
estados en aquellas áreas que no son necesarias; devolver atribuciones fiscales a los 
estados; y, otorgar participación a los estados en los impuestos al Valor Agregado y 


especiales (gasolina, tabaco y alcohol). 


Estas propuestas contrastan con las posiciones ya adoptadas por las autoridades fiscales de 


la Federación. En particular, la Coordinación de Entidades Federativas de la Secretaría de 


Hacienda consideraba que los estados y municipios no han explotado en forma adecuada 
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el Impuesto sobre la Propiedad y en consecuencia, los gobiernos de las entidades han 
tenido que transferir recursos importantes a los municipios para apoyar sus servicios 
locales. Además, debería ser obligación de las autoridades en los tres niveles de gobierno 
financiar los programas sociales.'” Estos dos temas tan sólo representan algunos de los 
puntos en controversia entre los niveles de gobierno y que demuestran la enorme 


complejidad para poder alcanzar nuevos acuerdos fundamentales. 


A pesar de estas posiciones encontradas, resultaron prometedoras las conclusiones de la 
Primera Reunión Nacional anunciadas el 17 de agosto del 2004. Entre ellas destaca la 
decisión de compartir el Impuesto al Valor Agregado entre los tres niveles de gobierno. 
La propuesta señala que 12% del impuesto sea para la Federación, 2% para los estados y 
1% para los municipios. Además, se recomendó agrandar la base fiscal incluyendo 
alimentos y medicinas (Excelsior, 2004). Las propuestas fueron incluidas dentro del 
Presupuesto de Egresos de la Federación del 2005 presentado por la iniciativa del 


presidente Fox en septiembre 1 del 2004 (Excelsior, 2004, b). 


Lamentablemente la mayor parte de las recomendaciones emanadas de la Primera 
Reunión Nacional Hacendaria, así como los puntos de coincidencia entre los actores 
políticos, no fueron traducidos en reformas constitucionales o legales durante esta primera 
presidencia de cambio en razón de factores políticos. Entre ellos destacan la imposibilidad 
de establecer una agenda de trabajo común entre los poderes ejecutivo y legislativo 
nacional; los conflictos surgidos en las elecciones estatales que contaminaron la agenda 


nacional; la nueva autonomía de los gobernadores priístas al quedarse sin líder formal o 


19 Entrevista realizada en la Ciudad de México en el mes de Noviembre del 2002. 
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presidencial; y, el adelanto político electoral de las campañas presidenciales, 
representaron una parte de los problemas que se dieron y que impidieron cambios 


fundamentales. 


A pesar de ello se dieron cambios marginales tanto a nivel general, como lo fue la 
introducción de establecer una sobretasa al IVA por los estados, como a nivel particular 
en lo que respecta a la nueva reforma a la Ley de Coordinación Fiscal, los avances 
administrativos del SNCF y nuevos incentivos aplicados dentro de los acuerdos anuales 


de coordinación fiscal con el objeto de mejorar la recaudación. 


8. La reforma en 2007 

La reforma de Diciembre del 2007 realiza cambios trascendentales en cuanto a la forma 
de repartición de las participaciones con la finalidad de afirmar el criterio de otorgar 
mayor importancia a la actividad económica de las entidades. En consecuencia se presenta 
la situación vigente de las participaciones en atención a los cambios en las fórmulas de 


asignación y aquellas que se atienen al destino de la recaudación. 


En cuanto a las participaciones repartidas por fórmula se encuentran el Fondo General de 
Participaciones, las transferencias por comercio a municipios fronterizos o con litorales 
donde se realice comercio internacional, el Fondo de Fomento Municipal y el Fondo de 
Fiscalización (ver tabla 3). En estos casos destacan la similitud de variables respecto de la 
finalidad de la repartición dentro de las fórmulas respectivas. Las variables de las 
ecuaciones se pueden clasificar en aquellas que no están bajo el control de las entidades 


como los casos del PIB y la población (capacidad fiscal) y, en segunda instancia, las que 
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dependen del esfuerzo fiscal o administrativo de los gobiernos como los casos de la 


recaudación del predial, actos fiscales, derechos de agua y similares. 


En el primer grupo destacan los casos de los fondos General de Participaciones, Fomento 
Municipal y de Fiscalización por contener como primer elemento de sus respectivas 
fórmulas la asignación de las cantidades que fueron repartidas en el 2007. Esto quiere 
decir que la base primaria de la repartición siempre será la referencia histórica del 
ejercicio 2007 y sólo tendrán efecto las ecuaciones vigentes cuando existan aumentos 
presupuestarios respecto del 2007. Las consecuencias son que se mantienen las 
desviaciones que ya existían de las fórmulas anteriores respecto de los criterios o 
propósitos nuevos. En segundo lugar, para que tenga un efecto importante las nuevas 
fórmulas se tendrá que esperar a que las cantidades adicionales representen un porcentaje 


importante, por decir 50%, respecto de la asignación del 2007. 


Respecto de los componentes nuevos es notorio que las nuevas fórmulas se encuentran 
atadas a factores de capacidad fiscal, como el PIB o la población, y de esfuerzo fiscal 
como los ingresos estatales, derechos de agua, predial, o coparticipación en la 
administración tributaria. Por lo tanto la intención a mediano y largo plazo consiste en 
favorecer a las entidades con mayor capacidad económica y/o que realicen mayor 


esfuerzo para elevar sus ingresos estatales. 
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Tabla 3. Participaciones 


Fondo 


% Ingresos federales 


Forma repartición/variables 


Fondo General de 
Participaciones 


20% 
Recaudación federal participable 


Participaciones 2007 
PIB, Ingresos estatales y 
población; 

20% a mncps 


Impuesto sobre 
automóviles nuevos 


100% de la recaudación estatal 


20% a mncps 


Transferencia por 
comercio a mncps 


136% 

Recaudación federal participable 
a mncps fronterizos o litorales 
donde se realice exportación e 
importación de bienes 


Ponderación de la participación 
del año anterior 

Recaudación de predial 
Derechos de agua 


Transferencia de 
ingresos petroleros 


3.17% 

Derecho adicional sobre la 
extracción de petróleo a mncps 
fronterizos o en litorales por los 
cuales se exporte o importe 


petróleo 
Fondo de Fomento 1% Participaciones 2007 
Municipal Recaudación federal Recaudación predial 
participable: Derechos de agua 
16.8% a Fondo de Fomento Población de la entidad 
Municipal; y 


83.2% incrementará al Fondo 
sólo a las entidades que se 
coordinen en materia de 
derechos 


Impuestos especiales 
sobre producción y 
servicios 


20% de cerveza, bebidas 
refrescantes, alcohol, bebidas 
alcohólicas fermentadas y 
bebidas alcohólicas. 

8% de tabacos labrados 


En función del % de la 
recaudación nacional. 
Obligación de dar el 20% a los 
mncps. 


Pequeños 
contribuyentes 


80% 

Los mncps de los estados y el 
DF recibirán del régimen de 
pequeños contribuyentes 


En función de la recaudación del 
mncp. 


Fondo de Fiscalización 


1.25% 
Recaudación federal participable 


Participación 2007 

PIB 

Valor mercancía embargada 
Recaudación pequeños 
contribuyentes 

Población. 

Los mncps recibirán 20% 


Cuotas a gasolina 


De acuerdo a consumo en c/u 
entidades 


9/11 de la recaudación en base 
al consumo 

Fondo de Compensación con el 
2/11 restante; para los 10 
estados con menor pib per capita 
no minero y no petrolero. 


Fondo de extracción de 
hidrocarburos 


.46% del importe por el derecho 
sobre hidrocarburos pagado por 
PEMEX 


A entidades que formen parte de 
la clasificación de extracción de 
petróleo y gas en el último censo 
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económico de INEGI. 

Fondo entre edos: 

75% con base a ponderación de 
extracción de petróleo y gas; y 
25% con base a producción de 
gas. 

Los mncps de estas entidades 
recibirán el menos el 20% de 
estas cantidades. 


Convenios de 
colaboración 
administrativa 


En materia de recaudación, 
fiscalización y administración de 
ingresos federales 


En los convenios se especificará 
el ingreso correspondiente 


Fuente: Ley de Coordinación Fiscal vigente en Enero del 2007. 


Para verificar el funcionamiento de las nuevas fórmulas se presenta el ejemplo del Fondo 
General de Participaciones por ser el de mayor importancia dentro de las participaciones. 


La nueva fórmula es: 


Fi¡=P7 + P7 X (.6C1 + .3C2 + .1C3) 


en donde: 


P7 = 


AP7  = 


.6C1 = 


302 = 


MS 


Por lo tanto respecto de las nuevas cantidades asignadas respecto del año 2007 el PIB 


tendrá el mayor peso dentro del reparto con 60% y el restante 40% conforme al esfuerzo 


Participación del Fondo de la Entidad i. 
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Participación del Fondo de la Entidad ¡ en el año 2007. 

Crecimiento del Fondo entre el año 2007 y el año “x”. 

Coeficiente ponderado con base al PIB de los estados. 

Coeficiente ponderado con base al promedio móvil de 3 años de tasas 
de crecimiento de impuestos y derechos estatales. 


Coeficiente ponderado de recaudación de impuestos y derechos estatales. 


fiscal de las entidades. De esta forma bastará con revisar que entidades tienen el mayor 
PIB para conocer las jurisdicciones beneficiadas en el futuro. Situación similar presentan 
las ecuaciones de los fondos de Fomento Municipal y el de Fiscalización en los cuales se 


privilegia las variables de capacidad y esfuerzo fiscal. 


En los demás casos —impuesto sobre automóviles nuevos, ingresos petroleros, especiales 
sobre producción y servicios, pequeños contribuyentes, cuotas a gasolina, extracción de 
hidrocarburos y los propios convenios de colaboración administrativa— la participación 
está directamente ligada a un porcentaje de la recaudación generada en la propia entidad o 
actividades desarrolladas en la misma sin importar lo que suceda en otras entidades. De 
esta forma este tipo de transferencias benefician a los estados que mayor actividad 
económica presentan y, en menor medida, a las que aumenten su esfuerzo en relación a las 
actividades administrativas y fiscales de colaboración. Estas participaciones se ajustan al 


principio de regresar los fondos al lugar en que fueron generados. 


Desde esta perspectiva el mérito de la reforma consiste en que se eliminan criterios 
contradictorios, como el criterio del 10% de compensación que se utilizaba en la fórmula 
pasada del Fondo General, generando mayor certidumbre en cuanto a la finalidad de las 
participaciones. La polémica que permanece, además del grado de importancia de cada 
uno de los fondos de participaciones, será la diferencia entre otorgar los recursos mediante 


fórmula o de acuerdo al lugar de su origen. 
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9. Las aportaciones condicionales 

Las aportaciones condicionales o sociales se encuentran mayoritariamente dentro de los 
ramos 25 y 33 del presupuesto de egresos federal. Este tipo de fondos ha representado el 
mecanismo histórico tradicional para repartir fondos a los estados. Su evolución y 
modificaciones dentro del presupuesto nacional, así como su comparación administrativa 
frente a las transferencias libres complementan el estudio del federalismo fiscal en 


México. 


Formalmente las aportaciones condicionales existen en México desde la creación del 
Ramo 26 a finales de los setentas. Este ramo proporcionó inicialmente fondos a los 
estados en el rubro de obras públicas. La asignación del Fondo se realizaba de acuerdo a 
las prioridades de los proyectos de inversión federal. Estos recursos adquirieron gran 
importancia durante la administración del presidente Salinas de Gortari (1988-94) al 
utilizarse como base financiera del programa de Solidaridad. A pesar de la estructura 
administrativa del Programa, los fondos se asignaban en forma discrecional y fueron 
criticados con frecuencia por su utilización electoral (ver: Molinar y Weldon, 1994; y 


Bruhn, 1996). 


Solidaridad fue transformado en el “Fondo Social de Infraestructura Municipal” durante la 
presidencia de Zedillo, utilizando una fórmula compleja con base en la pobreza de las 
comunidades. Estos recursos más tarde fueron incorporados al Ramo 33 para conjuntar la 
mayoría de las modalidades de aportaciones condicionales bajo la dirección de la 
Secretaría de Desarrollo Social. Esto se logró mediante la reforma que adiciona el 


Capítulo V referente a las aportaciones sociales a la Ley de Coordinación Fiscal en 
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diciembre de 1997. La administración de las aportaciones queda bajo la responsabilidad 
de la Secretaría ya apuntada, agregándose éstas al nuevo Ramo 33 del presupuesto de 


egresos federal a partir de 1998. 


El Ramo 33 consolidó otros fondos que pertenecían a otros ramos presupuéstales y que 
ahora se utilizan para apoyar la descentralización de servicios básicos. Los recursos 
integrados al 33 procedieron de los ramos 12 utilizado para salubridad pública, el 4 y 23 
relacionados a la seguridad nacional, el 19 para asistencia pública y el 11 relacionado a la 
educación pública. No solamente se conjuntaron distintos ramos en uno sino que su 
importancia financiera aumentó. En 1996 los recursos ejercidos por los ramos 25, 26 y 28 
representaron el 22.7% del presupuesto. Para el año 1998, al crearse el Ramo 33, el 


porcentaje social aumentó a un 26.2% de los egresos.” 


La inercia histórica y compromisos políticos han creado una multiplicidad de fondos y 
programas dentro del Ramo 33 en los años recientes, a pesar del esfuerzo de reunir en un 
sólo Ramo la mayoría de aportaciones. Los fondos de aportaciones actuales comprenden: 
Educación Básica y Normal; Servicios de Salud; Infraestructura Social; Fortalecimiento 
de los Municipios y Demarcaciones del Distrito Federal; Aportaciones Múltiples; 
Educación Tecnológica y de Adultos; Seguridad Pública de los estados y del Distrito 


Federal; y Fortalecimiento de las Entidades Federativas (ver tabla 4). 


Al revisar los fines de cada uno de los fondos anteriores se aprecia la falta de claridad en 


cuanto a las materias ya que varios fondos pueden ser aplicados para la misma finalidad. 


% Cifras obtenidas de la Cuenta Pública federal de los años correspondientes. 
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También se aprecia la unión presupuestaria de materias diferentes dentro del mismo fondo 


sin que exista similitud entre dichos programas. 


En el caso de los fondos relativos a educación y servicios de salud su origen y 
justificación lo encontramos en el esfuerzo para descentralizar estos servicios como ya se 
mencionó en líneas anteriores. Sin embargo, la permanencia y aumento en importancia de 
de estos fondos indica que a pesar de que se transfirieron atribuciones e instalaciones en 
dichas materias, el Gobierno federal continúa manteniendo el control mediante la 


aplicación de estos fondos condicionales en los estados. 


En el caso del fondo de Infraestructura Social su antecedente lo encontramos directamente 
en el programa de Pronasol impulsado en el sexenio de Salinas. Este es el Fondo con 
mayor representatividad en cuanto el apoyo a las entidades o regiones con mayor nivel de 
atraso. Este tiene un complemento en el Fondo de Aportaciones Múltiples que también 


tiene como propósito atender a las poblaciones con mayor atraso. 


Tabla 4. Destino de las aportaciones 


Fondo Destino 


Aportaciones para | Atribuciones en los artículos 13 y 16 de la Ley General de Educación. 
la Educación 
Básica y Normal; 


Aportaciones para | Atribuciones de los artículos 3, 13 y 18 de la Ley General de Salud. 
los Servicios de 


Salud; 

Aportaciones para Financiamiento de obras, acciones sociales básicas e inversiones que 

la Infraestructura beneficien directamente a sectores de la población que se encuentren en 
Social; rezago social o pobreza extrema: 


Fondo Municipal: agua potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización 
municipal; electrificación rural y de colonias pobres, infraestructura básica de 
salud, infraestructura básica educativa, mejoramiento de vivienda, caminos 
rurales, e infraestructura productiva rural. 

Fondo Estatal: obras y acciones de alcance o ámbito de beneficio regional o 
intermunicipal. 
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Aportaciones para 
el Fortalecimiento 
de los Municipios y 
de las 
Demarcaciones 
Territoriales del 
Distrito Federal; 


Cumplimiento de sus obligaciones financieras, pago de derechos y 
aprovechamientos por concepto de agua y a la atención de las necesidades 
directamente vinculadas con la seguridad pública de sus habitantes. 


Aportaciones 
Múltiples. 


Se destinarán exclusivamente al otorgamiento de desayunos escolares, apoyos 
alimentarios y de asistencia social a la población en condiciones de pobreza 
extrema, apoyos a la población en desamparo, así como a la construcción, 
equipamiento y rehabilitación de infraestructura física de los niveles de 
educación básica y superior en su modalidad universitaria. 


Aportaciones para 
la Educación 
Tecnológica y de 
Adultos 


Para prestar los servicios de educación tecnológica y de educación para 
adultos, cuya operación asuman de conformidad con los convenios de 
coordinación suscritos con el Ejecutivo Federal, para la transferencia de 
recursos humanos, materiales y financieros necesarios para la prestación de 
dichos servicios. 


Aportaciones para 
la Seguridad 
Pública de los 
Estados y del 
Distrito Federal. 


Se destinarán exclusivamente al reclutamiento, formación, selección, 
evaluación y depuración de los recursos humanos vinculados con tareas de 
seguridad pública; al otorgamiento de percepciones extraordinarias para los 
agentes del Ministerio Público, los peritos, los policías judiciales o sus 
equivalentes de las Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito 
Federal, los policías preventivos o de custodia de los centros penitenciarios y 
de menores infractores; al equipamiento de las policías judiciales o de sus 
equivalentes, de los peritos, de los ministerios públicos y de los policías 
preventivos o de custodia de los centros penitenciarios y de menores 
infractores; al establecimiento y operación de la red nacional de 
telecomunicaciones e informática para la seguridad pública y el servicio 
telefónico nacional de emergencia; a la construcción, mejoramiento o 
ampliación de las instalaciones para la procuración e impartición de justicia, de 
los centros de readaptación social y de menores infractores, así como de las 
instalaciones de los cuerpos de seguridad pública y sus centros de 
capacitación; al seguimiento y evaluación de los programas señalados. 


Aportaciones para 
el Fortalecimiento 
de las Entidades 
Federativas 


A la inversión en infraestructura física; 

Al saneamiento financiero; 

Para apoyar el saneamiento de pensiones; 

A la modernización de los registros públicos de la propiedad y del comercio 
locales; 

Para modernizar los sistemas de recaudación locales; 

Al fortalecimiento de los proyectos de investigación científica y desarrollo 
tecnológico; 

Para los sistemas de protección civil; 

Para apoyar la educación pública; y 

Para proyectos de infraestructura concesionada o aquéllos donde se combinen 
recursos públicos y privados. 


Fuente: Ley de Coordinación Fiscal vigente en Enero del 2007. 
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En cuanto a la asignación de las aportaciones los criterios de pobreza han perdido 
importancia con relación a los criterios pasados considerando el Ramo en su conjunto (ver 
tabla 5). Los nuevos componentes de distribución de los recursos consideran factores de 
desarrollo económico en las fórmulas respectivas. De esta forma se pueden dividir las 
ecuaciones en aquellas que incluyen elementos de capacidad económica y las referidas a 


las que tienen como prioridad elementos de pobreza. 


En el caso de los fondos que se reparten mediante componentes económicos se tienen los 
de aportaciones para la Educación Básica y Normal, para el Fortalecimiento de los 
Municipios y Demarcaciones del DF, para la Seguridad Pública de los Estados y el DF, y 
para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas. En todos estos casos se incluyen 
variables como la población, el PIB, la infraestructura en la materia, plantillas de personas 
o unidades físicas del servicio en cuestión. Si bien tienen una lógica estas variables en 
atención al fondo, se excluyen variables de pobreza o atraso y, en consecuencia, los 


recursos favorecerán a las entidades con mayor capacidad económica y/o administrativa. 


En un segundo caso encontramos los fondos que incorporan como criterio principal 
elementos de pobreza para su reparto. Estos fondos son el de aportaciones para la 
Infraestructura Social y para la Educación Tecnológica y de Adultos. En estos casos las 


variables de pobreza incluidas motivan que se favorezca a las entidades con mayor atraso. 
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Tabla 5. Aportaciones 


Fondo % Ingresos federales Forma repartición/variables 

Fondo de Se determina durante el ejercicio 20% ponderación de fondos anteriores con 
Aportaciones para | del Presupuesto de Egresos matricula pública de educación básica 

la Educación federal con base a registro común | 50% ponderación de matrícula 


Básica y Normal; 


de escuelas y plantilla de 
personal; así como consideración 
de presupuesto anterior. 


10% matrícula e índice de calidad educativa 
20% ponderación de aportaciones y gasto 
estatal en educación básica 


Fondo de 
Aportaciones para 
los Servicios de 
Salud; 


Se determina en Presupuesto con 
base a inventario de 
infraestructura física y plantillas de 
personal; recursos anteriores en 
materia de previsiones para 
servicios personales y gasto de 
operación e inversión en este 
rubro. 


Ponderación del déficit con gasto total 
inferior al mínimo aceptado (variables: 
población, presupuesto mínimo per capita, 
razón estandarizada de mortalidad; índice 
de marginación; y gasto total federal; 


Fondo de 
Aportaciones para 
la Infraestructura 
Social; 


2.5% de la recaudación federal 
participable; se divide en: 
.303% para Fondo para la 
Infraestructura Social Estatal; y 
2.197% para Fondo para 
Infraestructura Social Municipal. 


Para ambos fondos criterios de pobreza 
extrema (variables: ingreso per capita del 
hogar, nivel educativo promedio, 
disponibilidad de espacio de vivienda, 
disponibilidad de drenaje, y disponibilidad de 
electricidad/combustible para cocinar). 


Fondo de 
Aportaciones para 
el Fortalecimiento 
de los Municipios y 
de las 
Demarcaciones 
Territoriales del 
Distrito Federal; 


Del Presupuesto y como 
referencia: 

2.35% de la recaudación federal 
participable; y 

.2123% de la recaudación federal 
participable para el DF y sus 
demarcaciones. 


Conforme a la proporción directa de 
habitantes de las entidades. 

Al DF: 75% de acuerdo al factor de 
población residente, y 25% conforme al 
factor de población flotante (INEGI). 


Fondo de Del Presupuesto y como A las entidades de acuerdo a las 
Aportaciones referencia: asignaciones y reglas que se establezcan en 
Múltiples. .814% de la recaudación federal el Presupuesto de Egresos federal. 
participable. 
Fondo de En el Presupuesto federal de Fórmulas elaboradas por la Secretaría de 
Aportaciones para | acuerdo a: Educación Pública considerando el rezago 
la Educación Registro de planteles, en materia de alfabetización; educación 
Tecnológica y de instalaciones educativas y básica y formación para el trabajo. 
Adultos, y plantillas de personal; y 
El presupuesto anterior. 
Fondo de En el Presupuesto de acuerdo a la | Propuesta hecha por el Consejo Nacional de 
Aportaciones para | propuesta hecha por la Secretaría | Seguridad Pública incluyendo: población, 
la Seguridad de Seguridad Pública a la ocupación penitenciaria, programas de 


Pública de los 
Estados y del 
Distrito Federal. 


Secretaría de Hacienda. 


prevención del delito, recursos para apoyar 
a municipios, y avance del Programa 
Nacional de Seguridad Pública. 


Fondo de 
Aportaciones para 
el Fortalecimiento 
de las Entidades 
Federativas 


Del Presupuesto y como 
referencia: 

1.40% de la recaudación federal 
participable 


De acuerdo a: 

Cantidad recibida en 2007, 
Extraordinario: Ponderación del PIB y 
población de la entidad. 


Fuente: Ley de Coordinación Fiscal vigente en Enero del 2007. 
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Merecen caso especial los fondos de Aportaciones para los Servicios de Salud y de 
Aportaciones Múltiple. En el primer caso se incluyen variables tanto de pobreza como de 
actividad económica en dicha materia. Y en el segundo caso se deja a las reglas que se 
establezcan dentro del Presupuesto de Egresos del año correspondiente, esto es, una 


asignación discrecional en cada año. 


Aunque la finalidad genérica de las aportaciones sociales consiste en apoyar a las 
entidades o regiones con mayor marginación, las fórmulas de asignación de varios fondos 
incluyen como factores de reparto elementos de infraestructura y/o personal, que en la 
mayoría de los casos favorecen a las entidades con mayor desarrollo. Por tanto, existen 
desviaciones importantes en cuanto al cumplimiento de estos objetivos de apoyo. Además, 
en muchos casos las fórmulas deben ser repetidas en el ámbito estatal para la repartición a 
los municipios y, en muchos casos, se permiten aproximaciones a las variables originales 
en virtud de no existir la información precisa en los estados. Esto en la práctica ha 


ocasionado que no se cumplan puntualmente los criterios correspondientes. 


El Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas se 
incorpora al Ramo 33 dentro del Presupuesto de Egresos federal en el año 2007 con la 
finalidad de otorgar mayor certidumbre presupuestaria a los estados y establecer reglas 
objetivas dentro de la Ley de Coordinación Fiscal. Su antecedente fue el Programa para el 
Fortalecimiento de las Entidades Federativas que se incluyó dentro del Presupuesto 


durante los años del 2000 al 2006. 
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10.- El Ramo 25 

El Ramo 25 también representa otra transferencia condicional del Gobierno nacional hacia 
otro nivel de gobierno que en este caso es el Distrito Federal. El Fondo se destina para el 
Sistema de Educación Básica, Técnica y de Adultos. Su origen como Ramo exclusivo lo 
encontramos desde el esfuerzo inicial por descentralizar la educación, en el sentido de que 
el Distrito Federal siempre fue tratado como un caso especial en esta materia respecto de 
las demás entidades. En estricto rigor debería ser incluido dentro del Ramo 33 en el Fondo 
de Educación, para que existiera mayor equidad respecto de los estados. Sin embargo, su 
individualidad le ha permitido gozar de privilegios y negociaciones especiales, lo cual 
podría confirmar entre otros datos, el estatus de ventaja del Distrito Federal, como ente 


autónomo (en el sentido de las autonomías en España o Italia). 


Esto se refleja en su importancia presupuestaria ya que dentro del Presupuesto de Egresos 
federal del 2008, el presente Fondo representa el 10.4% del total de las aportaciones, esto 


es, considerando los ramos 25 y 33. 


11. Implicaciones fiscales 

El federalismo fiscal nace a raíz de acuerdos especiales y particulares entre la Federación, 
los estados y municipios a partir de la promulgación de la Constitución de 1917. Las 
primeras dos convenciones fiscales nacionales celebradas en 1925 y 1933 no produjeron 
reformas legales o de política financiera. Fue necesario esperar hasta la Tercera 
Convención Nacional Fiscal en 1947 para la posterior promulgación de la Ley de 


Coordinación Fiscal en 1953. Esta Ley representó el inicio de las restricciones impositivas 
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a los estados así como la entrega de transferencias libres a los mismos. A pesar de esta 
Ley, los estados más importantes en términos de capacidad económica decidieron no estar 
coordinados. Lo cual sucede hasta las reformas introducidas al Impuesto sobre Ingresos 


Mercantiles en los setentas. 


El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal fue creado al promulgarse la segunda Ley de 
Coordinación Fiscal en 1980. En esta ocasión todos los estados aceptaron continuar 
coordinados con la Federación. La nueva Legislación ha sufrido múltiples reformas en 
términos del tipo de fondos aplicados, la asignación de los fondos, las restricciones a la 
capacidad impositiva de los estados y otros aspectos de administración fiscal. La 
consecuencia ha sido que las reformas han creado diferentes expectativas y efectos 
económicos entre los miembros del Sistema en cada ocasión en que las reglas son 


modificadas. 


Las reformas en los noventas introducen importantes cambios en cuanto a la cuantía de las 
transferencias, así como la asignación entre los estados. En particular las reformas en 90, 
95 y 97 elevaron las transferencias totales a las entidades a un 40% aproximadamente del 
presupuesto federal. En cuanto a las participaciones el Fondo General incorpora criterios 
de capacidad fiscal al considerar la población y recaudación de ciertos impuestos en los 
estados, lo cual favoreció a las jurisdicciones con mayor adelanto económico. Las 
reformas de 95 y 97 sobresalen por aumentar los tipos de participaciones, inclusive en el 
sentido de considerar como transferencia completa ciertos impuestos como el relativo a 
los automóviles nuevos y mayores concesiones dentro de los convenios de colaboración 


administrativa. 
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Respecto de la reforma de 1990, Aguilar Villanueva (1994, 129) menciona que las 
debilidades del SNCF fueron el aumento de la dependencia fiscal de los estados y 
municipios, los pasos administrativos para entregar los fondos y los constantes 
presupuestos en déficit presentados por los gobiernos mencionados. Esta problemática que 
hereda la nueva administración de Fox en el 2000, coincide con los conflictos señalados 
en el estudio de Raúl Martínez (1997), los cuales se han magnificado por las demandas 


fiscales de los gobernadores de oposición al Ejecutivo nacional. 


Por su parte las transferencias condicionales, llamadas aportaciones sociales en la 
actualidad, se utilizaron inicialmente como herramienta presidencial para apuntalar planes 
nacionales de desarrollo, compensar entidades o regiones e, inclusive, como mecanismo 
para alcanzar objetivos políticos. El antecedente formal de las aportaciones lo 
encontramos en el programa “Pronasol” del presidente Salinas de Gortari (1988- 1994) el 
cual tuvo la finalidad de impulsar la política social de este sexenio. Por su parte el 
presidente Zedillo eliminó la mayor parte de los gastos discrecionales y conjunta 
principalmente en el Ramo 33 del presupuesto de egresos federal la mayoría de fondos 
sociales. Esto se logra mediante la reforma a la Ley de Coordinación Fiscal al adicionar el 
Capítulo V que incluye este tipo de recursos quedando en su mayoría bajo la 


responsabilidad de la Secretaría de Desarrollo Social. 


En la actualidad el Ramo 33 comprende diversos fondos, los cuales se destinan a 
diferentes propósitos tales como el apoyo a la educación básica, salud, grupos en extrema 


pobreza, infraestructura urbana, tecnología, adultos, seguridad pública, agua potable y 
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alcantarillado entre otros de los objetivos. Los criterios de reparto de los fondos incluyen 
elementos relacionados a la infraestructura en la materia correspondiente, personal 
adscrito, instalaciones, gastos en el rubro o índices de pobreza dependiendo el fondo en 


estudio. 


Aunque representa un avance muy importante la eliminación de la discrecionalidad 
todavía persisten ciertos problemas. Destaca en primera instancia la repartición de los 
fondos a los estados. Al incluirse elementos de infraestructura en varios fondos se 
favorece a entidades con mayor desarrollo económico por cuestiones obvias. Esto, sin 
duda, aleja la finalidad de estos recursos sociales de asistir a los estados con mayores 
carencias. Además, aunque las variables de asignación en teoría son las correctas, por la 
falta de información o cambio de variables al nivel estatal, se producen resultados 
inconsistentes siendo común que ciertos municipios reciban de más y otros en menor 


cantidad de la debida en atención a la teoría que soporta las fórmulas de reparto. 


Otro problema consiste en la repetición de materias en varios fondos como el caso de 
educación o salubridad. Ocasionando con ello la duplicidad de funciones, disminución de 
la transparencia y de los objetivos planteados. Parece que la creación de más fondos 
obedece al intento de compensar las desviaciones de los otros fondos en vez de buscar la 


corrección de los originales. 


En cuanto a las expectativas por crear un nuevo federalismo fiscal por parte de la 
administración del presidente Fox, las metas trazadas no pudieron alcanzarse con el éxito 


que se esperaba. Sin embargo, esto no significa un fracaso al considerar un contexto 
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histórico de largo plazo ya que la característica principal en esta materia ha consistido en 
modificaciones paulatinas como se aprecia de los resultados parciales de las primeras 
convenciones nacionales fiscales. En concreto los diagnósticos y propuestas elaborados 
dentro de los trabajos de la Primera Reunión Fiscal Hacendaria sirven de fundamento para 
poder desarrollar y aplicar políticas fiscales marginales que en el futuro apunten en la 
dirección de las conclusiones ya señaladas. Estos esfuerzos los tendríamos que ver en un 
contexto de largo plazo para poder apreciar una nueva situación de relaciones fiscales 
entre gobiernos. Por vía de ejemplo se promulgaron las reformas que inician las 
sobretasas en México respecto del IVA y cambios en las fórmulas de asignación de las 
participaciones y aportaciones, lo cual crea mayor claridad en cuanto al propósito de la 


asignación de estos fondos. 
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VI. Efectos de las transferencias 


1. Transferencias libres y condicionales 

Las transferencias libres en México están representadas por las participaciones financieras 
a favor de las entidades contempladas dentro del Sistema Nacional de Coordinación 
Fiscal. Las participaciones libres tienen el propósito de brindar asistencia fiscal a los 
estados, proporcionar autonomía en cuanto al gasto de las mismas, ahorrar costos de 
administración fiscal y evitar la doble tributación. Sin embargo, esta ayuda fiscal puede 
producir dependencia financiera en caso de que las cantidades entregadas sean excesivas 
en comparación de los ingresos estatales y que la fórmula de reparto no incluya elementos 
de capacidad o esfuerzo fiscal. Además, se espera que existan diferencias fiscales y 
efectos económicos significativos entre los estados en razón de las múltiples reformas y 


diferentes montos asignados. 


Además las aportaciones condicionales representan otra fuente importante de recursos 
para los estados. Históricamente este tipo de fondos se han aplicado con mayor intensidad 
que las transferencias libres. Las aportaciones fueron utilizadas inicialmente como 
mecanismos presidenciales para compensar estados, grupos políticos o introducir 
programas nacionales prioritarios. Las reformas legales durante la década de los noventas 
cambiaron la asignación discrecional de estos fondos a la entrega basada en reglas y 


fórmulas objetivas contenidas en la Ley de Coordinación Fiscal. 


Con la finalidad de presentar ambos tipos de transferencias la primera sección del presente 


capítulo se avoca al estudio de los fondos libres o participaciones. Se analizan las 
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tendencias financieras y los efectos sobre los estados mediante técnicas descriptivas. Estos 
resultados serán de utilidad para contrastarlos con los coeficientes de capacidad y esfuerzo 
fiscal presentados en un capítulo posterior. En particular se presenta la comparación de las 
transferencias libres frente al presupuesto federal y los ingresos propios de los estados. 
Dichos análisis preliminares muestran la importancia de las participaciones libres y la 
posible presencia de la dependencia fiscal de los estados. Así mismo, mide las diferencias 
en cuanto a las cantidades recibidas por los estados. El estudio se basa en la comparación 
de las participaciones por persona que cada estado recibió durante los años en que la 


información se encuentra disponible. 


La segunda sección muestra las tendencias de las aportaciones condicionales con la 
finalidad de tener una visión total de las relaciones fiscales intergubernamentales en 
México. La descripción y análisis de estos fondos sirve para comparar la importancia de 
las aportaciones condicionales frente a las transferencias libres y comprender la 
perspectiva general que tienen los estados sobre el Sistema de Coordinación Fiscal, así 


como las políticas públicas alrededor de estos programas. 


Esta sección utiliza las mismas técnicas de análisis descriptivo que las aplicadas en el caso 
de las participaciones libres con la finalidad de poder realizar comparaciones válidas. Se 
presenta la comparación de estos fondos frente al presupuesto federal para poder verificar 
su importancia en el ámbito nacional. La última parte muestra las diferencias entre estados 
en Cuanto a la recepción de las aportaciones condicionales y una consideración respecto 


de los efectos de las fórmulas de reparto de fondos sociales. 
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La parte final del presente capítulo presenta una comparación entre las participaciones 
libres y aportaciones condicionales para conocer en términos absolutos los efectos de las 
transferencias sobre los estados. Se busca verificar si un tipo de transferencia es 


mayoritario o si existen disparidades. 


Sección l 

2. Las transferencias libres con relación a los fondos federales 

Las transferencias libres se clasifican dentro del presupuesto de egresos federal en el 
Ramo 28. A pesar de que estos fondos han sido utilizados para soportar el proceso de la 
descentralización de servicios hacia los estados, también se les ha señalado como 
responsables del aumento de la dependencia fiscal de los estados. El análisis del monto de 
las transferencias en comparación al presupuesto financiero federal brinda la primera 
oportunidad para verificar el grado sobre la descentralización. Otro aspecto corresponde a 
la forma por la cual las transferencias o participaciones son distribuidas entre los estados. 
Además de los objetivos legales o políticos del Sistema de Coordinación Fiscal, la 
distribución efectiva demuestra los incentivos reales creados entre las entidades. Así 
mismo, al conocer los primeros efectos financieros sobre los estados será posible apreciar 


las conductas y diferencias de ingresos y egresos entre los mismos. 


A. Ramo 28 frente a los ingresos federales 

El Ramo 28 presentó dos tendencias históricas diferentes al compararlo contra los 
ingresos totales de la Federación y los ingresos federales obtenidos únicamente vía 
impuestos (ver: gráfico 1). En ambas comparaciones las tendencias son similares pero 


brindan información diferente sobre las fuentes utilizadas para financiarlo. 
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De 1980 a 1990 el Fondo en cuestión se financiaba principalmente de empresas estatales 
como PEMEX. Esto se aprecia al constatar el porcentaje del Ramo 28 frente a los 
impuestos federales durante los ochentas, el cual se reduce constantemente. De un 30% 
que representaba en 1981 disminuyó a un 16% para 1990. Esta reducción porcentual se 
vio compensada por el financiamiento proveniente de las empresas del estado tal y como 
se aprecia en el porcentaje del Ramo frente al total de ingresos federales, el cual 


permaneció estable alrededor del 11% para el mismo período. 


Gráfico 1. Porcentaje del Ramo 28 frente a ingresos federales 
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Fuente: Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, H. Cámara de Diputados; de Cuenta de la Hacienda Pública 
Federal, 1980-1990, SPP; Cuenta de la Hacienda Pública Federal, 1991-2001, SHCP y Presupuesto de Egresos de la 
Federación 2002. 


La reforma en 1989 cambió las reglas de financiamiento del Fondo. Se estableció que el 
Ramo 28 tenía que ser financiado en forma mayoritaria por ciertos impuestos federales. 
Como resultado el porcentaje del Ramo financiado por impuestos federales creció hasta el 


45% en 1999. Este resultado no solamente fue el efecto de la reforma de 1989 sino 
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también de subsecuentes reformas aplicadas en 1993, 1995 y 1997, en las cuales se 
aumentó tanto en calidad como en cantidad la utilización de impuestos federales para 


financiar esta partida presupuestal. 


B. Ramo 28 frente a los gastos federales 

En comparación con los egresos totales de la Federación las transferencias libres 
presentaron dos efectos diferentes. Durante los ochentas el porcentaje de las mismas 
frente a los gastos totales de la Federación permaneció en niveles del 9% en promedio. A 
partir de la reforma a la Ley de Coordinación Fiscal en 1989 esta proporción aumentó en 
forma constante hasta llegar a representar el 30% de los gastos totales de la Nación en 
1999 (ver: gráfico 2). Esto indica el esfuerzo por descentralizar el gasto hacia los estados 


y municipios. 


En comparación con las aportaciones condicionales las transferencias libres mostraron 
una tendencia negativa a lo largo del tiempo como se observa del porcentaje del Ramo 28 
frente al total de transferencias que aportó la Federación. Las transferencias libres llegaron 
a niveles del 80% y 90% del porcentaje de los recursos federales asignados a los estados 
durante los ochentas. Sin embargo, estos números hay que interpretarlos con precaución 
debido a que las aportaciones condicionales en esa década eran asignadas 
discrecionalmente y no eran registradas puntualmente en los presupuestos y registros 
nacionales antes de 1992. Desde el lanzamiento del programa Solidaridad del Presidente 
Salinas de Gortari, las aportaciones condicionales empezaron a ser clasificadas 


presupuestalmente dentro de las partidas federales. Este hecho explica en parte porque los 
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dineros del Ramo 28 reducen su importancia frente a otro tipo de aportaciones federales 
en los noventas. A pesar de este problema estadístico, las transferencias libres 
representaron en promedio el 46% del total de fondos asignados a los estados a partir de 


1998. 


Gráfico 2. Porcentaje del Ramo 28 vs gastos federales 
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Fuente: Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, H. Cámara de Diputados; de Cuenta de la Hacienda Pública 
Federal, 1980-1990, SPP; Cuenta de la Hacienda Pública Federal, 1991-2001, SHCP y Presupuesto de Egresos de la 
Federación 2002. 

Abajo (0): gastos federales; arriba ((): transferencias federales. 


En atención a estos datos se puede concluir que la Nación se encuentra centralizada en 
términos de ingreso y descentralizada en cuanto a los gastos. En consideración de la forma 
en que se asignan los fondos a los estados, los recursos a los estados se encuentran 
divididos casi igualitariamente entre las transferencias libres y las aportaciones 


condicionales. 
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3. El Ramo 28 frente a los ingresos propios de los estados 

La comparación de los ingresos propios de los estados frente a las participaciones de la 
Federación proporciona la oportunidad para conocer tendencias y efectos fiscales que se 
han producido como resultado de la aplicación de estos fondos a los estados (ver: gráfico 


3). 


Gráfico 3. Participaciones federales y recursos totales propios de los estados 
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uente: INEGI, 2007. 
Pesos por persona del 2005. 


En primer término se aprecia que la tendencia general de las participaciones fue 
ascendente durante el período que comprende de 1989 al 2005. En el año de 1989 se 
entregaba en promedio a los estados $348.71 pesos por persona. Para el 2005 la cifra se 
elevó a la cantidad de $744.49 pesos por persona, representando un aumento del 13% 
anual en promedio. Este aumento refleja en forma clara los efectos de las reformas en 
1989, 1995 y 1997 en las cuales se decide aumentar los porcentajes del financiamiento 
sobre los impuestos federales. Además, se aprecia indirectamente el aumento de la 
recolección de impuestos federales, el cual incide en el monto del fondo de reparto. A 


pesar de esta tendencia positiva se encuentra un período de reducción de transferencias 
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que abarca de 1994 a 1997. Este estancamiento es sin duda la consecuencia de los efectos 


de la crisis económica que incidió directamente sobre la recaudación federal de ingresos. 


Los ingresos propios de los estados siguen la misma suerte de las participaciones. Sin 
embargo, es interesante notar que la crisis de 1995 tuvo efectos importantes sobre las 
fuentes de ingreso estatales. Antes de la crisis se aprecia que los estados en general 
aplicaron un esfuerzo importante por elevar sus ingresos y van a la par de los fondos que 
reciben de la Federación. Después de la crisis los estados tardaron más tiempo en 
recuperarse en comparación con las transferencias libres. Estas últimas se recuperan en el 
año de 1997 mientras que los ingresos estatales llegaron a los niveles de 1993 hasta el año 
2002. Por lo que desde esta perspectiva podríamos señalar que la dependencia fiscal de los 
estados es consecuencia de la crisis económica y no tanto de las grandes cantidades de 
transferencias. Precisamente a partir del 2003, en un período de mayor estabilidad 
económica, los estados iniciaron un esfuerzo importante de recaudación y aumentan sus 


ingresos propios para alcanzar de nueva cuenta las participaciones federales. 


La serie de impuestos propios de los estados demuestra en particular pautas interesantes 
sobre el financiamiento de los estados. En principio se observa que esta fuente de ingresos 
siguió la misma tendencia que las anteriores. Sin embargo, es la fuente que más tardó en 
recuperarse de la crisis económica. Los impuestos recuperan su nivel de ingresos de 1993 
hasta el año del 2004. Este hecho, además de significar el bajo nivel impositivo de los 
estados (al compararlo con los ingresos propios totales) demuestra que las entidades no 
tienen políticas tributarias eficientes o han decidido financiarse por medio de otro tipo de 


ingresos menos odiosos a la población como pudiera ser el caso de los derechos, licencias, 
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aprovechamientos, etc., los cuales están atados a servicios u obras públicas en particular 


que a un impuesto genérico sobre ingresos personales. 


4. Distribución de las transferencias a los estados 

Realizar un análisis exhaustivo de la distribución de las participaciones a las entidades 
federativas puede resultar complicado en razón de la perspectiva y juicios de valor que se 
adopten. El estudio puede comprender desde el índice utilizado para hacer las 
comparaciones entre estados, los indicadores económicos hasta los objetivos mismos del 
Sistema de Coordinación. En el presente caso se presentan los resultados en pesos por 
persona del año 2005 con la finalidad de poder realizar comparaciones válidas a través del 
tiempo y contar con una medida que proporcione cierta estandarización en el análisis. Aún 
así podría mencionarse que dicho índice no toma en cuenta los diferentes precios de los 
servicios en los estados y otras condiciones socioeconómicas. Aunque estos 
razonamientos son ciertos el problema principal consiste en la falta de registro de estas 
variables a lo largo del tiempo y, por lo tanto, sólo podemos llegar a una aproximación de 


la realidad con los datos disponibles. 


Por otro lado, resulta discutible el análisis en razón de los períodos históricos que se 
presenten, así como el estudio del aumento o disminución de participaciones en términos 
porcentuales. Con la finalidad de poder presentar una panorámica general de la evolución 
de las participaciones se estudiaron todos los años en que la información se encuentra 
disponible en INEGI, esto es, de 1989 al 2005. Con esta información se presenta una 
síntesis mostrando en la tabla correspondiente cuatro años representativos con la finalidad 


de mostrar la tendencia histórica de las transferencias. También se presentan los cambios 
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porcentuales de los períodos de 1989 a 1994 y de 1989 al 2005 con la finalidad de 


verificar pautas generales y los efectos de las reformas en 1990, 1995 y 1997. 


Con estos datos se busca estudiar el lugar general que ocupa cada estado en todo este 
período mediante las participaciones promedio que recibió. Además de constatar los 
efectos generales de las reformas también se aprecia si existe el apoyo a cierto tipo de 
estados o la intención de igualar todas las entidades. Por último, se presentan índices de 
correlación con el producto interno bruto, población y analfabetismo para corroborar los 


efectos de la fórmula de reparto. 


En la tabla 1 se presentan las participaciones por persona que recibieron los estados en el 
período de 1989 al 2005. En primer lugar se puede observar que en términos generales los 
estados con mayor productividad son aquellos que recibieron más transferencias libres, 
aunque existen ciertas excepciones. Por ejemplo, es notorio que Tabasco y Campeche 
fueran los estados favorecidos a pesar de que no sean considerados dentro de los estados 
con mayor bienestar económico. Este factor no es resultado directo de la fórmula de 
asignación de participaciones sino de los convenios fiscales particulares que dichos 
estados han firmado con la Federación. Al contar con una producción de petróleo 
importante, históricamente estos estados han logrado que se incluyera esta variable dentro 
de sus transferencias y de ahí que resulten altamente favorecidos. Este hecho sin duda 
tiene que ser un tema de discusión importante dentro del federalismo fiscal ya que el 
petróleo por disposición constitucional es un bien de la Nación y, en teoría, sus beneficios 


deben ser para todos. Aunque, por el otro lado, también es justo reconocer una 
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compensación para estas entidades por el costo ambiental asociado a la extracción del 


energético. 


Dentro de los estados menos favorecidos por las participaciones sorprende encontrar a 
entidades como Veracruz y el Estado de México siendo que en ambos casos su 
producción interna y población son importantes en el ámbito nacional. Teóricamente 
tendrían que ser estados favorecidos de acuerdo a la fórmula legal que incluye factores de 


potencial económico y población. 


La razón de estos bajos lugares la podríamos encontrar en las variables particulares 
utilizadas en la fórmula de reparto. Esta última no incluye el PIB estatal sino la 
recaudación de un conjunto de impuestos federales especiales para denotar la actividad 
económica. En el caso de ambos estados este resultado negativo puede provenir de la 
existencia de un gran número de comunidades marginadas que por su naturaleza no 
contribuyen fiscalmente. Además en el caso del Estado de México existe la agravante de 
que muchas empresas declaran en el Distrito Federal y no en el Estado de México, 


resultando en la disminución de la capacidad fiscal del mismo. 


Las reformas legales a la Ley de Coordinación Fiscal presentaron diferentes efectos a lo 
largo del tiempo. Con relación a la primera reforma en estudio, esto es, la de 1990, puede 
apreciarse una tendencia general hacia la compensación financiera a favor de los estados 
que menos participaciones recibían en la década de los ochentas. La mayoría de estados 
que se encuentran en los últimos lugares fueron los estados que en términos porcentuales 


obtuvieron mayores participaciones al inicio de los noventas. Además se puede constatar 
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mediante el coeficiente de variación que existió una reducción real y, en consecuencia, la 


disparidad entre estados disminuyó de 1989 a 1994. Datos que coinciden con el estudio de 


Victoria Rodriguez (1997) ya citado en el cual se muestra la tendencia a compensar a los 


estados que recibían menos ingresos federales. 


Tabla 1. Participaciones libres a los estados 


Edos/años 89 94 89-94 2000 2005 %89-05 Prom Lugar 
Oaxaca 151 126 -0,17 379 137 -0,09 239 31 
Guerrero 163 248 0,52 349 400 1,46 257 30 
Puebla 194 298 0,53 408 427 1,2 311 29 
Veracruz 215 378 0,76 394 517 1,4 335 28 
Guanajuato 200 341 0,7 409 485 1,42 34.2 27 
Michoacán 229 311 0,36 438 544 1,38 359 26 
México 209 334 0,6 446 522 1,5 370 25 
Hidalgo 167 348 1,09 521 627 2,76 394 24 
Chiapas 270 471 0,75 580 501 0,86 394 23 
San Luís Potosí 248 361 0,46 472 577 1,33 403 22 
Sinaloa 262 398 0,52 465 560 1,14 406 21 
Yucatán 234 478 1,05 510 677 1,9 448 20 
Durango 269 422 0,57 557 644 1,39 458 19 
Chihuahua 291 442 0,52 541 649 1,23 464 18 
Coahuila 462 598 0,29 510 614 0,33 491 17 
Morelos 220 316 0,44 562 863 2,93 495 16 
Jalisco 312 438 0,4 550 720 1,31 500 15 
Zacatecas 304 524 0,73 679 831 1,74 529 14 
Tlaxcala 153 759 3,96 799 677 3,42 534 13 
Baja California 488 586 0,2 602 692 0,42 543 12 
Nayarit 281 616 1,19 707 902 2,2 581 11 
Querétaro 355 519 0,46 683 866 1,44 581 10 
Quintana Roo 376 588 0,56 671 818 1,18 591 9 
Nuevo León 528 636 0,21 619 746 0,41 594 8 
Sonora 478 512 0,07 658 791 0,66 621 7 
Aguascalientes 400 506 0,27 985 944 1,36 651 6 
Tamaulipas 368 744 1,02 476 977 1,66 653 5 
Colima 517 798 0,54 1005 1161 1,25 782 4 
Baja California Sur| 910 915 0,01 955 1010 0,11 843 3 
Campeche 572 949 0,66 1140 1526 1,67 995 2 
Tabasco 986 847 -0,14 1226 1674 0,7 1078 1 
p 349 510 0,46 623 744 1,13 524 

Coef. Variación 0,56 0,39 0,36 0,41 0,40 


Fuente: INEGI, Simbad, Finanzas Públicas 1989-2005 (Excepto Distrito Federal. Cifras Preliminares 2005). 


En pesos por persona del 2005. 
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Durante los ochentas la norma general consistía en que el reparto a cada entidad se basaba 
en el nivel de recaudación de impuestos en su propio territorio. De esta forma existió un 
claro predominio de los estados ricos. La reforma de 1990 introduce la fórmula de reparto 
y añade como variable nueva para la asignación de fondos la población. De esta manera 
estados que no son ricos pero tienen poblaciones importantes se vieron beneficiados por la 


nueva fórmula de reparto. 


Las reformas de 1995 y 1997 continuaron con la tendencia a reducir las diferencias entre 
estados pero a un ritmo mucho menor que la reforma de 1990. El coeficiente de variación 
disminuye de 39% a 36% de 1994 a 2005. Esto es consecuencia de que los estados que 
obtuvieron menos aumentos en el primer período pudieron compensarse con las reformas 
posteriores al darse más peso otra vez a la recaudación fiscal y acuerdos administrativos 


en particular. 


A pesar de estas diferencias, la norma genérica ha consistido en el aumento de las 
transferencias a todos los estados. La única excepción fue el estado de Oaxaca que 
presentó una disminución de sus participaciones por persona. El resultado tiene que leerse 
con precaución ya que esto puede ser el efecto de utilizar el 2005 como base de 
comparación y ser una excepción propia a lo largo del tiempo. Esto se puede ver en las 
participaciones por promedio en dicho estado, las cuales son superiores a las que recibía 
en 1994. De todas formas Oaxaca se encuentra en el último lugar como consecuencia de 
su menor capacidad fiscal y de que la asignación de participaciones representa un juego 


en el cual lo que ganan unos estados a futuro será en detrimento de los demás. Oaxaca, 
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por sus condiciones sociales, siempre sufrirá las disminuciones correspondientes a menos 


que realizara un esfuerzo extraordinario y desplazara a otros estados al fondo. 


La correlación con distintas variables socioeconómicas brinda la oportunidad de verificar 
tendencias y efectos de la fórmula de reparto (ver: tabla 2). Al realizar las correlaciones de 
las participaciones en pesos del 2005 con el PIB y la población de los estados se 
obtuvieron los coeficientes en promedio de .90 y .89 respectivamente para el período de 
1989 al 2005. La correlación positiva confirma el hecho de que las participaciones fueron 
asignadas de acuerdo a la fórmula de reparto la cual incluye criterios de capacidad 
económica y población. Los estados con mayor capacidad económica y/o población 


fueron los que ganaron mayores transferencias libres. 


Tabla 2. Correlación de las participaciones 


Absolutos Coeficientes 
PIB 0.90 
Población 0.89 
Analfabetismo 0.02 


Por persona 


PIB 0.47 
Población -0.44 
Analfabetismo -0.37 


Fuente: INEGI, Simbad, www. inegi.gob.mx 


Sin embargo, al realizar el mismo análisis considerando participaciones por persona los 
coeficientes cambian a .47 y a -.44 respectivamente. Esto puede ser una consecuencia de 
que no existe una correlación perfecta entre los estados ricos y los estados con mayor 
población. Indicando con este hecho que en términos por persona los estados más 
favorecidos fueron aquellos que tienen menor densidad de población y cuentan con una 


productividad importante. Esto se confirma en la tabla 1 al observar que dentro de los 10 
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estados favorecidos se encuentran Colima, Baja California Sur, Aguascalientes, 
Campeche, Querétaro y Quintana Roo, siendo todas ellas entidades con reducida densidad 


de población. 


Por otro lado se realiza la correlación con la variable de analfabetismo para el período de 
1990 al 2002 como una aproximación para comparar la asignación de transferencias con 
los niveles de pobreza en los estados. El coeficiente que representa el analfabetismo 
disminuye conforme aumenta el número de personas que saben leer y escribir. De esta 
forma índices mayores representan estados que tienen mayor analfabetismo. En términos 
absolutos la correlación fue de .02 y en términos por persona fue de -.37. Esto indica la 
tendencia de que estados que reciben más participaciones son los que tienen índices de 
alfabetización (pobreza) menores, esto es, una relación inversa entre variables. A pesar de 
la correlación insignificante, el resultado es un indicativo de que el Sistema de 
transferencias libres favoreció a estados con mayor potencial económico que a entidades 


que presentan mayor marginación. 


Sección II 

5. Importancia de las aportaciones sociales 

El porcentaje de los fondos federales destinados para este tipo de recursos frente al gasto 
de la Federación y la forma en que han sido distribuidos a los estados denota la política 
pública por descentralizar los recursos federales en materia de relaciones fiscales 
intergubernamentales. Así mismo, la comparación de las aportaciones condicionales 
frente a las participaciones libres indicará que tipo de incentivos son mayoritarios sobre 


los estados. En caso de que las aportaciones aventajen a las otras transferencias se podrá 
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concluir que las relaciones fiscales en México son administradas desde una visión 
centralista y de equidad. Si las participaciones libres fueran las importantes entonces sería 
posible mencionar que los estados tienen mayor autonomía en cuanto al gasto y se 


favorece la productividad. 


A. Las aportaciones frente al gasto federal 

Las aportaciones sociales representaron en promedio el 17% del gasto total de la 
Federación durante el período de 2000 al 2008. Si añadimos las participaciones, entonces 
el porcentaje de las transferencias en promedio aumenta al 31% del gasto. Lo que indica 
que el Gobierno nacional aplica una parte importante de sus recursos para apoyar a los 
estados en materia de gasto social, operando una descentralización mediante esta vía y no 


del lado de los ingresos de las entidades (ver: tabla 3). 


Tabla 3. Porcentaje de gastos descentralizados frente al total de egresos 
2000 2001 2002 2003 | 2004 | 2005 | 2006 | 2007 | 2008 
Ramo 33 | 14% 15% 15% 15% 15% 15% 15% 15% 14% 


Ramo 25 2% 2% 1% 2% 2% 2% 2% 2% 2% 
Ramo 39 1% 1% 1% 1% 
Aport 16% 16% 16% 18% 18% 18% 17% 16% 16% 


Particip 14% 14% 15% 15% 15% 15% 15% 14% 16% 
Fuente: Presupuestos de egresos de la Federación. 


El Ramo 33 destaca por representar la mayor cuantía de aportaciones ya que en promedio 
cuenta con el 15% del gasto total federal. Su tendencia ha consistido en incrementar su 
importancia ya que en diversas ocasiones se ha visto aumentado por la unión con otros 


ramos presupuestales. En el presente caso el Ramo 39 se incorpora al 33 en el año 2007. 
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Si agregamos el Ramo 25 entonces se aprecia en forma clara que el conjunto de 
aportaciones son ligeramente más importantes que las participaciones. Lo cual indica la 
preferencia por la Federación o arreglo político institucional con las entidades, por 
favorecer las aportaciones indicando una mayor importancia por las directrices nacionales, 
a través de los fines y objetivos impuestos dentro de las reglas de los fondos particulares 
de las aportaciones, que una mayor autonomía a las entidades por medio de las 
participaciones libres. Claro que este posible acuerdo se ve atenuando por la forma en que 
se realizan las asignaciones en particular a cada uno de los estados, lo cual se analizará en 


punto más adelante. 


B. Composición del gasto social 

El Presupuesto de Egresos federal del 2008 muestra que los ramos 33 y 25 representaron 
en conjunto el 50.7% del total de las transferencias nacionales (ver tabla 4). Dentro del 
conjunto de aportaciones destaca el Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y 
Normal el cual cuenta con el 49.5% del total. La importancia de apuntalar la educación 
desde el nivel federal es obvia con esta cifra. Si además le agregamos el ramo 25, 
dedicado a Educación en el DF y el Fondo dedicado a la Educación de los Adultos, el 
porcentaje aumenta casi al 60% del gasto total condicionado a los estados. Si bien en el 
pasado la Secretaría de Educación nacional mantenía el control total de este sector, ahora 
continúa manteniendo un papel rector a través de los gastos condicionados. El Sector 
Salud presenta una situación similar ya que el Fondo de Aportaciones para la Salud cuenta 


con un 10.6% de total de este tipo de recursos. 
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Tabla 4. Porcentaje de Transferencias, 2008 


Cantidad % vS % VS % VS 
Ramos/fondos Aport. Transf. Presup. 
Participaciones (28) 400.160.554.785 49,29 15,57 
Aportaciones: 
S Ed Bas, NTA DF (25)  42.183.434.661 10,24 5,20 1,64 
Ramo 33: 
FAEBN 204.026.993.500 49,55 25,13 7,94 
FASS 43.995.351.100 10,68 5,42 1,71 
FAIS: 
Estatal 4.641.607.611 1,13 0,57 0,18 
Municipal 33.655.484.889 8,17 4,15 1,31 
FAFMDTDF 39.251.456.045 9,53 4,83 1,53 
FAM: 
Asistencia Social 5.687.419.670 1,38 0,70 0,22 
Infra. Educativa 6.782.113.648 1,65 0,84 0,26 
FAETA: 
E. Tecnológica 2.443.987.965 0,59 0,30 0,10 
E. Adultos 1.638.291.255 0,40 0,20 0,06 
FASPEDF 6.000.000.000 1,46 0,74 0,23 
FAFEF 21.446.371.800 5,21 2,64 0,83 
Tot Ramo 33 369.569.077.483 45,52 14,38 
Ramos 33 y 25 411.752.512.144 50,71 16,02 
Tot Transferencias 811.913.066.929 31,60 
Tot Presupuesto 2.569.450.200.000 


En pesos. Fuente: Presupuesto de Egresos federal, 2008. 


En relación al desarrollo social o combate a la pobreza y zonas marginadas se destina un 
12.2% del total, representado por el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 
(FAIS) con 9.2% y el Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM) con 3%. Es importante 
recordar que el origen de estos fondos fue el programa Pronasol impulsado por el 
Presidente Salinas, el cual después se transformó en la Secretaría de Desarrollo Social. En 
su inicio la mayoría de fondos o programas se destinaban para fines de pobreza o rezago 
social. Con el desarrollo de nuevos programas y fondos, ahora el combate a la pobreza 


sólo representa el 7% del total presupuestario. La consecuencia será que los estados con 
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mayor actividad económica serán los beneficiados por las aportaciones al considerar el 
total de fondos transferidos de la Federación, lo cual vendrá a romper el equilibrio que 
existía antes, creando nuevos retos, problemas y consecuencias para el sistema federal 


mexicano al dejar a los estados con menos recursos con la menor proporción de ayuda. 


6. Asignación de las aportaciones 

Como ya se mencionó, las aportaciones son los fondos sociales que otorga la Federación a 
los estados para apoyarlos en aquellas áreas desprotegidas o con mayores carencias. 
Aunque existe el registro de las aportaciones desde 1990, solamente se consideran éstas a 
partir de 1998 por la importancia que adquirieron y su incorporación al marco legislativo 


al contemplar fórmulas y procedimientos formales para su reparto y administración. 


La asignación de las aportaciones se realiza en forma contraria a las participaciones libres 
en términos generales (ver: tabla 5). Esto es, se favorece a los estados que presentan 
mayor marginación. Los estados de Zacatecas, Guerrero, San Luís Potosí y Michoacán 
fueron los estados beneficiados y coinciden dentro de las entidades con menor desarrollo. 
Sin embargo, sorprende que estados como Chiapas (lugar 12) y Oaxaca (19) no se 
encuentren dentro de las entidades que recibieron más aportaciones en atención a la 
marginación propia de las mismas. Por el otro lado, encontramos que Aguascalientes, 
Sonora, Baja California, Baja California Sur y Nuevo León se encuentran dentro de las 
entidades que menos aportaciones obtuvieron y cuentan con un alto índice de desarrollo 


nacional. 
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Tabla 5. Aportaciones sociales 


Edos/años 98 2005  |%98-05 Prom Lugar 
Aguascalientes 50,84 339,42 5,68 221,29 31 
Colima 89,51 416,93 3,66 246,04 30 
Coahuila 34,26 346,52 9,11 257,83 29 
Sonora 20,51 369,98 17,04 270,35 28 
Baja California 182,20 359,26 0,97 279,93 27 
Baja California Sur | 243,37 375,18 0,54 281,17 26 
Nuevo León 103,12 333,20 2,23 294,71 25 
Yucatán 0,00 556,01 2,63 302,80 24 
Morelos 21,82 482,74 21,13 310,44 23 
Tlaxcala 39,14 464,41 10,87 314,34 22 
Jalisco 164,17 368,69 1,25 318,30 21 
Puebla 1,92 588,75 | 305,60 321,85 20 
Oaxaca 1,95 123,78 62,57 322,04 19 
México 144,84 463,51 2,20 343,84 18 
Sinaloa 182,76 427,00 1,34 349,73 17 
Quintana Roo 292,88 469,59 0,60 358,43 16 
Tamaulipas 82,08 501,20 5,11 371,84 15 
Nayarit 60,26 548,99 8,11 384,10 14 
Veracruz 8,10 639,93 78,01 396,74 13 
Chiapas 2,10 730,36 |347,05| 415,36 12 
Durango 41,11 544,71 12,25 418,28 11 
Hidalgo 117,33 450,69 2,84 418,48 10 
Querétaro 217,93 539,32 1,47 422,31 9 
Guanajuato 122,14 581,51 3,76 423,47 8 
Chihuahua 186,30 475,61 1,55 434,75 7 
Campeche 5,72 737,58 | 127,88 456,02 6 
Tabasco 376,63 589,43 0,57 486,95 5 
Michoacán 17,02 704,96 40,41 501,47 4 
San Luís Potosí 50,16 651,04 11,98 510,63 3 
Guerrero 121,01 885,58 6,32 601,99 2 
Zacatecas 273,89 873,39 2,19 623,57 1 
p 105,00 514,17 3,90 376,10 

Coef. Variación 0,94 0,32 0,38 


Fuente: INEGI, Simbad, Finanzas Públicas 1989-2005 (Excepto Distrito Federal. 


Cifras Preliminares 2005)/Ingresos, www.inegi.gob.mx y www.banxico.org.mx 
En pesos por persona del 2005. 


Es importante aclarar que la tabla anterior muestra el reparto de las aportaciones totales y 
no se considera el efecto de los fondos que las integran en particular. Si consideramos tal 
factor, así como la presencia de variables como la infraestructura en ciertos servicios 


dentro de las fórmulas de reparto de fondos, encontraremos las causas del porque no 
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existe una correlación mayor entre aportaciones y desarrollo de los estados. Por ejemplo, 
los estados de Chihuahua y Querétaro se encuentran en posiciones altas en estos recursos 
a pesar de que son entidades que figuran en lugares importantes en cuanto a su producto 


estatal bruto por persona. 


Con la finalidad de verificar las tendencias anteriores, así como los efectos de las fórmulas 
y Criterios de reparto de aportaciones a los estados se realiza el análisis de correlación 
entre las aportaciones y las variables de producto interno bruto, población y 
analfabetismo. En el caso de la correlación de las aportaciones en términos absolutos 
frente a las variables mencionadas se obtienen coeficientes de .56, .58 y -.10 
respectivamente (ver: tabla 6). Estos datos por sí solos representan un indicativo de que 
las aportaciones condicionales no son entregadas conforme al principio de equidad o 


ayuda a los estados menos desarrollados. 


Sin embargo, al realizar el análisis con aportaciones por persona los resultados cambian a 
-.24, .03 y .05 respectivamente. Aunque dichas correlaciones son insignificantes podemos 
apreciar una ligera tendencia a favor de los estados atrasados. La correlación de -.24 entre 
las aportaciones y la producción de cada estado es un indicativo de que existe una relación 
inversa entre aportaciones y productividad. Esto es, los estados que recibieron más 
aportaciones fueron aquellos que menor producción tuvieron. Resultado que se refleja en 
la correlación positiva entre aportaciones y analfabetismo. Los estados que obtuvieron 
mayores aportaciones fueron los que tienen mayores índices de analfabetismo. El cambio 


tan abrupto de los coeficientes en términos absolutos en comparación a las cifras por 
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persona se debe a la situación ya comentada de que no necesariamente los estados con 


mayor población son estados con mayor potencial económico. 


Tabla 6. Correlación con las aportaciones 


Absolutos Coeficientes 
PIB 0.56 
Población 0.58 
Analfabetismo -0.10 


Por persona 


PIB -0.24 
Población 0.03 
Analfabetismo 0.05 


Fuente: INEGI, Simbad, www.inegi.gob.mx 


La correlación tan baja es otro indicativo de que existen otras variables que tienen 
influencia sobre la asignación de las aportaciones. Tal sería el caso de los acuerdos 
administrativos, variables que denotan infraestructura física o factores políticos como el 
caso de los ciclos electorales o la afiliación partidista de los gobernantes (Díaz Cayeros, 


1998). 


Así mismo, las tendencias de los resultados anteriores las podemos apreciar en los 
cambios porcentuales entre las aportaciones de 1998 al 2005. Por ejemplo, destaca que los 
estados que mayores aumentos recibieron no se encuentran en un lugar definido de la 
tabla sino dispersos. Aunque están dispersas dichas entidades (Chiapas, Puebla, 
Campeche, Veracruz, Oaxaca) su denominador común consiste en su ubicación dentro de 
los estados con mayor marginación nacional. Aquí podríamos concluir que las fórmulas 
de asignación funcionaron en efecto al tomarse en cuenta los índices de marginación. 
Pero, persiste la duda de la efectividad de las fórmulas en razón de lo desmedido de los 


aumentos de estos estados, no al compararlos frente a los estados menos favorecidos en 
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aportaciones, sino en comparación con los estados que les siguen en forma inmediata en la 
tabla. Lo cual hace presumir un manejo discrecional en los convenios particulares o los 
efectos de incluir variables de capacidad económica dentro de las fórmulas de reparto de 
las aportaciones con la finalidad de tratar de compensar desigualdades. Esto inclusive se 
relaciona con el coeficiente de variación el cual pasa de 94% a 32% de 1998 a 2005. En 
pocas palabras, la forma de asignación de las aportaciones se está homogenizando, siendo 
que en la realidad los índices socioeconómicos nacionales no mostraron esta tendencia en 
el período en estudio, lo cual hace dudar de la efectividad de la aplicación de las fórmulas 


respectivas. 


Otro aspecto que podría explicar la falta de una tendencia definida en la entrega de 
aportaciones se debe a cuestiones administrativas y fiscales. Es importante recordar que 
las aportaciones condicionales son entregadas cuando los estados y/o municipios 
presentan proyectos sociales para su aprobación. De esta forma, los estados y municipios 
con mayor capacidad administrativa serán los favorecidos por este hecho. Podríamos 
presumir que los estados desarrollados son aquellos que tengan mayor capacidad 
administrativa. Por otro lado, algunos fondos sociales son entregados bajo el requisito de 
paridad o aportación fiscal. Esto es, los estados y/o municipios tienen que aportar recursos 
financieros propios para poder recibir los programas. De esta forma, los estados con 
mayor capacidad y esfuerzo fiscal serán los beneficiados nuevamente. Estos requisitos 
que tienen una razón de ser en cuanto a la verificación de la utilización de los fondos en 
los objetivos y condiciones impuestas por los programas, están ocasionando en la práctica 


que se desvíe el propósito de ayudar a las entidades con mayor marginación. 
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En conclusión no existe una tendencia clara en cuanto al reparto de las aportaciones 
sociales. La discrecionalidad en los convenios particulares, la enorme variedad de fondos 
de aportación social con reglas diferentes de asignación, así como la capacidad 
administrativa y fiscal de los estados para obtenerlos figuran entre las causas que impiden 
una tendencia clara en el reparto a favor de las entidades con mayor marginación. El 
problema principal consiste que al no existir una política clara o institucional en el reparto 
de asignaciones, esto complica de manera adicional las relaciones fiscales tanto en sentido 
vertical como horizontal impidiendo que exista un objetivo claro (compensación, 


desarrollo, etc.) en el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 


7. Las transferencias totales a los estados 

Independientemente de los efectos particulares de cada una de las transferencias 
financieras, resulta imprescindible conocer el efecto general de todos los fondos federales 
asignados a los estados para conocer las tendencias generales, los estados favorecidos, así 


como la disparidad o compensación del sistema hacia las entidades. 


La tabla 7 muestra las transferencias totales que recibieron los estados en el período de 
1998 al 2005. Se considera dicho lapso de tiempo en razón de que las aportaciones 
sociales elevaron su importancia a partir de 1998 como ya se apuntó. Los resultados 
muestran que los estados beneficiados por las transferencias financieras fueron aquellos 
que han resultado favorecidos por el sistema de participaciones libres (en virtud de que 
históricamente se han transferido más fondos por esta vía); las entidades que han logran 
buenas posiciones en el sistema de aportaciones y no necesariamente son considerados 


como estados pobres; y aquellas jurisdicciones que tienen una menor densidad de 
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población. Como excepción a las anteriores clasificaciones se encuentra el estado de 
Zacatecas el cual obtiene una posición de importancia gracias a las altas aportaciones 
sociales que recibió en el período de estudio, siendo un indicativo tanto del atraso del 
estado y, particularmente, de su capacidad administrativa para poder atraer fondos 


sociales. 


Sin embargo, los estados premiados durante el período de 1998 al 2005 fueron los de 
mayor marginación y que coinciden con los favorecidos por los aumentos de las 
aportaciones sociales. Esto es indicativo de una especie de compensación dentro del 
sistema de transferencias. El dato se corrobora con el coeficiente de variación, el cual 
disminuye del 34.3% al 28% para el período en cuestión. Demostrándose con estas cifras 


que el sistema de coordinación fiscal tiende hacia la armonización (ver: gráfico 4). 


A pesar de la tendencia genérica continúan las excepciones en ambas posiciones de la 
tabla. Oaxaca, pese a su marginación y variables similares a Chiapas casi no tuvo 


aumentos durante este período (2% solamente) al compararlo con el resto de entidades. 


En la parte inferior Campeche y Tabasco gozan de los primeros lugares gracias a los 
acuerdos en particular que tienen en los convenios de coordinación fiscal en atención a la 
extracción del petróleo y por la ventaja en las fórmulas de asignación de las aportaciones 


sociales por el atraso que presentan. 
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Tabla 7. Transferencias totales 


Edos/años 98 2005 %98-05 Prom 
Oaxaca 255,516 261,03 0,02 623,81 
Puebla 340,787 1015,80 1,98 702,20 
Coahuila 541,122 960,24 0,77 803,39 
Veracruz 340,533 1156,55 2,40 815,97 
México 517,052 985,71 0,91 816,94 
Sinaloa 560,360 987,05 0,76 832,25 
Guanajuato 474,387 1066,84 1,25 849,76 
Chiapas 428,036 1231,22 1,88 853,56 
Yucatán 517,481 1233,15 1,38 862,47 
Baja California 699,886 1050,80 0,50 870,70 
Guerrero 384,254 1285,43 2,35 896,42 
Jalisco 642,456 1088,78 0,69 925,17 
Hidalgo 506,440 1077,45 1,13 942,95 
Nuevo León 683,286 1079,54 0,58 946,07 
Michoacán 585,231 1249,29 1,13 983,43 
Chihuahua 595,774 1124,39 0,89 989,57 
Durango 600,380 1188,53 0,98 997,00 
Sonora 740,257 1160,65 0,57 1013,00 
San Luís Potosí 475,071 1228,16 1,59 1018,85 
Tlaxcala 837,857 1141,56 0,36 1021,81 
Morelos 612,917 1346,19 1,20 1028,81 
Quintana Roo 865,904 1287,80 0,49 1072,58 
Aguascalientes 818,375 1283,73 0,57 1076,19 
Nayarit 596,258 1450,89 1,43 1108,12 
Tamaulipas 664,929 1478,67 1,22 1140,63 
Querétaro 724,916 1405,44 0,94 1154,28 
Baja California Sur | 980,806 1385,05 0,41 1175,70 
Colima 831,672 1577,70 0,90 1203,32 
Zacatecas 749,395 1703,99 1,27 1315,42 
Campeche 950,317 2263,52 1,38 1687,36 
Tabasco 1369,112 2263,26 0,65 1797,88 
u 641,638 1258,66 0,96 1016,95 
Coef. Variación 0,343 0,28 0,27 


Fuente: INEGI, Simbad, Finanzas Públicas 1989-2005 (Excepto Distrito Federal. 
Cifras Preliminares 2005/Ingresos, www.inegi.gob.mx y www.banxico.org.mx 
En pesos por persona del 2005. 


En cuanto al tipo de estados beneficiados en consideración de variables socioeconómicas, 
el estudio de correlación confirma las tendencias ya apuntadas. Al considerar el período 
de 1989 al 2005 la correlación promedio entre las transferencias totales con el PIB estatal, 


población y analfabetismo resulta ser de .36, -.41 y -.40 respectivamente. Estos datos 
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favorecen a los estados que tienen mayor productividad y menor densidad de población. 
En síntesis los estados que mayor cantidad de transferencias totales recibieron en el 
período en estudio fueron aquellos con mayor productividad y menores índices de 


analfabetismo. 


Tabla 8. Correlación promedio con transferencias totales 


Variable / período 89-05 98-05 
PIB 0.36 0.21 

Población -0.41 -0.40 
Analfabetismo -0.40 -0.33 


Fuente: INEGI, Simbad, www. inegi.gob.mx 


Sin embargo, al considerar el período de 1998 al 2005, en el cual las aportaciones sociales 
aumentaron su importancia, los mismos coeficientes de correlación entre las variables ya 
citadas cambiaron a .21, -.40 y -.33 respectivamente. Lo cual indica el efecto de las 
aportaciones al revertir las tendencias que se presentaron al considerar el período mayor 
en el cual las participaciones libres fueron mayoritarias. A pesar del efecto de revertir la 
tendencia a favor de los estados con mayor productividad, los coeficientes para el período 
de 1998 al 2005 continúan favoreciendo a entidades con mayor productividad y menor 


densidad de población. 


Regresando al tema de las asignaciones y comparando las tendencias de cada uno de los 
sistemas de transferencias, el Gráfico 4 muestra en la parte inferior las participaciones 
libres en promedio que recibieron los estados para el período de 1998 al 2005 y la parte 
superior las aportaciones sociales. El gráfico muestra claramente como las aportaciones 
sociales vienen a compensar las diferencias que existieron en las participaciones. Por 


ejemplo, la diferencia entre los estados con menor y mayor cantidad de participaciones 
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fue mayor a $1,000 pesos por persona. En cambio, al considerar todos los fondos, la 
diferencia se redujo a $900 pesos, tal y como se reflejó en el coeficiente de variación. El 
gráfico también es útil para verificar como los dos estados con mayores recursos federales 
tuvieron un amplio margen frente a los otros e inclusive sus aportaciones sociales fueron 


muy importantes. 


Gráfico 4. Participaciones y aportaciones 


2000 
1500 
1000 
500 
0 

— DS Mm (e) (99) (e) O) N LO 00 — 

— — — — N N ON (49) 

Estados 


Fu 
ente: INEGI, Simbad, Finanzas Públicas 1989-2005 (Excepto Distrito Federal. Cifras Preliminares 2005)Ingresos, 


www.inegi.gob.mx y www.banxico.org.mxX. 

En pesos por persona del 2005. Participaciones en la parte inferior. Promedio del período de 98 al 2005. 

Orden de estados: 1. Guerrero, 2. Oaxaca, 3. Puebla, 4. Veracruz, 5. Guanajuato, 6. Chiapas, 7. México, 8. Michoacán, 9. 
Sinaloa, 10. San Luís Potosí, 11. Hidalgo, 12. Coahuila, 13. Chihuahua, 14. Yucatán, 15. Durango, 16. Baja California, 17. 
Jalisco, 18. Nuevo León, 19. Zacatecas, 20. Tlaxcala, 21. Quintana Roo, 22. Morelos, 23. Nayarit, 24. Querétaro, 25. 
Sonora, 26. Tamaulipas, 27. Aguascalientes, 28. Baja California Sur, 29. Colima, 30. Campeche y 31. Tabasco. 


8. Consideraciones finales 

Las transferencias financieras de la Federación a los estados se realizan a través de las 
participaciones libres y las aportaciones condicionales. Las participaciones libres se 
ejercen mayoritariamente a través del Ramo 28 del presupuesto de egresos de la 


Federación, siendo en particular el Fondo General el que representa la mayor cuantía. 
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Además del monto total de las participaciones frente a los ingresos de la Federación o en 
comparación a los ingresos de los estados, el tema que genera mayor cuestionamientos ha 


sido la forma de asignación de las participaciones a los estados. 


Las aportaciones, a diferencias de las participaciones libres, se proporcionan bajo 
requisitos administrativos y/o fiscales. La mayor parte de ellas se ejercen por medio del 
Ramo 33 del presupuesto de la Federación. La importancia nacional de estos fondos 
radica en el hecho de que el Gobierno nacional tiene la capacidad de señalar las 
finalidades de estas transferencias, asignar prioridades de desarrollo o equidad, así como 
monitorear y evaluar su utilización para constatar su uso de acuerdo a los fines 


establecidos. 


En consideración de los ingresos de la Federación, las participaciones libres representaron 
en promedio el 21% de los ingresos totales federales durante el período de 1998 al 2005. 
En cambio, las aportaciones alcanzaron en promedio el 23% del ingreso total. Esta 
tendencia es indicativa del ligero favorecimiento de la Federación por las aportaciones 
condicionales o sociales. Con lo cual se aprecia la preferencia por tener un mayor control 
por medio de las aportaciones en vez de otorgar autonomía a las entidades a través de las 
participaciones libres. Situación que se confirma al verificar su importancia frente al gasto 
total de la Federación, ya que las aportaciones representaron en conjunto el 17% del 
mismo y las participaciones el 14% para el período de 2000 al 2008. Lo que demuestra 
que el centralismo por el cual la Federación decidía exclusivamente el destino del gasto 
público ya no opera en razón del alto grado de transferencias. Situación que se refleja en 


la autonomía financiera de los estados al utilizar las participaciones, así como la actuación 
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conjunta con el Gobierno nacional en el desarrollo y aplicación de los programas sociales 


por medio de las aportaciones. 


En cuanto al tema de la dependencia fiscal de las entidades, al comparar las 
participaciones libres totales frente al total de ingresos propios de los estados en el 
período de 1998 al 2005 se verifica que las primeras fueron mayores que los ingresos que 
generaron los estados. Esto quiere decir que las participaciones libres representaron más 
del 50% del ingreso total de las entidades para dicho período. En principio no se 
consideran en este análisis las aportaciones en razón de que dichas cantidades no son 
ejercidas en forma autónoma por las entidades. Sin embargo, si las incluimos en el estudio 
es fácil concluir que el total de los ingresos propios de los estados fueron en promedio el 
33% de todos los recursos financieros con que contaron y participaron. Esta razón 
financiera es un indicativo muy importante del federalismo fiscal en México. Por un lado 
tenemos un grado importante de descentralización del gasto público federal. Sin embargo, 
el precio que se ha tenido que pagar por dicha descentralización financiera ha consistido 
en la dependencia hacia los ingresos de la Federación y, consecuentemente, el 


debilitamiento de la capacidad y esfuerzo fiscal de los estados. 


Por otro lado, la asignación de las transferencias a los estados permite realizar un análisis 
con mayor puntualidad en cuanto a los principios que rigen el federalismo fiscal. Es 
importante recordar que a partir de 1998 la mayoría de los fondos destinados a 
transferencias se rigen por medio de las fórmulas respectivas establecidas en la Ley de 
Coordinación Fiscal. Por lo tanto, el Congreso de la Unión discute y aprueba la asignación 


total de los fondos financieros y el reparto se realiza en forma automática de acuerdos a 
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los criterios legales ya determinados. Por supuesto que dichas fórmulas pueden alterarse 
en caso de discutirse la reforma a la Ley ya citada, como lo fue e caso de la reforma en 


2007. 


En el caso de las participaciones libres la fórmula anterior del Fondo General establecía 
como variables principales la población y recaudación de ciertos impuestos especiales de 
la Federación en cada una de las entidades. De acuerdo a estas reglas en términos 
generales se favorecía inicialmente a las entidades que presentan mayor productividad. 
Esto es, el sistema operaba bajo el principio de devolver ingresos conforme a la capacidad 


económica de los estados. 


En los ochentas las participaciones favorecieron a los estados con mayor actividad 
económica y, consecuentemente, mayor recaudación impositiva federal. El Instituto 
Nacional de Administración Pública considera que en el período de 1982 a 1992 las 
participaciones fueron elásticas al Producto Estatal Bruto (PEB) de los estados. El PEB 
creció 15.32% en dicho período mientras que las participaciones lo hicieron en un 35.69% 
(INAP, 1996, 136). Este resultado es el esperado en razón de las reglas de aplicación del 
FGP. El Sistema de Coordinación Fiscal operó mayoritariamente bajo el principio de 


regresar a las entidades el dinero recaudado en sus jurisdicciones. 


En cuanto a la asignación Díaz-Cayeros (1998, 112) encontró factores políticos que 


influenciaron el reparto de las participaciones, las inversiones federales y los fondos 


sociales en el mismo período. Estos resultados representan una evidencia preliminar con 
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relación a que la Federación intenta compensar a los estados menos favorecidos en el 


reparto de las participaciones libres por otros medios financieros. 


En consideración de los primeros años de los noventas Victoria Rodriguez (1997, 91) 
menciona que “antes de la reforma de 1990 las participaciones eran distribuidas a los 
estados en atención a sus esfuerzos individuales de recolección, lo cual inevitablemente 
significaba que los estados más pobres recibían en promedio un tercio de las cantidades 
por persona que recibían los estados ricos. La implementación de la reforma, siguiendo la 
nueva fórmula, resultó en un 64% de aumento real en participaciones federales a los 
cuatro estados más pobres (Chiapas, Guerrero, Hidalgo y Oaxaca) de 1989 a 1992, 
mientras que el resto de los estados recibieron en promedio un aumento del 20%. Es así, 
que el efecto general de la reforma de 1990 ha sido que la relación de transferencias de los 
tres estados más ricos (Nuevo León, Baja California y el Distrito Federal) comparado con 
las participaciones de los seis estados más pobres se redujo de 3:1 en 1989 a 2:1 en 1992. 
La expectativa fue que esta relación continuaría decreciendo. Esto a su vez ocasionó 
algunas fricciones entre los estados ricos del Norte y la Secretaria de Hacienda porque se 
sintieron penalizados por estar en mejor posición, ser más efectivos en la recolección 


impositiva y contribuir con mayores porciones a las arcas federales.” 


Las reformas de 1995, 1997 y 2007 apuntalan al principio de favorecer la asignación a los 
estados con mayor desarrollo. En particular la nueva fórmula reproduce variables que 
representan con mayor peso la capacidad fiscal (PIB) y esfuerzo fiscal (recaudación 
propia de las entidades) para favorecer a las entidades con mayor actividad económica y 


actuar como incentivo para elevar el nivel del esfuerzo fiscal de los estados. 
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En contrapartida de las participaciones la situación inicial de las aportaciones sociales fue 
contraria. Esto en razón de que las fórmulas de asignación otorgaron un peso importante a 
los índices de marginación nacional favoreciendo en consecuencia a las entidades con 
mayor atraso. El efecto total consistió en que un tipo de transferencias compensaba a las 
otras con la finalidad de buscar el equilibrio o equidad del sistema de relaciones fiscales 


(ver: gráfico 4). 


El problema fundamental es que esta “equidad” se alcanzó por diversos tipos de 
transferencias, así como reglas y acuerdos administrativos diferentes. Si agregamos a 
dichas normas genéricas las excepciones que existen dentro de cada uno de los sistemas 
de transferencias fiscales, lo cual presume cierto manejo discrecional, podemos imaginar 
la complejidad del sistema y las diferentes expectativas de política financiera de las 
entidades. El resultado es la generación de incentivos negativos importantes sobre las 
finanzas estatales. Además, también se ven afectadas las relaciones fiscales entre los 
niveles de gobierno tanto en forma vertical como horizontal. Como ejemplo de ello 
Amabilia Terrazas (2004) cita la complejidad de las reglas para asignar las aportaciones 
sociales y los incentivos negativos creados en las entidades por la falta de variables 
confiables para utilizar las fórmulas de asignación, ocasionando que los recursos no 


lleguen en forma eficiente a los lugares que más lo necesitan. 


Si añadimos el efecto de la Reforma en 2007, la cual introduce mayor número de 
variables de capacidad económica dentro de las fórmulas de asignación de las 


aportaciones, la nueva tendencia consiste en favorecer a las entidades con mayor actividad 
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económica o mayor capacidad administrativa para gestionar las mismas. La consecuencia 
a mediano y largo plazo, si continúan estas reglas, es que el sistema general de 
transferencias favorecerá a los estados con mayor riqueza, creando el problema teórico, 
moral y político de brindar menor apoyo a las entidades con mayor atraso económico y 


social. 
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VII. Finanzas estatales 


1. Descripción del capítulo 

El análisis de las finanzas estatales aporta datos con relación a los efectos entre las 
transferencias federales, las finanzas de los estados y variables sociales de importancia. 
Para ello el presente capítulo muestra datos descriptivos de la política de ingresos locales 


y de los gastos de los mismos gobiernos. 


La primera sección se avoca a las tendencias de los ingresos propios de las entidades. 
Comprende la comparación de los ingresos propios frente a las transferencias federales y 
el estudio de las diferentes fuentes de ingresos. A continuación se presenta la comparación 
de los ingresos entre los estados con la finalidad de poder conocer cuales tienen mayor 
eficiencia en la recaudación y la disparidad que existe entre ellos. La última parte de la 
sección presenta el estudio de la correlación de los ingresos estatales frente a variables 
financieras y socioeconómicas. Su importancia radica en proporcionar datos preliminares 
que puedan desentrañar los incentivos generales del Sistema de Coordinación Fiscal así 
como las variables de mayor peso que expliquen las diferencias tributarias entre los 


estados. 


La segunda sección abarca el estudio de los gastos estatales. Siguiendo el mismo orden de 
estudio anterior se presentan los resultados de los gastos públicos. En particular, se 
muestra la comparación de las transferencias federales frente al gasto total de los estados 
y las tendencias de los diferentes reglones de la clasificación presupuestaria de los gastos, 


de acuerdo a las cifras del INEGI. Estos datos aportaran importantes elementos para 
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verificar si existen diferencias en política de gasto entre las entidades, así como la relación 
entre transferencias federales, ingresos propios y gastos. Así mismo, se presenta un 
estudio sobre los gastos por persona en cada estado para tener una idea clara de las 
particularidades presupuéstales. En la parte final se presenta el estudio de correlación con 
las mismas variables que en la sección de ingresos, con la finalidad de corroborar si los 
mismos efectos que se encuentran en los ingresos se repiten o se alteran en el lado de los 


gastos en función del tipo de transferencias o variables sociales. 


Sección I 

2. Tendencias en el ingreso estatal 

La comparación del ingreso propio de los estados frente a otras fuentes de financiamiento 
permite vislumbrar la capacidad de generar ingresos. La tabla 1 muestra en porcentajes los 
diferentes tipos de ingresos con que cuentan. En términos generales destaca el alto grado 
de dependencia que tienen los estados frente a los ingresos de la Federación. Los ingresos 
propios representaron un 40% del total de ingresos para el período que comprende de 
1989 al 2005. La cifra sin embargo esconde la tendencia histórica. Esto es, de un 47% que 
llegó a representar en 1994 diminuyó hasta un 34% en el 2005. El efecto de la crisis 
económica que inicia en 1994 consistió en el aumento de la dependencia de los estados 
hacia los ingresos nacionales. También destaca la cifra de los ingresos propios menos la 
deuda (Prop-deuda) de los estados, la cual representa con mayor puntualidad el esfuerzo 
impositivo. Aunque existen muchas cuestiones particulares sobre política de deuda, el 
conjunto de entidades se comportó de acuerdo al ciclo económico y en niveles razonables. 


A principios de los noventa aumentó como consecuencia de los ingresos adicionales y, 
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después de la crisis, diminuyó a niveles muy inferiores como respuesta ante la baja de 


ingresos locales. 


Tabla 1. Porcentaje de ingresos estatales frente al total 


p 89 94 2000 2005 
Ing propios 0,40 0,45 0,47 0,31 0,34 
Prop-deuda 0,35 0,39 0,40 0,29 0,29 
Participaciones 0,48 0,53 0,51 0,46 0,39 
Aportaciones 0,13 0,02 0,02 0,23 0,27 
Total $ federales 0,60 0,55 0,53 0,69 0,66 


En $ per capita del 2005. 
Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La dependencia también se observa en los porcentajes del total de recursos transferidos de 
la Federación a los estados. Las transferencias aumentaron su importancia a raíz de la 
crisis ya señalada. En 1994 llegaron a un 53% y, posteriormente, para el año 2005 
alcanzaron un 66%. En cuanto al tipo de transferencias el análisis también es útil para 
conocer el tipo de recursos que más se otorgan. Sin lugar a dudas las participaciones o 
transferencias incondicionales son las que han tenido un papel fundamental en el apoyo a 
los estados. Sin embargo, su tendencia fue negativa frente a las aportaciones. Esta 
aparente disminución de participaciones no se debe a que éstas hayan disminuido sino a 


que las aportaciones crecieron en importancia. 


Las trayectorias de estos recursos se ven claramente en el gráfico 1 de ingresos por 
persona. Las aportaciones no son un recurso importante sino después del año 1997 en que 
se aprobaron las reformas a la Ley de Coordinación Fiscal para dar mayor certidumbre a 
las aportaciones condicionales. El gráfico vuelve a demostrar el bajo nivel de los ingresos 


estatales frente a los extraordinarios que reciben. En este sentido podemos señalar que si 
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bien ya no opera la centralización vía el gasto federal, ésta sigue operando bajo el 
esquema de la dependencia fiscal que obliga a los estados a seguir lineamientos federales 
en Cuanto a los fondos adicionales que reciben. La única vía para transitar a una verdadera 
descentralización debe consistir en la reforma financiera de los ingresos propios de los 


estados. 


Gráfico 1. Ingresos por persona de los estados 
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En $ por persona del 2005. 
Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


Otra característica importante es la revisión del tipo de ingresos de los estados. El gráfico 
2 presenta una clasificación por tipo de ingreso. Se muestran los impuestos, derechos 
(incluyendo productos, aprovechamientos y otros) e ingresos por deuda. En promedio los 
derechos representaron la fuente de mayor importancia ya que alcanzaron un 55% para el 
período en estudio. Los impuestos llegaron a un 32% y el restante que corresponde a la 
deuda un 12%. Aunque el nivel de la deuda es muy bajo es importante recordar que la 


cifra esconde excepciones de estados que tuvieron problemas serios de deuda. 


Su tendencia en el tiempo también señala datos interesantes de la política fiscal de las 


entidades. Aunque todas las series siguen las mismas pautas históricas de acuerdo al ciclo 
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económico, se encuentran algunas diferencias importantes. Por ejemplo, después de la 
recuperación de la crisis, las entidades aumentaron su confianza sobre los ingresos 
provenientes de los derechos en vez de los impuestos. En cuanto a la deuda, la experiencia 
de la crisis fue incentivar una mayor cautela en sus finanzas. Esta última se estancó a 
finales de los noventas y sólo inicia un aumento a partir del 2000 en que existe un período 


de calma económica y bajas tasas de interés. 


Gráfico 2. Tipos de ingresos estatales 
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En $ por persona del 2005. 
Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


Se concluye que la tendencia en los últimos años consistió en la utilización mayoritaria de 
los derechos sobre las demás fuentes de ingreso. Esto último resulta interesante discutirlo 
en cuanto a cuál debe ser el tipo de ingreso local más importante para un estado. Si 
consideramos que los derechos tienen menor elasticidad al ciclo económico y, que al 
mismo tiempo, representan la medida de los servicios otorgados a la ciudadanía, entonces 
podríamos concluir que los estados están aplicando la política financiera correcta para 


disminuir la incertidumbre y poder dar los servicios y programas adecuados. 


3. Los ingresos entre los estados 
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Con relación a la generación de recursos propios se observa que los estados que menos 
ingresos tienen son aquellos que tienen menor desarrollo. Del grupo de estados destaca 
Veracruz ya que aunque tiene problemas de subdesarrollo, es un estado con abundante 
riqueza y que contribuye en forma importante al producto nacional bruto. Por el contrario, 
los estados que ocupan las mejores posiciones en la tabla 2 no necesariamente son los que 
mayor productividad tienen, aunque algunos coincidan. Su razón obedece a que son 
entidades que tienen baja densidad de población y se encuentran favorecidas por la forma 
de realizar el análisis que considera ingresos por persona. De todas formas, son entidades 


que tienen mayores recursos en comparación al número de habitantes. 


Destaca en cuanto a su posición los seis mejores lugares en términos de ingresos 
promedios del resto de las entidades. En la mayoría de los lugares de la tabla la progresión 
de menor a mayor es cercana. Sin embargo, al llegar al estado de Jalisco las diferencias se 
hacen notorias de tal suerte que el promedio general esconde la gran disparidad que existe 
entre la mayoría de los estados y estos últimos seis estados. Respecto de estos últimos 
estados podemos mencionar que existe una verdadera política para contar con ingresos 


propios que les permite tener mayor autonomía. 


Además, el promedio general de los ingresos sirve para constatar el bajo nivel de 
tributación que tienen, tanto en razón de la comparación con los ingresos que aporta la 
Federación o su porcentaje frente al producto nacional bruto. Su tendencia es significativa 
y muestra claramente como afectó a los estados la crisis que se vivió a mediados de los 
noventas. Así mismo, la tendencia histórica es ascendente lo que indica el grado de 


recuperación de las entidades para aumentar sus ingresos propios. 
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El coeficiente de variación permite comparar los ingresos promedios frente a la dispersión 
de los estados en este respecto. El resultado general ascendió a un 75% representando una 
dispersión muy grande frente a la media general. Hecho que es consecuencia de lo ya 
comentado en el sentido de la diferencia que existe entre los seis mejores estados y el 


resto, ocasionando el aumento de la dispersión. 


A pesar de la gran diferencia entre jurisdicciones, la variación presenta una tendencia 
negativa. Esto es, en el período de estudio los estados tendieron a igualar sus esfuerzos. Si 
consideramos los incentivos de las transferencias federales, entre otros, podremos señalar 


que éstos están ocasionando que se igualen las finanzas estatales. 


El fenómeno de la nivelación de ingresos se aprecia en los cambios porcentuales de la 
tabla de ingresos. Por ejemplo, los dos estados que mayor aumento de ingresos locales 
tuvieron en el período de estudio fueron Morelos y Chiapas. Además, también se 
encuentran los estados de Tlaxcala y Durango con incrementos muy importantes. Todos 
ellos se ubican por debajo del promedio general de ingresos obtenidos pero figuran en los 
primeros lugares en cuanto a su esfuerzo por aumentar sus recursos. Por el otro lado, 
tenemos los estados de Chihuahua, Baja California, Aguascalientes y Quintana Roo como 
entidades que tuvieron el menor crecimiento en ingresos pese a que figuran dentro de los 
mejores en cuanto a pesos por persona tributados. Tal parece que los estados con menores 
ingresos realizaron un esfuerzo mayor para generar recursos en comparación de aquellos 


que se encontraban en una mejor situación financiera. 
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Tabla 2. Ingresos por estado 


Entidad p 89 94 % 0 5 % 
Chiapas 88,747 21,096 92,803 3,40 143,448 109,524 4,19 
Tlaxcala 102,930 42,843 68,382 0,60 127,403 187,055 3,37 
Oaxaca 119,020 65,128 78,032 0,20 120,369 61,007 -0,06 
Yucatán 134,016 80,826 137,324 0,70 135,363 226,471 1,80 
Hidalgo 152,493 64,383 159,144 1,47 149,098 182,841 1,84 
Veracruz 161,047 75,712 204,868 1,71 139,028 272,620 2,60 
Puebla 182,757 105,882 203,945 0,93 191,476 261,685 1,47 
San Luis Potosí 185,815 86,274 187,342 1,17 203,717 318,160 2,69 
Michoacán 209,588 127,854 166,878 0,31 244,868 378,763 1,96 
Guerrero 233,440 133,199 256,666 0,93 225,451 304,400 1,29 
Nayarit 237,517 183,824 154,375 -0,16 221,990 581,849 2,17 
Durango 250,517 103,502 214,003 1,07 238,312 439,076 3,24 
Morelos 263,537 114,531 134,169 0,17 278,167 660,889 4,77 
Campeche 285,142 149,249 251,064 0,68 241,432 442,748 1,97 
Zacatecas 317,025 151,081 248,355 0,64 433,961 395,946 1,62 
Guanajuato 327,342 169,718 335,227 0,98 360,951 425,321 1,51 
¡Tamaulipas 338,669 124,719 506,050 3,06 437,938 415,456 2,33 
Coahuila 350,825 168,672 369,172 1,19 325,341 640,813 2,80 
Sinaloa 367,687 318,203 465,302 0,46 343,920 443,829 0,39 
México 369,727 291,514 405,670 0,39 303,606 457,478 0,57 
¡Tabasco 411,895 236,687 100,521 -0,58 785,863 679,368 1,87 
Colima 429,433 277,780 342,939 0,23 567,948 588,013 1,12 
Aguascalientes 445,717 389,541 538,789 0,38 408,978 532,708 0,37 
Sonora 449,511 338,571 529,226 0,56 408,467 658,101 0,94 
Querétaro 453,981 185,948 410,150 1,21 402,720 829,423 3,46 
Jalisco 558,629 301,896 669,807 1,22 542,676 775,690 1,57 
Nuevo León 663,089 256,906 787,902 2,07 686,739 1059,604 3,12 
Chihuahua 805,181 840,887 1114,577 0,33 544,639 665,570 -0,21 
Quintana Roo 897,364 701,070 956,765 0,36 876,551 1353,265 0,93 
Baja California 898,342 978,148 1244,850 0,27 1005,945 806,931 -0,18 
Baja California S. 987,679 782,449 987,496 0,26 951,322 1761,778 1,25 
Media 376,731 253,809 397,477 388,635 545,690 

Coef. Variación 75,5% 94,9% 79,5% 63,2% 64,5% 


Pesos del 2005 por persona. 
Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


4. Correlación de ingresos con otras variables 
A. Correlación financiera 
El análisis de correlación permite examinar otro tipo de incentivos financieros. En el 


presente caso mucho se discute en la política financiera y en la doctrina los objetivos de 
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las transferencias y sus efectos empíricos. El gráfico 3 muestra la correlación de los 
ingresos menos deuda con las participaciones y aportaciones federales a lo largo del 
período de estudio con la finalidad de tener una aproximación a lo que sucede en la 


realidad. 


Gráfico 3. Correlación de ingresos propios menos deuda 
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Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


En el caso de la correlación entre ingresos y participaciones los resultados son positivos 
en dicho lapso de tiempo. Lo que significa que los estados que recibieron más 
transferencias fueron aquellos que tienen mayores ingresos locales. Aunque la Ley de 
Coordinación Fiscal no señala en forma explícita este objetivo, el efecto general fue 
favorecer a dichos estados o, en forma indirecta, crear el incentivo para aumentar ingresos 
en las entidades con mayor eficiencia tributaria. Destaca como disminuye la correlación 
en el período de 1992 a 1995 en que existió una importante expansión económica. Los 
estados disminuyen su dependencia en los ciclos de crecimiento económico, cuando se 
tiene la oportunidad de contar con mayores recursos locales. También se observa una leve 
disminución de la correlación en 1997 como efecto del aumento en importancia de las 


aportaciones sociales. Por último, del 2000 al 2005 la correlación aumenta en forma 


194 


moderada a pesar de que ya no existe una crisis económica seria en el país. Situación que 
probablemente sea un reflejo de la década de los noventa y, que a pesar de vivir un ciclo 


estable, los estados aprendieron a seguir una política financiera cautelosa. 


La correlación de los ingresos con las aportaciones presenta dos tendencias significativas. 
En el primer período que comprende de 1989 a 1999 la correlación es positiva pero con 
grandes altibajos. Además de que las aportaciones no representaron un financiamiento 
importante en sus orígenes, esta correlación refleja la entrega discrecional que se hacía de 
éstas durante estos años. A partir de 1998 la tendencia es clara en el sentido de hacerse 
negativa la correlación. Lo que equivale a que los estados con menores recursos propios 
fueron favorecidos por las aportaciones. Mostrando en forma clara los efectos de la 
introducción de reglas formales en este tipo de asignaciones. Sin embargo, es notorio que 
a partir del año 2002 la correlación negativa disminuye o tiende a cero. Representando 
que los estados que menos ingresos locales tuvieron están dejando de ser favorecidos por 
las aportaciones sociales. Aunque la discrecionalidad ya se eliminó del sistema, el efecto 
puede ser consecuencia de los incentivos establecidos por las reglas formales. En 
particular la entrega de ciertos fondos o programas sociales bajo la condición de aportar 
ingresos locales y, a su vez, el aumento de requisitos administrativos para entregar los 
fondos, ocasiona que sean los estados con mayores recursos financieros y administrativos 


los que se beneficiaron en última instancia. 


B. Correlación con variables sociales 
La correlación con variables socioeconómicas permite conocer la elasticidad de los 


ingresos locales frente a variables de importancia que inciden directamente en el nivel de 
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tributación. El gráfico 4 presenta la relación entre ingresos menos deuda con las variables 
de población, analfabetismo y producto estatal bruto. En el caso de las dos primeras la 


correlación es negativa mientras que con la productividad fue positiva. 


El caso de la correlación negativa con la población es importante subrayarlo ya que se 
pudiera esperar que los estados con mayor población tuvieran mayores ingresos locales. 
Demostrándose que en promedio el tamaño de la población representa la pobreza y no una 
mayor actividad económica. El resultado negativo denota que los estados con mayores 
poblaciones son los que en general tienen menos ingresos propios. En el caso del 
analfabetismo la correlación negativa es la esperada. Esto es, las entidades que tienen 
mayor analfabetismo y, en consecuencia, mayor grado de pobreza, fueron las que 


obtuvieron menos ingresos. 


Gráfico 4. Correlación de ingresos con variables sociales 


1 


0.5 A 
0 T T T T T T T T T T T T 
89 90 91 92 93 94 95 96 97 98 Y 2 $ 


—e— Población —— Analfabetismo —.- Peb 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La cara opuesta del analfabetismo la representa la relación de los ingresos con el producto 


estatal bruto. En el caso que nos ocupa la correlación es positiva en niveles mayores del 
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.5. En consecuencia las jurisdicciones con mayores recursos económicos son las que 


tienen la posibilidad de obtener mayores ingresos locales tal y como se esperaba. 


La importancia de estos estudios exploratorios consiste en poder señalar los tipos de 
variables que tienen mayor importancia sobre los ingresos de los estados. En particular la 
población no juega un papel importante en relación a la capacidad para generar ingresos 
propios. Situación que tiene repercusiones negativas para las fórmulas de reparto de las 
transferencias federales. Como se vio, la población no es una variable que demuestre 
fielmente la pobreza o riqueza de las entidades y de ahí que su inclusión en las fórmulas 
de asignación ocasione muchas distorsiones y aleje los fines perseguidos en los fondos 


federales. 


Sección II 

5. Tendencias en el gasto 

Los gastos estatales presentan tendencias similares que la política de ingresos, pero en 
algunas situaciones se encuentran diferencias importantes. La presente sección sigue el 
mismo orden de estudio que el de los ingresos. Inicialmente se presenta la comparación de 
los gastos totales de los estados frente a diversas fuentes de financiamiento. A 
continuación se muestran los diferentes componentes del gasto estatal y sus cambios 
históricos. El siguiente punto corresponde al estudio de cada uno de los gastos totales por 
persona de cada una de las entidades. Y, para concluir la sección, la correlación de los 


gastos frente a variables financieras y sociales. 
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En cuanto a la comparación de los gastos estatales frente a su financiamiento podemos 
apreciar que se repiten las mismas relaciones que en el caso de los ingresos propios. La 
tabla 3 presenta la comparación del gasto total frente al financiamiento federal en 
términos porcentuales. Se muestran años representativos y el promedio general durante el 
período que comprende de 1989 al 2005. En primer lugar destaca que el gasto por servicio 
de la deuda pública de los estados no ha sido un problema genérico para el período en 
estudio. El comparar los gastos propios frente a los gastos propios menos deuda puede 
observarse que existe una diferencia del 2.5%. Esta última cifra representa el porcentaje 
de gastos por servicio de deuda que han realizado los estados frente al total de gastos 
incluyendo los federales. Aunque la razón pudiera aumentar si se consideran 
exclusivamente los gastos propios de los estados aún sería muy bajo el porcentaje sin 
representar un riesgo para las finanzas estatales o economía nacional. Aquí cabe el mismo 
comentario ya vertido en el estudio de los ingresos en el sentido de que estas cifras no 
consideran los rescates por deuda que hubiera podido realizar la Federación en favor de 


ciertos estados para el período, lo cual amerita un estudio por separado. 


Tabla 3. Gastos estatales en porcentaje frente al total 


Concepto / año p 89 94 2000 2005 
Propios 62 .64 .65 .59 .60 
Propios — deuda .59 62 .62 57 57 
Participaciones .29 34 33 21 .23 
Aportaciones .07 .01 .01 13 16 
Tot. Transferencias 37 35 34 40 .39 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La comparación de los gastos propios frente a las transferencias totales de la Federación 
confirma la dependencia financiera de los estados ya señalada. Las transferencias, tanto 


articipaciones como aportaciones, representaron en promedio el 37.5% del gasto total de 
p p p p p 8 
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las entidades. Sin embargo, la tendencia histórica es ascendente, ya que al inicio del 2000 
se llega inclusive al 40% del gasto total. Este es un indicativo de que a lo largo del tiempo 
los estados se vuelven dependientes de las transferencias de la Federación y, 


particularmente, al aumento de las aportaciones sociales a partir del 2000. 


Otra perspectiva de la política de gasto la encontramos en lo que se refiere a la 
composición o rubros del gasto. De acuerdo al INEGI los gastos de las entidades se 
clasifican en las siguientes categorías: gasto administrativo, obra pública, deuda pública y 
“otros” que incluye gasto social y transferencias a otras jurisdicciones (principalmente 
municipios). De acuerdo al gráfico 5 se aprecia claramente que la mayoría de estas series 
tienen una tendencia ascendente como consecuencias de los aumentos constantes de los 
fondos federales recibidos, las cuales se interrumpen por un período de tres años a raíz de 
la crisis económica de 1994. La única excepción es la serie de la deuda pública la cual se 


mantiene en los mismos niveles, confirmando lo dicho en el punto anterior. 


Gráfico 5. Composición del gasto estatal 
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Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 
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Independientemente de las tendencias ascendentes, las categorías han variado a lo largo 
del tiempo en importancia por lo que se aprecia que han existido diferencias importantes 
en cuanto a la programación del gasto. Situación que puede ser un indicio de no existir 
una planeación efectiva del gasto a largo plazo o, las condiciones políticas, económicas y 
sociales han afectado en forma profunda a las entidades durante estos años de estudio. Por 
ejemplo, los gastos administrativos no fueron constantes. En promedio representaron el 
53% del gasto total de los estados. Sin embargo, en los primeros años de los noventas el 
gasto administrativo aumentó hasta alcanzar un 58% del total en 1995 y para el período 
que comprende del 2000 al 2005 rondó en un 50%. Por lo cual su comparación frente a 
los demás gastos de gobierno ha consistido en una disminución con la finalidad de 
privilegiar dichas categorías de gasto. El resultado es un aspecto positivo que demuestra el 
esfuerzo por contar con una mayor eficiencia financiera para poder llevar más programas 


y servicios a la población. 


La categoría de obra pública y “otros” presentan cambios interesantes a lo largo del 
tiempo. En los primeros años de los noventas la categoría de obra pública tuvo mayor 
importancia que “otros”. Para el período de 1994 al 2000 la última clasificación 
incrementó su importancia, aunque en forma moderada. Y, entre el período de 2001 al 
2005, los gastos de obra pública vuelven a tener trascendencia. Estas diferencias también 
pudieran ser un reflejo de la crisis económica a mediados de los noventa. La crisis y, en 
consecuencia, la escasez de dinero ocasionan que la primera categoría en sufrir 
reducciones o limitaciones de gasto sea la de obra pública. Esto es razonable en razón de 
que la obra pública por su naturaleza no es un servicio público “obligatorio” en razón de 


que en un principio es simplemente un proyecto a realizar. En cambio, las demás 
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categorías de gasto son verdaderos compromisos que resultan difíciles de reducir (tales 
como programas ya establecidos, servicios cotidianos, pago de nómina, etc.). En el ciclo 
económico opuesto, si consideramos que hay bonanza de recursos, también resulta 
razonable que ante dinero extraordinario las autoridades puedan ejecutar obra y cumplir 
compromisos de campaña relacionados a esta materia tales como drenajes, electricidad, 


caminos, infraestructura urbana, etcétera. 


Si consideramos estos efectos y cambios en el gasto, podemos considerar que las 
transferencias libres soportan el gasto corriente y de operación constante. Mientras que la 
obra pública es financiada por los dineros propios que generan los estados. Por supuesto 
que la hipótesis tendría que ser comprobada mediante un estudio econométrico, el cual 


está por encima del propósito de la presente obra. 


Al analizar en forma conjunta los anteriores datos se puede señalar que los gobiernos 
estatales no son muy eficientes en cuanto a los servicios otorgados a los gobernados. La 
obra pública representó el 22% del gasto en el período mientras que “otros” llegó a un 
19.8% del total. Al juntar las dos anteriores categorías se alcanza un 42% 
aproximadamente frente al 53% del gasto administrativo. Denotando con ello que de cada 
peso que administran las entidades federales solamente 42 centavos regresan en servicios 
a la población. Dicha proporción podría disminuir si consideramos que gran parte del 
gasto administrativo es pago a funcionarios públicos que dan servicios directos a la 
población, situación que no puede apreciarse debido a que las cuentas de los estados no 
muestran este nivel de clasificación. Sin embargo, aun con esta salvedad el gasto 


administrativo es muy elevado bajo cualquier estándar. 
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6. Egresos totales de las entidades 

De acuerdo a la clasificación presupuestaria los gastos totales de los estados representan 
los fondos propios de los estados y los ingresos provenientes de las transferencias 
federales. Por lo cual el estudio de los gastos estatales podría resultar sin interés al tener 
que coincidir con los análisis ya efectuados de los ingresos estatales. A pesar de esta 
característica contable, su estudio permite verificar la confiabilidad de las cuentas 
nacionales, así como revisar tendencias con variables socioeconómicas y financieras de 


importancia. 


La tabla 4 muestra años representativos de los gastos estatales y cambios porcentuales 
entre los mismos. Destaca que el promedio de los gastos estatales para el período de 1989 
al 2005 fue de $1,504.07 pesos constantes del 2005 por persona. Aunque es un promedio 
general y esconde grandes diferencias entre jurisdicciones la cifra nos da una idea de la 
débil recaudación fiscal y del reducido margen de los gobiernos estatales para cumplir sus 
obligaciones. Si comparamos el promedio frente a los gastos propios de la Federación, las 
necesidades de cada uno de los estados o, inclusive, considerando que dicha cantidad 
fuera una donación para cada uno de los habitantes, el nivel resulta notoriamente 
insuficiente para cumplir los servicios y programas de gobierno que demanda el nuevo 


siglo. 
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Tabla 4. Gasto total de las entidades 


Estados Y 89 94 % 2000 2005 % 
Oaxaca 526.84 | 217.47 209.96 -0.03 | 644.3 324.15 0.49 
Puebla 688.12 | 314.858 522.41 0.66 | 749.7 1299.3 3.12 
Chiapas 700.1 | 315.037 594.93 0.88 | 745.83 1417.2 3.49 
Veracruz 707.58 | 307.085 631.06 1.05 | 669.27 1444.1 3.70 
Yucatán 757.44 | 395.416 644.99 0.63 | 805.61 1522.5 2.85 
Hidalgo 764.55 | 230.938 531.38 1.30 | 1101.1 1287 4.57 
Tlaxcala 810.06 | 207.353 885.12 3.26 | 1151.6 1336.1 5.44 
Guerrero 851.02 | 308.147 828.98 1.69 | 1054.6 1610.6 4.22 
San Luís Potosí 857.91 | 363.891 571.65 0.57 | 1181.5 1669.4 3.58 
Michoacán 863.32 | 409.418 532.63 0.30 1162 1695.9 3.14 
Guanajuato 895.59 | 377.864 751.33 0.98 1242 1512.8 3.00 
Morelos 925.6 335.57 458.41 0.36 | 11134 | 2029.6 5.04 
Durango 964.58 | 379.429 705.54 0.85 | 1283.6 1764.7 3.65 
México 1001.7 | 681.432 852.84 0.25 | 1071.6 1683.8 1.47 
Coahuila 1023.7 | 745.504 1089.8 0.46 | 1184.6 1649.3 1.21 
Sinaloa 1041.9 | 676.829 1029.1 0.52 | 1208.8 1531.9 1.26 
Nayarit 1065.1 | 520.103 900.32 0.73 | 13393 | 2095.6 3.02 
Aguascalientes 1244.1 | 796.65 1056.2 0.32 1461 1995.1 1.50 
Tamaulipas 1261.7 | 498.159 1378.6 1.76 1320 2018.5 3.05 
Jalisco 1266.7 | 631.506 1227.8 0.94 | 1401.8 | 2058.5 2.26 
Zacatecas 1268.8 | 483.972 941.94 0.94 | 16929 | 2224.2 3.59 
Querétaro 1302.4 | 547.501 1152.2 1.10 | 1488.2 | 2390.4 3.36 
Sonora 1304.6 | 946.027 1325.6 0.40 | 1384.6 1850.4 0.95 
Colima 1404.5 | 809.444 1192.6 0.47 | 17128 | 2317.6 1.86 
Nuevo León 1499.3 | 833.101 1553.2 0.86 | 1669.4 | 2316.9 1.78 
Chihuahua 1508.5 | 1294.33 1590.8 0.22 | 1658.9 1795.7 0.38 
Campeche 1554.6 | 868.718 1252.6 0.44 | 1890.2 2779 2.19 
Baja California 1650.7 | 1493.84 1902.6 0.27 1866 1961.3 0.31 
Tabasco 1790 | 1250.38 992.32 -0.20 | 2451.5 | 3029.9 1.42 
Quintana Roo 1809.9 | 1130.46 1703.1 0.50 | 19249 | 3255.7 1.88 
Baja California S. 2191.6 | 1979.42 2134 0.078 | 2236.3 | 3234.5 0.63 
p 1504.1 968.8 1386 1725.6 | 2373.4 

Coef. Var. 18% 42% 24% 18% 20% 


En pesos del 2005 por persona. 
Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


Otra característica general la observamos en la trayectoria que presenta el coeficiente de 


variación. El índice cambia de .42 a .20 para el período de tiempo señalado. Esto equivale 


203 


a que las diferencias en gasto entre los estados están disminuyendo al igual o en 


consecuencia de la política fiscal. 


La convergencia en el gasto también la podemos observar en las columnas de cambio 
porcentual. Al observar con atención podemos colegir que los estados que menos egresos 
tienen fueron los que presentaron mayores aumentos porcentuales en comparación de las 


entidades que tuvieron mayor gasto (últimos en las filas de la tabla). 


En cuanto a los lugares de los estados en la tabla se aprecia una similitud con las 
posiciones de los ingresos de los mismos. Las entidades con menos gastos son las mismas 
que en la situación de ingresos pero con ligeros cambios en cuanto a las posiciones. Sin 
embargo, en los lugares de las entidades con mayores egresos, aunque existe la 
coincidencia general, hay algunos estados como Tabasco y Campeche que se ubican como 


los de mayor gasto a consecuencia de ser favorecidos por las transferencias federales. 


7. La relación con otras variables 

La correlación de los gastos con variables financieras presenta resultados positivos con 
diferentes tendencias (ver: gráfico 6). En particular la correlación con las participaciones 
presenta una tendencia ascendente. Situación que obedece al hecho de que las 
transferencias libres incrementaron su importancia en razón de las crisis económicas. En 
el presente caso podemos observar que a partir del 2000 se interrumpe la tendencia 
ascendente y se modera. Aquí podemos observar una leve diferencia entre las 
correlaciones de ingresos y egresos. En el caso de los ingresos se aprecia una tendencia 


clara al disminuir la correlación con las participaciones y elevarse los ingresos propios. En 
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cambio, en el lado de los egresos dicho esfuerzo es débil en razón de que los gobiernos 
tardaron más tiempo en la programación del gasto para poder crear programas y servicios 


públicos nuevos. 


En el caso de las aportaciones vemos precisamente la tendencia contraria a partir de 1998, 
año en el cual las fórmulas legales de reparto de aportaciones iniciaron su efectividad. En 
este caso la correlación entre los ingresos propios de los estados y las aportaciones es la 
misma historia que en el caso de los egresos. Disminuye la correlación con las 
aportaciones en tiempos de crisis y, en consecuencia, aumentó la dependencia frente a las 
participaciones. En épocas de crecimiento mejoró el esfuerzo fiscal de los estados y la 
correlación inicia una tendencia ascendente a partir del 2000 con la excepción del año 


2003. 


Gráfico 6. Correlación de gastos brutos con variables financieras 
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Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La correlación con variables sociales aporta datos significativos que complementan los 
anteriores (ver: gráfico 7). En el caso de analfabetismo y población los resultados son 


negativos aunque con interpretaciones diferentes. En el primer caso el índice negativo 
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significa que los estados con más gasto público fueron los que menos analfabetismo 
presentaron en razón de que el índice correspondiente se interpreta en el sentido de que a 
mayor coeficiente entonces habrá mayor analfabetismo. Sin embargo, su trayectoria 
tiende a cero lo que demuestra que la relación anterior se está invirtiendo. Esto es, a lo 
largo del tiempo los estados con menor gasto destinaron mayores recursos para combatir 
el rubro social. Aunque en estas cifras no se incluye el gasto social de las aportaciones, si 
pueden reflejarse las condiciones administrativas y fiscales impuestas por las 
transferencias sociales que reorientan el gasto hacia necesidades relacionadas con el 


abatimiento de la pobreza. 


Gráfico 7. Correlación de gastos brutos con variables socioeconómicas 
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Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La segunda serie corresponde a la población. La correlación entre estas variables es 
negativa y la pauta histórica muestra el efecto de acrecentar ligeramente la relación 
inversa entre las mismas. Equivaliendo a que a lo largo del tiempo los estados que 
tuvieron mayor gasto por persona fueron aquellos que tienen una menor población. Esto 


se aprecia a simple vista en la tabla del gasto total en la cual los estados que presentaron 
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mayor gasto por persona fueron los que tuvieron poca densidad de población, repitiéndose 


los mismos efectos que en el caso de los ingresos. 


La última serie se presenta con el producto estatal bruto, la cual es positiva y con 
diferentes tendencias que reflejan el ciclo productivo del país. En los primeros años de los 
noventas la tendencia es positiva, después se vuelve negativa e inicia ligeramente su 
recuperación ascendente a partir del año 2000. Apreciándose que los estados que 
demostraron mayor gasto gubernamental fueron los que alcanzaron mayor actividad 
económica. Sin embargo, la relación disminuye en épocas de crisis económica. Esto es un 
efecto esperado ya que en tiempos de prosperidad económica e ingresos extraordinarios 
las entidades tienen la capacidad de apoyar con mayores recursos a la planta productiva y, 
ante las crisis económicas, la situación financiera les impide cumplir dichos programas. 
De ahí la importancia de incluir en las finanzas estatales los fondos o partidas de 
emergencia que fueran aplicables únicamente en épocas de contracción económica. 
Además, podrían ser aplicados como política anticíclica en el ámbito nacional como una 
herramienta adicional a las utilizadas por la política económica tradicional para combatir 


la disminución de la productividad. 


8. Perspectivas de las finanzas estatales 

La comparación de los recursos estatales frente a las transferencias federales permite 
conocer el grado de la dependencia financiera de las entidades. En promedio las 
transferencias (tanto las participaciones como las aportaciones) representaron el 60% del 


total de ingresos estatales en el período de 1989 al 2005. El análisis destaca el papel tan 
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importante que tuvieron las participaciones y el aumento de las aportaciones a partir de 
1997. Al realizar el mismo estudio en el lado de los egresos se obtuvieron resultados 


similares. 


Otro efecto indirecto del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal lo encontramos en la 
política de ingreso de las entidades. Aunque los derechos ya eran importantes frente a los 
impuestos estatales en 1989, la preferencia histórica consistió en apoyar en forma 
importante la presente fuente de financiamiento en comparación de las demás y, 
especialmente, con mayor fuerza a partir de la crisis económica de 1994. Desde la 
perspectiva económica y administrativa parece correcta la política pública en cuestión en 
razón de que los impuestos son más elásticos al ciclo económico y menos favorables para 
financiar en forma permanente y directa programas y servicios públicos que están 


dirigidos a segmentos de la población y no al total de la misma. 


En el caso de la deuda se aprecia que en promedio existió prudencia en los estados y que 
no ha representado un riesgo para las finanzas estatales o nacionales. Claro que el análisis 
no presenta los casos dramáticos y particulares que se dieron durante el período de 


estudio. 


En cuanto a los rubros de egreso destaca la disparidad de los gastos administrativos frente 
a las demás categorías. Aunque ya se comentó que parte de estos egresos son para cubrir 
funcionarios que dan servicios directos a la población, aún así es desmedida la diferencia 
de dicha categoría frente a las demás. En este caso pudiera pensarse que la consecuencia 


del aumento de ingresos totales de los estados ocasionó el engrandecimiento de la 
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administración en detrimento de obras, programas y servicios públicos. Representando 
una seria limitación para la reforma fiscal de las entidades ya que con toda objetividad la 
Federación pudiera argumentar que en caso de que los estados tuvieran recursos 
extraordinarios se continuaría con el aumento de los gastos administrativos con todas las 
consecuencias que esto pueda acarrear. De todas formas, es necesario realizar un análisis 


profundo y comparativo para apreciar que debe ser lo correcto en este tipo de gastos. 


Destaca también los cambios históricos en cuanto a las categorías de obra pública y 
“otros”. Cambio que sin lugar a dudas debe ser una consecuencia del ciclo económico. En 
tiempo de prosperidad se privilegió la obra pública y en recesiones se contrajo. La 
importancia del hallazgo radica que ante la política estatal vigente el pronóstico 
económico y la planeación financiera deben cobrar un papel relevante en comparación a la 
situación actual de esperar a que sucedan las cosas. La tendencia histórica muestra que 


estos cambios se dan mínimo a los dos o tres años en que el ciclo económico cambió. 


Con relación a los ingresos y egresos por persona entre las entidades se aprecia que los 
estados que tienen menos recursos fueron aquellos que presentaron los mayores índices de 
pobreza en el país. Y, los que ocupan las mejores posiciones, fueron los que denotaron 
una combinación de productividad importante con baja densidad de población. El análisis 
es similar tanto en los ingresos como en los egresos con la única diferencia que en el de 
gastos se colocaron en posiciones altas estados como Tabasco y Campeche gracias a los 
recursos adicionales que reciben de la Federación vía sus convenios fiscales particulares. 
Destaca en ambos análisis la convergencia que existe entre los estados para igualar sus 


finanzas. Situación que representa otro efecto indirecto del Sistema Nacional de 
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Coordinación Fiscal y que merece una discusión sería dentro del contexto del federalismo 
fiscal. Por un lado es saludable que la Federación busque nivelar los recursos de las 
entidades. Sin embargo, la política propuesta puede ser perjudicial para los estados 
avanzados que ven en esto un incentivo para no desarrollarse o dejar de cooperar en forma 


armónica. 


La correlación de los ingresos propios de los estados con las transferencias permite 
verificar los efectos de las fórmulas de repartición. En el caso de las participaciones la 
correlación fue positiva y en las aportaciones fue negativa a partir de 1997. Significando 
que los estados con mayores ingresos recibieron más participaciones y menores recursos 
vía las aportaciones. El resultado va de acuerdo a los valores implícitos en las fórmulas, 
ya que en la primera juega un papel importante los factores que se aproximan a la 
capacidad fiscal y en el segundo caso a la marginación de las regiones. Sin embargo, a 
partir del 2000 se aprecia la tendencia de que las aportaciones mostraran una tendencia 
hacia el cero, esto es, se está revirtiendo los efectos del reparto. La consecuencia de los 
requisitos administrativos y, en ciertos casos, la inclusión de requisitos fiscales en los 


programas sociales origina el favorecimiento de los estados con mayores recursos. 


Lo último comentado se aprecia con claridad en el análisis de correlación de los gastos 
estatales frente a los recursos federales. Las aportaciones siempre presentaron un 
resultado positivo. Situación que es consecuencia directa de la contabilidad ya que las 
aportaciones van directamente ligadas al gasto. Mientras que las participaciones al ir 
ligadas al ingreso presentan valores cercanos al cero al momento de realizar la correlación 


con los gastos. Aquí sobresale la correlación entre ingresos propios y gastos de los 
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estados. La correlación tiende a cero lo que significa que a lo largo del tiempo fueron cada 


vez menos importantes los recursos propios estatales dentro de la política de egreso. 


La correlación de las finanzas estatales con variables sociales aportó datos interesantes 
que denotan las características geográficas de la Nación. Destaca que la población tuviera 
escasa importancia frente a los recursos estatales propios. Las diferencias tan notorias 
entre estados, al existir estados ricos y pobres con mucha o poca población, ha ocasionado 
la escasa influencia de esta variable. Esto en principio no tendría implicaciones 
financieras importantes. Pero, al incluir a la población como variable dentro de las 
fórmulas de reparto de las transferencias, ocasiona que los objetivos de la asignación de 
fondos federales no se cumpla en forma eficiente y existan muchos estados que son 


excepción a la regla genérica o finalidad que se busca con el reparto. 


En el caso de las variables de producto estatal bruto y analfabetismo los efectos se 
muestran en forma clara. Esto es, los estados con mayor productividad obtuvieron 
mayores fondos de las participaciones y menos provenientes de las aportaciones. Lo que 
prueba que las participaciones favorecieron a los estados ricos y las aportaciones se 
inclinaron hacia los estados con mayor atraso, ya que el analfabetismo se utilizó como 
aproximación al concepto de pobreza. Sugiriendo con ello la importancia de incluir 
variables precisas dentro de las fórmulas de reparto federal para que estos objetivos se 


cumplan puntualmente. 


La dependencia fiscal es otro de los efectos derivados del Sistema Nacional de 


Coordinación Fiscal. Sin embargo, a pesar de las grandes cantidades de fondos 
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transferidos, así como la prohibición de utilizar ciertas bases fiscales, es posible señalar 
como incentivo positivo general la utilización de los derechos, aprovechamientos y 
similares en comparación con los impuestos estatales en razón de los servicios que se 


proveen y las elasticidades de los tipos de ingreso frente al ciclo económico. 
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VIII. Capacidad y esfuerzo fiscal 


1. Importancia de la capacidad y esfuerzo fiscal 

Los índices de capacidad y esfuerzo fiscal otorgan una segunda oportunidad para analizar 
los efectos del Sistema Fiscal de Coordinación Fiscal sobre las finanzas estatales. La 
capacidad fiscal se encamina a medir la productividad o base económica de las entidades 
mientras que el concepto de esfuerzo fiscal busca analizar la capacidad administrativa 
para obtener ingresos. Su utilidad radica en que estos conceptos son aplicados en forma 
directa o indirecta como base de las fórmulas de asignación de los fondos que son 
transferidos a otros niveles de gobierno. En la medida en que estos conceptos se 
modifican las consecuencias serán directas sobre la forma del reparto de dichos fondos, 
así como el cumplimiento eficiente de los objetivos que se persigan en los programas 


fiscales. 


Con base a lo anterior el capítulo inicia con la descripción de los conceptos y definiciones 
más importantes de capacidad y esfuerzo fiscal que han sido desarrolladas por diversas 
instituciones financieras. Posteriormente, la segunda parte presenta los coeficientes de 
capacidad y esfuerzo fiscal de los estados de acuerdo a la metodología creada por la 
Comisión de Relaciones Intergubernamentales del gobierno Norteamericano (ACIR). Las 
mediciones incluyen variables que denotan la capacidad económica de las entidades y el 
tratamiento de las cantidades respectivas se utiliza en los mismos términos que en el 
capítulo anterior con la finalidad de facilitar la comparación entre ambos estudios. 
Además, se realizan algunos estudios de correlación con distintas variables 


socioeconómicas para analizar posibles diferencias entre los estados. 
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2. Los conceptos de capacidad y esfuerzo fiscal 

En particular la capacidad y esfuerzo fiscal son conceptos que se utilizan para denotar la 
debilidad o fortaleza financiera de jurisdicciones. Sin embargo, tales conceptos han sido 
definidos y aplicados en formas diferentes. Por lo cual resulta imprescindible revisar las 
definiciones y aplicaciones comunes en la literatura y trabajos empíricos para considerar 
los resultados bajo esta óptica. Las definiciones relativas a estos temas se encuentran 
dentro de los temas del federalismo fiscal más discutidos en la literatura correspondiente 
por las implicaciones y repercusiones de políticas públicas en los sistemas de 


transferencias de fondos. 


En este orden de ideas se presentan las definiciones de disparidad fiscal, capacidad en 
ingresos, brecha entre necesidades-recursos e ingresos potenciales que comprende los de 
ingreso por persona, producto estatal bruto, recursos totales imponibles, ingreso personal 
ajustado a exportación y el sistema de impuestos representativos. Se discute tanto sus 


aspectos teóricos como las consecuencias administrativas por su utilización. 


A. Disparidad fiscal 

El primer enfoque para comparar resultados fiscales entre gobiernos se le denomina 
disparidad fiscal. Esta perspectiva se refiere a “diferencias en esfuerzo fiscal requeridas 
para lograr un resultado fiscal en particular” (Oakland, 1994, 199). En concreto, un 
resultado fiscal se define como la diferencia frente a otra jurisdicción. La disparidad mide 


las diferencias en gastos y/o ingresos actuales entre diferentes jurisdicciones. Dicha 


214 


técnica fue utilizada por ACIR (1971) para medir las diferencias fiscales entre ciudades y 


suburbios en 1968 y los siguientes estudios relativos a áreas metropolitanas. 


B. Capacidad en ingresos 

El segundo enfoque define la disparidad fiscal en términos de capacidad en ingresos. 
Downes (1992, 468) señala que la variación en tasas impositivas locales o esfuerzos 
fiscales refleja las diferencias fiscales entre comunidades. ACIR, siguiendo estos pasos, 
discute y elabora una medida comprehensiva de capacidad en ingresos a la que denomina 
“sistema impositivo representativo” (RTS). El RTS considera a la capacidad en ingresos 
como aquella en la cual el “impuesto o capacidad fiscal de un estado y sus gobiernos 
locales con relación a la cantidad de ingresos que debería tener en caso de aplicar un 


conjunto de tasas impositivas nacionales uniformes” (Davis y Lucke, 1982, 337). 


C. Brecha entre necesidades-recursos 

El tercer criterio es el más comprehensivo de los conceptos de medida de las diferencias 
fiscales entre estados. Estima las diferencias entre necesidades y recursos de una 
jurisdicción tal y como lo analizan Bahl, Martinez y Sjoquist (1992, 420). Ellos señalan 
que este enfoque compara diferencias en términos del potencial de la generación de 
ingresos frente a la obligación del gobierno de otorgar un conjunto estándar de servicios a 


la población. Esto seria definido como: 


DG) = RG) + FG) - EG) 


Donde: 
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D(j) es el requerimiento de recursos público para satisfacer los servicios; 

R(j) son los ingresos del gobierno el aplicar una tasa fiscal uniforme; 

E(5) son las transferencias públicas que se reciben de otro nivel de gobierno; y 

E(j) son los gastos del gobierno requeridos para lograr un conjunto de programas o 


servicios, los cuales son definidos en unidades estándar y no en moneda. 


Las diferencias en D(j) entre estados indica la extensión de las diferencias fiscales. Para 
medir la disparidad fiscal en términos de “ingresos requeridos” es necesario calcular el 
potencial de ingresos (medido en términos de una tasa fiscal uniforme) y los gastos 


estándares que son demandados en varias jurisdicciones. 


D. Ingresos potenciales 

Las variables que se utilizan para definir los conceptos anteriores también tienen un efecto 
directo sobre los resultados y problemas prácticos al considerar las variables particulares 
para integrar las fórmulas correspondientes. Por ello los estudiosos en la materia han 
dedicado mucho tiempo y esfuerzo en desarrollar estimaciones confiables de la capacidad 
y esfuerzo fiscal de gobiernos subnacionales en orden de financiar servicios públicos en 


forma adecuada. 


Por ello, se define a la capacidad fiscal como “la habilidad hipotética de un estado y sus 
gobiernos locales para generar ingresos y otorgar servicios públicos relativos a la 
necesidad por tales servicios” (ACIR, 1978, 13, b). Los indicadores de mayor relevancia 


que han sido utilizados para medir la capacidad fiscal son: el ingreso por persona (PCI), 
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producto estatal bruto (GSP), recursos totales imponibles (TR), ingreso personal 
ajustado a exportación (EAI) y el sistema de impuestos representativos (RTS) (ACIR, 


1987, 111, c). En particular estos indicadores se definen como: 


a) El ingreso por persona (PCI) es el primero desarrollado y el utilizado con mayor 
frecuencia. La base conceptual del concepto consiste en que “el ingreso nacional agregado 
representa los recursos totales disponibles para cumplir las demandas de los sectores 
público y privado por bienes y servicios. Situación que se mantiene para el sector público 
sin importar si el impuesto es sobre ingresos, ventas, propiedad u otra base, el ingreso es 
pagado del ingreso corriente” (ACIR, 1982, 5, d). El PCI tiene la ventaja de que es fácil 
de comprender y sus datos se encuentran disponibles sobre una base relativamente 
frecuente. Estos factores son importantes para análisis financiero y, por lo tanto, hacen del 
ingreso por persona una medida muy atractiva para investigadores y políticos en cualquier 


nivel de gobierno. 


Sin embargo, el PCI tiene varios problemas. Primero, el ingreso local no es una medida 
comprehensiva de ingreso. Al considerar la producción local o estatal se debe incluir 
todas las utilidades, salarios y todo tipo de rentas generadas. En este sentido los impuestos 
federales deben ser deducidos y las transferencias federales sumadas con la finalidad de 
calcular la capacidad fiscal de los estados. Además, el PCI “falla al reconocer la 
diversidad de estados, impuestos locales y fuentes de ingresos” (ACIR, 1982, 7, d). El 
impuesto sobre ingresos personales es sólo una parte de los ingresos estatales. El tercer 
problema consiste en su incapacidad de reconocer las actividades de exportación fiscal. 


Los estados y gobiernos locales pueden obtener impuestos sobre ciudadanos no 
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residentes. A pesar de sus limitaciones conceptuales, el PCI es una medida útil y 


frecuentemente utilizada por las ventajas prácticas que presenta. 


b) El producto bruto estatal (GSP) es una medida nueva para medir la capacidad fiscal. 
“GSP es el valor total de los bienes y servicios producidos por la tierra, trabajo y capital 
en una área estatal en un tiempo determinado” (ACIR, 1987, 111, c). La medida es 
definida por el ingreso total recibido por aquellos individuos sin importar su lugar de 
residencia. En consecuencia el ingreso está sujeto a impuestos por los estados y sus 


gobiernos locales en términos generales. 


El producto estatal aparece como una medida mejor en comparación del PCI. Como el 
GSP integra todo el ingreso recibido por los residentes, no residentes e impuestos 
indirectos de empresas, refleja una habilidad fiscal mayor de los estados. Sin embargo, el 
GSP excluye algunos componentes específicos del ingreso local que el PCI incluye y, por 
lo cual, se reduce conceptualmente la habilidad de los gobiernos para recaudar ingresos. 
Estos elementos incluyen las transferencias nacionales recibidas por los ciudadanos, 
dividendos por intereses y ganancias de los residentes que trabajan en otros estados. 
Además, los datos sobre la producción estatal no se encuentran disponibles en muchos 


Casos. 


c) Los recursos totales imponibles (TTR) es otro nuevo enfoque sobre la capacidad fiscal 
de los estados con el propósito de eliminar los problemas del PCI y el GSP. Su principal 
soporte proviene de la medida del GSP pero incluye el ingreso de los ciudadanos que el 


GSP excluye. “Es así que el ingreso total producido en una jurisdicción (el cual es el GSP) 
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más cualquier elemento de ingreso de los residentes que no fue producido en la 
jurisdicción del residente...” (ACIR, 1987, 111, c). Aunque resulta un mejor enfoque 
todavía repite algunos problemas prácticos del GSP como el caso de no tener disponibles 
los datos correspondientes. Además no es fácil de aplicar dentro de la arena política por su 


marco conceptual. 


d) El ingreso ajustado a exportación (EAI) “es un enfoque teórico importante para medir 
la capacidad fiscal, fundado explícitamente sobre el concepto de las limitaciones del 
presupuesto estatal local.” En razón de que la capacidad fiscal de una jurisdicción está 
dada, la medida considera las decisiones del sector público frente al gasto privado. “Existe 
un intercambio entre ingreso disponible e impuestos que puede ser utilizado para financiar 
servicios públicos; más de uno significa menos del otro y cualquier número de 
combinaciones es posible” (ACIR, 1987, 112, c). Los ingresos locales cuestan menos a 
los residentes en razón de que es posible exportar impuestos a los no residentes y deducir 


impuestos estatales y locales sobre ingreso y propiedad. 


La medida en estudio contiene un aspecto teórico fundamental que complica su medición 
en razón de que los economistas no coinciden en la definición del concepto de incidencia 
fiscal. Además, en el aspecto práctico resulta complicado encontrar datos para calcular el 


EAI. 


e) El sistema impositivo representativo (RTS) y el sistema de ingresos representativos 
(RRS) son las mejores opciones para remplazar el PCI. Estas técnicas fueron desarrolladas 


por ACIR en 1961. Sin embargo, fueron aplicadas en forma constante a partir de 1985 en 
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razón del aumento en el uso de impuestos y derechos especiales estatales y locales. La 
diferencia en los conceptos proviene por las fuentes de ingreso consideradas. El RTS 
incluye impuestos en sus cálculos mientras que el RRS adiciona todo tipo de derechos e 
impuestos especiales. El RTS y el RRS difieren de las demás medidas de capacidad fiscal 
en el sentido de que el “RTS y RRS estiman las bases estatutarias que son comúnmente 
definidas (en un sentido u el otro) por el estado y sus gobiernos locales, comparando estas 
bases de ingresos por un promedio nacional, por ejemplo, usando un promedio de tasa 
nacional como base de la comparación.” Bajo estos enfoques, la capacidad fiscal se define 
como las diferencias de ingreso entre entidades en caso de aplicar una tasa nacional 
uniforme frente a una base fiscal estándar. Su utilidad radica en la aplicación de la tasa 


nacional promedio a cada una de las bases de ingresos estandarizada de los estados. 


El RTS y el RRS también tienen que ver con “aspectos de armonización y exportación 
fiscal que confrontan los otros índices de capacidad; pero en forma diferente.” El RTS y el 
RRS adquieren su estandarización “al intentar componer una lista precisa y exhaustiva de 
impuestos estatutarios y bases de ingresos no impositivas. El problema de la exportación 


fiscal es resuelto al usar los niveles estimados de cada base fiscal (ACIR, 1987, 113, c). 


3. Capacidad fiscal 

Para conocer las diferencias fiscales entre los estados, así como los posibles efectos del 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal sobre las entidades se elaboran los coeficientes 
respectivos con la finalidad de aportar datos de mayor importancia comparativa. Al 
respecto se consideran únicamente los ingresos propios de los estados para calcular los 


índices de capacidad y esfuerzo fiscal y poder desarrollar los análisis correspondientes. 
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En particular la capacidad fiscal es definida por ACIR como la renta impositiva por 
persona que sería recolectada por un gobierno si aplicara la tasa promedio de todos los 
gobiernos. Para normalizar tal concepto el cálculo es dividido por la cantidad de 
impuestos que serían obtenidos si se aplicara la tasa promedio a la base fiscal promedio. 
El producto estatal bruto (PEB) será considerado como la base fiscal en razón de que es la 
única medida disponible para este propósito. Las tasas impositivas resultan de dividir los 
ingresos propios de los estados por el PEB. Todos estos números se expresan en 


cantidades por persona. Formalmente tenemos que la capacidad fiscal de un estado ¡ es: 


Capacidad: Base fiscal (PEB) * Promedio tasa 


Promedio base * Promedio tasa 


Los resultados de la capacidad fiscal de los estados se muestran en la tabla 1. Se muestran 
los años de 1989, 1994, 2000 y 2005 para fines comparativos, aunque se hayan elaborado 
los coeficientes de todo el período. Algunas precauciones deben tomarse en los análisis 
subsecuentes en razón de la forma en que fueron tratados los datos. Los años de 1991 y 
1992 fueron calculados considerando los porcentajes de crecimiento de la población en 
virtud de que no hubo registros oficiales de la población. Así mismo, los productos 
estatales brutos de 1990 a 1992 se obtuvieron de tomar el producto nacional bruto 
dividido por el porcentaje promedio de productividad de cada estado entre el período de 
1993 a 1995. Estos procedimientos fueron repetidos para calcular los índices de esfuerzo 


fiscal que se presentan adelante. 
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En cuanto a la interpretación de los índices de capacidad fiscal un coeficiente por abajo de 
1 significa que el estado ¡ se encuentra por abajo del promedio nacional y, en 
consecuencia, se considera con una capacidad fiscal menor. De esta forma los estados con 
menor capacidad fiscal resultaron aquellos con un producto estatal bruto menor y mayores 
índices de marginalidad.” Chiapas, Oaxaca, Zacatecas, Guerrero y Michoacán se 


encuentran precisamente dentro de los estados con mayor atraso y menor capacidad fiscal. 


En el lado opuesto, las entidades que tienen coeficientes mayores a 1 representan una 
situación de mayor riqueza. Nuevo León, Chihuahua, Coahuila, las baja californias y 
Sonora son ejemplos de estados desarrollados y con alta capacidad fiscal. Sin embargo, 
destacan Campeche y Quintana Roo dentro de los estados en mejores posiciones. Su 
ubicación en la tabla puede obedecer a la forma de elaborar las cuentas de la producción 
estatal o a ciertas actividades económicas especiales que son del ámbito nacional y que no 
repercuten directamente en el bienestar de tales estados. Campeche por ejemplo es un 
estado importante en cuanto a la producción petrolera y Quintana Roo se encuentra 
altamente beneficiado por el turismo en sus playas e importantes zonas arqueológicas. La 
hipótesis se refuerza al constatar que son los estados que mayores cambios presentaron a 
lo largo del período de 1989 al 2002 como consecuencia de la volatilidad económica 
nacional. En el mismo orden de ideas sorprende que Tabasco y Veracruz se encuentren en 
posiciones inferiores debido a que también cuentan con importante producción petrolera y 
afines. En este caso vemos que las contabilidades no llevan los mismos criterios creando 


diferencias artificiales. En todo caso resulta imperativo revisar la forma del cálculo del 


2 Ver: CONAPO para mayor información sobre marginalidad (www.conapo.org.mx). 
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producto estatal bruto con la finalidad de poder realizar comparaciones justas entre los 


estados y brindar mayor claridad al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 


Tabla 1. Capacidad fiscal de los estados 


Estados / año p 89 94 2000 2005 89-05 
Chiapas 0.47 0.49 0.50 0.44 0.47 -0.04 
Oaxaca 0.48 0.50 0.51 0.45 0.46 -0.07 
Tlaxcala 0.58 0.57 0.57 0.58 0.57 -0.01 
Zacatecas 0.60 0.60 0.59 0.56 0.66 0.09 
Guerrero 0.60 0.63 0.63 0.59 0.57 -0.10 
Michoacán 0.60 0.59 0.60 0.59 0.64 0.08 
Veracruz 0.65 0.66 0.68 0.61 0.64 -0.03 
Hidalgo 0.65 0.71 0.69 0.62 0.63 -0.10 
Nayarit 0.66 0.72 0.72 0.61 0.62 -0.14 
Tabasco 0.70 0.74 0.72 0.67 0.63 -0.14 
Puebla 0.73 0.69 0.70 0.78 0.69 0.01 
Guanajuato 0.77 0.75 0.74 0.78 0.86 0.15 
San Luís Potosí 0.79 0.79 0.82 0.79 0.84 0.06 
México 0.84 0.89 0.87 0.81 0.83 -0.07 
Yucatán 0.85 0.83 0.85 0.88 0.84 0.01 
Sinaloa 0.86 0.94 0.90 0.81 0.83 -0.11 
Durango 0.91 0.88 0.90 0.88 0.96 0.09 
Morelos 0.97 1.05 1.02 0.91 0.98 -0.06 
Jalisco 1.07 1.09 1.09 1.08 1.03 -0.05 
Colima 1.08 1.12 1.11 1.06 1.07 -0.04 
Tamaulipas 1.15 1.09 1.13 1.19 1.22 0.11 
Querétaro 1.23 1.13 1.18 1.30 1.26 0.11 
Aguascalientes 1.26 1.14 1.18 1.38 1.40 0.23 
Sonora 1.27 1.25 1.27 1.27 1.27 0.02 
Baja California Sur 1.39 1.43 1.40 1.35 1.37 -0.05 
Baja California 1.42 1.37 1.40 1.54 1.30 -0.05 
Coahuila 1.44 1.31 1.31 1.43 1.59 0.21 
Chihuahua 1.47 1.40 1.37 1.58 1.58 0.13 
Quintana Roo 1.77 1.96 1.87 1.69 1.51 -0.23 
Campeche 1.86 1.87 1.84 1.83 1.72 -0.08 
Nuevo León 1.87 1.80 1.84 1.95 1.93 0.07 
p 1.00 1.00 1.00 1.00 1.00 0.00 
[e] 0.40 0.39 0.39 0.42 0.40 0.01 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


En cuanto a las tendencias a lo largo del tiempo se puede apreciar que las diferencias entre 
los estados aumentaron en forma moderada. Hecho que se aprecia en los resultados de la 


desviación estándar de toda la series. La desviación pasa de .39 a .40 para el período de 
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1989 al 2005. Cabe destacar que en el 2000 la desviación fue la máxima al alcanzar un .42 
de miles de pesos por persona entre las entidades. Esto puede ser la consecuencia de la 
crisis económica que inicia a finales de 1994. Conforme avanzan los años los efectos de la 
crisis se van reduciendo. Lo cual puede ser un indicio de que la capacidad fiscal se 


mantiene constante a largo plazo. 


El análisis de correlación de los coeficientes fiscales con distintas variables financieras y 
socioeconómicas presenta importantes resultados para comprender las bases fiscales de 
los estados. La correlación con las variables financieras muestra diferentes signos en 
atención a los incentivos presentes en cada una de las variables. En cuanto a la correlación 
con las participaciones libres el resultado fue positivo a lo largo del período teniendo .50 
en promedio. Los estados con mayor capacidad fiscal fueron aquellos que recibieron 
mayores participaciones en términos generales. Es importante recordar que 45% de las 
participaciones son asignadas en razón de la recolección de “impuestos especiales 
asignables” en los estados. Por lo tanto la recaudación federal, al igual que la estatal, sigue 
la capacidad económica en cada estado y de ahí que sean favorecidos las entidades con 
mayor desarrollo. Sin embargo, si observamos la serie en comento se aprecia que la 
correlación disminuyó de .52 a .37 para el período de 1990 al 2005. Por lo tanto las reglas 
están perdiendo efectividad por factores adicionales como pueden ser las negociaciones 
particulares en los acuerdos fiscales y administrativos anuales u otro tipo de prácticas 


discrecionales. 


Las aportaciones presentan en promedio una correlación negativa aunque la mayor parte 


de la serie sea positiva. El resultado es consecuencia del incremento desmedido de las 
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transferencias sociales a partir del año 1998. De los años del 2001 al 2005 la correlación 
ya es negativa lo que demuestra la efectividad de las reglas en el sentido de repartir 


ingresos a favor de las regiones con menos desarrollo o capacidad fiscal. 


Tabla 2. Correlación con la capacidad fiscal 


Variables / año p 90 94 2000 2005 
Participaciones 0.47 0.52 0.51 0.34 0.37 
Aportaciones -0.06 0.30 0.12 0.07 -0.35 
Propios-deuda 0.66 0.62 0.72 0.60 0.65 
PIB 1.00 1.00 1.00 1.00 1.00 
Pob -0.25 -0.28 -0.26 -0.22 -0.20 
Analf -0.61 -0.57 -0,59 -0.64 0.00 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


En referencia a los ingresos propios de los estados la correlación fue positiva de acuerdo a 
lo esperado. Destaca que la correlación frente a los impuestos (no se encuentra en la tabla) 
fue ligeramente mayor a la correspondiente a ingresos propios, los cuales incluyen todo 
tipo de ingresos como derechos, multas, aprovechamientos y demás fuentes de ingreso 
menos la deuda pública. Esto en razón de que los impuestos tienen mayor elasticidad 
frente al producto estatal bruto que las demás fuentes de ingreso. Por lo tanto es 
importante considerar para efectos de planeación financiera ya que en tiempos de crisis 


económica serán precisamente los impuestos los que mayores caídas presenten. 


Los resultados de la relación con las variables sociales complementan los estudios de las 
variables financieras. La correlación con la población fue negativa sugiriendo que los 
estados con mayor población fueron los que menor capacidad fiscal tienen en promedio, 
aunque los resultados no son significativos por estar cercanos al 0. Sin embargo, la 


relación en estudio representa que no necesariamente una población mayor garantiza una 
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mayor riqueza. Factor que se comprende al verificar que muchas entidades tienen 
poblaciones importantes pero cuentan con regiones con niveles de atraso significativos. 
Tal es el caso de Veracruz, Puebla o el Estado de México que se encuentran por debajo 


del promedio nacional. 


La correlación con analfabetismo fue negativa y significativa, llegando a un promedio de - 
.60 para el período de 1990 al 2002. El resultado indica que las entidades con menor 
capacidad fiscal fueron aquellas que contienen mayor grado de analfabetismo. Lo cual 
justifica nuevamente las posiciones inferiores de dichos estados en la tabla ya que son los 
de mayor marginación. En términos de capacidad fiscal resulta de mayor importancia las 
condiciones culturales de las entidades que la población de las mismas. 
Consecuentemente una medida que podría resultar más apta dentro de la fórmula de 
reparto de las participaciones sería la población económicamente activa de los estados, en 
vez de la población en general, si lo que se busca es que sea eficiente el principio de 


regresar a los estados los recursos de acuerdo a su capacidad económica. 


4. Esfuerzo fiscal 

Además de las bases fiscales también resulta importante considerar las tasas fiscales 
efectivas que los estados aplican. Para este propósito seguiremos la metodología 
desarrollada por ACIR la cual es la apropiada para esta finalidad. En particular la fórmula 
aplica la tasa fiscal de una entidad al promedio de la base fiscal de todas las entidades para 
verificar cuanto ingreso hubiera sido recaudado. El resultado es estandarizado entre el 


promedio de ingresos de los estados. La fórmula consiste en: 
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Esfuerzo: 


Promedio base 


Promedio de la base * Promedio tasa fiscal 


Tasa fiscal 


Los coeficientes del esfuerzo fiscal de los estados se muestran en la tabla 3. Los índices 
fueron elaborados considerando todas las fuentes propias de las entidades sin contar la 


deuda pública, por lo que la definición se aproxima al sistema RRS. 


Tabla 3. Esfuerzo fiscal 


Estado / año p 89 94 2000 2005 89-90 
Campeche 0.41 0.34 0.38 0.34 0.48 0.40 
Yucatán 0.43 0.42 0.45 0.39 0.51 0.21 
Tlaxcala 0.46 0.32 0.33 0.56 0.62 0.92 
Chiapas 0.49 0.19 0.51 0.83 0.43 1.35 
San Luís Potosí 0.63 0.47 0.63 0.66 0.71 0.51 
Hidalgo 0.66 0.39 0.64 0.62 0.54 0.38 
Coahuila 0.66 0.56 0.77 0.58 0.76 0.36 
Veracruz 0.67 0.50 0.83 0.58 0.80 0.61 
Oaxaca 0.67 0.56 0.42 0.67 0.25 -0.56 
Morelos 0.68 0.47 0.36 0.78 1.26 1.67 
Puebla 0.68 0.66 0.80 0.62 0.71 0.07 
Durango 0.75 0.51 0.66 0.69 0.86 0.69 
Tamaulipas 0.81 0.49 1.23 0.94 0.64 0.30 
Nayarit 0.94 1.11 0.59 0.93 1.77 0.60 
Michoacán 0.95 0.93 0.76 1.06 1.11 0.19 
Nuevo León 0.96 0.62 1.17 0.90 1.03 0.67 
Sonora 0.99 1.17 1.14 0.82 0.98 -0.17 
Querétaro 1.01 0.71 0.95 0.79 1.24 0.75 
Aguascalientes 1.02 1.47 1.25 0.75 0.71 -0.52 
Colima 1.08 1.07 0.85 1.36 1.03 -0.04 
Guerrero 1.08 0.91 1.11 0.98 1.00 0.10 
Guanajuato 1.15 0.98 1.24 1.19 0.92 -0.05 
Sinaloa 1.22 1.46 1.42 1.09 1.00 -0,32 
México 1.24 1.41 1.27 0.95 1.03 -0.27 
Quintana Roo 1.41 1.54 1.40 1.32 1.68 0.09 
Jalisco 1.43 1.20 1.69 1.29 1.41 0.17 
Zacatecas 1.46 1.08 1.15 1.97 1.13 0.04 
Tabasco 1.56 1.39 0.38 2.97 2.01 0.45 
Chihuahua 1.67 2.60 2.24 0.88 0.79 -0.70 
Baja California 1.85 3.09 2.43 1.67 1.16 -0.62 
Baja California Sur 1.96 2.36 1.94 1.80 2.42 0.03 
p 1.00 1.00 1.00 1.00 1.00 

2 0.41 0.68 0.54 0.52 0.47 

Capacidad fiscal 0.28 0.36 0.44 -0.04 0.13 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 
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Destaca en primer término que las posiciones de los estados no coinciden entre su 
capacidad y esfuerzo fiscal lo cual demuestra que la base fiscal de las entidades o 
potencial económico no ha representado un factor determinante para obtener ingresos 
propios y que han intervenido otro tipo de variables que explican el esfuerzo fiscal. Por 
ejemplo, de aquellos estados que se encuentran en los últimos cinco sitios en cuanto a 
capacidad fiscal dos (Chiapas y Tlaxcala) repiten dentro de los últimos cinco sitios de 
esfuerzo fiscal. Sobresale el caso de Campeche el cual pasó del primer lugar en capacidad 
al último en esfuerzo fiscal. Esta variación es un indicio claro de lo que ya habíamos 
señalado en el punto anterior respecto de la forma de contabilizar el producto estatal 


bruto. 


Los mismos resultados se repiten en el caso opuesto de la clasificación. De los primeros 
cinco lugares en capacidad fiscal dos entidades (Baja California Norte y Chihuahua) 
repitieron dentro de los primeros cinco lugares en esfuerzo fiscal. En el caso que nos 
ocupa destaca Zacatecas el cual pasó de los últimos lugares en capacidad a los primeros 
en esfuerzo fiscal. Este resultado puede ser en virtud de una eficiente administración fiscal 
o producto de una alta migración de la población, lo que también incide para elevar el 
coeficiente de esfuerzo fiscal. En todo caso se amerita un estudio especial adicional a la 


presente obra. 


La variación también se puede apreciar mediante la correlación entre capacidad y esfuerzo 
fiscal. En este caso los resultados de la correlación no señalan una tendencia clara sino 


índices cercanos a cero, lo cual equivale a no encontrar una relación lineal entre estas 
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variables. El promedio de la serie fue de .28 para el período en cuestión. Este es un indicio 
claro de que los estados no están aprovechando su potencial económico para elevar su 
carga tributaria, lo que debería ser la norma en cualquier sistema tributario eficiente. 
También es importante señalar que la serie de correlación no presenta una tendencia 
definida sino que se observa una disminución importante a partir de 1994. Esto quiere 
decir que la crisis económica afectó profundamente la posibilidad de que los estados 
explotaran sus bases económicas y, en particular, aumentó la dependencia de los estados 


hacia los ingresos federales. 


El análisis de correlación entre el esfuerzo fiscal de los estados y variables financieras y 
socioeconómicos proporciona mayor información sobre las políticas fiscales de las 
entidades. Considerando la correlación entre esfuerzo fiscal y las participaciones libres se 
aprecia una trayectoria decreciente hasta niveles cercanos a cero (ver: gráfico 1) para el 
período de 1989 a 1994. La serie se interrumpe en 1995 y aumenta la correlación hasta 
niveles de .40, precisamente en los años en que la crisis económica se siente con mayor 
intensidad en los estados. A partir del 2000 la tendencia positiva se invierte, pero en el 
2003 vuelve a recuperar los niveles previos al 2000. En términos generales estos 
resultados reflejan la situación opuesta de la correlación entre esfuerzo y capacidad fiscal. 
En el presente caso la disminución inicial de la correlación frente a las participaciones 
libres significa que los estados aumentaron su Capacidad para generar ingresos propios. 
Cuando aumenta la correlación con las participaciones entonces disminuye el esfuerzo 
fiscal local. Aunque la crisis económica es un factor determinante de estos resultados, no 
deja de sorprender que los efectos de la crisis fueran duraderos sobre las finanzas estatales 


ya que la relación con las participaciones disminuye en el año 2000, siendo que la crisis 
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fue superada en el año de 1998. El problema es que los estados ante dicha experiencia 
prefirieron continuar con la dependencia y esperar períodos largos de estabilidad 


económica para volver a levantar su esfuerzo fiscal. 


Gráfico 1. Correlación de esfuerzo con variables financieras 


Años 


—e— Participaciones —=— Aportaciones -.--Propios-deuda 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


El caso de las aportaciones sociales tiene que ser visto con mucha precaución en virtud de 
que las asignaciones a los estados no se hacían mediante una fórmula legal sino mediante 
criterios discrecionales hasta 1997. Sin embargo, a partir de 1998 se aprecia la tendencia 
contraria a las participaciones libres. Primero se denota una trayectoria descendente y, una 
vez que los estados se recuperan de la crisis, una tendencia positiva. Lo que equivale a 
decir que las aportaciones sociales tuvieron menor influencia sobre el esfuerzo fiscal 
durante las crisis económicas y, una vez superadas, adquirieron mayor influencia que las 
participaciones. Consecuencia razonable en virtud de las reglas de operación de ambos 
tipos de transferencias. Las participaciones son asignadas sin ninguna limitación o 
requerimiento. Por tanto su influencia sólo deriva del monto. En épocas de bonanza 


económica los estados incrementaron sus ingresos sin que influya en forma determinante 
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los ingresos libres que la Federación envió. En cambio, debido a que un número 
importante de programas sociales son entregados bajo requisitos fiscales y 
administrativos, los estados necesitan generar fondos propios para aumentar la cantidad de 
programas sociales en operación. En consecuencia se aprecia que las aportaciones sociales 
presentaron incentivos positivos sobre las finanzas locales, circunstancia que a la larga 
podría disminuir los efectos de repartir estos programas sociales a las entidades menos 


desarrolladas a favor de las que tuvieran mayor esfuerzo local. 


El efecto de las transferencias federales también se aprecia en la correlación entre 
esfuerzo fiscal e ingresos propios de los estados. En principio dicha correlación siempre 
debería ser positiva y cercana a uno, lo que equivaldría a que los estados que tienen 
mayores recursos propios serían aquellos con mayor esfuerzo fiscal. Sin embargo, 
podemos constatar que la correlación diminuye como efecto de la crisis en 1995 y vuelve 
a disminuir en 1997 cuando aumentan en importancia las aportaciones sociales. La 
correlación vuelve a presentar una tendencia positiva a partir del 2001 probablemente 
como consecuencia del aprendizaje consistente en aumentar los ingresos propios para 


elevar sus aportaciones sociales y de las mejores condiciones económicas nacionales. 


El Gráfico 2 presenta la correlación con las variables sociales en estudio. En todos los 
casos las variables tienden hacia valores cercanos al cero, lo cual es indicativo de la poca 
relación de estas variables con el esfuerzo fiscal. Sin embargo, sus trayectorias son 
indicativas de posibles influencias sobre las decisiones estatales y de los efectos de la 


crisis económica que inicia en 1994, 
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El producto estatal bruto demuestra una tendencia positiva y en el año de 1994 inicia su 
declive pronunciado hasta el 2000 en que vuelve a recuperarse. Aquí se aprecia en forma 
mucho más clara los efectos de la crisis económica en comparación con la correlación 
entre esta variable y la capacidad fiscal, aunque en ambas series las pautas son las 
mismas. Los estados en tiempos de crisis económica disminuyen su esfuerzo fiscal y 


quedan totalmente dependientes de las transferencias de la Federación. 


Gráfico 2. Correlación con esfuerzo fiscal 


Años 


—o—PIB —u=—Pob +. Analf 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


La población, que es otro componente de primer orden en la tributación, es la que presenta 
resultados cercanos al cero. Esto demuestra la gran heterogeneidad de la población en la 
País y las marcadas diferencias sociales, lo que impide que dicha variable sea un factor 
determinante para aumentar la tributación en tanto no se alcancen niveles de desarrollo 
elevados en todos los estados. Su tendencia es positiva y negativa al igual que el producto 


estatal bruto, siendo un indicativo también de los efectos de la crisis económica. 
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El analfabetismo, como se esperaba, tiene una relación negativa y significativa fuerte en 
los primeros años de los noventa. Estados con mayor esfuerzo fiscal fueron los que 
tuvieron menor analfabetismo. La crisis económica vuelve a ser un factor importante ya 
que la tendencia consistió en disminuir la correlación negativa hasta el año 2000. Estos 
resultados también son significativos por el hecho de señalar que los estados se 
recuperaron de la crisis económica hasta el año 2000 como ya se había señalado. Las 
transferencias federales aunque representaron un sostén muy importante para los estados 
en tiempos de crisis también son responsables de que los estados se recuperen en forma 


muy lenta en cuanto a sus finanzas particulares. 


5. Implicaciones para las finanzas estatales 

La teoría y la práctica fiscal han desarrollado conceptos adecuados para el estudio de la 
capacidad y esfuerzo fiscal. 'Tal es el caso del sistema de impuestos representativo (RTS) 
y el sistema de ingresos representativo (RRS). Sin embargo, la disponibilidad de datos 
condiciona la aplicación de tales conceptos. Por tal motivo se utiliza en el presente estudio 
el producto estatal bruto como el componente principal en los índices respectivos. Su 
problema consiste en el hecho que la medición del producto estatal no considera las 
ganancias obtenidas en otros estados, transferencias federales y dividendos corporativos. 
Estas cantidades tienen que ser consideradas en áreas metropolitanas asentadas a lo largo 
de varias jurisdicciones como por ejemplo los casos de la Ciudad de México, Tampico o 
Torreón. Si el estudio tuviera el propósito de estudiar en forma detallada la capacidad 
fiscal de estas zonas conurbadas los resultados estarían sesgados. Sin embargo, el objetivo 


principal de la investigación consiste en verificar efectos generales de las transferencias 
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federales sobre las finanzas de los estados, observándose que mayoritariamente los 


resultados se adaptan a las condiciones geográficas y económicas de las entidades. 


En cuanto a los resultados obtenidos destaca que la capacidad y esfuerzo fiscal de las 
entidades difieren en forma importante. En el caso de la capacidad fiscal los estados se 
ubicaron de acuerdo a su propio potencial económico. Las jurisdicciones con menos 
desarrollo fueron las que presentaron menores bases fiscales. Sin embargo, debido a 
variables económicas, sociales y los efectos de las transferencias federales las posiciones 
de los estados en cuanto al esfuerzo fiscal cambiaron en forma notoria, lo que demuestra 
que la eficiencia tributaria de los estados es baja y altamente sensible hacia las variables 


ya mencionadas. 


La relación entre el esfuerzo fiscal y el tipo de transferencias permite verificar de nueva 
cuenta los efectos de las fórmulas de asignación de fondos. La relación con las 
participaciones es positiva lo que señala que las transferencias libres favorecieron a los 
estados con mayor esfuerzo fiscal. En cambio las aportaciones muestran la tendencia 
contraria lo cual equivale al favorecimiento de los estados con menor esfuerzo y, 
consecuentemente, menor grado de desarrollo. Estas tendencias se aprecian en forma 
mucho más clara a partir de 1998 en que los efectos de la crisis económica están siendo 


superados y las aportaciones sociales cobraron importancia. 


La reforma de 2007 tendrá dos efectos importantes sobre estos resultados. En primer lugar 
la correlación positiva entre las participaciones y los coeficientes de esfuerzo fiscal de los 


estados aumentará en consecuencia de la introducción de variables de esfuerzo fiscal 
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dentro de la nueva fórmula de asignación de las participaciones. El segundo afecto será la 
disminución de la correlación inversa entre las aportaciones y el esfuerzo fiscal. En pocas 
palabras, las variables dentro de las aportaciones que denotan infraestructura y capacidad 
administrativa ocasionarán que los estados con mayor actividad económica y/o esfuerzo 


fiscal sean los beneficiados. 


El estudio del esfuerzo fiscal y las variables socioeconómicas descubre importantes 
consecuencias para efectos de las políticas fiscales del SNCF. En primer lugar las 
variables que deberían tener mayor importancia para el esfuerzo fiscal de los estados, tales 
como el producto estatal bruto y la población, son las que menos influencia tuvieron. En 
cualquier administración tributaria sana la capacidad económica de las jurisdicciones y su 
población deben representar las condiciones de mayor peso para lograr elevar el esfuerzo 
fiscal. Los resultados demuestran que los estados no explotaron en forma adecuado su 
potencial económico y que la población mostró una gran heterogeneidad social lo que 


impide que sea un factor determinante. 


Además se aprecia que los ciclos económicos en general causan graves trastornos a las 
finanzas estatales. En tiempos de crisis económica los estados aumentaron su dependencia 
hacia las transferencias federales. Y, en tiempos de prosperidad, los estados tuvieron la 
posibilidad de aumentar su esfuerzo fiscal. Sin embargo, el efecto de las transferencias se 
hace notorio ya que el tiempo de recuperación de los estados es mucho mayor al tiempo 
en que terminan las crisis económicas. Estos resultados por supuesto que tendrán que ser 


confirmados por análisis econométricos sofisticados, como estudios de panel que puedan 
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determinar no sólo la tendencia general del SNCF sino demostrar efectos particulares 


entre los estados y efectos por períodos de tiempo. 


Las pautas generales de los análisis ya comentados, así como los resultados de los 
capítulos previos, sugieren la falta de eficiencia de las administraciones fiscales estatales, 
la fuerte influencia de las transferencias federales, la debilidad de las finanzas estatales 


frente a los ciclos económicos y las precarias bases fiscales que disponen. 
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IX. El reparto de las transferencias y sus efectos 


1. La asignación de transferencias 

Las relaciones fiscales intergubernamentales por su amplitud pueden ser estudiadas desde 
diferentes ángulos lo que permite contar con una mejor comprensión de estas políticas 
públicas que afectan el rendimiento de las administraciones públicas. "Temas como los 
efectos de las transferencias federales sobre las finanzas estatales, la comparación de los 
montos federales asignados frente a los ingresos de las entidades o los criterios utilizados 
para repartir los fondos nacionales ya han sido cubiertos en capítulos anteriores. Otro 
punto trascendental consiste en la verificación empírica del funcionamiento de las 
fórmulas de asignación entre los estados con la finalidad de poder constatar si existen o no 
estados beneficiados y, en última instancia, que tipo de criterios prevalecen en nuestro 
federalismo fiscal. Los capítulos seis y siete, relativos a estos temas, presentaron una 
visión panorámica de este problema en forma descriptiva. Los resultados preliminares 
fueron útiles al demostrar tendencias genéricas en las cuales las participaciones favorecían 
a estados con mayor productividad y las aportaciones a las entidades con mayor 
marginación. Sin embargo, dicho análisis únicamente presume una relación causal y no 
toma en cuenta el efecto de otras variables externas que tengan influencia en el mismo 
fenómeno. Para ello, el presente capítulo muestra diferentes ecuaciones econométricas 
con la finalidad de poder avanzar en el estudio de las relaciones entre los factores fiscales 


y sociales de interés. 


Al efecto se proponen estudios de regresión seccional con la finalidad de poder distinguir 


los efectos de las transferencias federales sobre las entidades. En particular los análisis de 
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regresión seccional tienen severas limitaciones tales como el tamaño de la muestra, la 
inestabilidad del propio modelo al momento de especificarlo y, en los casos de conjuntar 
datos que representan un período de tiempo, contar con coeficientes que representan un 
promedio general sin poder distinguir efectos particulares en el tiempo o entre los estados 
(Wooldridge, 2002). A pesar de estos problemas y la obviedad de realizar otro tipo de 
modelos (panel), el presente estudio no tiene la finalidad de conocer efectos particulares 
en el tiempo o entre los estados. Se busca conocer los efectos generales de las 
transferencias en cuanto a su reparto entre los estados y así verificar la efectividad de las 


fórmulas legales con las restricciones debidas. 


Los modelos en cuestión establecen como variables dependientes las transferencias 
federales —participaciones y aportaciones — con la finalidad de conocer empíricamente los 
efectos de su repartición a los estados (Rodden, 2002). Las variables independientes 
endógenas (aquellas bajo el control de las haciendas públicas) son las series financieras de 
las entidades como lo son los ingresos totales menos deuda, ingresos menos impuestos, 
impuestos, esfuerzo fiscal y egresos menos pagos sobre deuda. Las exógenas son el 
producto estatal bruto (Peb), población (Pob) y analfabetismo (Analf). Estas últimas 
representan una aproximación para poder conocer el efecto de las asignaciones entre 


estados ricos, menos desarrollados y con mayor o menor población. 


Los datos representan el promedio de las cifras de cada uno de los estados para el período 
de 1997 al 2005 con la finalidad de poder apreciar los efectos en un lapso de tiempo 
importante y no solamente en un año determinado. Se elige 1997 en razón de que a partir 


de dicho año las aportaciones sociales aumentan su importancia en cantidad y la 
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asignación discrecional de las mismas ya no es un factor determinante. El año 2005 
representa el último año en que se tuvieron las cifras disponibles. En todas las ecuaciones 
se elimina el Distrito Federal en razón de que las cuentas de esta Entidad incluyen 
ingresos locales, como el impuesto predial, que en los estados se contabilizan dentro de 
los gobiernos municipales. En caso de haberse incluido el Distrito Federal se hubiera 
aumentando la influencia de los ingresos estatales sobre los demás factores. Los datos se 
presentan en pesos del 2005 con la finalidad de tener una visión más cercana de las cifras. 
Además, las estadísticas fueron transformadas en pesos por persona con la finalidad de 


poder realizar comparaciones válidas entre estados. 


2. Las participaciones libres 

Se propone el estudio econométrico de regresión múltiple seccional teniendo como 
variable dependiente las participaciones libres de la Federación a los estados para poder 
constatar las consecuencias de la repartición de estos fondos frente a los supuestos de la 


fórmula legal, así como constatar su relación con los elementos sociales de importancia. 


El modelo de regresión seccional básico es el siguiente: 


Participaciones = a + Ingx1 + Pebxo + Pobxg3 + Analfxa + € 


En la ecuación las participaciones son la parte dependiente, representando las 


transferencias libres que la Federación entregó a los estados por medio del Ramo 28 del 
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presupuesto de egresos nacional durante el período de estudio. Las variables 


independientes son: 


Ing = Son los ingresos propios que recaudaron los estados menos los ingresos por 
concepto de deuda. No se incluye la deuda en razón de la gran disparidad que existe entre 
los estados, lo cual ocasiona resultados ineficientes. La serie se substituye en modelos 
subsecuentes por factores financieros similares como ingresos menos impuestos (Ing- 
imp), la cual representa los derechos, aprovechamientos, etc. de los estados; impuestos 
(Imp); y el esfuerzo fiscal de los estados (Esf) representado en razón de los índices de 


esfuerzo fiscal elaborados en el capítulo previo. 


Peb = Es el producto estatal bruto conforme a los datos proporcionados por el INEGI. Se 
utiliza como una aproximación para distinguir entre estados con mayor riqueza y 
entidades con mayor atraso para poder verificar si las transferencias en estudio favorecen 
o no a los estados con mayor desarrollo. En caso de que el coeficiente fuera positivo esto 
significaría que los estados beneficiados por las participaciones serían aquellos que tienen 
mayor productividad. Esta relación se espera en razón de que la fórmula de reparto 
incluye como factor de asignación (45%) la recaudación de ciertos impuestos federales en 


cada uno de los estados. 


Pob = Constituye la población de cada entidad. Además de ser un factor de control, 
también es útil en el sentido de verificar la fórmula de reparto que incluye este elemento. 
Se espera que los estados con mayor población sean los que reciben más transferencias y, 


en consecuencia, que la mayor población signifique mayor actividad económica. 
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Analf = Es el índice de analfabetismo proporcionado por INEGI/CONAPO, el cual 
expresa la población que habla y escribe español. Los índices se incluyen con el propósito 
de verificar si las participaciones favorecieron o no a los estados con mayor atraso. El 
índice positivo del analfabetismo se interpreta como la existencia del aumento del 
problema en cuestión. Por lo tanto, se espera una relación negativa entre participaciones y 
analfabetismo conforme a los criterios legales, esto es, las entidades que reciben mayores 
fondos libres son aquellas que presentan menor analfabetismo y, en consecuencia, mayor 


productividad. 


Los datos descriptivos básicos de las series en cuestión se presentan en la tabla 1. Destaca 
la existencia de un grupo de variables con baja varianza y otras con mayor, lo que ayuda a 
interpretar mejor los análisis que se presentan adelante. Por ejemplo, en el caso de las 
fuentes financieras de los estados su gran variabilidad señala que los resultados deben ser 
tomados con precaución y que el promedio general esconde marcadas diferencias entre los 
estados. En el caso de la población y, consecuentemente el analfabetismo, la variabilidad 
demuestra que no hay una constante entre las poblaciones de los estados, lo cual tendrá 


que impactar sobre el producto estatal bruto. 


Tabla 1. Datos descriptivos 


Part Ing-d Ing-im Imp Esf Peb Pob Analf 
p 640.857 435.702 346.658 147.888 1.000 60.889 2,918,778 9.776 
lo] 230.550 245.620 181.250 113.834 0.392 24.731 2,504,911 5.272 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 
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Los regresores de las ecuaciones se presentan en la tabla 2. A pesar de los problemas ya 
comentados de los modelos seccionales se aprecia que las ecuaciones tienen significancia 
al verificar los coeficientes obtenidos a través de la correlación ajustada y la prueba global 
del modelo por medio de la prueba F. La correlación ajustada va desde .30 en el caso del 
modelo con Ingresos hasta .39 en el caso de la regresión que incluye esfuerzo fiscal. Lo 
que quiere decir que en promedio estos modelos explican 35% de la variación de las 
participaciones. La variación restante puede ser efecto de aspectos políticos (como 
períodos sexenales, afiliación a un partido, etc.) o administrativos (los convenios 
particulares con los estados o por ejemplo la entrega de fondos extraordinarios) los cuales 
ya se habían comentado en capítulos anteriores. A pesar de estas consecuencias, en todos 
los casos la prueba F es significativa en niveles del 0.001 lo que demuestra que los 


modelos están correctamente especificados, así como la utilidad de los regresores. 


En cuanto a los demás problemas típicos de los modelos básicos de regresión (Gujarati, 
1995, 59-68) se aprecia que las ecuaciones no los presentan al grado de afectar su 
eficiencia. En particular la multicolinearidad entre los factores independientes no 
representó un problema serio que pudiera afectar la eficiencia de los regresores al 
constatar la ausencia de una correlación alta entre todas ellas. Por su parte, la auto 
correlación (residuales correlacionados), problema típico en las series de tiempo, no fue 
un obstáculo ya que el índice Durbin-Watson oscila entre los valores de 1.97 a 2. Aunque 
estos resultados pudieran estar ligeramente por encima de los límites marcados en 
consideración del tamaño de la muestra y número de variables (Gujarati, 1995, 818), 
análisis secundarios, como los gráficos de los residuales, descartan el problema de la auto 


correlación y por ende la posibilidad de contar con coeficientes ineficientes. 
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En relación al problema de heteroscedasticidad, esto es, que la varianza de los errores en 
cada valor sea diferente a lo largo de la ecuación, los valores presentados por el factor de 
inflación de la varianza (VIF) indican que no existe este problema al estar todos los 
coeficientes muy por debajo de 10 lo que hubiera significado la presencia de la presente 
cuestión. Por lo tanto, al no existir la problemática en estudio se puede confiar en los 


datos de las pruebas de hipótesis “t” y F. 


Regresando a los resultados de estas relaciones fiscales, las ecuaciones siguen en general 
los acuerdos institucionales que existen en el federalismo fiscal. Sin embargo, al proceder 
al estudio individual de los regresores se encuentran algunos con evidencias que implican 
efectos indirectos o secundarios de las fórmulas legales de asignación fiscal. En primera 
instancia dos ecuaciones presentan coeficientes no significativos en las variables 
independientes de ingreso. Estas son las de ingresos propios y la de impuestos locales las 
cuales presumen efectos parciales de las transferencias libres. Implicando que en 
promedio los ingresos propios brutos y, en particular, los impuestos, no tuvieron efectos 
significativos o relación alguna con las transferencias incondicionales. En el caso de los 
ingresos brutos el suceso es consecuencia obvia de la presencia de los impuestos dentro de 
su codificación. En principio se esperaría que las participaciones si tuvieran efectos 
directos sobre los ingresos totales. Al no tener un efecto directo se comprueba la ausencia 
de elementos de esfuerzo fiscal dentro de la fórmula legal de asignación de 
participaciones. En tal sentido el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal no tuvo 
incentivos sobre la recaudación impositiva estatal ocasionando en forma indirecta la 


disminución en importancia sobre esta fuente financiera. 
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Por el otro lado, los derechos (ingresos menos impuestos) y el esfuerzo fiscal tienen 
coeficientes significativos en valores menores al .10. El signo positivo denota que los 
estados que tuvieron mayores derechos y esfuerzo fiscal fueron los que recibieron más 
participaciones. En este caso podemos constatar, junto con las estadísticas descriptivas, 
que la importancia del esfuerzo fiscal provino del aumento de los derechos, 
aprovechamientos e ingresos similares propios de los estados. De tal forma el efecto 
principal de las participaciones sobre los estados fue el potenciar este tipo de fuentes de 


ingreso y no las impositivas. 


Tabla 2. Regresión seccional de las participaciones 


a Ing Peb Pob Analf F D-w | R? 

750.2* |0.1884+ | 289+ -.0003* | -10.458+ | 4.26* | 1.99 | .30 
(3.64) | (0.90) | (0.13) (-2.54) (-1.13) 

2 2.3 1.1 1.9 

Ing-imp 
653.2* | .4922” | -155+ | -.00003* | -7.182+ | 5.52* | 2 .37 
(3.24) | (1.98) | (-0.08) | (-2.59) (-0.81) 

1.8 21 1.1 2 

Imp 


818.2* | -0.614+ | 2833+ | -.00003* | -15.80” | 4.75* | 1.99 | .33 
(4.23) | (4142) | (129) | (2.53) | (1.79) 
2.1 25 1 


Esf 


482” | 196.96* | 2097+ | -.00003* | -6.409+ | 5.90* | 1.97 | .39 
(2.06) | (221) | (1.15) | (22.63) | (0.73) 
1.1 1.9 1.1 2 


Variable dependiente: Participaciones libres. 

Variables en $ del 2005, promedio de 1997 al 2005. En () valores “t” y 3er. fila valores VIF. 
Significativa a valores: .001 (*); .005 (”) y más del .10 (+). 

Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 
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En cuanto a la relación de las transferencias libres frente a los demás factores los 
resultados son contradictorios en razón de que la productividad de los estados no estuvo 
perfectamente asociada con la población. Esto se aprecia en el hecho de que los 
coeficientes del producto estatal bruto (Peb) y los de analfabetismo (Analf), con 
excepción del modelo de impuestos, no presentan regresores significativos con la prueba 
“t”. Lo que indica que en promedio la actividad económica y el analfabetismo de los 
estados no tuvieron una relación directa con la asignación de las participaciones a pesar de 
que la fórmula legal respectiva incluía como factor de reparto (45%) la recolección de 
“impuestos asignables”. Las participaciones, además de no tener una relación firme con 
los ingresos brutos, tampoco presentaron una influencia directa con la capacidad fiscal de 


los estados medida en esta ocasión por el producto estatal bruto. 


En cambio, la población en todos los modelos presenta datos significativos. Lo destacado 
de esta consecuencia consiste en los signos negativos demostrándose que aquellos estados 
con mayor población fueron los que recibieron menor cantidad de participaciones 
incondicionales. Los regresores confirman que el presente factor dentro de la fórmula de 
reparto si ejerce una influencia importante en la asignación. La sorpresa radica en que la 
población de los estados tuvo mayor importancia que la productividad de los mismos a 
pesar de que ambos factores tenían el mismo peso. Al comparar estos resultados con la 
tabla de participaciones libres por persona se confirma lo planteado en el sentido de que 
los estados que tienen menor densidad de población eran los que proporcionalmente 
recibían mayores recursos libres. Este hecho también pudo haber sido inducido por la 


razón de que los “impuestos asignables”, los cuales son los obtenidos del tabaco, alcohol 
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y especiales, mostraron mayor elasticidad o consumo con relación al tamaño de la 
población y no en cuanto a la productividad de los estados (impuestos como el ISR o IVA 


pudieran tener mayor elasticidad a la productividad que a la población). 


3. Las aportaciones 

Para considerar la relación entre las aportaciones condicionales, como variable 
dependiente, y las finanzas de los estados se desarrollan nuevos modelos de regresión 
seccional para verificar si existen diferencias frente a las participaciones. El modelo 


econométrico seccional básico es el siguiente: 


Aportaciones = a + Ingx1 + Egrx2 + Pebx3 + PObxa + Analfxs + Party + € 


Las aportaciones son el factor dependiente, representando las transferencias condicionales 
que la Federación asignó a los estados en forma mayoritaria por conducto del Ramo 33 


del presupuesto de egresos. Las independientes adicionales a las ya citadas son: 


Egr = Son los egresos propios de los estados menos los pagos sobre servicio de sus 
deudas. La serie se altera mediante la fórmula 1/x con la finalidad de reducir problemas de 


heteroscedasticidad. 


Part = Son las participaciones libres que se utilizaron como factor dependiente en las 


ecuaciones anteriores. La finalidad de su inclusión consiste en verificar si tuvieron efectos 


contrarios a las aportaciones. Además, es importante incluirla como aspecto de control ya 
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que ciertos programas de las aportaciones son entregados bajo el requisito de participar 
con fondos estatales (tanto propios como indirectamente provenientes de las 


participaciones). 


En el caso de las exógenas se esperan sucesos mixtos. Para el caso de la Pob y el Analf se 
confía en resultados positivos. Esto es, los estados con mayor población y/o analfabetismo 
son los que deben recibir mayores aportaciones. Y, en el caso de Peb la relación se espera 
inversa, lo cual sería prueba de que los estados con menor productividad son aquellos que 


reciben mayores fondos sociales. 


Los datos descriptivos básicos de las series adicionales se presentan en la tabla 3. A 
diferencia de las variables de ingreso de los estados, destaca la menor variabilidad que 
existe en los egresos de los estados. Este podría ser otro efecto indirecto de las 
transferencias federales, las cuales tienen un impacto mayor sobre los egresos que los 


ingresos y tienden a homogenizar el gasto a través de los estados. 


Tabla 3. Variables adicionales 


egr-d Apor 
M 1457.055 376.098 
2 391.568 97.367 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 


En esta ocasión los regresores tuvieron mayor importancia estadística que los modelos 
pasados (ver: tabla 4). La correlación ajustada va desde .48 hasta alcanzar .68 en el caso 
de la regresión que incluye impuestos. Por tanto, las ecuaciones explican en promedio más 


del 50% de la variación de las aportaciones. La prueba F también presenta índices 
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significativos al nivel del .001 por lo que se concluye que los modelos fueron 


correctamente especificados. 


Con relación a los problemas básicos de regresión estos fueron reducidos en forma 
importante al codificar los egresos mediante la fórmula 1/x. Por lo tanto, la 
heteroscedasticidad se disminuyó en forma importante. Aunque el índice Durbin-Watson 
presenta valores de 1.4 el estudio descarta la presencia de auto correlación entre los 


residuales mediante análisis secundarios. 


Tabla 4. Modelos de regresión seccional con aportaciones 


a Egr-d Peb Pob Analf Part F D-W R? 
950.5* -612.8* | -1817* | 3.1E7+ | 13.28* -.224* 6.75* 1.74 .48 
(5.65) (-4.43) (-2.49) (.05) (3.68) (-2.36) 

4.3 2 1.3 2.2 3 
Ing-d 
1392* -.332* | -994,6* | -856.2+ | 1.8E6+ | 13.35* -.349* 12.7* 1.4 .70 
(8.48) (-4.34) (-7.23) (-1.43) (0.42) (4.84) (-4.47) 
3.8 7.4 2.3 1.3 2.2 3.5 
Ing-imp 
1260* -.336* | -885,9* | -1424* | 29E6+ | 13.25* -.262* 9* 15 .61 
(7.11) (-3.07) (-5.94) (2.21) (0.57) (4.25) (-3.15) 
3.3 6.8 2.1 1.4 2.2 3 
Imp 
1323* -.631* | -903.5* -529+ | -3.2E7+ | 12.45* -.434* 11.7* 1.4 .68 
(8.16) (-4.01) (-6.90) (-0.80) (-0.07) (4.37) (-4.75) 
3.2 6.3 2.6 1.3 2.3 4.4 
Esf 
1394* -121.6* | -928.8* | -2983* | 3.3E6+ 13.7* -.274* 7.8* 1.52 .58 
(5.96) (-2.51) (-5.22) (-3.68) (0.62) (4.18) (-3.1) 
2.7 8.7 3 1.4 2.2 3.1 


Variable dependiente: Aportaciones sociales. 
Variables en $ del 2005, promedio de 1997 al 2005. En ( ) valores “t” y 3er. fila valores VIF. 
Significativa a valores: .001 (*); .005 (”) y más del .10 (+). 


Datos: www.inegi.gob.mx/, 2007. 
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Con relación a las ecuaciones destaca en primer término que las fuentes financieras 
locales sean significativas y de signo negativo. Lo que equivale a que las aportaciones 
presentaron una relación inversa con éstas. Las entidades que recibieron mayores recursos 
sociales fueron aquellas que tuvieron menos ingresos y egresos propios. Estos coeficientes 
confirman indirectamente los fines y fórmulas de asignación de este tipo de transferencias 
al favorecer a estados con menos ingresos y presumir que son aquellos con mayor 
marginación. Para confirmar dicha tendencia es necesario revisar las consecuencias en las 


demás variables exógenas. 


En el caso que nos ocupa, a diferencia de los modelos anteriores, el producto estatal bruto 
y no la población presenta regresores significativos. En particular el Peb es significativo 
en las ecuaciones siguientes: la inicial que no incluye los ingresos locales; el de ingresos 
menos impuestos; y, el que presenta esfuerzo fiscal. Aquí otra vez resalta el hecho de la 
influencia de los derechos, aprovechamientos y fuentes de ingreso similares sobre el 
esfuerzo fiscal. El signo negativo confirma el hecho de que los estados con menor 
productividad fueron los que percibieron mayor cantidad de aportaciones sociales. 
Conjetura que se corrobora con los resultados del analfabetismo los cuales son 
significativos y positivos. Esto es, las entidades con mayores niveles de analfabetismo (o 


pobreza) fueron aquellas que presentaron mayor cantidad de fondos condicionales. 


En cambio la población no muestra evidencias importantes. Esto quiere decir que no hay 
una relación directa o importante entre la asignación de aportaciones y la población de los 
estados. Este efecto ya lo habíamos comentado en el sentido de que no existe una 


correlación importante entre la productividad y la población de los estados, lo que 
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demuestra la gran heterogeneidad de nuestras jurisdicciones federales y que obliga a 


replantear los factores de las fórmulas de asignación en todos los casos. 


Las participaciones muestran evidencias significativas y de signo negativo. La relación 
inversa entre las variables confirma las finalidades genéricas de ambos tipos de 
transferencias. Las entidades que percibieron mayores aportaciones fueron aquellas que 
tuvieron menos participaciones. Por lo que un tipo de transferencia compensó al otro tipo 
creando una homogeneidad nacional al menos en cuanto a la cantidad de recursos 


entregados a los estados. 


4. Expectativas 

Las asignaciones de transferencias a los estados siguieron en términos generales los 
objetivos indirectos contenidos dentro de las fórmulas de reparto contempladas en la Ley 
de Coordinación Fiscal conforme a los datos finales de los modelos de regresión de las 
participaciones y aportaciones presentados. Sin embargo, existen desviaciones 
importantes que ocasionaron que los incentivos establecidos sobre los estados o reparto 


fiscal disminuyera la efectividad de los propósitos establecidos. 


En particular las ecuaciones iniciales, que contienen las participaciones como elemento 
dependiente, mostraron que no todas las variables explicativas fueron de importancia. Este 
fue el caso de los ingresos brutos propios e impuestos que no fueron significativos. En 
cambio, los derechos y el esfuerzo fiscal si tuvieron importancia. Demostrándose que el 
efecto principal de las participaciones consistió en incentivar el aumento de derechos y no 


de impuestos durante el período en estudio. 
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El producto estatal bruto y el analfabetismo no presentaron resultados significativos con 
las transferencias libres. Esto representa un hallazgo destacado en razón de que se 
esperaba una relación importante por los contenidos de la fórmula de reparto de tales 
fondos. En cambio, la población arrojó coeficientes eficientes y con signo negativo, lo que 
implica que los estados con menor densidad de población fueron los que recibieron 
mayores participaciones. A pesar de que la fórmula de reparto incluye elementos de 
capacidad fiscal, como lo son los impuestos asignables, la población tuvo mayor 
importancia al momento de la repartición. Hecho que puede ser consecuencia de que los 
impuestos considerados como factor de reparto tengan una mayor correlación oO 
elasticidad a la población y no a la productividad de las entidades. Por ejemplo, si se 
buscará que la fórmula favoreciera la capacidad o esfuerzo fiscal de los estados el 


Impuesto sobre la Renta sería una mejor opción. 


Estos razonamientos contrastan con los análisis descriptivos que presumieron la 
importancia de la productividad de los estados con la cantidad de participaciones 
recibidas. Sin embargo, el presente análisis de regresión seccional denotó en forma 
puntual que la población tuvo mayor peso que la productividad sobre la asignación. Esto 
último, como ya se comentó, es producto de la elasticidad de la población a los 
“impuestos asignables” y de que también formaba parte de la fórmula de reparto con un 


45% de importancia. 


En el caso de las ecuaciones con las aportaciones también se encontraron ciertas 


inconsistencias. En principio la relación entre aportaciones y la mayoría de las variables 
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financieras (ingresos o egresos) fue significativa y de signo negativo. Sin embargo, resultó 
interesante que los modelos con las series de ingresos menos deuda e impuestos, 
presentaran el efecto de restarle significancia a las otros elementos independientes. Lo que 
confirma lo ya señalado en el sentido de que los estados no tienen una política eficiente en 


materia de impuestos y sí en materia de derechos. 


Además, las evidencias referentes a las finanzas estatales, hacen presumir que se 
entregaron mayores recursos sociales a los estados que ejercieron menos recursos 
financieros propios. Sin embargo, en estas regresiones estadísticas la población no tuvo 
resultados eficientes, destacándose por considerarse que debería existir una correlación 
significante entre las aportaciones, la pobreza y la población. Demostrándose con ello que 
la inclusión de la población en la asignación de fondos sociales restó eficiencia en el 


propósito final de favorecer a regiones con mayor marginación. 


Este último razonamiento se corroboró al constatar que la producción estatal y el 
analfabetismo arrojaron coeficientes significativos. Esto es, los estados con menor 
productividad y mayor analfabetismo fueron los que recibieron más aportaciones durante 
1997 al 2005. En estos casos se confirma que el propósito de la entrega de fondos sociales 
se cumple al favorecer a las entidades con menor desarrollo económico y social. Relación 
que se constató nuevamente al analizar los resultados significativos y de signo negativo de 
las participaciones dentro de estas ecuaciones. Los estados que percibieron mayor 
cantidad de recursos provenientes de las aportaciones fueron los que recibieron menor 


cantidad de transferencias libres. 


252 


Al considerar las anteriores evidencias sobresale en principio cuales han sido las fuentes 
de ingresos de trascendencia para los estados. Los modelos que incluyeron los impuestos 
locales mostraron con claridad que su inclusión resta efectividad en las propias ecuaciones 
así como en los demás factores. En cambio, los modelos que presentaron los conceptos de 
derechos, productos, aprovechamientos y fuentes similares de ingreso, demostraron el 
efecto contrario. Esta situación se verificó con claridad al ver que los impuestos afectaron 
a los ingresos menos deuda y los derechos ocasionaron un efecto positivo sobre el 
esfuerzo fiscal de los estados. En este último caso el esfuerzo fiscal fue producto del 
aumento de ingresos por derechos y no por una eficiente política impositiva. 
Apreciándose que las participaciones tuvieron efectos diferentes sobre los ingresos 
estatales. Demostraron un incentivo negativo sobre los impuestos y uno positivo sobre los 
derechos. Si el objetivo de la fórmula y acuerdos institucionales de las participaciones 
consiste en favorecer en cierto grado la generación de impuestos esto no se cumplió en la 
práctica ya que los estados han optado por aumentar sus derechos. La cuestión consiste en 
si el efecto fue una consecuencia directa de las participaciones o el hecho de que la 
Federación mantuviera el predominio sobre la mayoría de las bases fiscales y, en 
consecuencia, la opción restante para los estados fuera la obtención de derechos e ingresos 


parecidos. 


Otro aspecto destacable radica en la relación de las variables dependientes con las 
socioeconómicas. En el caso de las participaciones la población mostró regresores 
significativos y, en el caso de las aportaciones fueron las series restantes (Peb y Analf) las 
que tuvieron importancia. Aunque dicha situación confirma que los propósitos de las 


fórmulas se cumplen en términos generales, los incentivos no fueron los adecuados para 
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que tuviera mayor eficiencia las finalidades implícitas en la Ley de Coordinación Fiscal. 
Si partimos de la base de que las participaciones deben favorecer la capacidad fiscal o 
productividad (de acuerdo a los factores de la fórmula) esto no se cumplía ya que la 
población presentó mayor peso y no existe una correlación perfecta entre la población y 
productividad en México. De ahí que los estados favorecidos fueran los de menor 


densidad de población y no los de mayor productividad. 


En el caso de las aportaciones los beneficiados fueron los que presentaron menor 
productividad y mayor analfabetismo. En particular una menor productividad tampoco es 
una correlación perfecta con los estados que tienen mayor marginación ocasionando que 
las asignaciones no sean del todo eficientes. Estas inconsistencias en los dos sistemas de 
transferencias son las que ocasionan que veamos importantes excepciones en la 
repartición de cada una de ellas. En el cálculo total de reparto de transferencias no ocupan 
los primeros lugares de reparto los estados con mayor productividad o mayor marginación 
sino aquellos que presentan combinaciones que les favorezcan con los problemas ya 


mencionados. 


Las inconsistencias encontradas representan una de las causas por las cuales las fórmulas 
de asignación de las transferencias fueran reformadas en 2007. En cuanto a las 
participaciones las nuevas variables contienen elementos que representan en forma directa 
la capacidad fiscal (como el caso del Peb) y el esfuerzo fiscal (recaudación de ingresos 
locales). Esto a mediano plazo originará que el incentivo de las participaciones se aplica 
en todas las fuentes de ingreso dejando en claro que este sistema de transferencias tiene 


por propósito apoyar a las entidades con mayor desarrollo. 
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En cambio, las reformas aplicadas dentro de las aportaciones resultan cuestionables. Tan 
sólo considerar los fondos en educación, salubridad y desarrollo urbano que tienen como 
criterios de repartición la infraestructura en dicho sector, la población y la plantilla del 
personal adscrito al mismo, el efecto será favorecer a las entidades que actualmente 
ofrecen con mayor intensidad estos servicios, esto es, entidades con mayores economías. 
De esta manera los resultados de las ecuaciones de las aportaciones se revertirán para 
favorecer a los estados ricos, rompiéndose el equilibrio que existía en el sistema total de 


transferencias en cuanto a la asignación de fondos. 


255 


X. Las relaciones fiscales intergubernamentales en México 


1. Expectativas del presente trabajo 

México, al igual que muchas naciones, es una federación en la cual existe un desequilibrio 
fiscal natural conforme a la teoría de los Bienes Públicos y las políticas públicas fiscales 
aplicadas a lo largo de su historia. A diferencia de otros países el desequilibrio fiscal es 
mayor al natural en virtud de concentrarse la mayoría de fuentes tributarias a favor de la 
Federación. Para aliviar tal fenómeno se han establecido como política de estado la 
descentralización y la aplicación de transferencias federales a los estados y municipios. Si 
bien la devolución de responsabilidades a niveles inferiores de gobierno ha caminado con 
altibajos, lo cierto es que desde los ochentas ha existido un fortalecimiento de las 


atribuciones estatales y municipales. 


Sin embargo, se han mantenido centralizados los ingresos y se ha optado por 
institucionalizar los sistemas de transferencias fiscales para fortalecer las finanzas 
estatales o controlar indirectamente el gasto de los otros niveles de gobierno. Esto se 
cumple mediante las relaciones de coordinación fiscal que incluyen una gran variedad de 
tipos y procedimientos para la entrega de recursos a las entidades. En primer lugar la Ley 
de Coordinación Fiscal federal detalla las transferencias libres o participaciones. Dichos 
recursos se entregan a los estados con la finalidad de fortalecer sus finanzas y que decidan 
en forma independiente el destino de los mismos. El segundo sistema consiste en las 


transferencias condicionales o aportaciones sociales que se asignan bajo requisitos 
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establecidos por la Federación para apoyar prioridades nacionales en materia de desarrollo 


social. 


El estudio examinó las implicaciones económicas, financieras y políticas de las relaciones 
fiscales intergubernamentales en México con la finalidad de realizar un diagnóstico 
comprehensivo que sirva de base para generar alternativas de políticas públicas para 
eficientar la coordinación fiscal. Al respecto se presentaron datos descriptivos, análisis y 
datos estadísticos sobre las fortalezas y debilidades de las finanzas públicas nacionales y 
estatales. Los resultados mostraron con claridad las desviaciones de la asignación de las 
transferencias, así como las limitaciones de las fuentes de ingreso de los estados y su 


dependencia hacia los fondos federales. 


El capítulo que nos ocupa muestra las consideraciones finales sobre los hallazgos de la 
investigación y sus implicaciones en cuanto a las tendencias financieras y de política 
fiscal. Se inicia con la discusión de las teorías presentadas y su utilidad dentro del 
federalismo fiscal mexicano, así como la sugerencia de generar a partir de las teorías 
señaladas modelos normativos adecuados para el estudio posterior de las relaciones 
intergubernamentales en México. Enseguida se presenta una síntesis de los resultados 
empíricos encontrados con la finalidad de poder describir las consecuencias de los 
mismos y establecer una relación lógica con las propuestas de reforma fiscal sugeridas. En 
este orden de ideas se describen las principales debilidades de la coordinación fiscal y 


como podrían ser corregidas. 
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A continuación se consideran las tendencias del federalismo fiscal y las implicaciones 
para los gobiernos estatales y municipales. Se incluyen reflexiones sobre las probables 
consecuencias de las propuestas de la Primera Reunión Nacional Hacendaria y el cambio 


hacia un sistema de impuestos compartidos a largo plazo. 


2. Contribuciones teóricas 

Diferentes teorías fueron consideradas como marco conceptual del Sistema Nacional de 
Coordinación Fiscal. La teoría de los Bienes Públicos (Gramlich 1987, 299; y Oates 1990, 
94, b) ofrece dos visiones importantes sobre las relaciones fiscales. La primera menciona 
que bajo un sistema federal siempre existirá un déficit fiscal en los gobiernos 
subnacionales en virtud de que el central administra las fuentes impositivas de 
importancia y aplica políticas macroeconómicas. Y, en segundo lugar, señala los 
incentivos financieros de acuerdo al tipo de transferencias. En el caso de los fondos 
condicionales, debido a las exigencias fiscales y/o administrativas del donador, los fines 
que se persiguen con tales recursos se cumplirán con mayor eficiencia. En cambio, las 
transferencias libres otorgan mayor autonomía al donante para decidir su uso. Debido a 
esta característica los efectos financieros pueden ser diferentes, esto es, aplicarse como 


gastos nuevos, reducir los ingresos propios o una combinación de las dos anteriores. 


En nuestro caso se verifica que los sistemas de transferencias siguen estas líneas teóricas. 
En el caso de las participaciones libres tal parece que los objetivos y tendencias consisten 
en dar apoyo financiero a las entidades, reducir costos administrativos y retornar recursos 
de acuerdo a la capacidad económica de cada estado. En el caso de los fondos 


condicionales los fines parecen los opuestos. Se busca que la Federación, a través del 
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presupuesto social, participe con los estados y municipios en la planeación, dirección, y 
evaluación de los programas sociales en las zonas necesitadas del país y/o de acuerdo a la 
naturaleza particular del fondo. Sin embargo, este conjunto de teorías no señala qué tipo 
de fondos deben favorecerse y en qué magnitud, dejando estas cuestiones en otras teorías 


o ciencias. 


El estudio también considera teorías de políticas públicas relativas al federalismo fiscal. 
El modelo Institucional, el cual considera los incentivos que enfrentan las instituciones y 
actores políticos, agrega la noción de que es importante incluir elementos de esfuerzo 
fiscal y requerimientos en cuanto al tipo de gasto para evitar que las transferencias se 
utilicen para reducir impuestos locales (Wildasin, 1998). Además, se considera en 
particular los incentivos que se desprenden de la teoría de los bienes comunales. 
Señalando que las jurisdicciones que reciben donaciones tienen el incentivo para gastar de 
más cuando una gran parte de sus ingresos son financiados por el gobierno nacional 


(Pisauro, 2001). 


Dentro del federalismo mexicano parece que tiene mayor peso el incentivo de gastar de 
más y, al mismo tiempo, propiciar el aumento de transferencias y recursos propios de los 
estados. Las series de tiempo muestran que la baja en ingresos de los estados tiene una 
mayor relación con el ciclo económico que con las propias transferencias. A largo plazo, 
los recursos federales terminan incentivando el aumento de gastos propios en virtud de las 
necesidades nuevas que se generan a través de los nuevos programas o servicios 


implementados con ellos. 
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El modelo del Principal y el Agente (Laffont y Martimort, 2001) considera los incentivos 
que enfrentan dos partes bajo un acuerdo contractual. El gobierno nacional es considerado 
como el “principal” en razón de que tiene el control de los recursos que van a ser 
asignados a otro nivel. Los gobiernos estatales son considerados los agentes porque se 
encuentran bajo un acuerdo nacional y directrices relacionadas al mismo (Gallagher, 
1998). Además, el modelo considera temas políticos importantes relativos a las relaciones 
fiscales entre estos gobiernos. En particular, los agentes o estados pueden tener mejor 
información que el gobierno nacional y perseguir objetivos diferentes que aquellos 


impuestos por el principal o gobierno central. 


La última teoría considerada fue la de los Contratos Incompletos. Considera un modelo 
del Principal y el Agente en el cual las partes involucradas no pueden apreciar y predecir 
el futuro con precisión. Los programas de transferencias libres son un mecanismo 
poderoso para promover dicha ventaja ante los vacíos de información e incertidumbre de 
eventos futuros (Bhajan y Sheehan, 2003). El gobierno nacional representa el monopolio 
de poder al darse el déficit fiscal de los estados y desarrollar un sistema de transferencias 
caracterizado por la dependencia fiscal de las entidades para ganar control e influencia. 
De esta forma la Federación por medio del monopolio de ingreso mantiene una injerencia 
importante sobre las políticas públicas estatales a la par del esfuerzo de la 


descentralización desde los noventas. 


Las dos teorías anteriores coinciden perfectamente con la situación de la coordinación 
fiscal. En principio parece que no pudiera aplicarse dicha situación a las transferencias 


libres en razón de que su asignación es mediante fórmula legal y las entidades tienen 
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plena autonomía para decidir su gasto. Sin embargo, se constató en el estudio que aún así 
existen procedimientos administrativos especiales que dan poder a la Secretaría de 
Hacienda para continuar influyendo sobre la política fiscal de los estados. Si agregamos a 
esto la naturaleza condicional de las aportaciones sociales, entonces el cuadro quedará 
completo en cuanto a la influencia directa que ejerce la Federación no solamente sobre los 
ingresos estatales sino también sobre el destino de los mismos. En virtud de que las 
participaciones libres no son suficientes y, de que la Federación pone a disposición 
recursos extraordinarios en el Ramo 33, los estados tienen que cumplir con dicha 
reglamentación para poder obtenerlos. Ejemplo de ello lo vemos en la contratación de 
profesores, requerimientos en materia de salud, requisitos para programas de apoyo a la 
pobreza extrema, etcétera. Por su lado los estados al tener ciertos “privilegios” en ciertos 
fondos o reglas particulares prefieren mantener este “juego” o Sistema de Coordinación 


fiscal con reglas flexibles y complejas que aprecian en su favor. 


A pesar de la gran utilidad de las teorías derivas del principal y el agente para comprender 
la naturaleza política de la coordinación fiscal, su debilidad consiste en la poca utilidad 
para predecir tendencias futuras respecto de las relaciones fiscales. Esto es, no es posible 
elaborar un pronóstico puntual sobre la evolución y dirección de estos sistemas. Bajo el 
presente esquema parece que la situación del principal y el agente quedará en forma 
permanente. No existe predicción en cuanto a los efectos de que la Federación propicie la 
división extrema entre las entidades para evitar perder el monopolio fiscal o, en el caso 
opuesto, incentive la colusión en su contra con la posibilidad de evolucionar hacia otro 


sistema diferente de coordinación fiscal. 
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Por ello es necesario profundizar en los aspectos teóricos arriba comentados con la 
finalidad de poder elaborar una nueva teoría económica y de políticas públicas que no 
solamente ayude a comprender los efectos macroeconómicos de las transferencias, así 
como las relaciones políticas entre estas entidades, sino también la evolución de este tipo 
de sistemas hacia un modelo fiscal administrativo diferente (como el de soberanía o 


modalidades de repartición de ingreso). 


3. Resultados 

Los resultados que soportan las conclusiones teóricas anteriores se fundaron en las 
hipótesis señaladas al inicio del estudio. La primera hipótesis relativa a la trayectoria 
histórica de las relaciones fiscales señala que en México no se ha podido realizar una 
reforma estructural de fondo en la materia que nos ocupa pese a factores políticos o 


económicos profundos. 


La nueva escuela Institucional señala que en momentos de crisis, hechos históricos 
inesperados o situaciones políticas fuera de lo normal es posible esperar una reforma 
constitucional o a las reglas institucionales más importantes. A pesar de que han sucedido 
hechos importantes en el devenir del federalismo mexicano no se han dado tales reformas 


de fondo. 


En el aspecto político iniciamos con el estudio de la nueva Constitución promulgada en 
1917. Aunque se contaba con una nueva Constitución que hubiera podido alterar las 
relaciones fiscales se constató que no hubo cambio alguno en el régimen fiscal anterior y 


se iniciaron una serie de acuerdos administrativos secundarios entre la Federación y los 
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estados. Inclusive se dieron dos convenciones nacionales (fechas) que no tuvieron 
repercusión alguna en el marco legislativo. Es hasta el año de 1953 que se publica la Ley 
de Coordinación Fiscal. En este caso si se presenta un cambio importante en cuanto a las 
relaciones formales de coordinación pero su aplicación también fue gradual ya que es 
hasta los setentas cuando todos los estados se coordinan con la Federación al introducirse 


la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 


La época del Partido hegemónico, con su fuerte disciplina, tampoco se utilizó para lograr 
profundas modificaciones fiscales con los estados ya que esta materia no se consideró en 
ningún momento como una prioridad nacional. Sin embargo, en forma paulatina los 
estados aceptan la coordinación y van renunciando a cobrar ingresos propios a cambio de 
recibir ingresos federales. Ya se citó la Ley de 1953, la aceptación de la coordinación por 
todos los estados en los setentas con la implementación del IVA. Además se da la 
creación formal del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal con la segunda Ley de 
Coordinación en 1980. Esta segunda Ley ha sido reformado en múltiples ocasiones (1990, 
1993, 1995, 1997, 2003) demostrando con ello los cambios moderados a las reglas del 


Sistema. 


El último suceso político de trascendencia pudiera considerarse la pérdida de la 
presidencia del Partido hegemónico y arribo del Partido Acción Nacional con Fox en el 
año 2000. Además del cambio democrático se cambia el equilibrio de poderes. Por 
ejemplo la mayoría de gobernadores al ser de oposición adquieren mayor relevancia 
política. Se esperaba como consecuencia lógica de este episodio la aplicación de reformas 


estructurales. Al respecto en nuestra materia se realizan los trabajos de la Primera 
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Reunión Nacional Hacendaria con propuestas muy importantes para cambiar el 
federalismo fiscal. Sin embargo, no se dieron cambios importantes y sólo se aplicaron 
modificaciones secundarias (por ejemplo permitir la sobretasa al IVA por parte de los 


estados). 


En el aspecto económico, desde 1917 a la fecha se han aplicado diferentes modelos 
económicos (desarrollo agropecuario, substitución de importaciones, desarrollo social y 
neoliberalismo), además de incontables crisis económicas con efectos muy fuertes tanto 
para la economía nacional como doméstica. A pesar de ello tampoco se dieron reformas 
fiscales o de federalismo fiscal de gran trascendencia que hubieran podido apoyar un 
nuevo modelo económico o reducir los efectos de las crisis. Los cambios son paulatinos 
como ya se mencionó y los modelos económicos aplicados no alteraron en forma 


significativa las relaciones fiscales entre niveles de gobierno. 


La variable que ha tenido mayor peso ha sido la descentralización iniciada desde los 
ochentas en forma pausada y gradual. Al no ser una política de corto plazo y conforme la 
Federación devuelve competencias el marco de la coordinación fiscal se va modificando 
en forma parcial y paulatina para poder fortalecer dicho proceso conforme los estados van 
recibiendo nuevas responsabilidades en forma asimétrica. A largo plazo se ha privilegiado 
el fortalecimiento de las transferencias federales en vez de los ingresos propios de las 


entidades. 


La costumbre de aplicar reformas parciales, que se perciben con mayor certidumbre que 


una gran reforma, además de los factores políticos de corto plazo, ha ocasionado que la 
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tendencia histórica del federalismo fiscal sean las reformas secundarias. Esta tendencia 
histórica se relaciona directamente a la segunda hipótesis que señala que la Federación 
mantiene reglas flexibles y complejidad en el Sistema de Coordinación Fiscal para tener el 
monopolio fiscal e injerencia en los asuntos estatales. En pocas palabras, ante la aparente 
perdida de poder por la descentralización de servicios, la Federación ejercer el centralismo 


mediante este Sistema de Coordinación Fiscal. 


Esto explica el supuesto fracaso de la Administración federal por impulsar un nuevo 
marco de relaciones fiscales. Siguiendo el marco del Principal y el Agente y en particular 
el de los Contratos Incompletos, al constatar que las reglas actuales son muy flexibles (por 
ejemplo no se definen puntualmente los objetivos del sistema o de los fondos), así como 
la variedad de fondos y acuerdos con los estados, la Federación continua ejerciendo su 
influencia para reordenar el gasto de las entidades a sus propias necesidades o proyectos 
nacionales. Por ejemplo en ciertas aportaciones condicionales se requiere la participación 
de los ingresos de los estados o municipios, los cuales en su mayoría provienen de las 
participaciones “libres” federales. Si se impulsan reglas claras o mayor fortalecimiento de 
los ingresos propios de los estados la Federación perdería este poder y los estados tendrían 
mayor libertad para ejercer sus propios programas. Por el otro lado, los estados al 
encontrarse en una competencia por los diversos fondos optan por continuar bajo este 
esquema que les permite obtener “supuestas ganancias” al ser favorecidos por un tipo de 
fondo u otro o relación administrativa en particular. Los estados perciben que al haber 
mayor puntualidad y fortalecimiento del federalismo fiscal pudieran salir perdedores al 
perder las supuestas ventajas que actualmente tienen. De esta manera bajo las condiciones 


actuales se espera mayor complejidad en el Sistema y en vez de darse una reforma 
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profunda que substituya una institución por otra sea más probable que se adicionen figuras 
adicionales al marco vigente del federalismo (como un régimen fiscal de sobretasas en 


más fuentes impositivas). 


El siguiente grupo de hipótesis se relacionan a los efectos económicos de las 
transferencias sobre las finanzas de los estados. Al respecto se esperaba que las 
transferencias federales, en especial las libres, propiciaran que los estados mantengan o 
disminuyan sus ingresos propios. Y a consecuencia de los aumentos de las transferencias, 
en especial las transferencias condicionales, los estados aumentaran su gasto en obra 


pública y programas sociales. 


Con base a los análisis descriptivos los ingresos estatales propios tuvieron una tendencia 
positiva con excepción de los años de la crisis económica siguiendo la teoría del efecto 
papel matamoscas (flypaper effect) en vez del efecto de substitución de ingresos. Esta 
tendencia siguió la misma evolución positiva de las transferencias federales y la 
productividad estatal. Por lo que se puede concluir que los ingresos locales siguen los 
aumentos de los fondos federales impulsados por el ciclo económico. El análisis 
descriptivo se confirma con la correlación positiva que se presentó entre los ingresos 


propios con las participaciones y el producto estatal bruto. 


En razón de la fuente de ingreso, los impuestos y deuda de los estados mostraron una 
tendencia menor que las demás fuentes de ingreso (derechos, aprovechamientos, 
productos, etc.). Por lo que el mayor incentivo fue en el pago de servicios y no en 


impuestos locales para el período en estudio. Esto podría deberse a que el alza de 
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impuestos no es popular (por afectar a todos) y el alza en servicios tiene un alcance menor 
en cuanto a población y crearse necesidades nuevas por los recursos extraordinarios 
federales. Esto es, los recursos federales al propiciar nuevos servicios y programas 


motivan el aumento de responsabilidades e ingresos estatales. 


En todo caso, para poder afirmar que los ingresos estatales propios han aumentando a 
consecuencia de las transferencias, u otras variables, es necesario conducir un análisis 
econométrico más sofisticado. Al respecto la mayoría de estudio en el tema muestran que 
efectivamente existe dicha relación positiva aparte del efecto propio del ciclo económico 


y otras variables sociales (Cayeros, Rabell, 2006). 


En cuanto al efecto sobre el gasto de las entidades las transferencias han sido utilizadas 
para apoyar los aumentos en los gastos de administración y, en menor medida, en obra 
pública y otros gastos (transferencias a municipios, gastos sociales y especiales). Parte de 
los aumentos en administración se deben al aumento de personal como consecuencia de la 
descentralización de servicios tales como educación y salubridad. Los gastos en obra y 
“otros” presentan altibajos y llevan una tendencia con mayor similitud al ciclo económico. 
Tal comportamiento puede ser una consecuencia del comportamiento presupuestario de 
los gobiernos. En términos generales el gasto administrativo es constante y “obligatorio” 
(como los servicios de salud y educación estatalizados) mientras que las obras, proyectos 
y programas sociales dependen en gran medida de aumentos de ingresos. Por lo que en 
razón de la naturaleza de las participaciones es posible concluir que los aumentos de las 


mismas han sido para apoyar principalmente el gasto administrativo. 
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El estudio de correlación indica una fuerte disminución de la influencia de los ingresos 
propios sobre los gastos brutos totales. Lo cual demuestra el efecto de dependencia de 
dichos gastos hacia las transferencias federales. Con la demás variables destaca la relación 
de los gastos con el ciclo económico y los índices de analfabetismo. Esto último siendo 
indicativo de la presión que ejercen las aportaciones condicionales sobre reorientar el 


gasto. 


La siguiente hipótesis señala que el esfuerzo fiscal sería una consecuencia directa de la 
capacidad fiscal, además de que las participaciones se reparten conforme a elementos de 
capacidad económica. La capacidad fiscal, en virtud de su definición, sigue la misma 
trayectoria de la capacidad económica de las entidades con una muy baja correlación a las 
participaciones y aportaciones. Sin embargo, la correlación entre la capacidad y esfuerzo 
fiscal es muy baja lo cual no era lo esperado, ya que se esperaba en general que los 
estados con mayor capacidad económica tuvieran un esfuerzo de recaudación mayor. Esto 
es otro de los síntomas o distorsiones propios de las transferencias fiscales ya que unos 
estados al tener mayores ingresos federales en consecuencia aplican menor esfuerzo para 
recaudar o, por el otro lado, sucede la situación contraria. Aunque la correlación de las 
transferencias con el esfuerzo fiscal no es constante y significativa en todo el período de 
estudio, si se observan correlaciones importantes en ciertos años y con diferentes 
magnitudes, siendo suficiente dichos años para introducir diferentes incentivos al esfuerzo 
fiscal de los estados. Esto también se aprecia en el coeficiente de dispersión de las series 
de esfuerzo fiscal de los estados, el cual es cambiante a lo largo de todo el tiempo. Lo cual 
es indicativo de gran movilidad entre los estados en cuanto a esfuerzo sin existir una 


condición o trayectoria permanente de sus esfuerzos fiscales, al contrario de la capacidad 
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que muestra una tendencia muy similar en el tiempo al no haber gran variación en el 


coeficiente de dispersión. 


Si la falta de correlación entre capacidad y esfuerzo fiscal tuviera como resultado el hecho 
de que los estados con menor desarrollo alcanzaran mejores posiciones, en relación con la 
capacidad fiscal, entonces el resultado sería positivo desde el punto de vista de la equidad 
fiscal de la Federación. Sin embargo, no existe una tendencia clara entre estados con 
desarrollo económico, población u otra variable que explique las diferencias entre 
capacidad y esfuerzo. Se aprecia que los cambios son al azar lo que presume más bien 
ambos incentivos de las participaciones y aportaciones sobre la recaudación de ingresos 
estatales. Inclusive las variables de productividad económica, población y analfabetismo 
pierden importancia en la correlación con el esfuerzo fiscal conforme aumentan los 


ingresos de las transferencias después de 1995. 


La última hipótesis de trabajo se fundamenta en las reglas de las transferencias respecto 
del reparto de fondos a las entidades. En particular se estableció que las participaciones 
favorecerían a los estados desarrollados y las aportaciones a los que presentan mayor 


marginación. 


En principio el análisis descriptivo muestra que las participaciones fueron asignadas a los 
estados con mayor desarrollo económico. La correlación con el producto estatal bruto fue 
alta pero se reduce sensiblemente cuando se hace el ejercicio de productividad por 
persona. Se aprecian importantes inconsistencias al verificar que estados como Tabasco y 


Campeche (con bajo desarrollo económico) se encuentran en los mejores lugares y el 
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Estado de México, a pesar de su alta productividad, se encuentra en los lugares inferiores 
de la tabla. Es importante señalar que parte de que no exista una correlación perfecta con 
la productividad se debe a que la población juega un papel importante en las fórmulas de 
asignación. Además, la existencia de convenios particulares y distintos fondos libres 


ocasionó que los efectos del “Fondo General de Participaciones” se disminuyan. 


Para verificar los resultados preliminares se aplicó un estudio econométrico seccional 
utilizando las participaciones como variable independientes. Los resultados arrojaron 
coeficientes positivos con ingresos menos impuestos, esfuerzo fiscal y producto estatal 
bruto, aunque esta última variable no fue significativa. Lo cual demuestra que en su 
conjunto la productividad no tuvo efectos importantes como criterio de repartición. En 
cambio la población obtuvo resultados negativos y significativos. Esto equivale a que los 
estados con mayores participaciones fueron aquellos con mayores ingresos propios 
(menos impuestos), mayor esfuerzo fiscal y menor población. En promedio las fórmulas y 
convenios particulares de todas las participaciones libres favorecieron a aquellos estados 


que presentaron una política fiscal agresiva apoyados por una densidad de población baja. 


En cuanto a las aportaciones su asignación se realizó en forma contraria a las 
participaciones conforme al análisis descriptivo. Esto es, se favorecieron a los estados con 
menor desarrollo. Sin embargo esta tendencia no fue tan clara como en el caso de las 
participaciones. La correlación con el producto estatal bruto por persona fue negativa pero 
no fue significativa. El efecto de compensación se reduce otra vez por el efecto de incluir 


a la población en las variables de los fondos. Además, conforme se hacen más complejos 
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los fondos se utilizan variables de capacidad administrativa (hospitales, escuelas, etc.) que 


restan a los criterios de equidad o ayuda a los estados con mayor marginación. 


El estudio econométrico demostró que la relación de las aportaciones con las variables 
financieras de los estados (ingresos y egresos) fue negativa y significativa al igual que el 
producto estatal bruto. Esto es, los estados que recibieron más aportaciones fueron los que 
tuvieron menores ingresos propios y productividad económica. Con esta última variable 
se verifica que en promedio las aportaciones favorecieron a los estados con mayor 
marginación, lo cual se confirma con los coeficientes de analfabetismo (de signo positivo, 
esto es, estados con mayor analfabetismo recibieron más aportaciones) y participaciones 
(de signo contrario). La población no tuvo efectos significativos en la ecuación por lo que 


su efecto se reduce frente a los demás factores en la asignación de estos fondos. 


Con las reformas a la Ley de Coordinación Fiscal, en especial la del 2007, se espera que 
los efectos anteriores se modifiquen. En cuanto a las participaciones se espera que la 
productividad tenga mayor influencia ya que la nueva fórmula incluye en forma directa el 
producto estatal bruto (la anterior no lo hacía) y elementos de capacidad y esfuerzo fiscal. 
En cuanto a las aportaciones, en razón de que se incluyen más elementos administrativos 
en los diversos fondos, se espera que el efecto de favorecer a los estados con mayor 
marginación se reduzca en favor de los estados con mayores necesidades o servicios en la 
materia, lo cual terminará favoreciendo al factor de la población o estados con mayor 
infraestructura en la materia en cuestión. Lo cual implicará que la nueva tendencia será 


crear mayores diferencias entre los estados desarrollados y los de mayor atraso. 


271 


4. Evolución del federalismo fiscal 

Las grandes cantidades de transferencias a los estados han introducido diferentes 
incentivos. El estudio encontró ciertas inconsistencias en cuanto al reparto de las 
participaciones ya que se asignaban conforme a la capacidad económica de los estados. 
Esto ocasionaba que el reparto de las mismas no tuviera un efecto directo sobre la política 
fiscal de los estados en razón de que las variables de capacidad económica no estaban bajo 
el control de los estados. De ahí que fuera imperativo que la fórmula de asignación 
incluyera elementos que representen el esfuerzo fiscal para incentivar el aumento de los 
impuestos y demás fuentes similares de ingreso. La reforma de 2007 aunque conserva 
elementos de capacidad fiscal incluye elementos de esfuerzo fiscal (40% en el caso del 
Fondo General de Participaciones) buscando corregir las inconsistencias encontradas en el 
análisis. Por lo tanto la evolución del sistema de participaciones llevará a favorecer a los 
estados con mayor actividad económica y/o esfuerzo por elevar su nivel local de ingresos 


propios. 


En principio las aportaciones compensan a los estados menos beneficiados dentro de las 
participaciones. Sin embargo, debido a la inclusión de factores de desarrollo dentro de las 
fórmulas de asignación de los fondos en particular (reformas del 2002 al 2007), así como 
los acuerdos administrativos en específico, se está empezando a revertir la tendencia a 
favor de los estados desarrollados. Este escenario representa la peor situación ya que 
irremediablemente desemboca en una mayor disparidad entre los estados ricos y los que 
tienen mayores carencias, lo que motivará de nueva cuenta el replanteamiento de los 


valores del federalismo. 
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Con la finalidad de restaurar plenamente el propósito de apoyar a los estados o regiones 
con mayor atraso resulta urgente revisar de nueva cuenta las variables dentro de las 
fórmulas de asignación de los fondos. De acuerdo a los análisis de la investigación se 
propone eliminar a la población, así como elementos que demuestren mayor capacidad 
económica como el caso de infraestructura, plantilla de personal profesional o capacidad 
en recursos materiales. Debe incluirse como criterios de reparto de los fondos sociales 
índices de marginación, pobreza o analfabetismo. En caso extremo realizar una propuesta 
de un nuevo coeficiente que sea fácil de calcular, con datos accesibles a todos los niveles 
de gobierno, comprensible, transparente y que represente con fidelidad los lugares que 


tienen mayores necesidades de apoyo institucional. 


Si la propuesta en cuestión no es posible por los compromisos institucionales existentes, 
sobre todo en educación y salubridad, entonces debería dividirse el Ramo 33 en dos ramos 
distintos. Un ramo dedicado a los fondos que representan los compromisos institucionales 
en materia de servicios ya afianzados entre la población. Y un segundo ramo que sea 
exclusivo para cuestiones de apoyo a las entidades con mayor rezago. De esta forma 
habría mayor claridad en el Sistema y sería posible aplicar políticas públicas para 


compensar la desigualdad entre la Federación. 


Además la Ley de Coordinación Fiscal debe mencionar los fines precisos de cada tipo de 
transferencias para reducir la incertidumbre y cambiantes percepciones políticas sobre sus 
aplicaciones. Las transferencias libres o participaciones deben ser guiadas por el principio 


de regresar los recursos a los estados donde fueron obtenidos o principio de capacidad 
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económica. En términos generales se constató en el presente estudio que el principio 
señalado representa la condición general de las participaciones con sus excepciones. El 
propósito de las asignaciones sociales debe consistir en ayudar a los estados o regiones 
con mayores índices de marginalidad. En tal sentido será más fácil para los actores 
políticos aplicar nuevas políticas o tomar decisiones financieras con mayor eficiencia en 
cuanto a cantidades y efectos de las transferencias en el contexto del presupuesto 
nacional. En la actualidad y conforme a la opinión de varios actores políticos no existe un 
objetivo claro o finalidad específica en atención al tipo de transferencia, en particular las 


aportaciones, sino que cada entidad la interpreta en su beneficio. 


5. Política pública fiscal 
Si consideramos cambios profundos, Luis Aguilar (1994) cita un conjunto de políticas 
fiscales para desarrollar un nuevo federalismo con la intención de reducir disparidades 


regionales y desequilibrios fiscales. Éstas incluyen: 


a) Una nueva estructura institucional que consista en crear una esfera clara de 
atribuciones y responsabilidades entre los tres niveles de gobierno; b) una reforma 
fiscal que otorgue en forma transparente los ingresos y responsabilidades de gasto de 
los gobiernos; Cc) aumentar las capacidades administrativas de los estados y 
municipios; y d) la creación de un nuevo modelo de desarrollo económico basado en 


las diferencias regionales con la participación de los sectores público, privado y social. 


Los datos del estudio muestran que algunas de las recomendaciones anteriores de política 


pública ya son consideradas dentro de la agenda fiscal nacional mientras que otras han 
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permanecido como temas pospuestos. En particular la reforma profunda al federalismo 
fiscal continúa como tema en desarrollo. En cambio, el tema de la asignación de 
responsabilidades a los niveles de gobierno se ha venido aplicando a través de la 
descentralización. México inició su proceso de descentralización en los ochentas hacia los 
estados y municipios pero sin la correspondiente reforma fiscal que les garantizará fuentes 


impositivas propias. 


Enrique Cabrero-Mendoza (2000, 376) menciona que la descentralización ha producido 
resultados diferentes. “En una mano, el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol) 
funcionó como una estructura paralela a los gobiernos estatales y municipales en la lucha 
por erradicar la pobreza. Aunque para 1994, se realiza el esfuerzo de participar con los 
estados y municipios en el programa, Pronasol falló en aumentar sus capacidades 
institucionales. En la otra mano, la descentralización de la educación y salubridad ha sido 
un objetivo primario de los esfuerzos de la actual administración (lo cual denomina la 
administración como Nuevo Federalismo). Como resultado de estas reformas, la mayoría 
de trabajadores federales en estas áreas fueron transferidos a los gobiernos estatales. En 
un lapso de tiempo muy corto, el staff de los gobiernos de los estados se multiplicó por 
dos o tres; tomando en consideración sólo los recursos devueltos del nivel federal para 
pagar el staff, ellos duplicaron el tamaño de los presupuestos de egresos estatales. Así, los 
largos efectos de estas iniciativas han sido ampliados por el pluralismo de los partidos 
políticos que estaba ocurriendo al mismo tiempo.” En otras palabras, Pronasol inyectó 


recursos masivos a los estados pero ayudó en muy poco a fortalecer el esfuerzo fiscal. 
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Con relación a los recursos financieros recibidos por los estados él encontró que “dos 
recientes estudios (Cabrero, Flamand, Santizo y Vega, 1997; Ward, Rodriguez y Cabrero, 
1999) demostraron que los gobiernos estatales, a pesar de que han adquirido toneladas de 
nuevas funciones operativas, no han visto el aumento equivalente en el área de la 
autoridad para la toma de decisiones. Además, los recursos que han recibido han sido 
Claramente insuficientes y permanecen en un grado significante bajo el control del 


gobierno central.” 


La respuesta de la Federación para compensar la debilidad del proceso de devolución de 
responsabilidades parece ser que ha consistido en el fortalecimiento de los fondos sociales 
condicionales. De esta forma y de acuerdo a las reglas existentes los estados y municipios 
tienen el incentivo de mejorar sus burocracias con el objetivo de atraer mayor cantidad de 
programas sociales y manejar los recursos eficientemente. Esto mejorará las 
administraciones públicas y en los programas que requieren el aporte de ingresos locales 


introduce el incentivo de aumentar los ingresos locales. 


Cabrero-Mendoza (2000) señala que la nueva práctica de las transferencias condicionales 
ha introducido cuatro tipos de innovaciones, siendo éstas los nuevos estilos de liderazgo, 
nuevos mecanismos para ampliar la participación ciudadana, el fortalecimiento de las 
relaciones intergubernamentales y nuevos sistemas de administración. Estas nuevas 
modificaciones aplicadas a los sistemas de administración financiera representan las 
pautas que tienen que seguir los gobiernos municipales para obtener mayores recursos 


federales. 
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6. Reforma fiscal 

En caso de que algunas de las propuestas de la Reunión Nacional Hacendaria o propuestas 
de CONAGO fueran aprobadas por el Congreso de la Unión, el régimen de federalismo 
fiscal en México podría dirigirse hacia el sistema de impuestos compartidos. Los 
impuestos federales que podrían ser candidatos son el del Valor Agregado, sobre Ingresos 
o especiales (tabaco, gasolina y alcohol). De acuerdo a su estructura e importancia en el 
ingreso o consumo dichos impuestos serían opciones ideales para establecer inicialmente 
un sistema compartido entre la Federación y los estados. De hecho, a partir del 
Presupuesto de Egresos del 2005 el Impuesto al Valor Agregado ya es un impuesto 
compartido en México. El problema ha sido que la Federación permitió compartir el 
impuesto pero no disminuyó su tasa, lo cual lo hace totalmente impopular y oneroso para 
aquellos estados que quisieran agregar su propia tasa y, en consecuencia, aumentarla para 
los ciudadanos. En caso de realizarse el nuevo sistema de impuestos compartidos, con las 
correcciones correspondientes, se brindaría la oportunidad de crear un espacio para que 
los impuestos compartidos se ampliaran al nivel municipal dentro de los límites de las 
tasas estatales. El reto para este nuevo sistema consiste en identificar que tipo de impuesto 
o conjunto de impuestos serían ideales para que el Gobierno federal mantenga el control 
en asuntos macroeconómicos y se permita mayor autonomía estatal. Así mismo, sería de 
importancia el tipo de administración fiscal entre los niveles de gobierno considerando las 
bases y tasas fiscales apropiadas para evitar los costos administrativos de una doble o 


triple tributación. 


A largo plazo el nuevo régimen fiscal otorgaría mayores recursos en forma directa a los 


estados. En consecuencia surgiría como tema el papel de las transferencias libres en este 
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nuevo esquema. Las interrogantes serían en el sentido de sí las participaciones 
continuaran como hasta hoy, se irían reduciendo en forma gradual o si algunas cantidades 
se mantendrían para ayudar a los estados que se quedarían rezagados en el nuevo orden de 


relaciones fiscales. 


El nuevo sistema fiscal debe ser capaz de enfrentar las nuevas responsabilidades creadas 
por una sociedad diferente en este nuevo siglo de globalización, internet, proliferación de 
ONG's, nuevas instancias internacionales e, inclusive, los retos de seguridad en sentido 
amplio. Siguiendo dichas ideas Donald Klingner (2000, 371) menciona los siguientes 
puntos que debe cubrir la agenda de la reforma estatal: “el Congreso estará sometido a un 
mayor pluralismo y control profesional; la descentralización política continua; los 
gobernadores de todos los partidos buscaran staff profesional; la cooperación regional 
aumentara; la restauración ambiental crecerá en forma importante; sé fortalecerá la 
profesionalización de la policía; la privatización sé acelerará; y nuevas prácticas de 
descentralización administrativa sin jerarquías tradicionales aparecerán.” Estos retos de 
las instituciones políticas ya fueron mencionados anteriormente por Luis Aguilar (1994, 
149) y Eliza Willis (1999, 48). Particularmente en referencia a la reforma fiscal, la 
reducción de las diferencias económicas entre estados, el proceso permanente de la 


descentralización y la debilidad del control presidencial. 


En un sentido similar Amabilia Terrazas (2004, 71) señala que el nuevo sistema debe 
fortalecer las finanzas en los tres órdenes de gobierno, a través de la devolución de 
potestades tributarias a los estados y municipios; la modificación de los mecanismos de 


asignación para hacerlos transparentes y generales; y el mejoramiento de la colaboración 
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administrativa para las tareas de fiscalización entre los tres niveles de gobierno. Además 
señala (p. 76) que “algunos de los cambios requeridos para fortalecer los ingresos 
federales y propiciar una mejor distribución del ingreso, a través de las participaciones, 
son: a) las participaciones deben quedar ligadas al desempeño recaudatorio de los estados; 
b) se requiere que los gobiernos locales sean menos dependientes de las participaciones; 
Cc) es necesario eliminar las ambigijedades en la fórmula de repartición de los recursos del 
Fondo de Desarrollo Social Municipal (FDSM), así como hacer transparentes los criterios 
de repartición de los estados a sus municipios; se requiere un debate serio acerca de cómo 


contratan los gobiernos locales su deuda pública.” 


En atención a estos retos y circunstancias, Oates (1999, 1144) considera como prioridades 


de la reforma fiscal en las naciones en vías de desarrollo las siguientes: 


“(1) reestructuración de los sistemas intergubernamentales de transferencias, en 
algunas instancias reducir las cantidades considerables que se otorgan a niveles 
descentralizados de gobierno y, con mayor generalidad, remover los incentivos 
perversos que afectan el comportamiento fiscal en la parte de los receptores; (2) 
rediseñar los sistemas impositivos para proveer a los niveles de gobierno 
descentralizados un mayor acceso a recursos propios para financiar sus presupuestos y, 
en consecuencia, reducir su dependencia sobre las transferencias de arriba; y (3) 
revisar el uso y restricciones sobre el financiamiento de la deuda pública para 
garantizar que la colocación de deuda no sea un medio fácil para financiar déficit 


sobre las cuentas corrientes.” 
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Oates sigue a la mayoría de economistas en cuanto a trasladar mayores poderes fiscales 
hacia niveles inferiores de gobierno pero con los debidos controles para limitar las deudas 


de estos gobiernos. 


En el caso de que reformas como las arriba descritas no fueran pactadas el resultado serían 
reformas incompletas y parciales en México. El gobierno nacional continuaría con el 
monopolio de los acuerdos fiscales con los estados y buscaría con diferentes mecanismos 
llegar a equilibrios regionales. Además, las reglas de las asignaciones sociales serían 
continuamente revisadas y modificadas para intentar compensar los incentivos producidos 
por las participaciones libres. En tal caso mayor complejidad se agregaría al SNCE, 
limitando la posibilidad de crear políticas fiscales eficientes y claras que apoyaran a los 
estados a fortalecer su esfuerzo fiscal, reducir disparidades regionales o realizar una 
descentralización exitosa con la finalidad de dar mejores servicios públicos a los 


ciudadanos. 
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